ACTA N° 09-2020
SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 





	I. INFORMACIÓN GENERAL



	Número de Sesión:
	09-2020

	Asunto de reunión:
	Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

	Lugar:
	Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)

	Fecha
	04-09-2020

	Hora inicio:
	   13:30
	Hora final:
	 15:30





	II. PARTICIPANTES 


 

	INTEGRANTES
	ASISTENTES

	Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
	Ausente 

	Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
	Presente 13:30 a 16:30

	Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia
Suplente: Sra. Angie Calderón
	Ausente 
Presente 13:30 a 16:30

	Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior
	Ausente 

	Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva
	Presente 13:30 a 14:00

	Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación
	Ausente

	Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR
	Ausente

	Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial
Sra. Flor Arroyo Morera
	Ausente
Presente 13:30 a 16:30

	Sr. Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal II Circuito Judicial de San José
	Presente 13:45 a 15:00 se reincorporó a las 15:52

	Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca
	Ausente

	Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial
	Ausente

	Sra. Valeria Varas, INAMU
	Ausente

	Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR
	Ausente

	Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Ausente

	Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena
Suplente: Sra. Tattiana García Chaves
	Ausente
Presente 13:30 a 16:30

	Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública
	Presente 13:30 a 16:30

	Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial
Suplente: Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios I Circuito Judicial de la Zona Sur
Suplente: Sra. Yanory Olaya Delgado, Contralora II Circuito Judicial de la Zona Sur
	Ausente
Presente 13:30 a 14:00

Ausente

	Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información
	Ausente

	Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República
	Ausente

	Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial
	Presente 13:30 a 16:30

	Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno
Suplente: Señora Indira Alfaro
	Ausente
Ausente

	Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Ausente

	Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	Presente 13:30 a 16:30

	Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial
	Ausente

	Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana
Suplentes: 
Sra. Cheryl Bolaños
Sra. Jeannette Durán Alemán
	Ausente

Ausente
Presente 13:30 a 16:30

	Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa
	Presente 13:30 a 15:00

	Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC
Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella
	Ausente
Ausente

	Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial
	Presente 15:00 a 16:30




	III. APROBACIÓN DE ACTA 



ARTICULO I

[bookmark: _MON_1659777605]Se somete a aprobación el Acta N° 08-2020 celebrada el 21 de agosto de 2020, la cual fue socializada mediante comunicado electrónico enviado el 24 de agosto de 2020, 11:53 p.m., a las personas integrantes de la Subcomisión. Se recibieron las siguientes observaciones:




La señora Cheryl Bolaños en comunicado electrónico enviado el 25 de agosto remitió algunas observaciones con control de cambios; además, indicó:
“En el Artículo IV: Aclarar que Gestión de la Capacitación se encargará de incorporar el formulario a la plataforma y se generará el enlace para que la Contraloría aplique el instrumento, una vez finalizada la aplicación, que se nos indique para generar el reporte y la Contraloría realice el informe.
Tomar en cuenta que quien representa a Gestión Humana soy yo y la que me sustituye en ausencia es Jeannette Durán Alemán. 
En el Artículo IX: “Sobre esta respuesta, yo emití una posterior que adjunto al correo del acta. Para que me indique cómo proceder. El documento está muy completo si lo avalan tal cual está, se puede hacer un tutorial virtual del mismo, pero sí requerimos que se nos asigne una persona experta que revise los productos que vayamos desarrollando.” 
Sobre este tema, la señora Bolaños agregó en comunicado electrónico del 23 de julio señaló: “Buenos días doña Damaris. En relación con su solicitud, pensamos en agregar como un recurso más al curso que está vigente sobre pueblos indígenas, este documento como un recurso de lectura. ¿Quería consultarle si esa era la idea o se trata de una capacitación totalmente nueva sobre el tema que desarrolla el documento? Quedo atenta. Saludos. Cheryl”
El señor Wilbert Kidd en comunicado electrónico del 25 de agosto, señaló:
“En relación con el contenido del Artículo III, solicito hacer el siguiente cambio: “El señor Wilbert Kidd afirma que debe respetarse el Sistema de Peritos, el cual genera un rol establecido por reglamento aprobado por Corte Plena y no proceder con designaciones específicas para casos concretos, salvo los casos justificados en los cuales se puede nombrar por inopia. Artículo XI: La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomó el acuerdo en sesión celebrada el el 8 de mayo de 2020, Artículo XVIII, que literalmente indica: (Doble el)”
La señora Jovanna Calderón en comunicado del 28 de agosto indicó:
“Una vez revisada el acta, la única sugerencia sobre la misma, es que por favor se pueda consignar que mi persona se retiró de la sesión minutos antes de las 3 de la tarde, por lo que participé hasta la votación del acuerdo II.
En relación con la "Guía para la atención de pueblos indígenas", y al documento en el que la Jurisdicción Penal, da respuesta ante la situación de riesgo de realizar las audiencias en zonas indígenas; serían tan amables de compartirlos, es de nuestro interés el poder revisarlos, pero en el acta me aparecen solamente como una imagen, y no como un hipervínculo. 
Así mismo, con todo respeto, me tomo la libertad de someter a consideración, que para la capacitación que estará realizando MIDEPLAN los días 29, 30 de setiembre y 1 de octubre, de las 2 a las 4 de la tarde, se pueda considerar al menos 1 espacio para la Dirección de Justicia Restaurativa.”

La señora Marjorie Herrera de la Defensoría de los Habitantes, el 25 de agosto indicó:

“En relación con el acta únicamente hay que indicar que estuve ausente por motivos laborales.  Sobre los temas abordados no me refiero dado que no participé.”

Se informa que las observaciones fueron incluidas en el documento adjunto a fin de someter el acta a aprobación, la cual incorpora las observaciones citadas, con especial indicación de que a la representante de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa se le enviaron los dos documentos solicitados mediante comunicado electrónico del 1 de setiembre, vinculados con el Oficio CJP163-2020 y la Guía respectiva. Además, se remitió solicitud a la Unidad de Acceso a la Justicia para que se incluya a la señora Jovanna Calderón en la capacitación que impartirá MIDEPLAN conforme a lo pedido, en correo del 1 de setiembre pasado.

En relación con la gestión de la señora Cheryl Bolaños, se toma nota de que ella y la señora Jeannette Durán Alemán actúan en representación de Gestión Humana; no obstante, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana señaló que en representación suya actuaría el señor Alex Guevara, en un comunicado anterior, por lo que se les ha tenido como tales para los efectos de asistencia a esta Subcomisión.




SE ACUERDA: Se aprueba el acta. Se abstiene de votar la señora Ligia Jiménez por no haber participado en la sesión.

II. ASUNTOS 
	IV. ASUNTOS TRATADOS


[bookmark: _Hlk39851586][bookmark: _Hlk39851586]

ARTÍCULO II

La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico del 2 de setiembre de 2020 comunicó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX, que literalmente señala:

“Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerdas Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. Se declara acuerdo firme.”

[bookmark: _MON_1660732856][bookmark: _MON_1660732856]


Refiere la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, que estima conveniente informar a las y los integrantes del Consejo Superior, en relación con la gestión enviada por el Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba que en Costa Rica no hay pueblos indígenas en aislamiento en los términos dispuestos por la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que las acciones a seguir con ocasión de la pandemia Covid-19 se enmarcan en lo señalado por la CIDH y los lineamientos del Ministerio de Salud establecidos en los Decretos de Emergencia y concretamente, tratándose de personas indígenas, en el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social, la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. 

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, sometió a conocimiento de Corte Plena el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” y la resolución 01-2020 de la CIDH con la solicitud de que se emitiera una circular dirigida a las personas servidoras judiciales con el objetivo de que se cumpliera con lo ahí estipulado para proteger la salud de las personas indígenas y garantizar la continuidad del servicio. Con ocasión de lo anterior, Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El referido acuerdo generó la publicación de la Circular 103-2020 que al efecto dispone:

“CIRCULAR No. 103-2020
Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.
A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS
SE LES HACE SABER QUE:
La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas.
[bookmark: _Hlk22190564]El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta:
https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.
San José, 21 de mayo de 2020
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia

En el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” se establece como objetivo general la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica. 
En relación con el alcance del Plan se dispone: “La aplicación de este plan de trabajo, juntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19.” 
El Plan describe las actividades a desarrollar según lineamientos y objetivos.
De igual forma, la priorización que debe darse a los territorios para su atención.


PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS  

En el Plan se indica que los pueblos indígenas presentan condiciones variadas en cuanto a su ubicación geográfica, el uso de su idioma y las cercanías con los núcleos más poblados del país, y que estas condiciones hacen que en caso de riesgo de la pandemia COIVD 19 no sea uniforme, por lo que en el siguiente cuadro se ofrece una priorización de acuerdo con esas condiciones:

1. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA ENTREGA DE INSUMOS DE HIGIENE: los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de kits de higiene (alcohol, gel, detergente) debido a su cercanía con localidades con grandes concentraciones de personas y porque ya se han presentado algunos casos confirmados de COVID-19 cercano a éstos.   
 
	      Territorio  
	Provincia  
	Cantón distrito  
	Población según censo 201 
	Priorización  

	1. MATAMBÚ 
 
	Guanacaste  
	Nicoya, Hojancha, Mansión 
	1685 
	ACCESO DIRECTO (carreteras nacionales, cantonales) 

	2. MALEKU 
 
	Alajuela  
	Guatuso, 	San 
Rafael  
	1423 
	Acceso 	directo 	(carreteras 
nacionales, cantonales) 

	3. QUITIRRISÍ 
 
	San José 
	Mora, Colón 
	1965 
	Acceso 	directo 	(carreteras 
nacionales, cantonales) 

	4. CHINA 
KICHÁ 
 
	San José 
	Pérez Zeledón  
	105 
	Acceso 	directo 	(carreteras 
nacionales, cantonales) 

	5. CURRE 
	Puntarenas 
	Buenos 	Aires 
Boruca  
	1089 
	Acceso 	directo 	(carreteras 
nacionales, cantonales) 

	6. COTO BRUS 
	Puntarenas  
	Coto 	Brus, 
Changuena  
	1785 
	Accesos terrestres limitado 

	7. TALAMANCA CABÉCAR 
	Limón 
	Talamanca, Bratsi  
	1435 
	 Accesos terrestres limitado 
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	8. CABAGRA 
	Puntarenas  
	Buenos 	Aires, 
Potrero Grande  
	3188 
	Accesos terrestres limitado 

	9. ALTO 
LAGUNA 
	Puntarenas 
	Golfito, 	Puerto Jiménez  
	159 
	Accesos terrestres limitado 

	10. ABROJO MONTEZUMA 
	Puntarenas 
	Corredores, 
Corredores  
	1495 
	Accesos terrestres limitado 

	11. TALAMANCA BRIBRI 
	Limón 
	Talamanca, Bratsi, Valle La Estrella 
	8368 
	Accesos terrestres limitado 

	12. KEKOLDI 
	Limón 
	Talamanca, Cahuita 
	3575 
	Accesos terrestres limitado 

	13. ZAPATÓN  
	San José  
	Puriscal, Chires  
	452 
	Accesos terrestres limitado 

	14. TÉRRABA 
	Puntarenas 
	Buenos Aires, Potrero Grande, 
Pilas  
	2084 
	Accesos terrestres limitado 

	15. BORUCA 
	Puntarenas 
	Buenos 	Aires, 
Potrero Grande  
	3228 
	Accesos terrestres limitado 

	16. UJARRÁS 
	Puntarenas 
	Buenos 	Aires, 
Buenos Aires  
	1321 
	Accesos terrestres limitado 

	17. SALITRE 
	Puntarenas 
	Buenos 	Aires, 
Buenos Aires 
	1807 
	Accesos terrestres limitado 

	18. ALTOS DE SAN 
ANTONIO 
	Puntarenas 
	Corredores, Centro  
	342 
	Zonas sin accesos terrestre  

	19. TELIRE 
	Limón 
	Talamanca Bratsi 
	545 
	Zonas sin accesos terrestre 

	20. ALTO CHIRRIPÓ 
 
	Limón Cartago 
	Turrialba, Limón Valle la Estrella Matina, Talamanca La Suiza Tayutic 
Tres Equis 
	6341 
	Zonas sin accesos terrestre 

	21. CONTE 
BURICA 
	Puntarenas 
	Golfito Corredores Pavón Laurel 
	1863 
	Zonas sin accesos terrestre 
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	22. TAYNÍ 
	Limón 
	Limón, 	Valle 	La 
estrella  
	2850 
	Zonas sin accesos terrestre 

	23. NAIRI AWARI 
	Limón 
	Turrialba 	Matina 
Siquirres 
Tres 	 	Equis 
Pecuarito 	Tayutic 
Batan, Matina 
	473 
	Zonas sin accesos terrestre 

	24. BAJO 
CHIRRIPÓ 
	Limón 
	Turrialba Matina 
Matina 	Carrandi 
Tayutic 
	923 
	Zonas sin accesos terrestre 


 
 
2. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA CONTENCIÓN EN INFORMACIÓN E INSUMOS BÁSICOS:  
Los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de información contextualizada a su cultura, en el orden que se indican se encuentran muy alejadas de los centros de población   
 
	Territorio  
	Provincia  
	Cantón 
distrito  
	Población según censo 201 
	Priorización  

	1. TELIRE 
 
	Limón 
	Talamanca 
Bratsi 
	545 
	No comprensión del español, sin acceso terrestre 

	2. ALTO CHIRRIPÓ 
 
	Limón Cartago 
	Turrialba, 
Limón Valle la Estrella 
Matina, 
Talamanca 
La 	 	Suiza 
Tayutic Tres  
Equis 
	6341 
	No comprensión del español, sin acceso terrestre 
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	3. 
 
	CONTE BURICA 
	Puntarenas 
	Golfito Corredores Pavón Laurel 
	1863 
	No comprensión del español, sin acceso terrestre en algunas comunidades  

	4. 
 
	TAYNÍ 
	Limón 
	Limón, Valle 
La estrella  
	2850 
	Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre 

	5. 
 
	NAIRI AWARI 
	Limón 
	Turrialba Matina 
Siquirres 
Tres Equis 
Pacuarito 
Tayutic 
Batan, 
Matina 
	473 
	Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre 

	6. 
	BAJO CHIRRIPÓ 
	Limón 
	Turrialba 
Matina 
Matina 
Carrandi 
Tayutic 
	923 
	Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre 

	7. 
 
	COTO BRUS 
	Puntarenas  
	Coto 	Brus, Changuena  
	1785 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	8. 
 
	TALAMANCA CABÉCAR 
	Limón 
	Talamanca, 
Bratsi  
	1435 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	9. 
 
	CABAGRA 
	Puntarenas  
	Buenos 
Aires, 
Potrero 
Grande  
	3188 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 
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	10. ALTO LAGUNA 
 
	Puntarenas 
	Golfito, 
Puerto 
Jiménez  
	159 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	11. ABROJO MONTEZUMA 
 
	Puntarenas 
	Corredores, 
Corredores  
	1495 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	12. TALAMANCA 
BRIBRI 
 
	Limón 
	Talamanca, 
Bratsi, Valle 
La Estrella 
	8368 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	13. KEKOLDI 
	Limón 
	Talamanca, Cahuita 
	3575 
	Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado 

	14. MATAMBÚ 
	Guanacaste  
	Nicoya, 
Hojancha, 
Mansión 
	1685 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre  

	15. MALEKU 
	Alajuela  
	Guatuso, 
San Rafael  
	1423 
	 

	16. QUITIRRISÍ 
	San José 
	Mora, Colón 
	1965 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre 

	17. ZAPATÓN  
 
	San José  
	Puriscal, Chires  
	452 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre 

	18. CHINA KICHÁ 
 
	San José 
	Pérez 
Zeledón  
	105 
	Accesible vía terrestre 

	19. TÉRRABA 
 
	Puntarenas 
	Buenos 
Aires, 
Potrero 
Grande, 
Pilas  
	2084 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre 






17 
 	 
	20. BORUCA 
 
	Puntarenas 
	Buenos 
Aires, 
Potrero 
Grande  
	3228 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre 

	21. CURRE 
 
	Puntarenas 
	Buenos Aires Boruca  
	1089 
	No tiene idioma, accesible vía terrestre 

	22. UJARRÁS 
	Puntarenas 
	Buenos 
Aires, 
Buenos Aires  
	1321 
	Accesible vía terrestre  

	23. SALITRE 
 
	Puntarenas 
	Buenos 
Aires, 
Buenos Aires 
	1807 
	Accesible vía terrestre 

	24. ALTOS DE SAN ANTONIO 
	Puntarenas 
	Corredores, Centro  
	342 
	Accesible vía terrestre 


 
 
En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, tteléfono: 22079450. 

Luego de deliberar ampliamente, se dispone:

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX. 2° Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta Subcomisión, la decisión sobre el ingreso a los territorios indígenas corresponde a las personas juzgadoras, o bien, al Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y autoridades administrativas, según corresponda, conforme a sus competencias, previo a lo cual deben tomar en consideración lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020, los lineamientos de Corte Plena y Consejo Superior emitidos con ocasión de la pandemia Covid-19, los Decretos de Emergencia del Ministerio de Salud y concretamente, tratándose de personas indígenas, el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social y la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas; y  la Circular 103-2020. El objetivo del “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” es la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica; y se indica que la aplicación de este plan de trabajo, conjuntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19. En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, teléfono: 22079450. Por ende, las personas servidoras judiciales que con ocasión de sus funciones deben ingresar a un territorio indígena, deben coordinar previamente con el Ministerio de Salud y las personas designadas en el referido Plan, ponderando la situación particular de los pueblos indígenas involucrados y en todos los supuestos, consignarse el motivo por el cual se estima es urgente e importante el ingreso al territorio indígena que justifique la decisión. 3° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría General de la Corte, y a la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO II

La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico enviado el 2 de setiembre a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió el Oficio N° 8160-2020 donde comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, en el que se dispone:

“Analizada la gestión de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, en correo electrónico de 31 de julio de 2020, se acordó: solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.” 
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Luego de deliberar ampliamente, se dispone:

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 8160-2020 donde se comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, en el que se dispone: “Solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.”   2° Informar al Consejo Superior que el comunicado electrónico remitido el 31 de julio de 2020 por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tuvo como objetivo hacer de conocimiento del Consejo Superior con ocasión de sus competencias, la gestión planteada por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, en representación de la Coordinadora de Lucha Sur Sur, organización vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. El señor Oreamuno Vignet denuncia públicamente lo que califica como “invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.” Con ocasión de lo anterior, respetuosamente, se estima que lo informado sobre el reclamo de organizaciones defensoras de derechos humanos de los pueblos indígenas de Costa Rica, constituye un insumo importante para la toma de decisiones del Consejo Superior, con ocasión de las funciones dispuestas en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ejecutar la política administrativa de la Institución; y de dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del Poder Judicial, especialmente, por tratarse de un reclamo vinculado con personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. De ahí, cualquier decisión del Consejo Superior vinculada con la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares, trasciende al ámbito nacional e internacional incidiendo en la imagen del Poder Judicial, responsable como parte del Estado, de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto por la CIDH. Por ende, como jerarcas institucionales se estimó relevante hacerles de su conocimiento dicho comunicado, el cual se remitió con copia a organizaciones nacionales e internacionales; incluyendo al Ministerio Público, el cual comunicó del seguimiento que está dando a la gestión del señor Oreamuno Vignet en representación de la Coordinadora de Lucha Sur Sur. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTICULO III

El señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA, remitió comunicado electrónico del 15 de agosto pasado, 12:13, a la magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con copia al Viceminsterio de Diálogo Ciudadano y los señores Randall Otárola, Franklin Paniagua y Geyner Blanco, en el que señala:
“I’m writing to follow up an inquiry to the Vice Ministry that has been referred to your office. On April 23, in a message expressing my appreciation for the response to my earlier inquiry, I welcomed the steps forward for the Bribri and Broran described in the Vice Minister’s response, including 4 evictions, and requested some additional information.  
The persistence of violence and threats has led to allegations by Bribri and Broran leaders that these alleged perpetrators are acting with impunity. I asked if this is true, and was referred to you for up-to-date information about the individuals whom the State has successfully prosecuted and for a description of the sanctions imposed on them. 
It would also be very helpful to hear your assessment of the Poder Judicial’s effort via the Corte Plena to increase indigenous peoples’ access to justice through issuance of the 20 ejes. ¿Can you identify some of the measurable impacts of the ejes on the Bribri and Broran? For example, the current number of cases prioritized and concluded, or the number of indigenous people who have engaged public defenders made available since the ejes were issued.
Finally, I recently read reports of repeat offenders in the territories being set free by Criminal Court judges with no preventive detentions issued. These reports cite evidence that some released offenders have engaged in more threats and acts of violence. Please share your understanding of what the Poder Judicial can do and is doing to address this challenge to the rule of law.
All of us in the international human rights community who hold Costa Rica in very high esteem hope your great nation will sustain its long admired leadership for human rights, democracy and accountability in the hemisphere. Thank you in advance for your response and best wishes to you, your mother and all the mothers of your country on this Day of the Mother in Costa Rica.

Respectfully,
David Hinkley
Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA

En comunicado electrónico del 15 de agosto de 2020, 7:22 p.m., la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió comunicado electrónico a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, trasladando el comunicado del señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA:

“Estimado don Fernando:
Buenas noches. Traslado para su conocimiento para la atención adecuada y oportuna de la gestión formulada por el señor David Hinkley, Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA. Remito también al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, en su condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.
A su disposición en lo que pueda colaborar.”
El Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en comunicado electrónico del 28 de agosto de 2020, 10:42 a.m., remitió el Oficio DP-449-2020 a la Magistrada Vargas en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señala:

28 de agosto de 2020
DP-449 -2020 

Señora
Damaris Vargas Vasquez
Magistrada Coordinadora
Subcomisión para el Acceso 
a la Justicia de Pueblos Indígenas

Estimada Señora:

Reciba un cordial saludo. Por este medio me dirijo a usted en ocasión de brindar respuesta a su atento correo dirigido a la Presidencia de la Corte el 15 de agosto de 2020, donde nos traslada una nota formulada por el señor David Hinkley, en idioma inglés. 

En ese sentido, procedimos a solicitar la colaboración de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales para obtener una traducción libre del documento, la cual adjuntamos en la presente nota:
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Sin embargo, una vez analizados los requerimientos del Señor Hinkley entre los cuales destacan su deseo de conocer el número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes. 

Consideramos que las instancias oportunas para brindar ese tipo de información son el Ministerio Público y la Defensa Pública, las cuales integran la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

Por esta razón, deseamos trasladar esta gestión a la subcomisión a su cargo en aras de brindar una respuesta rápida, oportuna y unificada, de la forma en la cual se ha venido realizando.

Desde el Despacho de la Presidencia, reiteramos nuestra total disposición, para colaborar, dentro del marco de nuestras competencias, en cualquier gestión que usted así estime necesaria.

Con toda consideración y estima, 

_______________________
M.Sc. Róger Mata Brenes
Director 
Despacho de la Presidencia 
Corte Suprema de Justicia




En comunicado electrónico del 1° de setiembre de 2020, 4:27 p.m., la Magistrada Vargas Vásquez en la condición dicha, trasladó el Oficio DP-449-2020 del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia a la Fiscalía General y a la Defensa Pública mediante Oficio DVV-S1-0122-20, para emitir pronunciamiento. Este último Oficio señala:

1° de setiembre de 2020
DVV-S1-0122-2020
(DP-449 -2020) 
Señora
Máster Emilia Navas Aparicio
Fiscala General
Ministerio Público

Señor
M. Sc. Juan Carlos Pérez Murillo
Director
Defensa Pública

Estimada Señora y estimado Señor:
Reciban un cordial saludo. Tengo el honor de dirigirme a ustedes con ocasión de trasladarles el Oficio N° DP-449-2020 del Despacho de la Presidencia, que contiene nota formulada por el señor David Hinkley, en idioma inglés. 
La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales emitió una traducción libre del documento, la cual se adjunta a la presente nota:
[image: ]
Según informa el Despacho de la Presidencia, una vez analizados los requerimientos del Señor Hinkley entre los cuales destacan su deseo de conocer el número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes, se considera que las instancias oportunas para brindar ese tipo de información son el Ministerio Público y la Defensa Pública, las cuales integran la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
Por esta razón, se traslada esa gestión a ustedes como integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en aras de brindar una respuesta rápida, oportuna y unificada, de la forma en la cual se ha venido realizando.
Anexo los documentos de interés.”




La Fiscalía Indígena remitió respuesta el 2 de setiembre, la cual fue trasladada el 3 de setiembre de 2020 a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y Magistrado Jorge Olaso Álvarez en la condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.


 

La Defensa Pública envió el Oficio N° JEFDP-1156-2020 mediante comunicado electrónico del 4 de setiembre de 2020.


 

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada por el señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA, en comunicado electrónico del 15 de agosto de 2020, conforme a la traducción no oficial realizada por la Oficina de cooperación y Relaciones Internacionales, adjunta al Oficio DP-449-2020 de 28 de agosto emitido por el Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia donde se solicita a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas instar a la Fiscalía General y a la Defensa Pública para que informen sobre “el número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes”; el Oficio DVV-S1-0122-2020 donde se solicita la información; el Oficio N° 188-FAI-2020 enviado por la Fiscalía Indígena el 2 de setiembre de 2020, traslado ese mismo día al Despacho de la Presidencia; y el Oficio JEFDP-1156-2020 enviado el 4 de setiembre pasado. 2° Trasladar al Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia los Oficios 188-FAI-2020 y JEFDP-1156-2020. 3° Solicitar al Despacho de la Presidencia que el comunicado que se remita al señor David Hinkley, de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA, sea copiado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para la trazabilidad del cumplimiento de las gestiones enviadas a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de ésta. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Fiscalía General, Defensa Pública y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTICULO IV

La Dirección de Planificación en comunicado electrónico del 28 de agosto pasado remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia el Oficio 1335-PLA-EV-2020, el cual trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 1° de setiembre de 2020.

El contenido literal del Oficio 1335-PLA-EV-2020, es el siguiente:
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Luego de deliberar ampliamente, se dispone:

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 1335-PLA-EV-2020 emitido por la Dirección de Planificación, vinculado con las Fiscalías que atienden población indígena. 2° Solicitar a la Dirección de Planificación que se valore el eventual impacto de lo informado en el Oficio 1335-PLA-EV-2020 al Consejo Superior, en la Judicatura, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo; y de estimarse necesario, se les haga de su conocimiento ese Oficio. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Planificación con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO V

La señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, remitió comunicado electrónico el 1° de setiembre de 2020, en el que señaló:

De: Nathalia Ulloa <Nathalia@forestpeoples.org> 
Enviado el: martes, 1 de septiembre de 2020 6:26 p. m.
Para: despachopresidente@presidencia.go.cr; Emilia Navas Aparicio <enavas@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Julia Varela Araya <jvarela@Poder-Judicial.go.cr>; Isanchezr@poder-judicial.go.cr; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Chacon Artavia <rchacon@Poder-Judicial.go.cr>; Jesús Ramírez Quirós <jramirez@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Álvaro Burgos Mata <aburgos@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Eugenia Zuñiga Morales <szuniga@Poder-Judicial.go.cr>; Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>; Fernando Castillo Víquez <fcastillo@Poder-Judicial.go.cr>; Paul Rueda Leal <prueda@Poder-Judicial.go.cr>; Nancy Hernández Lopez <nhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Fdo. Salazar Alvarado <lsalazara@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos <secrecorte@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; William Molinari Vilchez <wmolinari@Poder-Judicial.go.cr>; Iris Rocio Rojas Morales <rrojas@Poder-Judicial.go.cr>; Román Solís Zelaya <rsolisz@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Aguirre Gómez <oaguirre@Poder-Judicial.go.cr>; jorge.fonseca@asamblea.go.cr; sylvia.villegas@asamblea.go.cr; maria.monge@asamblea.go.cr; dragos.dolanescu@asamblea.go.cr; nielsen.perez@asamblea.go.cr; paola.valladares@asamblea.go.cr; nidia.cespedes@asamblea.go.cr
CC: vaw@ohchr.org; indigenous@ohchr.org; Racism OHCHR <racism@ohchr.org>; cerd@ohchr.org; cedaw@ohchr.org; unwomen.geneva@unwomen.org; Defenders OHCHR <defenders@ohchr.org>; sandra@frontlinedefenders.org; baiocchi@un.org; POZAR Toni (EEAS-SAN JOSE) <Toni.POZAR@eeas.europa.eu>; defensoria@dhr.go.cr; Fiscalía de Asuntos Indígenas <fai-mp@Poder-Judicial.go.cr>; miscr-oea@rree.go.cr; randall.otarola@presidencia.go.cr; edsolanos@seguridadpublica.go.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; fpaniagua@mj.go.cr; codiawdayedi@gmail.com; concejomayoresbroran@gmail.com; Vanessa Jimenez <vjimenez342@gmail.com>; Karinna Fernandez <Karinna@forestpeoples.org>; Fergus MacKay <fergus@forestpeoples.org>
Asunto: FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma de impunidad
Excmas. /os. Sras./es.: 
Reciban un cordial saludo. 
Adjunto encontrarán la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, dirigida a ustedes, sobre las agresiones contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitida por la Sra. Louise Henson, Managing Director de Forest Peoples Programme.  
Esta Carta Abierta también se encuentra publicada en la página de la organización. 
Atentamente, 
Nathalia Ulloa Castillo | Asesora Legal
Forest Peoples Programme
Moreton-in-Marsh, GL56 9NQ, UK

En el comunicado se señala:

“30 agosto 2020 
FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma de impunidad 

Carta abierta a las autoridades de Costa Rica 

Señoras y Señores 
Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada 
Fiscal General de la República, Emilia Navas Aparicio 
Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia 
Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos 

En el contexto de la permanente violencia en contra de las comunidades indígenas, Forest Peoples Programme una vez más condena los recientes hechos de violencia y amenazas, en esta ocasión contra dos mujeres Bribrí del Territorio Indígena de Salitre. 

El pasado 21 de agosto de 2020 las indígenas Nombre 001 y Ana Patricia Calderón Figueroa, madre e hija del clan Uniwak, defensoras de los derechos de su territorio fueron amenazadas dentro de su territorio indígena titulado. El perpetrador fue el conocido y reincidente agresor Eliodoro Figueroa Uva (a veces conocido como Heliodoro). 

El atacante ingresó armado a la finca, recuperada por las mujeres indígenas, a tomar fotografías de sus plantaciones y cosechas. En ese momento, Nombre 002 y Nombre 001 lo interceptaron y le pidieron que saliera de su propiedad que está ubicada dentro del territorio indígena Bribri titulado por el Gobierno, a lo que el usurpador respondió con insultos y amenazas con un arma blanca mientras les decía “yo soy un hombre muy peligroso”, asegurándoles que regresaría. Cuando el agresor notó que las mujeres indígenas no abandonarían sus cosechas, este empezó a grabarlas con su celular amenazándolas y fue allí cuando ellas notaron que además del arma blanca también portaba un arma de fuego. 

Estos no son casos aislados. El usurpador posee numerosas causas penales en su contra por delitos contra la integridad física y vida de las personas indígenas del área, existiendo incluso medidas especiales de restricción en su contra, con respecto a otro Bribri víctima de su agresión. A pesar de lo cual sigue en libertad, robando los cultivos, portando armas y amenazando a las ya víctimas y propietarios indígenas legítimos del territorio (acorde a la normativa interna). Lo que demuestra la absoluta impunidad con la que actúa, se beneficia y perpetra nuevos delitos, incluso en contra de mujeres indígenas y beneficiarias de las Medidas Cautelares emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2015 (MC 321/12) para proteger los Bribri de estas agresiones y amenazas. 

Adicionalmente, este caso evidencia la atención deficiente de las autoridades del Estado, especialmente la policía, en los casos de violencia contra indígenas (incluso mujeres), evidenciando un grave incumplimiento de su obligación de otorgar protección a personas que integran grupos vulnerables y especialmente beneficiarias de medidas cautelares. 

En efecto, cuando Nombre 001 y Nombre 002 solicitaron el auxilio a la Fuerza Pública (policía del Poder Ejecutivo) los agentes policiales les insistieron y lograron convencerlas de que para ese tipo de amenazas no podían ni correspondía la interposición de una denuncia penal, por lo que ellos procedieron a retirarse sin levantar un informe de los hechos. Los agentes policiales, no cumplieron con su deber a sabiendas del peligro que representa el agresor, ya que conocen de las acciones judiciales que existen en contra del mismo Sr. Eliodoro, pues ellos mismos han tenido que detenerlo en al menos otras dos ocasiones recientes. Finalmente, tuvo que interceder la representación legal y solicitar apoyo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas en San José para que se lograra interponer la correspondiente denuncia; una denuncia que debe ser investigada con la debida diligencia y ser analizada dentro de una estrategia de persecución penal diseñada por la Fiscalía en la que acumule todas las acciones que involucran a este perpetrador y su familia por hechos similares y reiterados. 

Este sujeto de apellidos Figueroa Uva, junto a su hermano Rodrigo y su padre Heleodoro, usurpan ilegal y violentamente varias fincas en el Territorio de Salitre para mantener sus actividades económicas. En diversas ocasiones han intentado con total impunidad asesinar a personas indígenas, tales como José Enrique Ortiz y Minor Ortiz; este último actualmente vive con una bala en cada pierna y una marca de hierro caliente en su pecho producidas por los hermanos Figueroa Uva, sin que haya obtenido justicia ni reparación. 

Sin legitimidad para poseer de buena fe en el territorio, esta familia goza de absoluta impunidad en su accionar criminal. En al menos tres ocasiones los Tribunales han rechazado la solicitud de prisión preventiva de Eliodoro Figueroa dentro del proceso donde figura como víctima Nombre 003, a pesar de que se cumplen los requisitos exigidos por la legislación interna, arts. 10 y 239 del Código Procesal Penal costarricense. En este sentido, existen elementos de convicción suficientes para sostener razonablemente que el imputado es autor del hecho punible, el delito que se le atribuye está reprimido con pena privativa de libertad, el agresor además continúa con la actividad delictiva pues constantemente se denuncian sus agresiones y amenazas. Por último y la más relevante dado el contexto de vulnerabilidad de la víctima: existe grave riesgo y peligro para la víctima y sus familiares. Por su parte, la Fiscalía en al menos tres ocasiones no logró presentar argumentos suficientes para mantener a este hombre peligroso y a los miembros de su familia alejados de los Bribri y sus tierras. 

El Estado de Costa Rica, incluido el Poder Judicial, les sigue garantizando su impunidad. La familia Figueroa Uva seguirá, gracias a la aquiescencia estatal, destruyendo cosechas, viviendas y atentando contra la vida y la integridad física de las personas indígenas en Salitre. 

Es por todo esto que Forest Peoples Programme una vez más condena todos los hechos de violencia contra las mujeres indígenas y demás personas que integran comunidades indígenas, y hace un llamado para que: 

• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 
• Las autoridades estatales, con prioridad, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados, en especial que realicen una acumulación de los graves y reiterados hechos denunciados, estableciendo medias cautelares efectivas que aseguren la no repetición de estos graves hechos. 



• Las autoridades correspondientes prioritariamente resuelvan los casos judiciales relacionados a la disposición de las tierras reclamadas tanto por los Bribri como los usurpadores de la familia de Eliodoro Figueroa Uva (y Díaz). 
• Se adopte un Mecanismo Eficaz para que las personas indígenas interpongan las denuncias correspondientes sin dilación alguna; instruyendo tanto a la policía como a la Fiscalía en Buenos Aires para facilitar la interposición de denuncias, su proceso, y las comunicaciones periódicas con las víctimas para actualizarlos sobre el estado de sus casos. 
• Se adopten medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones internacionalmente adquiridas en materia de derechos humanos con especial énfasis a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención De Belem Do Para). 
• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas usurpaciones y estrategias rápidas y eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiarias, así como su propiedad ancestral. 
• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas derivadas de las MC 321/12. 

Atentamente, 

Louise Henson 
Managing Director 
Forest Peoples Programme 

CC: 
•Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer, sus Causas y Consecuencias 
• Grupo de trabajo sobre la discriminación contra las mujeres y niñas del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los Defensores de Derechos Humanos 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre el Racismo 
• Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de la ONU 
• Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la ONU (ONU-CEDAW) 
• ONU Mujeres Ginebra 
• Coordinadora del Programa de Naciones Unidas en Costa Rica 
• Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
• Defensoría de los Habitantes, Costa Rica 
• Concejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa 
• Concejo de Mayores Brörán “

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, traslado a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia comunicado electrónico en el que señaló:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 1 de septiembre de 2020 6:53 p. m.
Para: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; 'Nathalia Ulloa' <Nathalia@forestpeoples.org>
Asunto: RV: FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma de impunidad
Señor
Dr. Fernando Cruz Castro
Presidente
Corte Suprema de Justicia

Señor
Dr. Jorge Olaso Álvarez
Coordinador
Comisión de Acceso a la Justicia

Estimados Señores:
Reciban un atento saludo. Traslado para su conocimiento, conforme a sus competencias, el comunicado electrónico enviado por la licenciada Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, mediante correo electrónico del 1 de setiembre de 2020, 6:26 p.m., en el que remite la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, sobre las agresiones contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitida por la Sra. Louise Henson, Managing Director de Forest Peoples Programme.  Señala, esa Carta Abierta también se encuentra publicada en la página de la organización…”




SE ACUERDA: 
1° Se toma nota del comunicado “FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma de impunidad” enviado por la señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, el 1° de setiembre de 2020, en el que hace de conocimiento la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, sobre las agresiones contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitido por la Sra. Louise Henson, Managing Director de Forest Peoples Programme, en el que se “condena todos los hechos de violencia contra las mujeres indígenas y demás personas que integran comunidades indígenas”, y se hace un llamado para que: 
“• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos.  
• Las autoridades estatales, con prioridad, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados, en especial que realicen una acumulación de los graves y reiterados hechos denunciados, estableciendo medias cautelares efectivas que aseguren la no repetición de estos graves hechos. 
• Las autoridades correspondientes prioritariamente resuelvan los casos judiciales relacionados a la disposición de las tierras reclamadas tanto por los Bribri como los usurpadores de la familia de Eliodoro Figueroa Uva (y Díaz). 
• Se adopte un Mecanismo Eficaz para que las personas indígenas interpongan las denuncias correspondientes sin dilación alguna; instruyendo tanto a la policía como a la Fiscalía en Buenos Aires para facilitar la interposición de denuncias, su proceso, y las comunicaciones periódicas con las víctimas para actualizarlos sobre el estado de sus casos. 
• Se adopten medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones internacionalmente adquiridas en materia de derechos humanos con especial énfasis a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención De Belem Do Para). 
• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas usurpaciones y estrategias rápidas y eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiarias, así como su propiedad ancestral. 
• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas derivadas de las MC 321/12.”.
2° Se toma nota del traslado de la gestión hecha a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Comisión de Acceso a la Justicia por medio de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en el carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante comunicado electrónico del 1 de setiembre de 2020; así como del comunicado de la señora Tattiana García, Fiscala Adjunta Indígena, en el que informa que el Ministerio Público emitió pronunciamiento sobre esa gestión el 2 de setiembre a señora Nathalia Ulloa en el carácter dicho. 
3° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia y Fiscalía de Asuntos Indígenas, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

SE RETIRA EL INTEGRANTE JEAN CARLO MONGE

ARTICULO VI

El 3 de agosto de 2020, 6:13 a.m., la Asociación Pro-Derechos Humanos de España remitió comunicado a las autoridades del Poder Ejecutivo y Poder Judicial con copia a organizaciones nacionales e internacionales de derechos humanos indígenas sobre el tema: “Carta sobre las agresiones y amenazas que sufren los señores Nombre 004 y Nombre 005  solicitando la intervención de ambos Poderes en relación con las agresiones y amenazas que están sufriendo los señores Nombre 004 y Nombre 005, defensores de los derechos indígenas; concretamente se instó a las autoridades de Costa Rica a:

• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica de los Sres. Nombre 004 y Nombre 005, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba; 

• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las circunstancias de los hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley; 

• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica; 

• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, territorios o recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 

• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que incluya componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de las personas defensoras de los derechos indígenas. 
• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2; 

• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa Rica. 

En Oficio DVV-S1-101-2020 emitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez como respuesta a la gestión formulada por la Asociación Pro-Derechos Humanos de España, se acusa recibido e informa que el comunicado sería puesto en conocimiento de las jefaturas institucionales involucradas para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con población indígenas en aplicación de la normativa nacional e internacional que regula sus derechos. Se agrega, se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal pues no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

De igual forma, se trasladó la gestión de la Asociación Pro-Derechos Humanos de España a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y Comisión de Acceso a la Justicia, de igual forma, a todas las autoridades judiciales involucradas.

El Oficio DVV-S1-0101-2020 señala:

“Estimados Señores y Señoras:
Tengo el honor de dirigirme a ustedes en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de la Acceso a la Justicia del Poder Judicial, con el objetivo de acusar recibido del comunicado electrónico de 3 de agosto de 2020 a las 6:13 a.m., cuyo contenido literal es el siguiente:
“Sr. Carlos Alvarado Quesada, Presidente de la República de Costa Rica. 
Sr. Randall Otárola, Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano. 
Sr. Eduardo Solano, Viceministro de Seguridad Pública. 
Sra. Fiorella Salazar Rojas, Ministro de Justicia y Paz de Costa Rica 
Sr. Julio Jurado Fernández, Procuraduría General de la República. 
Sr. Rodolfo Solano Quirós, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto. 
Sra. Emilia Navas Aparicio, Fiscal General de la República. 
Sra. Damaris Vargas, Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia. 
Sra. Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República de Costa Rica. 
Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes, Dirección de Igualdad y No Discriminación. 
S.E Sra. Sara Duncan, Representante Permanente Alterna, Misión Permanente de Costa Rica ante la Oficina de Naciones Unidas en Ginebra. 
S.E Sra. Montserrat Solano Carboni, Embajadora, Misión Permanente de Costa Rica ante la Organización de los Estados Americanos. 
S.E Sr. Sergio Alfaro Salas, Embajador, Embajada de Costa Rica ante el Reino de Bélgica, el Gran Ducado de Luxemburgo y Misión ante la Unión Europea. 
La Asociación Pro-Derechos Humanos de España ha sido informada a través del Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, que están sufriendo los Sres. Nombre 004 y Nombre 005, defensores de los derechos indígenas y miembros de las comunidades Bribri y Bröran de los territorios indígenas de Salitre y de Térraba respectivamente, ambos situados en la provincia de Puntarenas. 
Según la información recibida, el 21 de julio de 2020, mientras el Sr. Nombre 004, defensor indígena Bribri, se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, quien profirió insultos contra él y su familia e hizo referencia a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva. 
Los hermanos Figueroa Uva son miembros de una familia no indígena que habría llevado a cabo múltiples agresiones y amenazas contra la comunidad Bribri de Salitre y la comunidad Brörán en los últimos años, incluidos intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos. En este sentido, el 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia interpuesta por el Sr. Nombre 004 y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Nombre 006, quienes habrían sido atacados con arma de fuego por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva el mismo 9 de febrero. Asimismo, el juez impuso medidas cautelares al Sr. Eliodoro Figueroa Uva mientras se desarrollan las investigaciones, consistentes en no perturbar ni intimidar a la comunidad indígena Bribri de Salitre. Por otra parte, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiplos procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre. 
De acuerdo con la misma información, el 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín, ubicada en el territorio indígena de Térraba y recuperada por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por un grupo de personas desconocidas junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en dicho territorio indígena. Los agresores introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañando el suelo y deforestando media hectárea del terreno. Un grupo de personas indígenas Brörán fue amenazado, tras apersonarse al lugar para proteger pacíficamente su territorio. Asimismo, el Sr. Nombre 005
, líder indígena Brörán, fue amenazado de muerte por un individuo desconocido, quien le dijo que tenía garantizada una recompensa por su asesinato. 
Tras ser alertada por las víctimas de las agresiones, la policía local acudió al lugar de los hechos para negociar con el grupo de agresores su salida del territorio indígena. Sin embargo, y a pesar de la gravedad de las agresiones, no se llevó a cabo ninguna detención y tampoco se ha permitido a las personas agredidas tener acceso al contenido del informe policial. 
Según informa el Observatorio dichas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos Bribri y Brörán se enmarcan en un patrón de ataques contra los pueblos indígenas de Salitre y Térraba cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios. 
En este sentido, de acuerdo con lo establecido en Ley Indígena de Costa Rica, los territorios indígenas son inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivos para las comunidades indígenas que las habitan. Asimismo, el Estado tiene la obligación de reubicar a las personas no indígenas que se encuentren en territorios indígenas y, en caso de que se produzca una invasión de dichos territorios, la obligación de proceder al desalojo de los ocupantes ilegales. Sin embargo, la falta de implementación adecuada de dicha ley ha generado un conflicto por la tenencia de la tierra entre pueblos indígenas y personas no indígenas con graves consecuencias para la comunidad Bribri de Salitre y la comunidad de Brörán y sus liderazgos, quienes han sido sometidos a amenazas, ataques contra su vida e integridad física y a ocupaciones ilegales de sus territorios desde 2012. 
En 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a través de la Resolución 16/15 otorgó medidas cautelares a favor de los pueblos indígenas Bribri y Brörán. Sin embargo, las medidas de protección adoptadas por Costa Rica se han mostrado ineficaces y los ataques contra ambas comunidades, así como la ocupación ilegal de sus tierras, han continuado con total impunidad, incluidos los asesinatos el 18 de marzo de 2019 del líder indígena Bribri Nombre 007, y del líder indígena Brörán Jehry Rivera Rivera el 24 de febrero de 2020. 
Desde la APDHE, condenamos las amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán. Por ello, instamos a las autoridades de Costa Rica a: 
• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica de los Sres. Nombre 004 y Nombre 005, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba; 
• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las circunstancias de los hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley; 
• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica; 
• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, territorios o recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 
• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que incluya componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de las personas defensoras de los derechos indígenas. 
• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2; 
• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa Rica. 
Madrid (España), 3 de agosto de 2020
 El comunicado será puesto en conocimiento de las jefaturas institucionales involucradas para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con población indígenas en aplicación de la normativa nacional e internacional que regula sus derechos. Se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal pues no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”


La Asociación Pro-Derechos Humanos de España remitió acuse de recibido del Oficio DVV-S1-0101-2020.

La Comisión de la Jurisdicción Penal en comunicado electrónico del 28 de agosto de 2020 remitió el Oficio CJP 180-2020 a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General, en relación con el correo electrónico enviado por ésta en el que hace de conocimiento el oficio enviado por la Asociación Pro-Derechos Humanos de España el pasado 3 de agosto, relacionado con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. En el documentos se señala, entre otras cosas, que “… esta Comisión considera importante instar -dentro del marco de respeto de su independencia funcional- al Organismo de Investigación Judicial y al Ministerio Público del Poder Judicial, para que las investigaciones relacionadas con los hechos expuestos, se lleven a cabo como lo exige nuestra legislación con eficacia y eficiencia, con el fin de que las denuncias por actos delictivos contra los grupos indígenas sean esclarecidas conforme a la legalidad y se evite la impunidad a la que  con preocupación hace referencia la Asociación Pro Derechos Humanos  de España. La investigación transparente de estos asuntos constituye un pilar fundamental en un sistema democrático como el nuestro, en el que la población indígena es un componente humano sustancial de nuestra identidad y multiculturalidad costarricense, y responde sin lugar a duda al discurso uniforme de los poderes estatales de brindar especial protección y amparo a estos grupos vulnerables y vulnerabilizados.”



SE ACUERDA: 

1° Se toma nota del comunicado electrónico del 3 de agosto de 2020, 6:13 a.m., remitido por la Asociación Pro-Derechos Humanos de España sobre el tema: “Carta sobre las agresiones y amenazas que sufren los señores Nombre 004 y Nombre 005” solicitando la intervención del Poder Ejecutivo y al Poder Judicial en relación con las agresiones y amenazas que están sufriendo los señores Nombre 004 y Nombre 005, defensores de los derechos indígenas; concretamente se insta a las autoridades de Costa Rica a:

• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica de los Sres. Nombre 004 y Nombre 005, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba; 

• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las circunstancias de los hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley; 

• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica; 

• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, territorios o recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 

• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que incluya componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de las personas defensoras de los derechos indígenas. 
• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2; 

• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa Rica. 

2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-101-2020 emitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, dirigido a la Asociación Pro-Derechos Humanos de España, en el que se informa que el comunicado será puesto en conocimiento de las jefaturas institucionales involucradas para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con población indígenas en aplicación de la normativa nacional e internacional que regula sus derechos. Se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal pues no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas; y del acuse de recibido que de dicho comunicado remitió la Asociación Pro-Derechos Humanos de España. 

3° Se toma nota del Oficio N° CJP 180-2020 de 28 de agosto de 2020, remitido por la Magistrada Patricia Solano, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal y se dispone a trasladar el oficio en referencia a la Fiscalía General y al Organismo de Investigación Judicial para su conocimiento. 

4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Fiscalía General y Dirección del Organismo de Investigación Judicial por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTICULO VII

El Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Secretario General a.i. de la Corte Suprema de Justicia, en Ofício N° 7142-2020 de 31 de julio de 2020, informó: 

“Con instrucciones del señor Presidente de la Corte, Magistrado Cruz, adjunto le remito correo electrónico de fecha 29 de julio en curso, en que el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, remite Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán; para su estudio e informe. Se adjuntan los archivos.” 



 

Con antelación a que se recibiera la solicitud de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la gestión del señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, denominada Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán, había sido contestada por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante Oficio N° DVV-S1-096-2020 de 30 de julio de 2020 a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Fiscalía General, Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia, indicándose: 
“… el comunicado denominado “Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica” dirigido por el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las Magistradas y a la Fiscalía General de la Corte Suprema de Justicia, entre otras personas, será puesto en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho. 
Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente copiados para la trazabilidad debida…”




Por su parte, la licenciada Tatiana García Chaves, Fiscala de Asuntos Indígenas, mediante Oficio 158-FAI-2020 de 30 de julio de 2020 informó a la Fiscalía General y ésta dio respuesta a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, sobre lo solicitado.




Por su parte la Defensa Pública envió el oficio JEFDP-1027-2020 en el que acusa recibido del Oficio N° DVV-S1-0096-2020.
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Posteriormente, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas respondió la solicitud enviada por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en Oficio DVV-S1-0113-2020, el cual fue copiado a la Comisión de Acceso a la Justicia. 




Se delibera ampliamente sobre el tema y se dispone:

SE ACUERDA: 
1° Se toma nota del Oficio 7142-2020 del 31 de julio de 2020 remitido por el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Secretario General a.i. de la Corte Suprema de Justicia, en el que comunica, con instrucciones del señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia el correo electrónico de fecha 29 de julio de 2020 que contiene el comunicado del señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, sobre “Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán”; para estudio e informe; así como del Oficio DVV-S1-0113-2020 en el que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas da respuesta a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Secretaría General de la Corte y Comisión de Acceso a la Justicia, el cual se comparte por la referida Subcomisión.

2° El comunicado del señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, sobre “Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán”  fue enviado directamente a varias oficinas instituciones, con ocasión de lo cual, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, remitió Oficio DVV-S1-096-2020 a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, dando respuesta; de la misma forma que lo hizo la Fiscalía de Asuntos Indígenas mediante Oficio 158-FAI-2020 de 30 de julio de 2020 emitido por esa Fiscalía, dirigido a la Fiscalía General; y la Defensa Pública en Oficio JEFDP-1027-2020 acusó recibido del mismo.

3° Se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia, Fiscalía General y Defensa Pública, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -




ARTÍCULO VIII

La Máster Melisa Benavides Víquez hace del conocimiento la gestión formulada por el señor Nombre 008, quien indica es indígena. Concretamente, indica:

“Por medio este medio le informo que hace unos minutos se comunicó el señor Nombre 008, él es una persona privada de libertad recluida en el Centro Penitenciario de Pérez Zeledón, perteneciente al grupo étnico Cabécar y además es Director de un Proyecto en la comunidad de Ujarrás asimismo se refiere:

1. Me indica que posee una denuncia en la Fiscalía de Buenos Aires por presunto robo de tierras en concreto hacia la propiedad  que se conoce como Anidetac-Namajula que es suya, él manifiesta que este proceso ha sido desestimado y de poco interés para brindarle la gestión necesaria, asimismo comenta que manifestó en reiteradas ocasiones que este proceso debía ser conocido en San José por la magnitud de este, propiamente para que sea conocido por un Tribunal Imparcial sin embargo en sus palabras el mismo fue interpuesto en conjunto con personas blancas. Indica que en el punto 4 de esta denuncia manifiesta temor por su patrimonio, su vida y la de sus seres queridos.
Le pregunte si había manifestado esta disconformidad con la persona defensora pública designada a su caso pero indica que considera que la misma en su parecer no es fiar porque no es imparcial, asimismo indica que los señores Edgar Ramírez, Daniel Villalobos Araya y la señora Tatiana García tienen conocimiento de su caso y que en sus palabras “no han hecho nada” y que inclusive les brindan colaboración a estas personas blancas que le quieren despojar su terreno, por lo que solicita direccionar el caso la Fiscalía de Probidad o a la de Delitos Conexos, revise en el sistema se registra la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción y la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico y Delitos Conexos. En este sentido considera estar en un total estado de indefensión y que inclusive sintió presión de parte de los funcionarios del Centro Penitenciario para no interponer este proceso.
1. También manifiesta tener un proceso en la Fiscalía del I Circuito Judicial de San José contra el señor Nombre 008 bajo el número de expediente 19-284-1220-PE, por lo que el caso debe ser manejado con discreción y no debe ser conocido por la Fiscalía de Asuntos Indígenas según su criterio.

Pongo en conocimiento de esta situación a su persona para lo corresponda. Agradezco la atención brindada. Muy cordialmente,”


Agregó la señora Benavides:

“Reciban un saludo. El día de hoy don Nombre 008 se comunicó con la Unidad de Acceso y conversó con la funcionaria Katherine Salazar Duarte. Ella me hace de conocimiento lo manifestado por el señor Nombre 008 mediante un informe que se adjunta el correo abajo el cual hago de su conocimiento y salvo mejor criterio, sugiero que desde la Unidad de Acceso se mande a Fiscalía General y la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión formulada a la Unidad de Acceso a la Justicia por el señor Nombre 008, quien indica es una persona indígena privada de libertad recluida en el Centro Penitenciario de Pérez Zeledón, perteneciente al grupo étnico Cabécar y, además, es Director de un Proyecto en la comunidad de Ujarrás. 2° Comunicar a la Comisión de Acceso a la Justicia que la gestión del señor Nombre 008 escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al no poder involucrarse con casos concretos. 3° La representante de la Defensa Pública dará seguimiento a esta gestión en lo relacionado con la atención de la defensa pública y de estimarlo necesario remitirá un informe. 4° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone comunicado a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. La Fiscala Indígena Tattiana García se abstuvo de participar en la deliberación y votación. -


ARTICULO IX
La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación remitió el Oficio 1679-DTI-2020 de 31 de agosto de 2020 a la Unidad de Acceso a la Justicia, que literalmente indica:
		
“En respuesta al oficio CACC-275-2020, con fecha del 25 de junio del 2020, donde se le solicita a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones:

Se le solicita a la Dirección de Tecnología de la Información colaboración para que las alertas sean más efectivas de acuerdo con sus experticias mediante la automatización de datos. Además, solicitar a la DTI la creación de una alerta especial, aparte de la ya existente, en el caso de procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, que permita la trazabilidad de esos procesos para verificar se les dé la prioridad respectiva en la tramitación y resolución

Se detalla que la automatización de las alertas va a depender de una alimentación inicial por parte de las oficinas en los sistemas, basados en esta información, se desarrollaron las alertas existentes en los sistemas utilizados en la tramitación de expedientes judiciales.

En cuanto a una mejora que permita identificar los expedientes judiciales donde participen personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el estado, la misma estaría contemplándose para realizarse en el Sistema Integral de Procesos Jurisdiccionales (SIAGPJ), la misma se estaría analizando durante el segundo semestre del 2021.

SE ACUERDA:  1° Se toma nota del Oficio 1679-DTI-2020 de 31 de agosto de 2020 remitido por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación a la Unidad de Acceso a la Justicia en respuesta al oficio CACC-275-2020, con fecha del 25 de junio del 2020, donde se le solicita a esa Dirección colaboración para que las alertas sean más efectivas de acuerdo con sus experticias mediante la automatización de datos. Además, la creación de una alerta especial, aparte de la ya existente, en el caso de procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, que permita la trazabilidad de esos procesos para verificar se les dé la prioridad respectiva en la tramitación y resolución; donde se informa que la automatización de las alertas va a depender de una alimentación inicial por parte de las oficinas en los sistemas; y que la mejora que permita identificar los expedientes judiciales donde participen personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el estado, estaría contemplándose para realizarse en el Sistema Integral de Procesos Jurisdiccionales (SIAGPJ), durante el segundo semestre del 2021. 2° En seguimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la Dirección de Tecnología de la Información mejorar los indicadores vinculados con la población indígena, concretamente, cambiar las variables consignadas en grupo étnico en el Sistema de Gestión y en el Sistema de Seguimiento de Casos, para que se cambien los catálogos y se estandaricen en ambos; especialmente, la eliminación de conceptos discriminatorios y la incorporación de variables respetuosas de los derechos humanos de las personas indígenas, en especial a las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTÍCULO X

La señora Montse Fenosa de la organización Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT España) remitió comunicado electrónico el 31 de julio de 2020, 2:17 p. m., a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señaló:
 
“Sra. Magistrada,
 Como ACAT España le adjuntamos una carta muy preocupados por las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. Nombre 004, defensor indígena Bribri de Salitre y Nombre 005, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas.
Esperando su atención, nos despedimos atentamente.
En nombre de la Junta,
Montserrat Fenosa Choclán”

En nota adjunta se indica:

“… Como ACAT España/Catalunya hemos recibido con profunda preocupación información desde el Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. Nombre 004, defensor indígena Bribri de Salitre y Nombre005, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas.
El 21 de julio de 2020, cuando el Sr. Nombre 004 se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, insultándole a él y su familia refiriéndose a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva. 
Esta denuncia es consecuencia de que los hermanos Figueroa Uva, de una familia no indígena, realizaron múltiples agresiones y amenazas contra las comunidades Bribri de Salitre y Brörán desde 2012: intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos, ocupación ilegal por lo que, en 2015, la CIDH otorgó medidas cautelares (MC 16/15) a estas comunidades. Las medidas de protección adoptadas por Costa Rica han sido ineficaces contra los ataques y la ocupación ilegal, incluidos los asesinatos el 18/03/2019 del líder Bribri Nombre 006, y del líder Brörán Nombre 007 el 24/02/2020.
El 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia de un ataque con arma de fuego contra el Sr. Nombre 004 y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Minor Ortiz, por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva ese día. Mientras se investiga, al Sr. Eliodoro Figueroa Uva se le prohibió perturbar o intimidar a la comunidad Bribri de Salitre. Además, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiples procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre.
El 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín del territorio indígena de Térraba, recuperada por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por desconocidos junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en ese territorio indígena. Introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañaron el suelo y deforestaron media hectárea de terreno. Amenazaron al grupo de personas indígenas Brörán que llegó al lugar a proteger pacíficamente su territorio. El Sr. Nombre 005, fue amenazado de muerte diciéndole que tenía garantizada una recompensa por su asesinato.  Llegó la policía local, negoció la salida del grupo de agresores, pero sin detener a ningún agresor ni permitir a las agredidas el acceso al informe policial, a pesar de la gravedad.  
Por todo lo anterior, la ACAT rechaza firmemente estas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán, cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios y urge a las autoridades costarricenses a tomar de manera urgente las medidas necesarias para:
 
-         garantizar la seguridad e integridad física y psicológica de los Sres. Nombre 004 y Nombre 005, y la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;
-         investigar de manera independiente, exhaustiva e imparcial los hechos arriba mencionados, para juzgar a los responsables ante un tribunal competente, independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la Ley;
-         la seguridad jurídica en los territorios indígenas y prevenir y resarcir de la desposesión según el art.14 del Convenio 169 OIT, la Ley 6172 de Costa Rica y el art.8 de la Declaración ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 
-         impulsar una política participativa de protección, prevención de agresiones a los defensores de DH y lucha contra la impunidad con enfoque diferencial y étnico, incluyendo las necesidades de las personas defensoras indígenas. 

Reciba nuestros respetuosos saludos. 
Por la Junta,

Montserrat Fenosa Choclán”
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La magistrada Damaris Vargas Vásquez mediante Oficio DVV-S1-0105-2020 de 6 de agosto de 2020, dio respuesta a la gestión anterior, informando: 

 “Hago de su conocimiento que su gestión será puesta en conocimiento -con copia a usted- de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, conforme a sus competencias, procedan conforme. Además, debo indicarle que para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena en general, y concretamente la beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, es una prioridad conforme a los lineamientos institucionales acordes a la normativa nacional e internacional…”.
 



Como respuesta al traslado que se hizo a las principales jefaturas institucionales, la licenciada Tatiana García Chávez, Fiscalía Adjunta de Asunto Indígenas, remitió la siguiente información:
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Por su parte, la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional envió el Oficio N° 297-CACMFJ-JEF-2020 mediante el cual da seguimiento a la gestión formulada por la señora Monserrat Fenosa Chaclán, de ACAT España vinculada con el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la señora Montse Fenosa el 31 de julio de 2020, 2:17 p. m., en el que informa sobre la preocupación de la organización Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT España/Catalunya) por las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres Nombre 004 , defensor indígena Bribri de Salitre y Nombre 005 
, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas, según información del Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0105-2020 de 6 de agosto de 2020 en el que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas da respuesta a la señora Montse Fenosa de ACAT España/Catalunya informando que la gestión sería puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial para que lo tomen en consideración conforme a sus competencias, y agrega, para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena en general, y concretamente la beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, es una prioridad conforme a los lineamientos institucionales acordes a la normativa nacional e internacional. 3° Se toma nota del comunicado enviado el 31 de julio de 2020 por la Fiscalía de Asuntos Indígenas a ACAT España/Catalunya reiterando el compromiso por parte del Ministerio Público de atender e investigar los hechos delictivos, que se susciten de forma seria, exhaustiva y objetiva; y del comunicado enviado por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional mediante Oficio N° 297-CACMFJ-JEF-2020 en el que se refiere a acciones institucionales. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la señora Montse Fenosa de Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT España/Catalunya), Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia, Fiscalía General y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTÍCULO XI

La licenciada Karen Leiva Chavarría, jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder Judicial el miércoles, 29 de julio de 2020, envió el siguiente comunicado:

“Atendiendo indicaciones del señor Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia, me permito remitir para su estimable conocimiento y lo que en derecho corresponda, comunicación recibida del señor Temistocles Guerra Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin.

No omito informarle que el señor Guerra Vargas, en representación de sociedad civil integra la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC que lidera el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.”

De: COMISION DHOSC <comisiondhosc@gmail.com> 
Enviado el: miércoles, 29 de julio de 2020 08:52
Para: Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH <CIIDDHH@rree.go.cr>; Linyi Baidal Sequeira <lbaidal@rree.go.cr>; Melissa Lorincz Sosa <mlorincz@rree.go.cr>; Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; defensoria@dhr.go.cr; Inti Ardon <iardon@dhr.go.cr>; ministrominae@minae.go.cr; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Angelica Solera <asolera@dhr.go.cr>; Temístocles Guerra Vargas <comunicaciones.ads@gmail.com>; COMISION DHOSC <comisiondhosc@gmail.com>
Asunto: ALERTA - USURPADORES INVADEN CRUN SHURIN EN TÉRRABA. - AMENAZAN DE MUERTE A RECUPERADORES

Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos

Secretaría Ejecutiva
CIIDDHH
Sra.Linyi Baidal Sequeira
Presente.


Desde la Vocería nos preocupa que se sigan dando amenazas directas a los habitantes de los Pueblos Indígenas.

La violación de Derechos Humanos en tiempos de Cov2019 se acrecienta cada vez más sin resultados favorables hacia nuestras poblaciones vulnerables.

Hacemos este llamado a las Autoridades Jurídicas y pertinentes a intervenir lo más pronto posible, NO QUEREMOS MAS MUERTES DE LIDERES INDÍGENAS.

El lunes 27 de julio de 2020. Desde antes del medio de hoy 27 de julio, la usurpadora Hilda Granados, su pareja e hija, introdujeron maquinaria pesada en el terreno recuperado Crun Shurin en el territorio de Térraba.

Los invasores metieron un tractor y removieron la vegetación y suelo, afectando aproximadamente media hectárea, además cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba.

Las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin se hicieron presentes reclamando sus derechos, la maquinaria fue retirada; pero al ser las 3:00 de la tarde Hilda Granados y demás invasores se niegan a salir del terreno recuperado. En el lugar se encuentran 2 oficiales de la Fuerza Pública.

Aproximadamente a las 2:30 p.m., el hombre que acompaña a Hilda Granados le dijo a los recuperadores Brorän Pablo Sibas Sibas y Roberth Morales Villafuerte "que a él le daban un premio si los mataba".

El terreno directamente afectado es el de Vinicio Navas Nájera, la invasión y destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente sobre el Río Escuadra.

Las y los Recuperadores Brorän de Crun Shurin, exigimos del Estado de Costa Rica:

1. El retiro inmediato de Hilda Granado (quien ocupa ilegalmente dentro del Territorio Térraba, el Bar y Cabinas Hilda) y sus acompañantes del lugar de los hechos.
2. Se realicen las investigaciones administrativas y judiciales pertinentes (MINAE y Poder Judicial) para establecer las responsabilidades y sanciones correspondientes por los daños ambientales, amenazas y otros posibles delitos.

Atentamente,
Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin.
Temistocles Guerra Vargas
Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC
Vocería.
Tel:(506)72638798
E-mail: comisiondhosc@gmail.com
comunicaciones.ads@gmail.com”


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en atención al correo enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y del Despacho de la Presidencia remitió Oficio DVV-S1-0097-2020 de 30 de julio de 2020 al señor Temistocles Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, que literalmente indica: 

“Señor
Temistocles Guerra Vargas
Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin
Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC
Estimado Señor:
Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de comunicarle que la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial me envió el 29 de julio de 2020 un oficio en el que remite para mi conocimiento el comunicado dirigido por usted, atendiendo indicaciones del señor Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia.
Con ocasión de lo anterior, se toma nota del comunicado electrónico dirigido por la organización que usted indica representa, del miércoles 29 de julio de 2020, a las 08:52 horas, enviada a la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH; Linyi Baidal Sequeira; Melissa Lorincz Sosa; Karen Leiva Chavarría; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial; Presidencia de la Corte; Defensoría de los Habitantes de la República; Inti Ardon; Ministerio de Ambiente y Energía; Despacho de la Presidencia de la Corte; Angelica Solera; y COMISION DHOSC, mediante asunto denominado “ALERTA - USURPADORES INVADEN CRUN SHURIN EN TÉRRABA. - AMENAZAN DE MUERTE A RECUPERADORES”. 

En dicho comunicado se señala literalmente:

“Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos

Secretaría Ejecutiva
CIIDDHH
Sra.Linyi Baidal Sequeira
Presente.

Desde la Vocería nos preocupa que se sigan dando amenazas directas a los habitantes de los Pueblos Indígenas.

La violación de Derechos Humanos en tiempos de Cov2019 se acrecienta cada vez más sin resultados favorables hacia nuestras poblaciones vulnerables.

Hacemos este llamado a las Autoridades Jurídicas y pertinentes a intervenir lo más pronto posible, NO QUEREMOS MAS MUERTES DE LIDERES INDÍGENAS.

El lunes 27 de julio de 2020. Desde antes del medio de hoy 27 de julio, la usurpadora Hilda Granados, su pareja e hija, introdujeron maquinaria pesada en el terreno recuperado Crun Shurin en el territorio de Térraba.

Los invasores metieron un tractor y removieron la vegetación y suelo, afectando aproximadamente media hectárea, además cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba.

Las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin se hicieron presentes reclamando sus derechos, la maquinaria fue retirada; pero al ser las 3:00 de la tarde Hilda Granados y demás invasores se niegan a salir del terreno recuperado. En el lugar se encuentran 2 oficiales de la Fuerza Pública.

Aproximadamente a las 2:30 p.m., el hombre que acompaña a Hilda Granados le dijo a los recuperadores Brorän Nombre 005  y Nombre 009 "que a él le daban un premio si los mataba".

El terreno directamente afectado es el de Nombre 010, la invasión y destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente sobre el Río Escuadra.

Las y los Recuperadores Brorän de Crun Shurin, exigimos del Estado de Costa Rica:

1. El retiro inmediato de Hilda Granado (quien ocupa ilegalmente dentro del Territorio Térraba, el Bar y Cabinas Hilda) y sus acompañantes del lugar de los hechos.
2. Se realicen las investigaciones administrativas y judiciales pertinentes (MINAE y Poder Judicial) para establecer las responsabilidades y sanciones correspondientes por los daños ambientales, amenazas y otros posibles delitos.

Atentamente,
Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin.
Temistocles Guerra Vargas
Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC
Vocería.
Tel:(506)72638798
E-mail: comisiondhosc@gmail.com
comunicaciones.ads@gmail.com”

La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho.
Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.
El comunicado que remita, vinculado con su gestión, le será debidamente copiados para la trazabilidad debida.”


El viernes 31 de julio de 2020 la Magistrada Vargas en la condición dicha, envió para conocimiento de las Jefaturas Institucionales el siguiente comunicado enviado por el señor Temistocles Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias, con copia al señor Guerra Vargas para el debido seguimiento.
El pasado 10 de agosto de 2020 se recibió correo electrónico de METJA Mesa por una Justicia sobre la Invitación a la Sesión Virtual de la Mesa de Trabajo por una Justicia Abierta (METJA), en el que se señala:
“Estimada Magistrada Sra. Damaris Vargas Vásquez
Acceso a la Justicia
Subcomisión de Pueblos Indígenas
Presente.

Un cordial saludo desde la Coordinación de la METJA, en esta sesión correspondiente al Mes de AGOSTO, el Próximo Miércoles 19 de agosto a las 3:00PM por Zoom.
Cómo parte de nuestro seguimiento y monitoreo a las consultas de las Organizaciones y Ciudadanía en nuestras sesiones se ha tocado diferentes temas de observación sobre Poblaciones Indígenas y el quehacer institucional del Poder Judicial quisiéramos tener la participación de su persona en este acercamiento en la implementación de la política de Justicia abierta que se amplía y se mejora en medida que las diferentes poblaciones tengan acceso a la información sobre el quehacer público en materia institucional, a través de la Mesa de Trabajo por una justicia abierta la participación ciudadana es un pilar fundamental y la generación de espacios y diálogo una forma de fortalecer canales de comunicación y transparentar diferentes procesos bajo los principios de la Justicia Abierta.
Le agradecemos su voluntad por participar en este diálogo interactivo, conocer que hace la institucionalidad en estos temas y agregarlo a la Construcción de la Agenda.
Sus intervenciones en esta sesión nos ayudan a fortalecer los espacios en la mejora de las capacidades, acompañamiento, que puedan escuchar de primera mano recoger observaciones desde la perspectiva de género y enfoque de DDHH en tiempos del Cov2019 en generar mejores prácticas ciudadanas e institucionales
Le agradezco su voluntad para esta Mesa de Trabajo por una Justicia Abierta”
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, informó al sseñor Temistocles Guerra Vargas de la Asociación de Desarrollo Sostenible LGTBI Costa Rica (ADS)
Coordinación METJA: “Reciba un atento saludo. Me siento muy honrada por su invitación. Lamentablemente para la fecha indicada ya tengo un compromiso laboral que no puedo desatender. Gracias por su interés en la gestión del Poder Judicial en la temática indígena. Le adjunto una Circular que podría guiarle acerca de las acciones estratégicas que se desarrollan. Traslado su solicitud al Despacho de la Presidencia y a la Comisión de Acceso a la Justicia por si pueden atender su atenta invitación.
La Contraloría de Servicios del Poder Judicial designó a la subdirectora de la Contraloría, señora Ericka Chavarría Astorga, para participar en la reunión. Posteriormente, la señora Ericka Chavarría Astorga asistió a la audiencia y presentó la siguiente información correspondiente a las acciones efectuadas por la institución y relacionadas con las poblaciones indígenas.



   

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder Judicial el 29 de julio de 2020 en la que traslada para conocimiento, con instrucciones del Despacho de la Presidencia, la gestión formulada por el señor Temistocles Guerra Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, quien a la vez, en representación de sociedad civil, integra la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC que lidera el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0097-2020 de 30 de julio de 2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y al señor Temistocles Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, e integrante por la sociedad civil de la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, donde se informa que la gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho; y se reitera la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Así mismo, del comunicado enviado por la Magistrada Vargas el 31 de julio de 2020 a las principales jefaturas institucionales sobre la gestión del señor Guerra Vargas, los cuales se aprueban. 3° Se toma nota de la participación de la Subcontralora del Poder Judicial y la entrega de material vinculado con las acciones y los logros de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión convocada por el señor Guerra Vargas en la condición dicha, de la Mesa de Trabajo por una Justicia Abierta (METJA). 4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad y se dispone comunicarlos al señor Temistocles Guerra Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin e integrante por la sociedad civil de la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Contraloría de Servicios y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.-


ARTÍCULO XII

El señor Gustavo Oreamuno Vignet remitió comunicado electrónico el 29 de julio de 2020 en el que señaló: 
“Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur - Sur.
En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.”
En respuesta a ese comunicado, la Magistrada Vargas Vásquez, remitió el Oficio DVV-S1-0098-2020 de 30 de julio de 2020, que literalmente señala:
“Estimado Señor:
Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de indicarle que la información suministrada por usted en comunicado electrónico de 29 de julio de 2020, 4:16 p.m. enviado al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, el señor Randall Otarola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociacion China Kichá, señor Byron Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; vinculado con el asunto “Denuncias de Invasión y otros delitos Crun Shurin”, será comunicado de inmediato a las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que procedan conforme a sus competencias.
El comunicado literalmente señala:


“Señores 
Poder Ejecutivo
Poder Judicial
Gobierno de Costa Rica
Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur – Sur.
En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.
Agradeciendo su atención;
Gustavo Oreamuno Vignet
Coordinadora de Lucha sur Sur”
La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho, y le será copiado a usted para la debida trazabilidad.
Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención.”

Se adjunta archivo


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por el señor Gustavo Oreamuno Vignet el 29 de julio de 2020 en representación de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur – Sur, al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, el señor Randall Otarola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociacion China Kichá, señor Byron Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; en el que denuncia la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informa de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto, y solicita respuesta a las denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0098-2020 de 30 de julio de 2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en respuesta al citado comunicado, el cual se aprueba. En el comunicado se informa que la gestión se hará de conocimiento de las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho, y le sería copiado al gestionante para la debida trazabilidad; además de reiterarle la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención. Lo anterior, en el entendido de que escapa de las competencias de la Subcomisión referirse a casos concretos al existir prohibición legal. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo al señor Gustavo Oreamuno Vignet, quien actúa por las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur–Sur, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTÍCULO XIII

La Presidencia de la Corte en correo de jueves, 30 de julio de 2020, trasladó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020, enviado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, que indica:

“Siguiendo instrucciones del señor presidente, don Fernando Cruz Castro, me permito remitir el correo infra con el ruego atento de que se prepare una respuesta para el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, señalando los esfuerzos que realiza el Poder Judicial respecto del tema de referencia.

Se remite correo enviado por la señora Carolina Cortes Alfaro, Consejo Universitario de la Universidad Nacional el jueves, 30 de julio de 2020 

Buenos días, reciban un cordial saludo. 

En el siguiente enlace encontrarán el documento UNA-SCU-ACUE-132-2020: https://agd.una.ac.cr/share/s/hM9crcr0Q62uKl8pfOlZOA, de parte del Consejo Universitario de la Universidad Nacional. 

Agradecería confirmar de recibido. 

Cualquier consulta, con mucho gusto. 

Carolina Cortes Alfaro
Consejo Universitario
Universidad Nacional. 


En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se hace referencia a algunos eventos acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 

Con ocasión de éstos, el Consejo Universitario acordó, en lo relacionado con el Poder Judicial lo siguiente: 

“B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA ESTABLECER RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA ACONTECIDOS. ACUERDO FIRME.” 

Para atender la solicitud de la Presidencia de la Corte, la Magistrada Vargas remitió el Oficio DVV-S1-0114-2020 de 18 de agosto de 2020.

En el Oficio DVV-S1-0114-2020 se da cuenta en detalle de las acciones más importantes desarrolladas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas tanto a lo interno del Poder Judicial como de la coordinación interinstitucional que se ha realizado para el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Así mismo se indica, los eventos citados en la parte considerativa del acuerdo del Consejo Universitario han generado la apertura de procesos judiciales en los ámbitos penal, agrario, contencioso administrativo, entre otros, por lo que, incidir en esos procesos de cualquier forma, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, constituye una falta gravísima conforme al artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por ese motivo, la Subcomisión con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia ha solicitado a Corte Plena y Consejo Superior la emisión de una serie de circulares que contienen los más altos estándares establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con población indígena. De igual forma, han reiterado circulares que establecen la priorización que debe darse a la atención de esos asuntos; en especial, los relacionados con las y los beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Se adjunta a este informe como evidencia a algunas de las más importantes Circulares citadas, la N° 188-19. De igual forma, se detallen las competencias de la Subcomisión vinculadas con la labor de brindar asesoría técnica a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la Justicia y otras jefaturas institucionales, y que, con ocasión del ejercicio de tales funciones se ha detectado que una de las causas por las cuales se generan atrasos en la consecución de los procesos judiciales vinculados con población indígena es la coordinación con las universidades estales para que apoyen en los peritajes culturales. Por ende, el acuerdo del Consejo Universitario de la UNA dispone: “C. REITERAR A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE APOYAR EL DESARROLLO SOCIAL, CULTURAL, EDUCATIVO Y ECONÓMICO DE LAS COMUNIDADES ORIGINARIAS DESDE SU ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO FIRME.”, constituye una decisión de especial relevancia para el Poder Judicial con el objetivo de optimizar lo dispuesto por el artículo de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que dispone: “ARTICULO 7- … El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para hacerlo por su cuenta. Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”  De ahí, en relación con lo dispuesto por esa norma, el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste el tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”  En el Oficio la Magistrada Vargas agrega, resulta de particular trascendencia, instar al Consejo Universitario de la Universidad Nacional a: 

a) Brindar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. 

b) Verificar que en los presupuestos anuales de la UNA esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 

Así mismo señala, con ocasión del acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la UNA en el que se dispone: “D. SOLICITAR A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL QUE GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN SOBRE EL QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL CON RESPECTO AL ACOMPAÑAMIENTO A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. ACUERDO FIRME.”; se estima indispensable que la Universidad Nacional comunique al Poder Judicial las acciones y servicios que ofrece para la atención de la población indígena, la cual podrá ser de interés para optimizar la administración de justicia de los procesos judiciales relacionados con esa población, en cumplimiento de la coordinación interinstitucional que debe prevalecer y lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

Además, se solicita disponer la reiteración de la Circular N° 188-19 de Corte Plena para la atención debida de las personas servidoras judiciales en relación con los procesos judiciales vinculados con población indígena, en especial, las y los beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 




El Despacho de la Presidencia remitió el Oficio DVV-S1-0114-2020 a la UNA.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el que se hace referencia a algunos eventos acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con ocasión de lo cual el Consejo Universitario acordó, en relación con el Poder Judicial “… intensificar sus acciones para establecer responsabilidades pertinentes a las personas autoras intelectuales y materiales de los actos de violencia acontecidos…”; y del traslado que hiciera el Despacho de la Presidencia mediante comunicado del 30 de julio de 2020 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de dicha gestión para dar respuesta efectiva. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0114-2020 de 18 de agosto de 2020 remitido por la Magistrada Vargas en la condición citada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, como respuesta de la audiencia conferida sobre el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional; y de la remisión de éste a la Universidad Nacional, con recibido de ésta. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y Comisión de Acceso a la Justicia, mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


ARTÍCULO XIV

La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en correo de lunes 3 de agosto de 2020, traslada la gestión presentada por la Defensoría de los Habitantes número 09012-2020-DHR-PE-267122-2018 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señala:

“Siguiendo instrucciones del señor director del Despacho de la Presidencia, M.Sc. Roger Mata Brenes, me permito remitir el documento adjunto para conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, con el ruego atento de preparar una respuesta a esta cuenta, a más tardar el jueves 13 de agosto de 2020. Saludos cordiales,”




De: Correspondencia Defensoría <evicertia+atgnm7m6b5crddosiogyykkdbc@evicertia.com> En nombre de Correspondencia Defensoría
Enviado el: domingo, 2 de agosto de 2020 20:30
Para: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: 09012-2020-DHR-PE-267122-2018-SI
Por este medio les remito el oficio de la Defensoría de los Habitantes de la República con firma digital.
Saludos cordiales,
Oficina de Correspondencia y Archivo Central
Defensoría de los Habitantes de la República
-0-
El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Máster Melissa Benavides Víquez Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia en correo de 13 de agosto de 2020, remitieron a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al Despacho de la Presidencia el siguiente comunicado: 




SE ACUERDA: 1° Se toma nota del 09012-2020-DHR-PE-267122-2018 enviado el 2 de agosto de 2020 por la Defensoría de los Habitantes de la República a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia; y del traslado que hizo la Presidencia el 3 de agosto de 2020 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que emitiera pronunciamiento sobre éste. 2° Se toma nota de la respuesta emitida por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, el 13 de agosto de 2020, enviada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al Despacho de la Presidencia, la cual se aprueba. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, y la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 

ARTICULO XV

Se analiza la importancia de retomar las visitas a los territorios indígenas para el 2021 si la situación de la pandemia Covid-19 lo permite, y la de replicar la Buena Práctica planteada por el integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, señor Jean Carlos Monge Madrigal, junto con el Juzgado Penal de Coto Brus y la Contraloría de Servicios.

La Buena Práctica denominada “Acercamiento del Poder Judicial a los Pueblos Indígenas, Coto Brus” se puede acceder en el siguiente link:

https://buenaspracticas.poder-judicial.go.cr/index.php/acercamiento-del-poder-judicial-a-pueblos-indigenas-coto-brus
El objetivo de la Buena Práctica es 
“garantizar el acceso a la justicia de las personas usuarias, que cumpla con las necesidades de información y atención de consultas, apoyado en los servicios y derechos del Sistema Judicial”. 
Consiste en 
“Se organiza una primera reunión con las jefaturas de las oficinas y despachos judiciales. Posterior se designar a una persona coordinadora. Con el aporte de todos y todas, se crea un plan anual donde se agenda: fechas, horario, participantes, objetivos, necesidades de la comunidad, solicitud de transporte. Se capacita a las personas participantes de las circulares, normativas, políticas y otros, que se encuentren vigentes, y las que se emitan durante el año. Sensibiliza al personal participante para promover una visita con mayor impacto positivo a la comunidad.”
Entre los aspectos a desarrollar en las visitas, se citan:
-Comunicación permanente con la población indígena.
-Atención de consultas, trámites judiciales,
-Asesoría.
-Realización de audiencia in Situ.
-Se fomenta la visibilidad institucional por medio de las visitas a la comunidad.
-Se brinda a la ciudadanía información como requerimientos para el ejercicio de sus derechos y acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial.
-Cada visita genera una experiencia susceptible de ser perfeccionada o de ser continuada por otras similares en el contexto institucional local o nacional.”
 En relación con los logros o beneficios obtenidos, se señala:
-Comunicación permanente con la población indígena.
-Atención de consultas, trámites judiciales,
Asesoría.
-Realización de audiencia in Situ.
Se fomenta la visibilidad institucional por medio de las visitas a la comunidad.
-Se brinda a la ciudadanía información como requerimientos para el ejercicio de sus
derechos y acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial.
-Cada visita generar una experiencia susceptible de ser perfeccionada o de ser
continuada por otras similares en el contexto institucional local o nacional.
Se informa que se puede replicar y que se puede contactar a los teléfonos 2773-4067 / 2785-9950 con el señor Jean Carlo Monge Madrigal, entonces juez coordinador del Juzgado Penal de Coto Brus y con la señora Yeanorie Olaya Delgado de la Contraloría de Servicios de Coto Brus al correo electrónico: yolaya@poder-judicial.go.cr
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la Buena Práctica denominada “Acercamiento del Poder Judicial a los Pueblos Indígenas, Coto Brus”. 2° Instar a la Comisión de Buenas Prácticas divulgar esa Buena Práctica con el objetivo de que sea replicada por otras oficinas judiciales durante 2021 en tanto las condiciones de la pandemia Covid-19 lo permitan, con el objetivo de generar un mayor acercamiento a los pueblos indígenas de Costa Rica. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Comisión de Buenas Prácticas y a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -
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   Fiscalía de Asuntos Indígenas
                         4to Piso Edificio AFE, 50 metros este Casa Matute Gómez


                   San José, Costa Rica
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Correo electrónico: fai-mp@poder-judicial.go.cr


Oficio 158-FAI-2020


30 de julio de 2020


Señora


Emilia Navas Aparicio


Fiscala General de la República


Ministerio Público


Estimada señora:


Luego de un cordial saludo, por este medio procedo a dar respuesta  a la


consulta efectuada por el señor James Whitehead, director de Forest Peoples


Programme, en relación con el documento  identificado  como “Carta Abierta  a las


Autoridades de Costa Rica”, en lo que respecta a lo siguiente:


Es importante resaltar que el Ministerio Público tiene como función la


persecución penal  de los hechos que constituyan un hecho delictivo,  siendo que a su


vez se tiene la obligación legal de recibir todas aquellas denuncias que correspondan a


conductas punibles, lo que genera que la fiscalía en coordinaci ón con los cuerpos


policiales realice las diligencias de investigación que se requieran en cada caso según


su particularidad. Es por ello, que el Ministerio Público, en atención a las disposiciones


de las Medidas Cautelares  de la CIDH, así como el abordaje y atención de la


problemática que se presenta en los territorios indígenas en el sector de Buenos Aires
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de Puntarenas, se ha generado una debida coordinación con la Delegación Regional del


Organismo de Investigación Judicial y con la Oficina de Atención a Víctimas del Delito,


que permiten atender de forma adecuada e inmediata los hechos que se presentan en


los diferentes territorios indígenas.


En relación con los hechos que se describen dentro del documento  supra


mencionado, en fecha  21 de julio de 2020, propiamente  a los hechos suscitados  en


perjuicio del señor José Enrique Ortíz, primeramente se hace de su conocimiento que el


Ministerio Público se impone de los estos mediante un comunicado público de fecha de


24 de julio de 2020,  que constituye  noticia  criminis,  por  lo que la Fiscalía de Buenos


Aires contacta con el ofendido José Enrique Ortíz y mediante la causa penal


20-000454-634-PE recibe la denuncia penal vía telefónica, en acatamiento  a las


medidas sanitarias, en atención a la Emergencia Nacional por la Pandemia por el COVID


19, así como por la lejanía en la cual se encontraba  el ofendido  con respecto  a la


Fiscalía, además se realizó coordinaciones con la Oficina de Atención y Protección a la


Víctima del Delito -en adelante OAPVD- con sede en Pérez Zeledón, en aras de valorar


los hechos y mitigar los posibles riesgos, se debe resaltar que en esta causa no figura


Eliodoro Figueroa Uva como imputado, así como tampoco el señor Minor Ortiz Delgado


como ofendido.


Es importante  mencionar  que una vez que se suscita un hecho delictivo,  se


recomienda que el mismo debe ser puesto en conocimiento  del Ministerio  Público,


Organismo de Investigación Judicial o Fuerza Pública, de tal forma que se pueda actuar


de forma inmediata en la atención del caso.
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Respecto con la situaci ón del señor Minor  Ortiz Delgado,  se tramita  la causa


penal número 20-000116-634-PE en la Fiscalía de Buenos Aires, de hechos suscitados


en el mes de marzo del presente año.


En esta causa el Ministerio Público solicitó desde el inicio de la investigación la


imposición de prisión preventiva  en contra  del investigado,  sin embargo,  el Juzgado


Penal de Buenos Aires rechazó la petición, imponiendo medidas cautelares alternas a la


prisión preventiva,  en razón de lo anterior,  se present ó recurso  de apelación y el


Tribunal Penal al conocer el recurso, denegó la solicitud de prisión preventiva solicitada


por la Fiscalía y ordenó las medidas dictadas por el Juzgado Penal de Buenos Aires.


Aunado a lo anterior, se solicitó un cambio de medida cautelar para la imposición


de la prisión preventiva  en contra  del investigado,  ante  el Juzgado  Penal,  el cual  fue


rechazado, se apeló la resolución y el Tribunal  Penal,  confirmó el criterio del Juzgado


Penal.


Asimismo revisados los registros de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, aparte de


la causa antes mencionada, únicamente se registra la causa penal 19-000132-634-PE,


en la cual figuran las mismas partes en el proceso, y que el Ministerio Público resolvió


en tiempo y forma, siendo que la misma se encuentra con señalamiento a juicio para el


día 27 de agosto del presente año.


Por otra parte, en relación con los hechos que se describen dentro de la carta a


la cual se hace referencia, en lo que atañe a los hechos que se describen en fecha 27


de julio de 2020, se le hace  saber  que por parte  de la Fiscalía de Buenos  Aires, se
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impuso sobre un conflicto dentro del Territorio  Indígena, en el cual en apariencia


figuraba el señor Pablo Sibar, la fiscalía actuó de oficio, para la recepción de la denuncia


penal al señor Pablo Sibar,  vía telefónica en atención a la Emergencia Nacional por la


Pandemia por el COVID 19, llamada que se realizó por medio de los oficiales de Fuerza


Pública, siendo que una vez recibida formalmente  la denuncia y realizadas las


coordinaciones con la OAPVD, actualmente  la causa se encuentra  en investigaci ón


mediante la causa penal 20-000457-634-PE, en la Fiscalía de Buenos Aires.


Es necesario hacer de conocimiento que Fiscalía cuenta con personal


especializado en materia indígena, que brinda la atención inmediata a todos los usuarios


que requieran  interponer  una denuncia, incluso aunque el trámite de la causa no


corresponda a la Fiscalía de Buenos Aires los y las funcionarias están en la anuencia y


obligación de recibir las diferentes denuncias para posteriormente hacer las


coordinaciones internas que correspondan.


Por último, frente a los hechos denunciados,  se investigan de forma seria,


exhaustiva, objetiva e imparcial, con el fin de determinar la forma en que acontecieron


los hechos.


Se pone a disposición los contactos de la Fiscalía de Asuntos Indígenas:


2222-0485 o correo electrónico fai-mp@poder-judicial.go.cr en caso de que los usuarios


requieran comunicarse directamente a este despacho.



mailto:fai-mp@poder-judicial.go.cr
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Con las mayores muestras de consideración y estima


 


Tattiana García Chaves


Fiscal Adjunta


Fiscalía de Asuntos Indígenas
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		TATTIANA GARCIA CHAVES (FIRMA)
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 Oficio JEFDP-1027-2020 


                                                                       

San José, 5 de agosto de 2020.


Señora


Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


Poder Judicial

Estimada señora Magistrada:


      Reciba un atento saludo. De conformidad con la comunicación  del oficio N° DVV-S1-0096-2020,   remitido mediante correo electrónico del  31 de julio de 2020 a las 11:47 a.m.,   en el que se traslada   el comunicado denominado “Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica” emitido por el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme; se agradece la  información remitida de la cual se acusa recibido.

     Con las mayores muestras de mi consideración, 

M.Sc. Diana Montero Montero.


Jefa a.i.


Defensa Pública
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San José, 18 de agosto de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0113-2020 


 


Señor 


Dr. Fernando Cruz Castro 


Presidente 


Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


 


Asunto: Respuesta a audiencia conferida por la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en los 


oficios N° 7142-2020 de 31 de julio y 7213-2020 de 4 de 


agosto de 2020 de la Secretaría General de la Corte. 


 


Estimado Señor: 


 


Reciba un cordial saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas, remito informe solicitado por la Secretaría General de la Corte Suprema de 


Justicia en Oficios N° 7142-2020 de 31 de julio y 7213-2020 de 4 de agosto de 2020, en el que me 


confieren el plazo de 10 días para pronunciarme sobre el correo electrónico de fecha 29 de julio en 


curso, en que el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, remite Carta 


abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán; para 


estudio e informe. 


 


Dentro del plazo otorgado, le informo: 


 


I. Contenido del comunicado “Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre 


las agresiones contra la población Bribri y Brörán” 


 


La señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, remitió comunicado 


electrónico de 29 de julio de 2020, 10:29 p. m. a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, 


Despacho de la Presidencia, Fiscalía General, a los magistrados y magistradas Fernando Cruz 


Castro, Julia Varela Araya, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Jorge Olaso Alvarez, Roxana Chacon 


Artavia, Jesús Ramírez Quirós, Patricia Solano Castro, Álvaro Burgos Mata, Sandra Eugenia Zuñiga 


Morales, Fernando Cruz Castro, Fernando Castillo Víquez, Paul Rueda Leal, Nancy Hernández 


Lopez, Luis Fdo. Salazar Alvarado, Damaris Vargas Vásquez, William Molinari Vilchez, Iris Rocio 


Rojas Morales, Román Solís Zelaya, Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Orlando Aguirre Gómez, a los 


diputados y diputadas Jorge Fonseca, Silvia Villegas, María Vita Monge, Nielsen Pérez, Paola 


Valladares, Dragos Dolanescu, Nielsen Pérez y Nidia Céspedes; con copia a los Viceministros 


Randall Otárola, Eduardo Solano, el asesor presidencial Geyner Blanco, así como a la Fiscalía 


Indígena, Defensoría de los Habitantes de la República, el señor Franklin Paniagua del Ministerio de 


Justicia, Fergus MacKay y a las direcciones electrónicas defenders@ohchr.org; 


sandra@frontlinedefenders.org; alice.harding.shackelford@one.un.org; 


Toni.POZAR@eeas.europa.eu; Fergus MacKay <fergus@forestpeoples.org>; en el que se informa: 


Excmos./as. Srs./as.: Reciban un cordial saludo. Encontrarán por este medio la Carta Abierta 


a las Autoridades de Costa Rica, dirigida a ustedes, sobre las agresiones contra los Bribri y 


Brörán y emitida por el Sr. James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme. Esta 


Carta Abierta también se encuentra publicada en los idiomas inglés y español la página de 



mailto:alice.harding.shackelford@one.un.org

https://www.forestpeoples.org/en/open-letter-costa-rica-authorities-increased-aggression-towards-bribri-broran

https://www.forestpeoples.org/es/carta-abierta-autoridades-costa-rica-sobre-agresiones-contra-bribri-broran
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la organización. Reiteramos nuestro llamado a tomar las acciones que en la Carta se 


detallan, pues es de nuestra alta preocupación el riesgo grave que continuamente está 


corriendo la integridad física y la vida de las personas Beneficiarios de las Medidas 


Cautelares 321/12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Cordialmente, 


Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal, Forest Peoples Programme.” 


En el documento “Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la 


población Bribri y Brörán”, se indica literalmente: 


 


“Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica 


 


Señoras y Señores 


Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada 


Fiscal General de República, Emilia Navas Aparicio 


Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia 


Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos 


 


En el contexto del aumento de la violencia en contra de las comunidades indígenas, que los 


pueblos Bribri de Salitre y Brörán de Térraba continuamente denuncian en instancias 


nacionales e internacionales, siendo ambos pueblos beneficiarios desde el 2015 de una 


incumplida medida cautelar. Forest Peoples Programme una vez más condena los recientes 


hechos de violencia y amenazas contra las personas que integran comunidades indígenas. 


En la última semana, incluso en contexto de pandemia, se han denunciado nuevas 


agresiones y amenazas en contra de personas indígenas. El 21 de julio de 2020 el indígena 


Bribri José Enrique Ortiz, fue amenazado por Rodrigo Figueroa Uva, un conocido agresor de 


su familia, quien lo ha amenazado y atentando contra su vida en ocasiones anteriores. Al 


respecto José Enrique manifestó que “tanto Rodrigo como su hermano Eliodoro Figueroa 


Uva son dos conocidos usurpadores y agresores de indígenas en Salitre, fueron quienes en 


tres ocasiones nos han intentado asesinar a mi cuñado y líder indígena Minor Ortiz y a mí, 


producto de esto Minor ahora vive con una bala incrustada en cada pierna. En ese ataque, 


los agresores fracasaron el impacto de bala en mi contra”. Los mismos agresores, 


previamente marcaron a Minor en su pecho con un hierro caliente para ganado. Estos 


hermanos, quienes gozan de absoluta impunidad, junto a su padre Heleodoro Figueroa Díaz, 


en varias ocasiones han prendido fuego a las parcelas indígenas, robado sus cultivos y 


destruido sus viviendas. Por años esta familia se ha mantenido agrediendo violentamente a 


los Bribri, razón por la cual actualmente Heleodoro padre como Eliodoro hijo tienen procesos 


judiciales abiertos en sede agraria y en sede penal, esta última a pesar de los graves hechos 


denunciados permanece aún en estado inicial de investigación. Al respecto, ningún juez ha 


dictado prisión preventiva, ni siquiera después de que el agresor violara las medidas 


cautelares alternativas que le fueron impuestas, consistentes en no perturbar ni intimidar a 


las víctimas. Bajo esta continuada impunidad y garantizada repetición, no hay sorpresa de 


que los agresores continúen atacando a las personas beneficiarias Bribri. La incapacidad o 
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falta de voluntad política del Estado para lograr una sanción efectiva y pronta a los miembros 


de esta familia Figueroa Díaz/Uva, lo hace cómplice en la violación de la vida e integridad 


física de los Bribri en Salitre. 


Adicionalmente, menos de una semana después, el 27 de julio, se tuvo noticia de una 


violenta usurpación por parte de Hilda Granados, su pareja e hija, quienes introdujeron 


maquinaria pesada en un terreno recuperado en Crun Shurín (Tierra de Venados), territorio 


de Térraba. Los invasores ingresaron un tractor, destruyeron la vegetación y removieron el 


suelo, además cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba, 


deforestando aproximadamente media hectárea. Hechos que pueden ser catalogados como 


un desastre ambiental. El terreno directamente afectado es el del Brörán Vinicio Navas 


Nájera, la invasión y destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 


50 mts norte del puente sobre el Río Escuadra. 


Las y los recuperadores Brörán de Crun Shurín (Beneficiarios de las medidas cautelares de 


la CIDH, y algunos Peticionarios del Caso 14.026 contra Costa Rica) se hicieron presentes 


en el terreno ancestral usurpado, arriesgando su salud y vida en contexto de pandemia 


reclamando sus derechos y protegiendo el territorio. Al llegar al lugar, nuevamente fueron 


agredidos y amenazados por los usurpadores, una vez más el defensor de los derechos de 


su pueblo Pablo Sibar fue violentamente amenazado de muerte, por uno de los usurpadores 


quien entre insultos y actos de violencia le dijo que lo iba matar, y que por hacerlo tenía 


garantizado una recompensa. 


En esta ocasión, al igual que en todas las violentas usurpaciones sufridas por los indígenas, 


ellos debieron correr los riesgos de concurrir al lugar, contactar a los agentes de seguridad 


y a las autoridades gubernamentales, solicitando el retiro de las personas invasoras. 


Finalmente, y sin realizar detención alguna a pesar de los numerosos delitos flagrantes 


cometidos (incluidos delitos ambientales), la policía local sólo negoció la salida de los 


usurpadores, y hasta ahora han negado a los defensores indígenas el contenido del Informe 


Policial, lo que les impide individualizar al agresor. Destacamos, la existencia de amenazas, 


daños a la propiedad y al medioambiente, todos delitos que no fueron reconocidos en su 


gravedad por la autoridad policial al momento de facilitar la impune salida de las personas 


agresoras. 


Adicionalmente, en este violento contexto se han recibido también constantes denuncias 


sobre agresiones contra el pueblo Maleku de Guatuso y el pueblo Cabécar de China Kichá. 


Donde los usurpadores, la semana pasada, incluso formularon amenazas afirmando que “en 


10 días va a haber una desgracia”. 


Los pueblos, beneficiarios desde el 2015 de una incumplida medida cautelar MC 321/12, han 


enfrentado el incremento de la violencia en su contra, el asesinato impune de dos de sus 


líderes, Sergio Rojas y Jehry Rivera, muchos de sus integrantes -incluidas mujeres, niños y 


niñas- han sufrido amenazas, ataques, lesiones, han sobrevivido intentos de asesinatos, han 


sufrido el terror de que sus tierras sean incendiadas. Razón por la cual, el pasado 8 de julio 


los pueblos Bribri de Salitre y Brörán de Térraba acompañados de sus representantes 


legales reiteraron en una reunión de trabajo con la CIDH y el Estado, la necesidad de que la 


CIDH se pronuncie sobre la solicitud formulada desde el 2018 para que las personas 


beneficiadas y en una situación de profundo riesgo cuenten con la protección de Medidas 


Provisionales otorgada por la Corte Interamericana de DDHH. 
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El Forest Peoples Programme condena todos los hechos de violencia contra las personas 


que integran comunidades indígenas, hace un llamado para que: 


• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 


• Las autoridades estatales, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una 


investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados. 


• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que 


incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas 


usurpaciones (como la mencionada invasión de Crun Shurín), y estrategias rápidas y 


eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiadas, así 


como su propiedad ancestral. 


• Que el Estado proceda y ejecute el saneamiento territorial de todos los territorios 


recuperados por las personas indígenas, según el compromiso adquirido por este después 


del asesinato del líder y beneficiario Jehry Rivera. 


• Que el Estado garantice el suministro de agua y electricidad a los recuperadores en tales 


fincas, de conformidad con lo solicitado anteriormente por ellos. 


• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y 


derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas derivadas 


de las MC 321/12. 


Cordialmente, 


 


James Whitehead 


Director 


Forest Peoples Programme 


 


CC 


• Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 


• Relatora Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos 


• Relatora especial de las Naciones Unidas sobre el racismo 


• Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación racial de la ONU (ONU-


CERD) 


• Comisión Interamericana de Derechos Humanos” 


 


II. Respuesta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al 


comunicado electrónico enviado por Sr. James Whitehead, Director de Forest 


Peoples Programme, por medio de la asesora Nathalia Ulloa Castillo 
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El comunicado realizado por la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples 


Programme en correo electrónico de 29 de julio de 2020, sobre la Carta Abierta a las Autoridades de 


Costa Rica, que contiene la Carta Abierta transcrita líneas atrás, fue copiada a la suscrita como 


magistrada integrante de la Corte Suprema de Justicia. 


En la condición de coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


remití comunicado electrónico de 30 de julio de 2020 a la señora Nathalia Ulloa el Oficio N° DVV-S1-


0096-2020, con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, 


Fiscalía General, Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia, en la que le 


informé: 


“Tengo el honor de saludarle y comunicarle que el comunicado denominado “Carta Abierta 


a las Autoridades de Costa Rica” dirigido por el señor James Whitehead, Director de Forest 


Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las Magistradas y a la Fiscalía General 


de la Corte Suprema de Justicia, entre otras personas, será puesto en conocimiento de las 


principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus 


competencias, procedan conforme a derecho.  


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de 


la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones 


que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en 


el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas 


indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional 


e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según 


reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente copiados 


para la trazabilidad debida.” 


 


III. Traslado a las principales jefaturas del Poder Judicial del comunicado electrónico 


enviado por Sr. James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme para el 


seguimiento conforme a sus competencias 


 


Con el objetivo de que las principales jefaturas institucionales tuvieran conocimiento del comunicado 


para el seguimiento respectivo conforme a sus competencias y lo establecido por Corte Plena en la 


Circular 188-19, el 31 de julio de 2020 a las 11:54 a. m., envié correo electrónico a la Presidencia de 


la Corte, Despacho de la Presidencia, los magistrados y las magistradas, Comisión de Acceso a la 


Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, las y los integrantes del Consejo Superior, y a las jefaturas 


de la Fiscalía General, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, las Direcciones 


Ejecutiva, de Gestión Humana, Planificación, Tecnología de la Información, Jurídica, Centro de 


Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Escuela Judicial, Justicia 


Restaurativa, Contraloría de Servicios, Oficina de Cumplimiento, Control Interno, Inspección Judicial, 


Auditoría Judicial, con copia a la dirección de Forest Peoples, en el que se les informó: 
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“Señores y Señoras 


Jefaturas Institucionales 


 


Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas hago de su conocimiento la gestión enviada por la Señora 


Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, vinculada con las 


personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 


Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias. 


El contenido está inserto en los documentos adjuntos. 


Se remite en copia a la señora Ulloa Castillo para el debido seguimiento.” 


 


El objetivo de la remisión de ese comunicado a las principales jefaturas institucionales es que 


consideren la información en el ámbito de sus competencias y le den seguimiento con ocasión de lo 


dispuesto por Corte Plena en sesión 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, Artículo XIX, dispuso:   


“Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas Vásquez sobre el 


Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 de abril entre representantes del 


Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de 


las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de 


acción para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, 


Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, 


Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría 


General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación correspondiente.” 


 


 


IV. Acciones de seguimiento realizadas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas a partir de que asumí la Coordinación en enero de 2019 hasta la 


actualidad 


 


En diciembre de 2018 Corte Plena por unanimidad me dio el honor de designarme Coordinadora de 


la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  


 


Ante el honor de esa designación, a partir de enero de 2019 inicié labores de coordinación en la 


Subcomisión con las y los integrantes quienes actúen en representación de las diferentes jefaturas 


institucionales.  


 


La Subcomisión se enfocó en primer orden en el cumplimiento del PAO 2020 de la Comisión de 


Acceso a la Justicia en lo que le corresponde a la temática indígena y en los aspectos que se 


consideraron prioritarios en atención al Plan Estratégico 2019/2024 y el seguimiento de las acciones 


que se venían realizando. 


 


• Encuentro con población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la 


CIDH contra el Estado en abril de 2019, rendición de cuentas y coordinación 


interinstitucional 
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En abril de 2019 se realizó un encuentro con la población indígena organizado y coordinado por la 


señora Marjorie Herrera Castro y el señor Alvaro Paniagua Núñez, asesora y Director de Igualdad y 


no Discriminación, respectivamente, de la Defensoría de los Habitantes de la República.  


 


El encuentro se realizó en el territorio indígena de Salitre y en él participaron personas indígenas de 


Buenos Aires de Puntarenas, así como líderes y lideresas indígenas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y jerarcas del Viceministerio de Diálogo Ciudadano 


de la Presidencia de la República, Viceministerio de Seguridad, Presidencia Ejecutiva del Instituto 


de Desarrollo Rural, representación del Ministerio de Justicia y Paz, entre otros personeros.  


 


En representación del Poder Judicial asistí en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas por delegación de funciones, pues el señor Presidente de 


la Corte Suprema de Justicia, el señor Director del Despacho de la Presidencia y el señor 


Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia debieron atender otros asuntos laborales 


programados para esa fecha. También participaron en representación de la Institución la señora 


Contralora de Servicios Adjunta del Poder Judicial y el Contralor de Servicios del Primer Circuito 


Judicial de la Zona Sur a cargo de la zona de Pérez Zeledón y de Buenos Aires de Puntarenas. 


 


La participación de quienes asistimos a esa audiencia en abril de 2019 al territorio indígena Salitre 


permitió exponer las acciones que venía realizando el Poder Judicial en sus diferentes ámbitos -


Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, OIJ y sector Administrativo- constituyéndose en una 


muy valiosa oportunidad para la rendición de cuentas; y, además, aclarar las competencias del Poder 


Judicial y la diferencia con las asignadas constitucionalmente al Poder Ejecutivo.  


 


El encuentro facilitó la coordinación interinstitucional que se fortaleció a partir de ese momento y se 


ha mantenido hasta la actualidad, realizándose siempre encuentros periódicos en los territorios 


indígenas de Salitre y de Térraba; y, además, el diálogo intercultural con las personas indígenas para 


la concertación en el abordaje de los asuntos que son de su interés y a la vez, propios de las 


competencias de cada una de las instituciones involucradas. La actividad propició en el Poder 


Judicial la mejora en la eficacia, eficiencia y efectividad de la atención de los asuntos vinculados con 


la población indígena, la cual ha sido catalogada como población en situación de vulnerabilidad en 


las Cien Reglas de Brasilia, producto aprobado por la Cumbre Judicial Iberoamericana gracias a la 


iniciativa del Poder Judicial de Costa Rica, para el acceso a la justicia de las poblaciones en 


vulnerabilidad. 


 


• Informe gerencial de resultados del encuentro de abril de 2019 y propuesta de Circular 


de Corte Plena 


 


Los avances son producto del compromiso de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y de 


todos los magistrados y magistradas integrantes de Corte Plena, quienes aprobaron la propuesta 


planteada por las personas representantes de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, señora 


Ericka Chavarría Astorga y señor Carlos Romero, y la suscrita, Coordinadora de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, quienes asistimos al encuentro de abril de 2019. La 


propuesta está contenida en el Informe Gerencial sobre lo acontecido a efecto de mejorar la atención 


de la población indígena, especialmente, el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la 


CIDH contra el Estado. 
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• Aprobación por Corte Plena de la Circular 188-19 propuesta por la Comisión de 


Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


 


Corte Plena en sesión 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, Artículo XIX, aprobó el Informe 


Gerencial y la propuesta de 20 Ejes de Acción, recomendados por la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia y avalados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con el objetivo de que fueran 


desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de 


Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 


Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, en cumplimiento de las Medidas Cautelares 


N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


 


En ese marco, Corte Plena en sesión 25-19 celebrada el 24 de junio de 2019, Artículo II, dispuso:  


 


“Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, 


adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 


2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los 


cuales se indican de seguido: … Se declara acuerdo firme.” 


 


Esos acuerdos de Corte Plena se materializaron en la Circular 188-19 publicada por la Secretaría 


General de la Corte, en la que se emiten líneas de acción para los diferentes ámbitos institucionales 


con el objetivo de que el abordaje estratégico de los temas vinculados con la población indígena se 


realizara de manera articulada y sobre todo, producto de la concertación y el diálogo intercultural con 


la población indígena, dentro del marco de las funciones otorgadas por la Constitución Política al 


Poder Judicial.  


 


La Circular 188-19 dispone: 


 


“CIRCULAR No. 188-2019 


 


Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, 


recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de 


Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


 


AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES GENERAL DEL ORGANISMO 


DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA DE 


LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN EJECUTIVA, ESCUELA Y DESPACHOS JUDICIALES DEL 


PAÍS 


 


SE LES HACE SABER QUE: 


 


La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar 


los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser 


desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de 


Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 


Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre 


representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las 
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Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana 


de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso a realizar la 


publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados 


por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. 


 


Los citados ejes son los siguientes: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a 


seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo 


indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para 


investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su 


repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la 


CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, 


realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la 


colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y 


transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales 


quienes ejecuten esta labor. 


 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 


objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 


establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 


acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales 


riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones 


que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las 


medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo 


organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que 


minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y 


resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, 


priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe 


y Bribrí de Salitre. 


 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 


políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 


sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que 


conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el 


desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que 


intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte 


miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir 


cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y 


resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros 


del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 







10 


 


5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 


procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando 


además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros 


datos de interés para la toma de decisiones. 


 


6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les 


reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 


indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que 


los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los 


procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios 


eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales 


a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, 


en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad 


que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones 


administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el 


derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como 


facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, 


administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer 


esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías 


de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los 


procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome 


en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en 


general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y 


sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 


valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto 


de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, 


los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los 


estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 


Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 


de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de 


los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer 


políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente 


en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y 


acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y 


técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con 


el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, 


cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos 


judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 


Salitre. 


 


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 


con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de 


Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del 


Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se 
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concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos 


mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los 


mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 


 


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y 


Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer 


procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas 


indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, 


cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre 


otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; 


priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia 


material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas 


de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y 


coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, 


del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de 


capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, 


Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se 


continuará con las demás. 


 


10. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones 


en Derecho Indígena, se incluya al menos: 


a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 


indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las 


poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 


1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 


(Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 


los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los 


Pueblos Indígenas OEA 2016; 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 


vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de 


los Pueblos Indígenas, entre otras 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 


Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 


vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas 


personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista 


y el pluralismo jurídico. 


 


11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el 


impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las 


personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –


incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su 


competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la 


Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la 


capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de 


la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 
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12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el 


Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas 


servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en 


cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 


especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de 


procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 


seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los 


indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea 


para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de 


procesos asociados a personas indígenas. 


 


14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre 


el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, 


así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten 


vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las 


medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean 


consultadas a las personas indígenas. 


 


15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz 


para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, 


defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los 


que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 


Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras 


Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 


 


16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas 


indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y 


acordes a sus costumbres. 


 


17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del 


pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares 


de la CIDH sobre los avances alcanzados. 


 


18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho 


y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y 


de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de 


establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer 


insumos importantes en los peritajes culturales. 


 


19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 


Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y 


consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo 


con la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su 


ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


de Costa Rica. 
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 20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen 


entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones 


del Estado.” 


 


 


San José, 17 de octubre de 2019 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia” 


 


 


• Diálogo intercultural: sesiones de seguimiento de las personas indígenas 


beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y 


representantes de las diferentes instituciones involucradas  


 


A partir del momento de la emisión de la Circular 188-19, con autorización primero del Consejo 


Superior y luego, de Corte Plena con ocasión de mi nombramiento como Magistrada de la Sala 


Primera de la Corte Suprema de Justicia, actuando en la condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, he venido participado activamente en 


las audiencias realizadas por las personas representantes de las distintas instituciones con los 


pueblos indígenas de Salitre y de Térraba en seguimiento de las Protocolos de Seguridad y de 


Saneamiento firmados por el Ministerio de Seguridad y las personas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares 321-12.  


 


Dichos protocolos no fueron sometidos a conocimiento,  negociación o aprobación del Poder Judicial 


por quienes los suscribieron en representación del Ministerio de Justicia y de las personas indígenas 


líderes y lideresas; sin embargo, se permitió la participación de la Institución como una observadora 


activa en el seguimiento en el tanto, como parte del Estado, se tiene claro que el Poder Judicial es 


parte del seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 dentro de ámbito de competencias que le 


confiere la Constitución Política. 


 


De seguido se anexan a este informe las actas de las visitas realizadas durante 2019 y lo que va de 


2020 por las y los representantes interinstitucionales a los territorios indígenas de Salitre y Térraba, 


las cuales sirven de evidencia de lo expuesto. 


 


Actas de las Sesiones realizadas con las personas indígenas beneficiarias de las MC 321-12 


de la CIDH contra el Estado y los representantes estatales incluyendo al Poder Judicial en 


los territorios de Salitre y Térraba  


Protocolo de Saneamiento de Tierras y Protocolo de Seguridad 


2019/2020 


 


I. Térraba 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 


 Acta 25-4-219 
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Acta 8-5-2019 


 


Acta 9-5-2019 


 


Acta del 20-6-2019 


 


Acta del 20-9-2019 


 
Acta del 29-7-2019 


 


Acta 25-10-2019 


 
Acta del 20-9-2019 


 


Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 25-10-2019 


 


Acta 24-01-2020 


 


Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 4-6-2020 


 


Acta 24-01-2020 


 


 


Acta 4-6-2020 


 


 


 


II. Salitre 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 
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Acta 11-5-2019 


 


Acta 11-5-2019 


 
Acta 22-6-2019 


 


Acta 22-6-219 


 


Acta 28-7-2019 


 


Acta 28- 7-2019 


 


Acta 8-12-2019 


 


 


Acta 6-6-2020 


 


 
 


 


 


• Acuerdos de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomados 


en sesiones mensuales para el mejoramiento del acceso a la justicia de las personas 


indígenas 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha venido dando seguimiento a la 


temática indígena mediante sesiones ordinarias realizadas mensualmente y extraordinarias cuando 


es necesario, en cumplimiento de las competencias conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial 


y el Reglamento de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está representada por personas de la 


Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y el sector 


Administrativo (Direcciones Ejecutiva, Planificación, Tecnología de la Información, Gestión Humana, 


Escuela Judicial, Justicia Restaurativa, Oficina de Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional) y además, por la representante de la Defensoría de los 


Habitantes de la República, Universidad de Costa Rica, Instituto Nacional de la Mujer, entre otros. 


 


Esa conformación permite que las acciones que realiza cada una de las jefaturas de los diferentes 


ámbitos institucionales esté debidamente coordinada y enfocada al cumplimiento de la normativa 


nacional e internacional, el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024 que incorpora el acceso a 


la justicia como uno de sus Ejes Transversales, y la Circular 188-19 de Corte Plena donde se 


establecen los lineamientos a seguir para la concertación con la población indígena y el diálogo 


intercultural.  


 


Estas acciones han resultado reforzadas por la aprobación en la Asamblea Legislativa a fines de 


2018 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. Esta ley ha 
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potenciado el servicio de la Defensa Pública pues ahora se otorga a las personas indígenas en todas 


las materias, la coordinación con las instituciones de enseñanza superior especialmente con la 


Universidad de Costa Rica para la asignación de peritajes culturales en procesos indígenas y de 


traductores y traductoras, así como la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial 


siguiendo los lineamientos de MIDEPLAN y las disposiciones de Corte Plena aprobadas en enero 


de 2020 para la construcción de Políticas Públicas con la participación activa de las personas 


indígenas.  


 


Debe destacarse la construcción del Plan Anual de Capacitación con la Escuela Judicial, 


direccionado a las personas servidoras judiciales quienes tienen a su cargo la mayor cantidad de 


procesos indígenas, para lo cual se está incorporando a personas indígenas líderes y lideresas 


indígenas como facilitadoras en temas de interés de dicha población y en cumplimiento de la Circular 


188-19 se está planificando el control y seguimiento del impacto de esa capacitación en el quehacer 


de las personas capacitadas, proyectado para este segundo semestre. En 2019 el Plan Anual de 


Capacitación Indígena se enfocó a las personas servidoras judiciales de Buenos Aires de Puntarenas 


y se realizó de manera presencial. Para 2020 el Plan Anual de Capacitación será virtual atendiendo 


la pandemia Covid-19. 


 


De seguido se anexan las actas de las sesiones ordinarias realizadas por la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia durante los años 2019 y 2020 como evidencia. 


 


Actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica 2019/2020 


 


Se adjuntan las actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas de los años 2019 y lo que va de 2020, de las cuales se desprende la evidencia 


de las acciones realizadas y los avances en el proceso. 


 


 


2019  


ACTA 01-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA 02-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 9 DE MARZO 2019.pdf
 


ACTA 03-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 1 DE ABRIL 2019.pdf
 


ACTA 04-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 3 DE JUNIO DE 2019.pdf
 


ACTA 05-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 06-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 - copia.pdf
 


ACTA 07-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 (003).pdf
 


ACTA SESION 08-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019..pdf
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ACTA 9-19 


SUBCOMISIÓN PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 10-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 20 DICIEMBRE 2019..pdf
 


  


2020  


ACTA 01-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 07 ENERO..pdf
 


ACTA 02-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS..pdf
 


ACTA O3-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS DVV-.pdf
 


ACTA 04-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 3 DE ABRIL 2020.pdf
 


ACTA 05-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS.pdf
 


ACTA 06-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


 


Gracias a la coordinación con la señora Marjorie Herrera de la Defensoría de los Habitantes y a la 


señora Valeria Varas del INAMU, ambas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas se cuenta con los listados de las personas líderes y lideresas indígenas con 


quienes coordinar para el desarrollo de las capacitaciones lo cual ha permitido a la representante de 


la Escuela Judicial tener un contacto directo con esa población para facilitar su participación en las 


actividades de capacitación atendiendo su cosmovisión. 


 


Se ha mantenido comunicación con organizaciones y personas indígenas de los territorios 


beneficiarios de la Medidas Cautelares, así como las y los integrantes de otros territorios indígenas, 


lo cual fortalecerá el proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial sumadas las 


alianzas con las instituciones estatales involucradas.  


 


 


• Abordaje de la emergencia ocasionada por el COVID-19 en territorios indígenas 


 


La atención de la pandemia Covid-19 ha sido uno de los temas prioritarios del Poder Judicial y la 


situación de los pueblos indígenas no ha sido la excepción. De ahí, la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia en el ámbito de sus competencias, solicitó a Corte Plena la emisión de una circular vinculada 


con el seguimiento de los procesos vinculados con personas indígenas. Con ocasión de ello, Corte 


Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, ordenó la publicación de 


la siguiente circular: 


 


“CIRCULAR No. 103-2020 


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del 


virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la 


Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 
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SE LES HACE SABER QUE: 


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso 


que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con 


la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria 


de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la 


enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: 


Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el 


Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de 


Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán 


previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités 


de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El citado Plan se 


encuentra en la dirección electrónica adjunta: https://secretariacorte.poder-


judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-


emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. De conformidad con la circular N° 


67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en 


virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de 


todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial. San José, 21 


de mayo de 2020. Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema 


de Justicia.” 


 


 


• Desarrollo de la Política Indígena en el Poder Judicial 


 


Para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial se cuenta con el apoyo del Alto 


Comisionado de las Naciones Unidas gracias a las acciones coordinadas con la Presidencia de la 


Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones 


Internacionales, lo cual es particularmente importante ante la crisis financiera por la que atraviesa el 


país en la que está inmerso también el Poder Judicial por el principio de solidaridad ante la pandemia 


Covid-19. 


 


Además, ya está coordinada la capacitación de parte de MIDEPLAN y la Dirección de Planificación, 


así como las proyecciones para el diálogo intercultural y concertación de acciones con la población 


indígena para la construcción conjunta, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas de Costa Rica de 2018.  


 


Las capacitaciones darán inicio con la Dirección de Planificación el 21 de agosto y continuarán con 


MIDEPLAN en setiembre de 2020. 


 


 


• Lineamientos institucionales para el seguimiento de los estándares internacionales 


relacionados para la tramitación y resolución de procesos vinculados con personas 


indígenas 


 


Conforme a las estadísticas institucionales los procesos vinculados con población indígena se han 


venido incrementando en las materias penal, contenciosa administrativa, agraria, pensiones 


alimentarias, entre otras. Por esa razón se han reiterado y actualizando las circulares y lineamientos 


de Corte Plena y de Consejo Superior para la atención prioritaria de los procesos indígenas, con 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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absoluto respeto al principio de juez natural y de independencia judicial, tal y como lo refiere la 


Circular 188-19, la cual incorpora los más altos estándares de atención de los procesos judiciales 


vinculados con personas indígenas establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 


a saber: 


 


“… 6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que 


se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de 


los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a 


saber:  


i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender 


y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, 


facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;  


ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a 


asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la 


propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen 


en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, 


y  


iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y 


judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el 


derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y 


tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 


desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de 


cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos 


desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las 


vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en 


virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una 


protección efectiva que tome en cuenta las particularidades 


propias que los diferencian de la población en general y que 


conforman su identidad cultural, sus características económicas 


y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho 


consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su 


especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos 


internos de decisión de controversias en materia indígena, los 


cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, 


según los estándares internacionales establecidos por la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña 


y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 


y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los 


Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer 


políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, 


principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, 


evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad 
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con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la 


aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas 


usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y 


accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que 


sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre…” 


 


• Circulares sobre el uso de lenguaje claro y sencillo en la atención de personas 


indígenas 


 


En forma coherente con lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


propuso al Consejo Superior la emisión de una Circular referida al lenguaje claro y sencillo que deben 


utilizar las personas servidoras judiciales en resoluciones y audiencias propios de procesos 


vinculados con personas indígenas. El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 


celebrada el 15 de octubre de 2019, artículo LXXXIV, dispuso la publicación de la siguiente circular: 


 


 


“CIRCULAR No. 192-2019 


Asunto: Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la 


atención de personas indígenas. 


 


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS  


SE LES HACE SABER QUE: 


 


El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, 


artículo LXXXIV, dispuso acoger la recomendación remitida por la Unidad de Acceso a la Justicia, 


en oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, respecto a instar a las personas servidoras 


judiciales que atiendan procesos vinculados con personas indígenas para que en las resoluciones 


que emitan en forma escrita u oral y en las audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; 


comprensible para esa población y para las personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el 


proceso de transmisión de la información. San José, 24 de octubre de 2019. Lic. Carlos Toscano 


Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia.” 


 


 


• Proyecto de actualización de circulares y simplificación de trámites vinculados con 


personas indígenas 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas trabaja actualmente en forma 


coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, la Comisión de Acceso a la Justicia y 


la Unidad de Acceso a la Justicia, en el Proyecto de actualización de las circulares y simplificación 


de trámites de los procesos vinculados con población indígena. Para tal efecto realizó solicitud al 


Consejo Superior cuyos integrantes en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, Artículo 


XL, dispusieron: 


 


“Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo V, en consecuencia: 


Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión pueda coordinar con el Oficial 


de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares 


emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que 
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impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites 


administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas 


indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 


321-12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-


19 de Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría de Servicios 


para lo que corresponda.” 


 


 


• Seguimiento a procesos disciplinarios y penales 


 


El 24 de agosto de 2018 se generó un encuentro entre la exvicepresidenta de la Corte Suprema de 


Justicia, señora Carmen María Escoto Fernández, quien, a su vez, fungía como magistrada 


coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia con 


las personas indígenas, en Buenos Aires de Puntarenas. La actividad fue coordinada con el señor 


Alvaro Paniagua y la señora Marjorie Herrera, ambos de la Defensoría de los Habitantes y la 


segunda, integrante de la Subcomisión.  


 


Ese encuentro generó la emisión de varias acciones institucionales en beneficio de la población 


indígena, dentro de la que se enmarca la remisión al Tribunal de la Inspección Judicial de una serie 


de quejas que en esa audiencia celebrada en Buenos Aires de Puntarenas plantearon por escrito las 


personas indígenas. A partir de ahí, la competencia de la entonces magistrada Vicepresidenta de la 


Corte Suprema de Justicia como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia concluyó, pues trasladó la petición al órgano competente.  


 


A partir de ese momento, de conformidad con las atribuciones asignadas en el artículo 184 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, la Inspección Judicial se ocupó de investigar, tramitar y resolver las 


denuncias planteadas, escapando de las competencias de la Comisión, Subcomisión y Unidad de 


Acceso cualquier interferencia en la forma en que esos asuntos deban ser resueltos, más allá de 


ofrecer capacitación sobre Derecho Indígena a las personas servidoras judiciales a cargo de esos 


asuntos disciplinarios o instar a la emisión de circulares por las autoridades superiores.  


 


Importante he de señalar que si bien se ha pedido información a la Inspección Judicial acerca del 


avance de esas y otras denuncias que se les han trasladado posteriormente con ocasión de quejas 


al servicio de administración de justicia en procesos vinculados con personas usuarias indígenas, ha 


sido con el objetivo de instar la atención de estos en los términos de la Circulas 188-19 de Corte 


Plena, no se socializa pues contiene datos sensibles que pueden divulgarse por limitaciones legales. 


 


La imposición de sanciones a personas servidoras judiciales de cualquiera de los ámbitos del Poder 


Judicial, escapa de la competencia de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia. Siempre se informa que las denuncias pueden ser planteadas directamente al 


Tribunal de la Inspección Judicial, Oficina de Cumplimiento, Comisión de Transparencia, Fiscalía 


General o a cualquiera de las oficinas institucionales con competencia disciplinaria según la 


gravedad de lo alegado. Para tal efecto se insta a proceder de tal forma para garantizar a la población 


indígena la objetividad y transparencia de la gestión institucional, en especial, la eficacia, eficiencia 


y efectividad del servicio de administración de justicia. 


 


Escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 


seguimiento del trámite y resolución de esos procesos disciplinarios o penales. La actuación se limita 


a trasladar a las autoridades competentes las quejas de las personas indígenas en los encuentros 







22 


 


realizados o en los comunicados remitidos por éstas o las organizaciones nacionales o 


internacionales defensoras de las personas indígenas. 


 


• Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas 


 


Según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-08 del 14 de octubre de 2008, Artículo 


XLI, corresponde a la Contraloría de Servicios atender y dar seguimiento a las Reglas Prácticas para 


facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas, lo cual está expresamente dispuesto en 


el artículo 7.  


 


Por ello, la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y la Contraloría Regional de Servicios han 


estado atentos al seguimiento de los lineamientos institucionales, participando activamente en el 


cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, inclusive en la audiencia generada en abril de 


2019 en el territorio indígena de Salitre. 


 


Los requerimientos de datos sobre las investigaciones de homicidios y delitos contra personas 


indígenas escapan de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas. Se trata de información sensible que debe direccionarse a la Fiscalía General como 


responsable de la protección de dicha información y el aseguramiento de las investigaciones, de 


conformidad con el artículo 295 del Código Procesal Penal: 


 


ARTICULO 295.- 


 


Privacidad de las actuaciones El procedimiento preparatorio no será público para 


terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por 


medio de sus representantes. Los abogados que invoquen un interés legítimo serán 


informados por el Ministerio Público sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados o 


detenidos que existan, con el fin de que decidan si aceptan participar en el caso. Las partes, 


los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por 


cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la 


obligación de guardar secreto. El incumplimiento de esta obligación será considerado 


falta grave. (El resaltado no es del original) 


 


 


V. Función consultiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas como apoyo especializado a la labor de la Comisión de Acceso a la 


Justicia  


 


La competencia para atender los procesos judiciales y las investigaciones vinculadas con personas 


indígenas no corresponde a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La función 


que se desarrolla es meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector 


del acceso a la justicia de las personas usuarias en situación de vulnerabilidad, incluyendo la 


indígena, y órgano asesor de Corte Plena, Consejo Superior y demás oficinas institucionales.  


 


En ese sentido, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, regula la labor de las Comisiones 


de la siguiente manera: 


 


DE LAS COMISIONES 


Artículo 66.- (…) 
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Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la 


Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos. (El resaltado no 


es del original) 


 


Asimismo, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el 


Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, regula su composición, clasificación y el alcance dichas 


funciones: 


 


Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un 


carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá 


fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos.  


Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a una Comisión 


competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte 


las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto 


por la Comisión. (El resaltado no es del original) 


 


Inmiscuirse en procesos judiciales concretos es contrario a los principios de independencia judicial, 


objetividad y transparencia, constituyéndose en una falta gravísima, sancionada al tenor de lo 


dispuesto en el artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 


 


Artículo 191.- Se consideran faltas gravísimas: 


 


(…) 


2.- El interesarse indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, en 


asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales. (El resaltado es propio) 


 


Las acciones afirmativas que realiza la Subcomisión se ejecutan dentro del marco de las 


competencias que le corresponden. Para tener más claridad sobre el margen de acción, se remitió 


consulta a la Auditoría Judicial el 05 de agosto pasado. Al respecto, mediante el Informe N°952-AUD-


48-UJ-2020 del 13 de agosto de 2020, la Auditoría indicó lo siguiente: 


 


“A pesar de ese vacío regulatorio, en relación con la Comisión a la que pertenecen ciertas 


Subcomisiones en la realidad, existe una dependencia organizacional en cuanto a la 


coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden 


tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión 


de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a 


la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo 


cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el 


mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y 


lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por Corte Plena o el Consejo Superior, 


según corresponda. 


(…) 


 


Particularmente, el ámbito de acción de la Comisión de cita se delimita a constituirse como 


órgano asesor del jerarca en las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del 


Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente y no en tomadores de 


decisiones finales que reflejan la voluntad última de la institución.  
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En consecuencia, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones son aún más 


limitadas, en relación con la Comisión a la que pertenecen, éstas se constituyen en un apoyo 


especializado a su labor y bajo su coordinación, siempre en aplicación de los límites expuestos 


líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se adopte 


en un tema específico y sus productos no tienen fuerza vinculante, siendo meramente 


consultivos.” 


 


Ante este panorama, se reitera que la búsqueda de soluciones efectuada por la Comisión de Acceso 


a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia ha sido constante en apoyo de las necesidades 


de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y de la población indígena en concreto. Sin 


embargo, dicho accionar debe ir aparejado al cumplimiento del bloque de legalidad y al respeto de 


las limitaciones de las competencias atribuidas a cada uno de los actores que participan en la 


tramitación las diferentes gestiones. 


 


En esa misma línea, sobre los límites que deben considerarse para la toma de acuerdos en las 


diferentes Comisiones, la Auditoría Interna en Oficio Nº 633-27-UJ-2020 de 04 de junio de 2020, 


señaló: 


 


“CONCLUSIONES. 


Por lo anterior, esta Auditoría Interna concluye lo siguiente: 


 


El artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, así como sienta las 


bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, 


al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las leyes; aquí nace el fundamento 


de las incompatibilidades y, por ende, la orientación de que el funcionario público no puede 


estar en una situación donde exista colisión entre interés público e interés privado. 


 


De conformidad con el artículo 9 inciso 11) del Reglamento denominado “Regulación para la 


Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder 


Judicial”, en caso de existir algún conflicto de interés, el funcionario tiene el deber de 


abstención, el cual se impone en la medida que afecte en mayor o menor grado, su 


imparcialidad, objetividad e independencia de criterio. Por ello, en caso de presentarse un 


eventual conflicto de interés por algún integrante de la Comisión, este deberá comunicarlo y 


abstenerse de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el 


conflicto o identidad de intereses, so pena de incurrir en responsabilidad disciplinaria. 


 


Por otra parte, de una interpretación armónica de los artículos 20 y 21 del Reglamento 


General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, con el artículo 54 de la Ley General 


de la Administración Pública, se concluye que la invitación a los representantes de diferentes 


sectores -por un tema de experticia- por parte de las Comisiones, no es contrario al bloque 


de legalidad, toda vez, que el párrafo primero del artículo 54 LGAP habilita al órgano 


colegiado – siempre por votación unánime de los miembros presentes- para otorgar a esas 


personas asistentes el derecho de participar en las deliberaciones con voz pero sin voto. (…)” 


 


Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación y la 


Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, hace remisión expresa como 


norma complementaria a la Directriz D-2-2004-CO "Directrices Generales sobre Principios y 


Enunciados Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios 


de la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en 
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General”, cuyas normas 1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los jerarcas, titulares subordinados y 


demás funcionarios públicos de evitar toda clase de relaciones y actos inconvenientes con personas 


que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad real o potencial de la institución para 


actuar, y por ende, parecer y actuar con independencia. 


 


El informe de seguimiento de los ejes de acción aprobados por Corte Plena que se comunicaron a 


todo el personal judicial en la Circular 188-19 está incorporado en los reiterados informes enviados 


a la Cancillería a solicitud de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y del Despacho de la 


Presidencia con el aval de la Comisión de Acceso a la Justicia. Esos datos se enviaron para ser 


socializados con la CIDH y con las personas involucradas en las Medidas Cautelares 321-12. Escapa 


del conocimiento de esta Subcomisión de Acceso el seguimiento de dicho informe; sin embargo, en 


éste se detallan las acciones realizadas a ese momento. 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia, en 


cumplimiento del numeral 16 de la Ley General de Control Interno, y concretamente, de la Circular 


188-19 de Corte Plena, cuenta con sistemas de información que le permiten tener una adecuada 


gestión documental institucional con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados y 


armonizar los sistemas de información con los objetivos institucionales. Esos objetivos están 


plasmados en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 que establece el Acceso a la Justicia como 


un eje transversal.  


 


 


VI. Conclusiones. 


 


El señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, en su comunicado enviado 


mediante la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal, hace un llamado para que: 


• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 


• Las autoridades estatales, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una 


investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados. 


• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que 


incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas 


usurpaciones (como la mencionada invasión de Crun Shurín), y estrategias rápidas y 


eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiadas, así 


como su propiedad ancestral. 


• Que el Estado proceda y ejecute el saneamiento territorial de todos los territorios 


recuperados por las personas indígenas, según el compromiso adquirido por este después 


del asesinato del líder y beneficiario Jehry Rivera. 


• Que el Estado garantice el suministro de agua y electricidad a los recuperadores en tales 


fincas, de conformidad con lo solicitado anteriormente por ellos. 


• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y 


derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas derivadas 


de las MC 321/12.” 
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Ese llamado responde en su mayoría a acciones propias del Poder Ejecutivo; sin embargo, deben 


ser tomadas en consideración por el Poder Judicial como parte del Estado, por medio de sus 


jefaturas institucionales para que, conforme a sus competencias, los lineamientos establecidos por 


Corte Plena en la Circular 188-19 y la normativa nacional e internacional que regula los derechos de 


los pueblos indígenas, si inciden tangencialmente en sus funciones, procedan como corresponda a 


derecho. 


Por ese motivo, la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas, en su función consultiva y de apoyo especializado a la Comisión de Acceso 


a la Justicia, hizo de inmediato conocimiento de tales jefaturas el comunicado enviado por Forest 


Peoples Programme. Ese mismo trámite se ha realizado con ocasión de los comunicados enviados 


por otras organizaciones nacionales e internacionales indígenas o defensoras de los derechos 


humanos de los pueblos indígenas, las cuales, por su trascendencia nacional e internacional, 


requieren respuestas y acciones inmediatas. 


La gestión se realiza en el marco competencial de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas sin alusión a casos concretos y con la limitación contenida en el artículo 191 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial que establece como una falta gravísima “2.- El interesarse 


indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, en asuntos cuya resolución 


corresponda a los tribunales.” (El resaltado es propio). Además, de conformidad con el artículo 7 del 


Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos 


de Interés en el Poder Judicial, las personas servidoras judiciales debemos evitar colocarnos en 


situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo la imparcialidad, 


independencia e integridad para el ejercicio de las funciones o puedan generar dudas razonables 


acerca de la objetividad o independencia y la del Poder Judicial.  


 


Se está en la mayor disposición de facilitar a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia conforme 


se solicita en los Oficios N° 7142-2020 de 31 de julio y 7213-2020 de 4 de agosto de 2020, y a la 


Comisión de Acceso a la Justicia, la información confiable, relevante, pertinente y oportuna que 


pueda legalmente compartirse, necesaria para el abordaje adecuado de la situación de las personas 


indígenas, en especial del seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 


Estado. 


 


Solicito respetuosamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia que este informe sea 


incorporado literalmente a la respuesta que se brinde a Forest Peoples Programme con copia a las 


personas a las que se dirige el comunicado, incluyendo a las personas copiadas del Poder Judicial, 


Poder Ejecutivo y Poder Legislativo. 


 


Atentamente, 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 
Copias: 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Unidad de Acceso a la Justicia 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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A/At


Sra. Damaris Vargas


Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia

                         Barcelona, 31 de julio de 2020

Sra. Magistrada:



Como ACAT España/Catalunya hemos recibido con profunda preocupación información desde el Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas.

El 21 de julio de 2020, cuando el Sr. José Enrique Ortiz se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, insultándole a él y su familia refiriéndose a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva. 


Esta denuncia es consecuencia de que los hermanos Figueroa Uva, de una familia no indígena, realizaron múltiples agresiones y amenazas contra las comunidades Bribri de Salitre y Brörán desde 2012: intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos, ocupación ilegal por lo que, en 2015, la CIDH otorgó medidas cautelares (MC 16/15) a estas comunidades. Las medidas de protección adoptadas por Costa Rica han sido ineficaces contra los ataques y la ocupación ilegal, incluidos los asesinatos el 18/03/2019 del líder Bribri Sergio Rojas Ortiz, y del líder Brörán Jehry Rivera Rivera el 24/02/2020.


El 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia de un ataque con arma de fuego contra el Sr. José Enrique Ortiz y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Minor Ortiz, por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva ese día. Mientras se investiga, al Sr. Eliodoro Figueroa Uva se le prohibió perturbar o intimidar a la comunidad Bribri de Salitre. Además, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiples procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre.


 El 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín del territorio indígena de Térraba, recuperada por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por desconocidos junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en ese territorio indígena. Introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañaron el suelo y deforestaron media hectárea de terreno. Amenazaron al grupo de personas indígenas Brörán que llegó al lugar a proteger pacíficamente su territorio. El Sr. Pablo Sibar, fue amenazado de muerte diciéndole que tenía garantizada una recompensa por su asesinato.  Llegó la policía local, negoció la salida del grupo de agresores pero sin detener a ningún agresor ni permitir a las agredidas el acceso al informe policial, a pesar de la gravedad.  


Por todo lo anterior, la ACAT rechaza firmemente estas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán, cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios y urge a las autoridades costarricenses a tomar de manera urgente las medidas necesarias para:


· garantizar la seguridad e integridad física y psicológica de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, y la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;


· investigar de manera independiente, exhaustiva e imparcial los hechos arriba mencionados, para juzgar a los responsables ante un tribunal competente, independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la Ley;


· la seguridad jurídica en los territorios indígenas y prevenir y resarcir de la desposesión según el art.14 del Convenio 169 OIT, la Ley 6172 de Costa Rica y el art.8 de la Declaración ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 


· impulsar una política participativa de protección, prevención de agresiones a los defensores de DH y lucha contra la impunidad con enfoque diferencial y étnico, incluyendo las necesidades de las personas defensoras indígenas. 

Reciba nuestros respetuosos saludos. 

Por la Junta,

Montserrat Fenosa Choclán

ACAT forma parte de la red FIACAT (Federación Internacional de las ACATs), con Estatuto consultivo ante las Naciones Unidas (1989), Estatuto participativo en el Consejo de Europa, Estatuto de observadora ante la Comisión Africana de los Derechos del Hombre y de los Pueblos (CADHP) e igualmente acreditada ante las instancias de la Organización Internacional de la Francofonía (OIF).
www.fiacat.org
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San José, 6 de agosto de 2020. 
DVV-S1-0105-2020 


 
Señora 
Montserrat Fenosa Choclán 
De ACAT España –defensores indígenas agredidos en Puntarenas 
 
 
Estimada Señora: 
 
Tengo el honor de dirigirme a usted con ocasión de acusar recibido del comunicado 
electrónico enviado el pasado 31 de julio de 2020 a las 2:17 p.m., en el que señala: 
“Como ACAT España le adjuntamos una carta muy preocupados por las agresiones 
y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, 
defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, 
en Puntarenas. Esperando su atención, nos despedimos atentamente.” 
 
En la nota adjunta se indica: 
 


A/At 


Sra. Damaris Vargas 
Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia 
        


                         
Barcelona, 31 de 
julio de 2020 


 
Sra. Magistrada:  
 
Como ACAT España/Catalunya hemos recibido con profunda preocupación información desde 
el Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, sobre las 
agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, 
defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, en 
Puntarenas. 
  
El 21 de julio de 2020, cuando el Sr. José Enrique Ortiz se dirigía al centro de salud de 
Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, insultándole 
a él y su familia refiriéndose a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro 
Figueroa Uva.  
 
Esta denuncia es consecuencia de que los hermanos Figueroa Uva, de una familia no 
indígena, realizaron múltiples agresiones y amenazas contra las comunidades Bribri de Salitre 
y Brörán desde 2012: intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado 
de cultivos, ocupación ilegal por lo que, en 2015, la CIDH otorgó medidas cautelares (MC 
16/15) a estas comunidades. Las medidas de protección adoptadas por Costa Rica han sido 
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ineficaces contra los ataques y la ocupación ilegal, incluidos los asesinatos el 18/03/2019 del 
líder Bribri Sergio Rojas Ortiz, y del líder Brörán Jehry Rivera Rivera el 24/02/2020. 
El 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra 
el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia de un ataque con arma de fuego contra el Sr. 
José Enrique Ortiz y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Minor Ortiz, por el Sr. Eliodoro 
Figueroa Uva ese día. Mientras se investiga, al Sr. Eliodoro Figueroa Uva se le prohibió 
perturbar o intimidar a la comunidad Bribri de Salitre. Además, el Sr. Heleodoro Figueroa 
Díaz, padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiples procesos abiertos en su contra en 
sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre. 
 
 El 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín del territorio indígena de Térraba, recuperada 
por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por desconocidos junto con la Sra. Hilda 
Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en ese territorio indígena. 
Introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañaron el suelo y deforestaron media hectárea de 
terreno. Amenazaron al grupo de personas indígenas Brörán que llegó al lugar a proteger 
pacíficamente su territorio. El Sr. Pablo Sibar, fue amenazado de muerte diciéndole que 
tenía garantizada una recompensa por su asesinato.  Llegó la policía local, negoció la salida 
del grupo de agresores, pero sin detener a ningún agresor ni permitir a las agredidas el 
acceso al informe policial, a pesar de la gravedad.   
 
Por todo lo anterior, la ACAT rechaza firmemente estas amenazas y agresiones contra las 
personas defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán, cuyo origen 
radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios y 
urge a las autoridades costarricenses a tomar de manera urgente las medidas necesarias 
para: 
 


- garantizar la seguridad e integridad física y psicológica de los Sres. José Enrique 
Ortiz y Pablo Sibar, y la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y 
Térraba; 


- investigar de manera independiente, exhaustiva e imparcial los hechos arriba 
mencionados, para juzgar a los responsables ante un tribunal competente, 
independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas 
previstas por la Ley; 


- la seguridad jurídica en los territorios indígenas y prevenir y resarcir de la 
desposesión según el art.14 del Convenio 169 OIT, la Ley 6172 de Costa Rica y el 
art.8 de la Declaración ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;  


- impulsar una política participativa de protección, prevención de agresiones a los 
defensores de DH y lucha contra la impunidad con enfoque diferencial y étnico, 
incluyendo las necesidades de las personas defensoras indígenas.  


 
Reciba nuestros respetuosos saludos.  
Por la Junta, 
 
Montserrat Fenosa Choclán” 


 
Hago de su conocimiento que su gestión será puesta en conocimiento -con copia a 
usted- de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, conforme 
a sus competencias, procedan conforme. Además, debo indicarle que para el Poder 
Judicial de Costa Rica la atención de los procesos judiciales vinculados con población 
indígena en general, y concretamente la beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-
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12 de la CIDH contra el Estado, es una prioridad conforme a los lineamientos 
institucionales acordes a la normativa nacional e internacional. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 


República de Costa Rica 
Tel: (506) 2295 4995 


 
Copias: 
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Despacho de la Presidencia 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Fiscalía General 
Organismo de Investigación Judicial 
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                       Acció dels Cristians per l’Abolició de la Tortura (ACAT)



                   Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT)

                        c/Anglí, 55  E-08017–Barcelona

www.acat.pangea.org

                           Tel.: 932038915 e-mail: acat@pangea.org

Inscripció / Inscripción: Reg. Nacional Asociaciones, Sección1, nº74230



A/At


Sra. Damaris Vargas


Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia

                         Barcelona, 31 de julio de 2020

Sra. Magistrada:



Como ACAT España/Catalunya hemos recibido con profunda preocupación información desde el Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas.

El 21 de julio de 2020, cuando el Sr. José Enrique Ortiz se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, insultándole a él y su familia refiriéndose a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva. 


Esta denuncia es consecuencia de que los hermanos Figueroa Uva, de una familia no indígena, realizaron múltiples agresiones y amenazas contra las comunidades Bribri de Salitre y Brörán desde 2012: intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos, ocupación ilegal por lo que, en 2015, la CIDH otorgó medidas cautelares (MC 16/15) a estas comunidades. Las medidas de protección adoptadas por Costa Rica han sido ineficaces contra los ataques y la ocupación ilegal, incluidos los asesinatos el 18/03/2019 del líder Bribri Sergio Rojas Ortiz, y del líder Brörán Jehry Rivera Rivera el 24/02/2020.


El 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia de un ataque con arma de fuego contra el Sr. José Enrique Ortiz y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Minor Ortiz, por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva ese día. Mientras se investiga, al Sr. Eliodoro Figueroa Uva se le prohibió perturbar o intimidar a la comunidad Bribri de Salitre. Además, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiples procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre.


 El 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín del territorio indígena de Térraba, recuperada por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por desconocidos junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en ese territorio indígena. Introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañaron el suelo y deforestaron media hectárea de terreno. Amenazaron al grupo de personas indígenas Brörán que llegó al lugar a proteger pacíficamente su territorio. El Sr. Pablo Sibar, fue amenazado de muerte diciéndole que tenía garantizada una recompensa por su asesinato.  Llegó la policía local, negoció la salida del grupo de agresores pero sin detener a ningún agresor ni permitir a las agredidas el acceso al informe policial, a pesar de la gravedad.  


Por todo lo anterior, la ACAT rechaza firmemente estas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán, cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios y urge a las autoridades costarricenses a tomar de manera urgente las medidas necesarias para:


· garantizar la seguridad e integridad física y psicológica de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, y la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;


· investigar de manera independiente, exhaustiva e imparcial los hechos arriba mencionados, para juzgar a los responsables ante un tribunal competente, independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la Ley;


· la seguridad jurídica en los territorios indígenas y prevenir y resarcir de la desposesión según el art.14 del Convenio 169 OIT, la Ley 6172 de Costa Rica y el art.8 de la Declaración ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 


· impulsar una política participativa de protección, prevención de agresiones a los defensores de DH y lucha contra la impunidad con enfoque diferencial y étnico, incluyendo las necesidades de las personas defensoras indígenas. 

Reciba nuestros respetuosos saludos. 

Por la Junta,

Montserrat Fenosa Choclán

ACAT forma parte de la red FIACAT (Federación Internacional de las ACATs), con Estatuto consultivo ante las Naciones Unidas (1989), Estatuto participativo en el Consejo de Europa, Estatuto de observadora ante la Comisión Africana de los Derechos del Hombre y de los Pueblos (CADHP) e igualmente acreditada ante las instancias de la Organización Internacional de la Francofonía (OIF).
www.fiacat.org
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De ACAT España


Tattiana Garcia Chaves <tgarciach@Poder-Judicial.go.cr>
Vie 31/7/2020 16:04


Para:  montfecho@hotmail.com <montfecho@hotmail.com>
CC:  Emilia Navas Aparicio <enavas@Poder-Judicial.go.cr>


1 archivos adjuntos (373 KB)


Oficio a ACLA España.pdf; 


Señora
Montserrat Fenosa Chodán
ACAT ESPAÑA


Estimada señora:


Reciba un atento saludo y a la vez remito contestación al escrito presentado en relación con 


los hechos suscitados en perjuicio del señor José Enrique Ortiz y el señor Pablo Sibar.


Se reitera el compromiso por parte del Ministerio Público de atender e investigar los hechos 
delictivos, que se susciten de forma seria, exhaustiva y objetiva.


Cordialmente,


Page 1 of 1
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Poder Judicial

                       Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

	



[bookmark: _Hlk523736212]		San José, 14 de agosto del 2020

Oficio 297-CACMFJ-JEF-2020



Magistrada

Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial





Estimada señora:



En atención a su oficio No. DVV-SI-0105-2020, de fecha 6 de agosto 2020, mediante el cual hace de conocimiento la gestión remitida por la señora Montserrat Fenosa Choclán de ACAT España sobre “defensores indígenas agredidos en Puntarenas”, relacionada con las situaciones acontecidas contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas; me permito indicar que esta Dirección realizó consulta a la licenciada Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito, acerca de la atención que brinda esa oficina a la población indígena.



Mediante correo electrónico, la licenciada Arce informó: “Para todos los casos que nos llegan se ofrecen los servicios de la Oficina en los programas de Protección y en el programa de Atención”, así mismo remitió oficio No. 107-FAI-2020, en el que la Fiscalía de Asuntos Indígenas rinde informe, entre otros aspectos, relacionado con el enfoque diferenciado en la protección de la población indígena por parte de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito.





De usted atentamente.







Maricruz Chacón Cubillo

Directora



[bookmark: _Hlk523736212]MCC/faf

REF: 835-2020







Telf. 2295-3112 / centro_gestion_juris@Poder-Judicial.go.cr
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San José, 30 de julio 2020 


Oficio N° DVV-S1-0097-2020 


Señor 


Temistocles Guerra Vargas 


Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las 


Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC 


Estimado Señor: 


Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de comunicarle que la Oficina de 


Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial me envió el 29 de julio de 2020 


un oficio en el que remite para mi conocimiento el comunicado enviado por usted, 


atendiendo indicaciones del señor Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 


Con ocasión de lo anterior, se toma nota del comunicado electrónico dirigido por la 


organización que usted indica representa, del miércoles 29 de julio de 2020, a las 08:52 


horas, enviada a la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH; Linyi Baidal 


Sequeira; Melissa Lorincz Sosa; Karen Leiva Chavarría; Oficina de Cooperación y Relaciones 


Internacionales del Poder Judicial; Presidencia de la Corte; Defensoría de los Habitantes de 


la República; Inti Ardon; Ministerio de Ambiente y Energía; Despacho de la Presidencia de 


la Corte; Angelica Solera; y COMISION DHOSC, mediante asunto denominado “ALERTA - 


USURPADORES INVADEN CRUN SHURIN EN TÉRRABA. - AMENAZAN DE MUERTE A 


RECUPERADORES”.  


 


En dicho comunicado se señala literalmente: 


 


“Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las 


Obligaciones internacionales de Derechos Humanos 
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Secretaría Ejecutiva 


CIIDDHH 


Sra.Linyi Baidal Sequeira 


Presente. 


 


Desde la Vocería nos preocupa que se sigan dando amenazas directas a los 


habitantes de los Pueblos Indígenas. 


 


La violación de Derechos Humanos en tiempos de Cov2019 se acrecienta cada vez 


más sin resultados favorables hacia nuestras poblaciones vulnerables. 


 


Hacemos este llamado a las Autoridades Jurídicas y pertinentes a intervenir lo más 


pronto posible, NO QUEREMOS MAS MUERTES DE LIDERES INDÍGENAS. 


 


El lunes 27 de julio de 2020. Desde antes del medio de hoy 27 de julio, la usurpadora 


Hilda Granados, su pareja e hija, introdujeron maquinaria pesada en el terreno 


recuperado Crun Shurin en el territorio de Térraba. 


 


Los invasores metieron un tractor y removieron la vegetación y suelo, afectando 


aproximadamente media hectárea, además cortaron varios árboles y vegetación en 


la margen del Río Grande de Térraba. 


 


Las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin se hicieron presentes reclamando sus 


derechos, la maquinaria fue retirada; pero al ser las 3:00 de la tarde Hilda Granados 


y demás invasores se niegan a salir del terreno recuperado. En el lugar se encuentran 


2 oficiales de la Fuerza Pública. 


 


Aproximadamente a las 2:30 p.m., el hombre que acompaña a Hilda Granados le 


dijo a los recuperadores Brorän Pablo Sibas Sibas y Roberth Morales Villafuerte "que 


a él le daban un premio si los mataba". 
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El terreno directamente afectado es el de Vinicio Navas Nájera, la invasión y 


destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte 


del puente sobre el Río Escuadra. 


 


Las y los Recuperadores Brorän de Crun Shurin, exigimos del Estado de Costa Rica: 


 


1. El retiro inmediato de Hilda Granado (quien ocupa ilegalmente dentro del Territorio 


Térraba, el Bar y Cabinas Hilda) y sus acompañantes del lugar de los hechos. 


2. Se realicen las investigaciones administrativas y judiciales pertinentes (MINAE y 


Poder Judicial) para establecer las responsabilidades y sanciones correspondientes 


por los daños ambientales, amenazas y otros posibles delitos. 


 


Atentamente, 


Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin. 


Temistocles Guerra Vargas 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las 


Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC 


Vocería. 


Tel:(506)72638798 


E-mail: comisiondhosc@gmail.com 


comunicaciones.ads@gmail.com” 


 


La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder 


Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a 


derecho. 


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de 


la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones 


que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en 


el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas 


indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional 



tel:(506)72638798

mailto:comisiondhosc@gmail.com

mailto:comunicaciones.ads@gmail.com
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e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según 


reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


El comunicado que remita, vinculado con su gestión, le será debidamente copiados para la 


trazabilidad debida. 


Cordialmente, 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 


Tel: (506) 2295 4995 


 


 


 


 


Copias: 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


Despacho de la Presidencia 


Fiscalía General 


Organismo de Investigación Judicial 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Unidad de Acceso a la Justicia 
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INFORME DE LABORES 2019



Subcomisión de Población Indígena



La Magistrada Suplente Damaris Vargas Vásquez tiene a su cargo la coordinación de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Esta Subcomisión se encarga de identificar las barreras de acceso y actitudinales que las personas pertenecientes a los diferentes pueblos indígenas deben enfrentar para poder acceder a los servicios del Poder Judicial; asimismo, trabaja en pro de reconocer sus derechos dentro del ámbito institucional, a través de promover acciones para la aplicación de la normativa internacional, nacional e institucional, de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y procedimientos acordes a las características de estos pueblos, así como a las personas que los integran. 



La labor de la Subcomisión durante 2019 estuvo enmarcada en la ejecución de los siguientes lineamientos:



Cumplimiento de las metas incluidas en el PAO 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia referidas a la población indígena, asociadas al Plan Estratégico Institucional 2009/2024 del Poder Judicial

Seguimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado.



Implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y coordinación con las diferentes dependencias del Poder Judicial e instituciones involucradas para su cumplimiento.



[image: ]Atención a los requerimientos de las personas indígenas usuarias del servicio y de las personas servidoras judiciales que atienden esta población



En el ejercicio de sus funciones, la Subcomisión obtuvo los siguientes logros, gracias al trabajo en equipo de todas las personas que la conforman, así como con la colaboración incondicional de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia. Entre los principales logros se citan:



Se logró que la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas, que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior Acta Sesión N° 45-00 de 13 de junio de 2000, Artículo LXXVIII) cuente con una integración representativa de las dependencias institucionales, sociedad civil e instituciones que atienden asuntos vinculados con la población indígena.



Se realizaron sesiones ordinarias mensuales, de las cuales se levantaron las actas respectivas, las cuales están debidamente firmadas y remitidas a la Unidad de Acceso a la Justicia. Todos los acuerdos de la Subcomisión fueron debidamente comunicados con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. Está pendiente la sesión ordinaria del mes de diciembre de 2019. Se adjuntan a este informe las actas respectivas.



La Subcontralora de Servicios del Poder Judicial, el Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, la Coordinadora de la Subcomisión y representantes de varias instituciones estatales, entre ellas el Viceministerio de Diálogo Ciudadano, la Defensoría de los Habitantes de la República, el Ministerio de Justicia, el INDER, Ministerio de Seguridad, Cancillería, entre otras, se participó en el Encuentro celebrado el 7 de abril de 2019 con la presencia de personas indígenas de los pueblos ubicados en Buenos Aires de Puntarenas y se dieron cuentas del avance realizado con ocasión de la audiencia realizada por las y los integrantes de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia en 2018. En seguimiento de dicho Encuentro, se remitió un Informe de Resultados, que fue conocido por Corte Plena en sesión 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX.

Se gestionó ante la Comisión de Acceso a la Justicia la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-2019; conforme al modelo del Ministerio de Planificación Nacional (MIDEPLAN). La Comisión aprobó la ejecución de dicha política.



En coordinación con el señor Juan Alfaro López, Viceministro de la Presidencia de la República, se atendió la visita del Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos junto con un diputado representante de la Asamblea Legislativa, y representantes del Ministerio de Justicia, INDER y de la Cancillería, para informarle de los avances en el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12.



En coordinación con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia se participó en la audiencia conferida por la señora Michelle Bachelet, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos al Poder Judicial. 



En coordinación con el señor Juan Alfaro López, Viceministro de la Presidencia de la República, se atendió la visita del Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos junto con un diputado representante de la Asamblea Legislativa, y representantes del Ministerio de Justicia, INDER y de la Cancillería, para informarle de los avances en el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12.



Se establecieron acciones de coordinación con la Dirección de Planificación para que en la propuesta de Presupuesto del Poder Judicial se incluyeran rubros vinculados con la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Se logró que Corte Plena en sesión N° 22-19 de 6 de junio de 2019, Artículo IV.



Se realizaron acciones de coordinación con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia, la Dirección Jurídica, la Subcomisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial para la actualización del Convenio Interinstitucional entre el PJ y la UCR. Se logró que la UCR apruebe la inclusión en el Convenio de la Escuela de Antropología aparte de la Facultad de Derecho, designándose al Dr. Marcos Guevara Berger para que en representación de la UCR proceda con la propuesta. Se han realizado sesiones de trabajo entre la Coordinación de la Subcomisión, el Despacho de la Presidencia y el Dr. Guevara que han permitido tener un avance de un 80% en la propuesta respectiva.



En forma coordinada con el Despacho de la Presidencia se construyó una matriz de seguimiento de los ejes de acción establecidos en las Circulares 123-19 y188-19 a fin de visibilizar las acciones realizadas y socializarlas con las personas indígenas, en especial, las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.



En forma coordinada con la Comisión de la Jurisdicción Agraria se han realizado giras de divulgación del Código Procesal Agrario, la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-19 en los territorios indígenas de Térraba, Maleku y Bribri de Talamanca. En esas visitas se atendieron las observaciones de las personas indígenas.



Se solicitó a la Oficina de Control Interno del Poder Judicial la construcción de una Circular dirigida a los despachos judiciales vinculada con los Controles Mínimos a seguir y demás acciones que permitan identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024.



Se remitió solicitud a la Dirección de Planificación, Subproceso de Estadística, la inclusión en las estadísticas institucionales de indicadores que visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas.



Se logró que Corte Plena emitiera la Circular 188-2019 dirigida a las personas juzgadoras sobre la atención de los procesos judiciales vinculados con personas indígenas, en la que se dispone: “Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras..”





En cumplimiento de las Circulares 123-19 y 188-19 se solicitó a la Dirección de Gestión Humana considerar en los procesos de reclutamiento de personal, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible.

Se han realizado encuentros con los pueblos indígena Teribe y Bribri de Salitre y otros pueblos indígenas del país, en coordinación con la Comisión Interinstitucional de Seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.

Se remitió solicitud a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el Plan Anual de Capacitación 2019 y el que se proyecta para el 2020, al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

Se han realizado acciones coordinadas con el Viceministerio de Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia, el INDER, el Ministerio de Justicia, DINARAC, Defensoría de los Habitantes de la República, entre otros, para la realización de actividades de capacitación vinculadas con el Mecanismo de Consulta a las personas indígenas.

[bookmark: _Hlk22815979]Se logró la aprobación por parte de Corte Plena de la Circular N° 192-2019, denominada “Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de personas indígenas”, la cual fue propuesta por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

Se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana para que en la implementación del Reglamento de Evaluación de Desempeño aprobado por Corte Plena se incluyan indicadores vinculados con la atención de las personas servidoras judiciales a los procesos vinculados con poblaciones indígenas.

Se coordinaron acciones con la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa a fin de que intervengan con su equipo de trabajo especializado en la atención de procesos vinculados con personas indígenas en ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Se realizaron acciones conjuntas con la Dirección Ejecutiva para simplificar y hacer más eficientes los trámites y la selección de las personas traductoras e intérpretes judiciales, así como la emisión de facturas. Para ese efecto se han sostenido reuniones con el Ministerio de Hacienda.
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 01 de setiembre de 2020

N° 8160-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora Magistrada

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial

	

Estimada señora:



Muy respetuosamente, para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 79-2020 celebrada el 11 de agosto del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc47618976]“ARTÍCULO LII 



Documento N° 8916-20 / 8998-20 / 9166-20



Mediante correo electrónico de 31 de julio de 2020 la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, remitió lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hago de su conocimiento el comunicado enviado por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, de la Coordinadora de Lucha Sur Sur, vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias.



El contenido está inserto en los documentos adjuntos.”



- 0 -



A continuación, se transcriben la seguidilla de correos remitida:



De: Damaris Vargas Vásquez 

Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 11:45 a. m.

Para: ‘Gustavo Oreamuno Vignet

CC: (.= 

San José, 30 de julio 2020

Oficio N° DVV-S1-0098-2020



Señor

Gustavo Oreamuno Vignet

Coordinadora de Lucha Sur Sur



Estimado Señor:



“Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de indicarle que la información suministrada por usted en comunicado electrónico de 29 de julio de 2020, 4:16 p.m. enviado al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, el señor Randall Otárola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociación China kicha, señor Byron Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; vinculado con el asunto “Denuncias de Invasión y otros delitos Crun Shurin”, será comunicado de inmediato a las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que procedan conforme a sus competencias.



El comunicado literalmente señala:



“Señores 

Poder Ejecutivo

Poder Judicial

Gobierno de Costa Rica



Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur - Sur.



En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.



Agradeciendo su atención;



Gustavo Oreamuno Vignet

Coordinadora de Lucha sur Sur”



La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho, y le será copiado a usted para la debida trazabilidad.



Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención. 



Atentamente,



Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Poder Judicial, República de Costa Rica



(…)”

Adjuntos:



[bookmark: _MON_1658228645]
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Expresó la integrante Castillo Vargas : “Me queda la pregunta, cómo podemos nosotros de alguna manera tomar las acciones que ella indica, porque hace un comunicado general y nos indica que cada órgano tomé las acciones pertinentes pero no nos instruye en el caso específico del Consejo, cual pudiera ser una colaboración que este Consejo haga para el cumplimiento de esa medida que nos ha sido impuesta como país, porque si fuera que nosotros somos la fiscalía pues se podría entender, pero si me parecería muy importante atender el llamado que nos hace doña Damaris, pero traté de pensar una forma concreta de como el Consejo podría de alguna manera aportar y no la ubiqué.



Yo no sé, si los colegas o la misma doña Damaris nos podría proponer algo, para que no resulte una acción improcedente, innecesaria o ineficaz, por nuestra parte y tampoco me parecería que lo dejemos así, siendo que es un caso que podría eventualmente derivar en responsabilidades si no se atiende.”



Interviene el vicepresidente en ejercicio, magistrado Aguirre Gómez, indicando: “Nos manda es este correo y nos transmite un comunicado que le envió Gustavo Oreamuno Vignet, coordinador de lucha Sur-Sur vinculado a las personas indígenas y a las personas que son beneficiarias de las medidas cautelares y cita una resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, lo anterior para lo que corresponda conforme a sus competencias, y ahora que hacemos nosotros con ese comunicado, Trasladarlo al Ministerio Público, porque habla de amenazas o cosas de estas, qué acciones concretas podríamos tomar de verdad.”



Manifiesta el integrante Montero Zúñiga: “Yo me quede con la misma preocupación de la integrante Castillo, yo la verdad no vi una solicitud formal o puntual de doña Dámaris con ese tema, en cuanto a que acción podríamos tomar como Consejo, incluso doña Damaris nos estado enviando por lo menos a mí y he visto que varias personas les envía copia de temas de estos y ella pone que para las acciones que correspondan y yo sinceramente no ubicó cuál acción podríamos tomar como Consejo Superior en esos temas yo no sé si como dice la integrante Castillo para no caer en algún error, indicarle a doña Damaris que si tiene alguna solicitud formal para que este Consejo la valore, porque a mí la verdad el traslado de documentos no me quedó claro; si sólo tomamos nota y luego se nos cobra que no hicimos nada, o si ella espera que algunos alguna acción puntual con respecto a esta información que ya nos está indicando la verdad no lo tengo muy claro tampoco.”



Añade el magistrado Aguirre Gómez: “Estos casos estarán en el Ministerio Público, yo sí sé que la Comisión Interamericana porque lo que he leído en los periódicos se habían tomado algunas medidas cautelares, para la tutela estos líderes indígenas, ahora que podemos hacer nosotros, yo no sé la comisión debe haberse dirigido al Poder Ejecutivo para tomar las medidas del caso y no al Poder Judicial, pero desconozco si hay algo relacionado con este tema en manos del Ministerio Público, porque si así fuera pues ahí tendríamos que pasarle al Ministerio Público para que sean ellos los que tomen las medidas que sea el caso, nosotros no tenemos una policía que sea preventiva, no vamos a mandar a los agentes del Organismo de Investigación Judicial hacer seguimientos o cosas de estas.”



Indicó la integrante Pizarro Gutiérrez: “El Ministerio Publico si tiene conocimiento de esta situación porque inclusive dentro de la comisión hay funcionarios del Ministerio Público, aquí lo que se puede disponer, es reiterar que hay una circular la 188-19 de la Corte Plena, sobre todas las medidas que se deben de tomar para el resguardo de esta población, pero sí enviarlo, y dentro de esa circular también contempla todos los órganos que deben acudir a este llamado, podría ser eso reiterar esa circular 188-19 de la Corte Plena. La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”.



Interviene la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Yo coincido con lo señalado por la integrante Castillo por qué no le decimos a doña Damaris expresamente, que señale qué aportes puede hacer el Consejo, qué apoyo puede a brindar, a mí me parece que queda como una nebulosa y eso habría que aclararlo y me parece que la competente sería ella que hace la pepitoria.”



Agrega el integrante Montero Zúñiga: “Si yo pienso que es lo más prudente pedirle una aclaración.” 



Añade el magistrado Aguirre Gómez: “Si bueno entonces pidámosle una aclaración sobre este tema, si porque en realidad ella dice para lo de sus competencias y eso es muy amplio, que es lo que quiere, cuál es la medida, yo creo que antes que al Poder Judicial, si de lo que se trata es de ejecutar medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, antes que el Poder Judicial donde deben dirigirse es para el efectivo cumplimiento es el Poder Ejecutivo deben haberlo hecho ya de seguro que sí, porque esta gente están asesorados por personas que no sólo conocen la problemática de ellos, sino también son abogados algunos de ellos o personas muy familiarizadas con este tipo de conflicto, pidámosle entonces que nos especifique cuáles son las acciones que se solicita por parte de este Consejo.”



- 0 -



	Analizada la gestión de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, en correo electrónico de 31 de julio de 2020, se acordó: solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.”





Atentamente, 









Lic. Carlos T.  Mora Rodríguez

Subsecretario General Interino

Corte Suprema de Justicia









 

Cc:

Diligencias / Refs: (8916-2020 / 8998-2020 / 9166-2020) 

naguilars



Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José



0

image1.png








image2.wmf
OFICIO  DVV-S1-0098-2020.pdf


oleObject30.docx


CIRCULAR No. 103-2020



Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas.

[bookmark: _Hlk22190564]El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta:



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas



De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.



San José, 21 de mayo de 2020







Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia





Ccv



Ref: (4225-2020 y 4587-2020)
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CIRCULAR No. 121-2020



Asunto: 	Sobre programación de visitas a territorios indígenas.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 36-20 celebrada el 14 de abril de 2020, artículo XIX, dispuso: Instar a las oficinas judiciales que cuando programen visitas a territorios indígenas, en forma previa deben investigar sobre su cosmovisión para no vulnerar sus derechos y respetar sus costumbres desde diferentes áreas, incluyendo su alimentación y forma de preparación, horarios preferentes de atención de parte de la población; además de consultar previamente a la población indígena sus costumbres.



[bookmark: _GoBack]Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.



San José, 13 de junio de 2020







Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia





Refs.: 3993-20

LSA
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San José, 30 de julio 2020 


Oficio N° DVV-S1-0098-2020 


Señor 


Gustavo Oreamuno Vignet 


Coordinadora de Lucha Sur Sur 


 


 


Estimado Señor: 


Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de indicarle que la información 


suministrada por usted en comunicado electrónico de 29 de julio de 2020, 4:16 p.m. enviado 


al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones 


electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, el señor Randall Otarola, 


Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro 


Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora 


Vanessa Jiménez, señor Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian 


Gonzalez; con copia a la Asociacion China kicha, señor Byron Reyes, Consejo de Mayores 


Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; 


vinculado con el asunto “Denuncias de Invasión y otros delitos Crun Shurin”, será 


comunicado de inmediato a las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que 


procedan conforme a sus competencias. 


El comunicado literalmente señala: 
 
 


“Señores  
Poder Ejecutivo 
Poder Judicial 
Gobierno de Costa Rica 


Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, 
Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur - Sur. 


  



mailto:pabrao@oas.org

mailto:e.kuisch-laroche@unesco.org

mailto:felipeculturabribri@gmail.com

mailto:dorisrios78@gmail.com
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En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental 
y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores 
de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes,  e informamos de las 
diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos 
respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las 
responsabilidades y sanciones correspondientes. 


Agradeciendo su atención; 


Gustavo Oreamuno Vignet 


Coordinadora de Lucha sur Sur” 


 


La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder 


Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a 


derecho, y le será copiado a usted para la debida trazabilidad. 


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de 


la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones 


que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en 


el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas 


indígenas involucradas. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la 


normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico 


conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su 


atención.  


 


Atentamente, 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 


Tel: (506) 2295 4995 
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San José, 18 de agosto de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0114-2020 


 


Señor 


Dr. Fernando Cruz Castro 


Presidente 


Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


 


Asunto: Respuesta a audiencia conferida por la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia sobre el 


Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 


2020 emitido por el Consejo Universitario de la 


Universidad Nacional. 


 


Estimado Señor: 


 


Reciba un cordial saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas, envío el informe solicitado por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


en comunicado electrónico del 30 de julio en relación con el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 emitido 


por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional e información suministrada el 18 de agosto 


de 2020 que contiene el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020 emitido por el señor Randall 


Otárola Madrigal, Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la 


Presidencia de la República de Costa Rica. 


 


 


INFORME 
 


 
I. ANTECEDENTES 


 
En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino 


Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la Presidencia de la Corte 


Suprema de Justicia, se indica: 
 


“24 de julio de 2020 
UNA-SCU-ACUE-132-2020 
 
M.Sc. Carlos Alvarado Quesada 
Presidente de la República 
Magistrado 
 
Fernando Cruz Castro 
Presidente del Poder Judicial 
 
M.Sc. Maribelle Quirós Jara 
Directora de la Oficina de Comunicación 
 
Estimado/a señor/a: 
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Para su información y los efectos consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el 
Consejo Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo IV, inciso primero, de la 
sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020, acta n. o 3933, que dice: 
 
PRONUNCIAMIENTO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL ANTE LOS ACTOS DE VIOLENCIA A 
LOS PUEBLOS ORIGINARIOS 
 
RESULTANDO: 


1. El asesinato del líder indígena Sergio Rojas, el 18 de marzo 2019, a pesar de las 
medidas de protección a su vida establecidas por la Comisión Internacional de los 
Derechos Humanos (CIDH) y las recomendaciones de la Defensoría de los 
Habitantes, es un hecho violento e inaceptable que devela el estado de indefensión 
de los pueblos originarios y que amerita una presencia efectiva de la seguridad por 
parte del Estado. 


2. El asesinato del líder Jerhy Rivera, en San Antonio de Térraba, el lunes 24 de febrero 
de 2020, reafirma la inseguridad de los pueblos originarios y exige un estado con 
mayor capacidad de contención de la violencia contra las poblaciones más 
vulnerables. 


3. La de la Defensoría de los Habitantes de una intervención contundente de 
autoridades policiales y judiciales en la población Cabécar de China Kichá, testimonio 
del 7 de marzo 2020, que se encuentra en las fincas recuperadas, ahora bajo un 
cerco total y acorralados por incendios. 


4. El Estado costarricense, en el año 2001, reconstituye el territorio de China Kichá con 
una superficie de 1100 hectáreas, de las que los cabécares están en posesión, 
únicamente, del 3 % de las tierras; sin embargo, en este territorio están establecidas 
personas ajenas a la comunidad originaria. Al ser esta una zona bordeada por el Río 
Diquís, más de 100 hectáreas iban a ser parte del embalse del Proyecto Hidroeléctrico 
(PH) Diquís. 


 
CONSIDERANDO: 


1. La República de Costa Rica ratificó la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(1948) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (2007). 


2. La lucha de los pueblos originarios por la recuperación de sus tierras se da desde la 
época de la colonia. 


3. La Ley Indígena n.°6172, artículo 3, reivindica el derecho de los pueblos originarios 
a vivir en sus territorios ancestrales: “las reservas indígenas son inalienables e 
imprescriptibles, no transferibles y exclusivas para las comunidades indígenas que 
las habitan. Los no indígenas no podrán alquilar, arrendar, comprar o de cualquier 
otra manera adquirir terrenos o fincas comprendidas dentro de estas reservas. Los 
indígenas sólo podrán negociar sus tierras con otros indígenas. Todo traspaso o 
negociación de tierras o mejoras de éstas en las reservas indígenas, entre indígenas 
y no indígenas, es absolutamente nulo, con las consecuencias legales del caso. Las 
tierras y sus mejoras y los productos de las reservas indígenas estarán exentos de 
toda clase de impuestos nacionales o municipales, presentes o futuros”. 


4. La Organización de las Naciones Unidas, en el año 2014, hizo un llamado al gobierno 
de Costa Rica para motivar el avance en el cumplimiento de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, a través de un colectivo entre el Estado y la Sociedad 
Costarricense en su conjunto, lo cual dio origen a la Asociación de Desarrollo 
Indígena (ADI). 


5. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el año 2015, solicitó 
medidas cautelares para proteger la vida y la integridad de los miembros de los 
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territorios indígenas; quienes señalan una total ausencia del Estado para atender la 
situación y garantizar sus derechos. 


6. La lucha por los territorios ancestrales ha tenido como consecuencia, en el lapso de 
un año, el asesinato de líderes indígenas, específicamente, en la provincia de 
Puntarenas, el señor Sergio Rojas, quien fue asesinado el 18 de marzo de 2019, y se 
le suma al asesinato del líder de la etnia Brörán, Yehry Rivera, quien murió por 
heridas con arma de fuego, en la comunidad de Térraba, el 24 de febrero de 2020. 


7. La Licda. Vanessa Jiménez, abogada de la organización no gubernamental Forest 
People Program, afirma que el estado ha incumplido los acuerdos establecidos con 
los pueblos indígenas por medio de diversas acciones, como la suspensión 
injustificada de las órdenes de desalojos a finqueros no indígenas y la desatención 
de medidas cautelares. 


8. La Universidad Nacional reafirma su compromiso con el respeto irrestricto a la 
dignidad humana y a los derechos de las personas, en particular de aquellas nativas 
de los pueblos originarios, de ahí su rechazo a los actos de violencia a los que han 
sido sometidos a esta población, en los territorios originarios de Salitre en la Zona 
Sur, Cabécar en Talamanca y China Kichá en la Zona Sur. El compromiso de la 
Universidad Nacional con el mejoramiento de las condiciones de acceso y la 
permanencia de estudiantes indígenas en las diferentes ofertas de estudio que 
promueve la Universidad Nacional, así como la generación de espacios para el 
desarrollo e intercambio cultural para favorecer el arraigo y la identidad de las 
personas nativas de los pueblos originarios. 


POR TANTO, SE ACUERDA: 
 
A. SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO: 
I) REALIZAR ACCIONES PERTINENTES QUE RESGUARDAN LA SEGURIDAD DE LAS 
PERSONAS NATIVAS DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. 
II) FORTALECER LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD EN LOS PUEBLOS ORIGINARIOS CON EL FIN 
DE MITIGAR LA REPRODUCCIÓN DE NUEVOS ACTOS DE VIOLENCIA COMO LOS VIVIDOS 
RECIENTEMENTE. 
III) CUMPLIR LO ESTABLECIDO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, ARTÍCULO 76, 
REFERENTE A LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE VELAR POR EL MANTENIMIENTO Y CULTIVO 
DE LAS LENGUAS INDÍGENAS NACIONALES Y LA LEY INDÍGENA DE 1977, CON EL FIN DE 
HACER VALER LOS DERECHOS DE LA POBLACIÓN NATIVA DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. 
ACUERDO FIRME. 
 
B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA ESTABLECER 
RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS INTELECTUALES Y 
MATERIALES DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA ACONTECIDOS. ACUERDO FIRME. 
 
C. REITERAR A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD 
NACIONAL DE APOYAR EL DESARROLLO SOCIAL, CULTURAL, EDUCATIVO Y ECONÓMICO 
DE LAS COMUNIDADES ORIGINARIAS DESDE SU ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO FIRME. 
 
D. SOLICITAR A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL QUE 
GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN SOBRE EL QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD 
NACIONAL CON RESPECTO AL ACOMPAÑAMIENTO A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. 
ACUERDO FIRME. 
 
Atentamente, 
 
CONSEJO UNIVERSITARIO 
Tomás Marino Herrera 
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Presidente 
lsr/w/misdoc/acuerdo/132-2020 
 
C: Contraloría Universitaria 
Asesoría Jurídica 
Gaceta 


 


En el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020, el señor Randall Otárola Madrigal, Viceministro 


en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República de Costa 


Rica, de 14 de agosto de 2020, dirigido al señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo 


Universitario de la Universidad Nacional. Literalmente se señala: 


 
“Tengo el agrado de saludarlo con ocasión de acusar recibo de la comunicación de 24 de 
julio de 2020, recibido en este Despacho el 30 de julio de 2020, en el que se hace de nuestro 
conocimiento el “acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional […] 
de la sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020”. En dicho acuerdo se hacen algunas 
consideraciones con relación al lamentable asesinato del líder indígena Sergio Rojas, así como 
del líder Jerhy Rivera, resaltando la “inseguridad de los pueblos originarios”. De igual manera 
se señala la situación en China Kichá, relacionada con la posesión de tierras en su territorio.  
En primer lugar, en cuanto al territorio de China Kichá, es importante aclarar que se ha 
establecido una relación directa con los recuperadores, con el fin de tener una comunicación 
constante con los mismos. Ello significa que los líderes tienen los números de contacto, tanto 
de mi persona como del Viceministro de Seguridad, así como del resto del equipo de gobierno 
(Ministerio de Justicia e Instituto Nacional de Desarrollo Rural). Gracias a la fluidez del 
contacto, por ejemplo, se logró la captura de un individuo armado en fecha 1 de julio, a 
quienes luego se les dictó medidas cautelares para que no se acercaran al territorio 
recuperado. Los amagos de violencia verbal o física son atendidos por el personal de Fuerza 
Pública, con el acompañamiento de ambos Viceministerios y del resto del equipo. Asimismo, 
en materia de conflictos internos, la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos 
ofreció sus servicios de mediación a la ADI para atender las disputas internas que también 
se han reportado en las fincas recuperadas. Constantemente se hacen visitas al terreno, 
siendo la última el 23 de julio del año en curso, en la que se tuvo la oportunidad de dialogar 
con la ADI y distintas personas indígenas que se apersonaron. Finalmente, es menester 
indicar que en este momento hay 22 policías que cubren los distintos turnos del día, radicados 
exclusivamente en el territorio de China Kichá con el fin de asegurar la protección de la vida 
e integridad personal de las personas que habitan el territorio.  
En cuanto al tema de recuperación y saneamiento de las tierras, es importante recordar el 
proceso que ya comenzó el Poder Ejecutivo, realizado a través del Plan de Recuperación de 
Territorios Indígenas (Plan RTI). Dicho Plan constituye un proceso ordenado, que requiere 
de etapas previas a culminar, antes de Tel: (506) 2207-9450 Casa Presidencial Fax: (506) 
2283-2751 Zapote, San José, Costa Rica Email: dialogociudadano@presidencia.go.cr 
www.presidencia.go.cr  
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proceder con el siguiente paso, todo para que éste sea respetuoso del Estado de Derecho en 
el que nos encontramos, y de los derechos que tienen las personas que son propietarias o 
poseedoras de las fincas en estudio. De forma que cualquier acción tendiente a acelerar el 
Plan podría constituir, eventualmente, en omitir procesos fundamentales para la ejecución 
de este a largo plazo, lo que podría significar su eventual nulidad. En ese sentido, el Gobierno 
siempre ha llamado a ser respetuosos de los tiempos y procesos del plan, por cuanto es la 
manera más eficaz, y cumplida con los derechos de todas las partes, de resolver la situación 
de conflicto de los pueblos indígenas con sus tierras.  
Dicho lo anterior, en el caso específico de China Kichá, según la información brindada por el 
Instituto de Desarrollo Rural (INDER), ya se culminaron las primeras actividades, consistentes 
en la recopilación de información preliminar del territorio, amojonamiento, censo, 
levantamiento topográfico y la conformación de expedientes de estudios previos. De manera 
que ya se encuentra disponible la información para iniciar los procesos ordinarios. Hasta el 
momento, se han conformado más de 30 expedientes administrativos.  
Es importante recordar que no ha podido avanzarse en el Plan RTI en virtud de que el INDER 
suspendió todas sus giras a campo a partir de la declaratoria de emergencia nacional en 
marzo, por lo que el mismo ha sufrido atrasos con motivo de la fuerza mayor que representa 
la pandemia.  
En lo que respecta a “la suspensión injustificada de las órdenes de desalojos a finqueros no 
indígenas y la desatención de medidas cautelares”, es importante indicar que muchos 
desalojos administrativos previstos por el Ministerio de Seguridad Pública fueron detenidos 
con motivo de medidas cautelares interpuestas por el Poder Judicial. En ese sentido, es 
menester recordar la división de Poderes que nos aqueja en este tipo de procesos, pues si 
bien se tienen los elementos para ejecutar los desalojos a nivel administrativo, no puede el 
Ministerio obviar las medidas cautelares que disponga el Poder Judicial. Es por ello por lo que 
algunas de estas órdenes se han visto frenadas. Sin embargo, hay otras que sí han podido 
ejecutarse, por lo que no es correcto que todas estén suspendidas.  
En cuanto a la desatención de las medidas cautelares, no considera este Viceministerio que 
ello sea tal. De forma general, es importante indicar que los temas de prevención de la 
violencia, paz social y garantía de los derechos de los pueblos indígenas se trabajan dentro 
de las comisiones de seguridad y saneamiento establecidas como mecanismo de aplicación 
de estas. Con base en ello, se elaboró un plan específico para el Territorio Indígena de 
Térraba, el cual fue aprobado y firmado por los representantes del Consejo de Mayores 
Bröran. Éste ha tenido un impacto positivo en el territorio, por cuanto ha permitido una 
comunicación fluida y efectiva entre las personas indígenas y los mandos policiales. Así, por 
ejemplo, se logró atender de manera inmediata la situación ocurrida el 27 de julio del 
presente año, consistente en la incursión de un tractor en una de las fincas recuperadas por 
los indígenas. Este tipo de atención es la que se brinda cada vez que se reporta un incidente 
en los territorios. Tel: (506) 2207-9450 Casa Presidencial Fax: (506) 2283-2751 Zapote, San 
José, Costa Rica Email: dialogociudadano@presidencia.go.cr www.presidencia.go.cr  
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Adicionalmente, por órdenes del Ministerio de Seguridad Pública, se mantiene todos los días 
(en horario 24/7 en turnos de 12 horas) dos vehículos con dos funcionarios cada uno (chófer 
y acompañante) en el territorio. Asimismo, una patrulla se encuentra reforzando el centro de 
Térraba de forma indefinida y todos los días en el centro de la comunidad indígena de Térraba 
se mantienen a 20 policías en total (en un turno de las 6 a las 18 horas).  
De manera individual, el Sr. Pablo Sibas (sujeto de medidas cautelares) tiene una patrulla 
asignada fija y continua, desde el 25 de febrero hasta la actualidad (en horario 24/7 en un 
turno de 12 horas). El Sr. Minor Ortiz Delgado (también sujeto de medidas cautelares), por 
Convenio de Cooperación No. 24-CG-04 entre el Ministerio de Seguridad y el Poder Judicial, 
tiene asignado un patrullaje con constante monitoreo.  
Todo lo anterior ha tenido un resultado positivo por cuanto ha permitido una presencia 
expedita por parte de la Fuerza Pública ante cualquier denuncia o incidente que se presente 
en el territorio, y demuestran acciones contundentes por parte del Gobierno para garantizar 
la seguridad de los Pueblos Originarios.  
Finalmente, en cuanto a la “obligación del Estado de velar por el mantenimiento y cultivo de 
las lenguas indígenas nacionales”, es importante recordar los esfuerzos realizados por el 
Ministerio de Educación en incluir el aprendizaje de las distintas lenguas indígenas como parte 
de la malla curricular de las escuelas con asistencia de población indígena. Asimismo, 
recientemente el Ministerio de Salud distribuyó la información para prevenir los contagios por 
COVID-19 en cabécar, bribri, Ngäbe y maleku, todo con el fin de respetar las lenguas 
indígenas y promover su uso y preservación.  
Sin otro particular, reitero las seguridades de mi consideración y estima.  
Randall Otárola Madrigal  
Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano  
Ministerio de la Presidencia  
República de Costa Rica 


 


II. SOLICITUD DEL CONSEJO UNIVERSITARIO DE LA UNA AL PODER JUDICIAL DE 


“INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA ESTABLECER RESPONSABILIDADES 


PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS INTELECTUALES Y MATERIALES DE 


LOS ACTOS DE VIOLENCIA” 


 


El único acuerdo del Consejo Universitario de la Universidad Nacional referido al Poder Judicial se 


enfoca en la solicitud de “intensificar sus acciones para establecer responsabilidades pertinentes a 


las personas autoras intelectuales y materiales de los actos de violencia acontecidos”. 


 


En la motivación del acuerdo se hace alusión a hechos que han generado la apertura de procesos 


judiciales que están activos en las diferentes jurisdicciones, a saber: penal, agraria, contenciosa 


administrativa, entre otras: 


 


•  “El asesinato del líder indígena Sergio Rojas, el 18 de marzo 2019” 


• “El asesinato del líder Jerhy Rivera, en San Antonio de Térraba, el lunes 24 de febrero de 


2020” 


• “intervención contundente de autoridades policiales y judiciales en la población Cabécar de 


China Kichá, testimonio del 7 de marzo 2020, que se encuentra en las fincas recuperadas, 


ahora bajo un cerco total y acorralados por incendios” 


• “La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el año 2015, solicitó medidas 


cautelares para proteger la vida y la integridad de los miembros de los territorios indígenas; 
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quienes señalan una total ausencia del Estado para atender la situación y garantizar sus 


derechos.” 


 
Se trata de acontecimientos que generaron la apertura de procesos judiciales que se encuentran 


activos, de manera tal que escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas involucrarse en asuntos concretos, debiendo respetarse la independencia judicial 


de las personas juzgadoras a cargo del conocimiento de esos asuntos o la privacidad de los datos 
propios de la investigación a cargo del Ministerio Público o el Organismo de Investigación Judicial. 


 
De seguido se exponen datos sobre algunas acciones institucionales que han dispuesto la priorización 


de la atención de los procesos vinculados con personas indígenas, especialmente los casos en los 


que intervengan personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, 
y garantizar el acceso a la justicia de esa población mediante el establecimiento de acciones 


afirmativas. 
  


 


III. ACCIONES DEL PODER JUDICIAL ASOCIADAS A LA PRIORIZACION DE LA 


ATENCIÓN DE LOS PROCESOS VINCULADOS CON POBLACION INDÍGENA Y 


BENEFICIARIOS DE LAS MC 321-12 DE LA CIDH CONTRA EL ESTADO 


 


Para el Poder Judicial la atención de los procesos judiciales vinculados con la población indígena ha 


sido una prioridad. El acceso a la justicia es un eje transversal incorporado así en el Plan Estratégico 


Institucional 2019/2024, lo cual significa que todas las acciones institucionales deben dar seguimiento 


a esos lineamientos incluyendo los proyectos estratégicos.  


 


De igual forma, las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado han generado acuerdos 


de Corte Plena han dado líneas de acción a las diferentes jefaturas institucionales. De seguido se 


citan algunas de ellas: 


 


• Encuentro con población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 


de la CIDH contra el Estado en abril de 2019, rendición de cuentas y coordinación 


interinstitucional 


 


En abril de 2019 se realizó un encuentro con la población indígena organizado por la Defensoría de 


los Habitantes de la República. Se realizó en el territorio indígena de Salitre y en él participaron 


personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, líderes y lideresas indígenas beneficiarias de las 


Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, y jerarcas del Viceministerio de Diálogo 


Ciudadano de la Presidencia de la República, Viceministerio de Seguridad, Presidencia Ejecutiva del 


Instituto de Desarrollo Rural, representación del Ministerio de Justicia y Paz, entre otros personeros.  


 


En representación del Poder Judicial, por delegación de funciones del Presidente de la Corte Suprema 


de Justicia, Director del Despacho de la Presidencia y Coordinador de la Comisión de Acceso a la 


Justicia, participamos la Subcontralora de Servicios, el Contralor de Servicios del Primer Circuito 


Judicial de la Zona Sur a cargo de la zona de Pérez Zeledón y de Buenos Aires de Puntarenas y la 


suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas. 
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En la audiencia se expuso a las personas indígenas y representantes institucionales las acciones 


realizadas hasta ese momento por el Poder Judicial en sus diferentes ámbitos -Judicatura, Fiscalía 


General, Defensa Pública, OIJ y sector Administrativo- constituyéndose en una muy valiosa 


oportunidad para la rendición de cuentas; y, además, se aclararon las competencias del Poder Judicial 


para identificar la diferencia en relación con otras instituciones como el Ministerio de Seguridad 


Pública, Ministerio de Justicia, entre otros. De igual forma, se atendieron las observaciones, consultas 


y quejas formuladas por las personas indígenas líderes y lideresas.  


 


El encuentro facilitó la coordinación interinstitucional que se fortaleció a partir de ese momento y se 


ha mantenido hasta la actualidad, realizándose siempre encuentros periódicos en los territorios 


indígenas de Salitre y de Térraba. Favoreció el diálogo intercultural con las personas indígenas para 


la concertación en el abordaje de los asuntos de su interés que son propios de las competencias de 


cada una de las instituciones involucradas.  


 


Los productos desarrollados con ocasión de ese encuentro han propiciado en el Poder Judicial la 


mejora en la eficacia, eficiencia y efectividad de la atención de los asuntos vinculados con la población 


indígena, la cual ha sido catalogada como población en situación de vulnerabilidad en las 100 Reglas 


de Brasilia, producto aprobado por la Cumbre Judicial Iberoamericana gracias a la iniciativa del Poder 


Judicial de Costa Rica, para el acceso a la justicia de las poblaciones en vulnerabilidad. 


 


• Informe gerencial de resultados del encuentro de abril de 2019 y propuesta de 


Circular de Corte Plena 


 


Con ocasión del encuentro realizado con las y los representantes interinstitucionales, la población 


indígena de Buenos Aires y los líderes y lideresas beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de 


la CIDH contra el Estado, quienes participamos elaboramos un Informe Gerencial y una propuesta de 


Circular a Corte Plena, la cual fue aprobada. De ahí, los avances son producto del compromiso de la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y de todos los magistrados y magistradas integrantes de 


Corte Plena. 


 


• Aprobación por Corte Plena de la Circular 188-19 


 


Corte Plena en sesión 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, Artículo XIX, aprobó el Informe 


Gerencial y la propuesta de 20 Ejes de Acción, recomendados por la Contraloría de Servicios y la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia, avalados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con el objetivo 


de que fueran desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo 


de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 


Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, en cumplimiento de las Medidas Cautelares 


N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


 


En sesión 25-19 de Corte Plena, celebrada el 24 de junio de 2019, Artículo II, se dispuso:  


 


“Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, 


adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 
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2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los 


cuales se indican de seguido: … Se declara acuerdo firme.” 


 


Esos acuerdos de Corte Plena se materializaron en la Circular 188-19 publicada por la Secretaría 


General de la Corte, en la que se emiten líneas de acción para los diferentes ámbitos institucionales 


con el objetivo de que el abordaje estratégico de los temas vinculados con la población indígena se 


realizara de manera articulada y sobre todo, producto de la concertación y el diálogo intercultural 


con la población indígena, dentro del marco de las funciones otorgadas por la Constitución Política al 


Poder Judicial.  


 


La Circular 188-19 dispone: 


 


“CIRCULAR No. 188-2019 


 


Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, 


recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de 


Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


 


AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES GENERAL DEL 


ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, PLANIFICACIÓN, DE 


TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN EJECUTIVA, ESCUELA Y DESPACHOS 


JUDICIALES DEL PAÍS 


 


SE LES HACE SABER QUE: 


 


La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar 


los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser 


desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación 


Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela 


Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado 


y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa Rica. 


En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso a realizar la publicación 


nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados por la 


Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. 


 


Los citados ejes son los siguientes: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir 


para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena 


Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar 


los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. 







10 


 


Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y 


construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las 


sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración 


de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se 


sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta 


labor. 


 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 


objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 


establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 


acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales 


riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones 


que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las 


medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo 


organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que 


minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y 


resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, 


priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe 


y Bribrí de Salitre. 


 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 


políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 


sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que 


conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el 


desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que 


intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte 


miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir 


cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y 


resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros 


del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 


procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando 


además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros 


datos de interés para la toma de decisiones. 


 


6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les 


reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 


indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que 


los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los 


procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces 


para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a 
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asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en 


el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que 


les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones 


administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el 


derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como 


facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, 


administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer 


esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías 


de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los 


procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome 


en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en 


general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y 


sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 


valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto 


de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los 


cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares 


internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 


en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre 


de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas de Costa Rica. 


 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas 


y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto 


a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones 


disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico 


aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo 


de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin 


denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los 


que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 


con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de 


Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del 


Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se 


concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos 


de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que 


ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 


 


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y 


Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer 


procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas 


indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, 


costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos 


de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a 
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quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial 


para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de 


Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras 


judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo 


de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con 


personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso 


Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás. 


 


10. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones 


en Derecho Indígena, se incluya al menos: 


a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 


indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las 


poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 


1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 


(Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 


los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los 


Pueblos Indígenas OEA 2016; 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 


vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de 


los Pueblos Indígenas, entre otras 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional 


de la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 


vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas 


indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el 


pluralismo jurídico. 


 


11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el 


impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las 


personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –


incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, 


con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de 


Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene 


experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el 


Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en 


el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 


 


12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo 


Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras 


judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la 


Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan 


competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados 


con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 
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13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 


seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los 


indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea 


para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de 


procesos asociados a personas indígenas. 


 


14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre 


el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así 


como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten 


vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las 


medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean 


consultadas a las personas indígenas. 


 


15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz 


para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras 


públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan 


personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las 


acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas 


catastrales y registrales vinculados. 


 


16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas 


indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y 


acordes a sus costumbres. 


 


17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del 


pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares 


de la CIDH sobre los avances alcanzados. 


 


18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho 


y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y 


de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de 


establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer 


insumos importantes en los peritajes culturales. 


 


19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 


Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y 


consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo 


con la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su 


ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


de Costa Rica. 


 


 20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen 


entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del 


Estado.” 
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San José, 17 de octubre de 2019 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia” 


 


 


• Diálogo intercultural: sesiones de seguimiento de las personas indígenas 


beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y 


representantes de las diferentes instituciones involucradas  


 


A partir del momento de la emisión de la Circular 188-19, con autorización inicial del Consejo Superior 


y luego de Corte Plena, la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas, he venido participado activamente en las audiencias realizadas por las 


personas representantes de las distintas instituciones con los pueblos indígenas de Salitre y de 


Térraba en seguimiento de las Protocolos de Seguridad y de Saneamiento firmados por el Ministerio 


de Seguridad y las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.  


 


Los Protocolos de Seguridad y de Saneamiento no fueron sometidos a conocimiento, negociación o 


aprobación del Poder Judicial por quienes los suscribieron en representación del Ministerio de Justicia 


y de las personas indígenas líderes y lideresas; sin embargo, se permitió la participación de la 


Institución como una observadora activa en el seguimiento en el tanto, como parte del Estado, se 


tiene claro que el Poder Judicial es parte del seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 dentro 


de ámbito de competencias que le confiere la Constitución Política. 


 


De seguido se anexan a este informe las actas de las visitas realizadas durante 2019 y lo que va de 


2020 por las y los representantes interinstitucionales a los territorios indígenas de Salitre y Térraba, 


las cuales sirven de evidencia de lo expuesto. 


 


En las actas constan los acuerdos tomados y la rendición de cuentas periódica sobre los avances 


realizados. 


 


 


Actas de las Sesiones realizadas con las personas indígenas beneficiarias de las MC 


321-12 de la CIDH contra el Estado y los representantes estatales incluyendo al Poder 


Judicial en los territorios de Salitre y Térraba  


Protocolo de Saneamiento de Tierras y Protocolo de Seguridad 


2019/2020 


 


 


I. Térraba 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 


 Acta 25-4-219 
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Acta 8-5-2019 


 


Acta 9-5-2019 


 


Acta del 20-6-2019 


 


Acta del 20-9-2019 


 


Acta del 29-7-2019 


 


Acta 25-10-2019 


 


Acta del 20-9-2019 


 


Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 25-10-2019 


 


Acta 24-01-2020 


 


Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 4-6-2020 


 


Acta 24-01-2020 


 


 


Acta 4-6-2020 


 


 


 


II. Salitre 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 
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Acta 11-5-2019 


 


Acta 11-5-2019 


 


Acta 22-6-2019 


 


Acta 22-6-219 


 


Acta 28-7-2019 


 


Acta 28- 7-2019 


 


Acta 8-12-2019 


 


 


Acta 6-6-2020 


 


 
 


 


 


• Acuerdos de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomados 


en sesiones mensuales para el mejoramiento del acceso a la justicia de las 


personas indígenas 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha venido dando seguimiento a la 


temática indígena mediante sesiones ordinarias realizadas mensualmente, y las extraordinarias 


cuando es necesario, en cumplimiento de las competencias conferidas por la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, el Reglamento de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y los informes de la Auditoría 


Judicial. 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está representada por personas de la 


Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y el sector 


Administrativo (Direcciones Ejecutiva, Planificación, Tecnología de la Información, Gestión Humana, 


Escuela Judicial, Justicia Restaurativa, Oficina de Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional) y además, por la representante de la Defensoría de los 


Habitantes de la República, Universidad de Costa Rica, Instituto Nacional de la Mujer, entre otros. 


 


Esa conformación permite que las acciones que realiza cada una de las jefaturas de los diferentes 


ámbitos institucionales esté debidamente coordinada y enfocada al cumplimiento de la normativa 


nacional e internacional, el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024 que incorpora el acceso a 


la justicia como uno de sus Ejes Transversales, y la Circular 188-19 de Corte Plena donde se 


establecen los lineamientos a seguir para la concertación con la población indígena y el diálogo 


intercultural.  
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De seguido se anexan las actas de las sesiones ordinarias realizadas por la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia durante los años 2019 y 2020 como evidencia. 


 


 


Actas Sesiones Ordinarias 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


2019/2020 


 


Se adjuntan las actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas de los años 2019 y lo que va de 2020, de las cuales se desprende la evidencia de las 


acciones realizadas y los avances en el proceso. 


 


 


2019  


ACTA 01-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA 02-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 9 DE MARZO 2019.pdf
 


ACTA 03-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 1 DE ABRIL 2019.pdf
 


ACTA 04-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 3 DE JUNIO DE 2019.pdf
 


ACTA 05-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 06-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 - copia.pdf
 


ACTA 07-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 (003).pdf
 


ACTA SESION 08-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019..pdf
 


ACTA 9-19 


SUBCOMISIÓN PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 10-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 20 DICIEMBRE 2019..pdf
 


  


2020  


ACTA 01-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 07 ENERO..pdf
 


ACTA 02-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS..pdf
 


ACTA O3-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS DVV-.pdf
 


ACTA 04-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 3 DE ABRIL 2020.pdf
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ACTA 05-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS.pdf
 


ACTA 06-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA 07-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


 


 


 


Estas acciones han resultado reforzadas por la aprobación en la Asamblea Legislativa a fines de 2018 


de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. La ley ha potenciado el 


servicio de la Defensa Pública pues ahora se otorga a las personas indígenas en todas las materias, 


la coordinación con las instituciones de enseñanza superior especialmente con la Universidad de 


Costa Rica -con la que se está negociando la actualización del Convenio Interinstitucional- para la 


asignación de peritajes culturales en procesos indígenas y de traductores y traductoras, así como la 


construcción de la Política Indígena del Poder Judicial siguiendo los lineamientos de MIDEPLAN y las 


disposiciones de Corte Plena aprobadas en enero de 2020 para la construcción de Políticas Públicas 


con la participación activa de las personas indígenas. 


 


Debe destacarse la construcción del Plan Anual de Capacitación con la Escuela Judicial, direccionado 


a las personas servidoras judiciales quienes tienen a su cargo la mayor cantidad de procesos 


indígenas, para lo cual se está incorporando a personas indígenas líderes y lideresas indígenas como 


facilitadoras en temas de interés de dicha población y en cumplimiento de la Circular 188-19 se está 


planificando el control y seguimiento del impacto de esa capacitación en el quehacer de las personas 


capacitadas, proyectado para este segundo semestre.  


 


En 2019 el Plan Anual de Capacitación Indígena se enfocó a las personas servidoras judiciales de 


Buenos Aires de Puntarenas y se realizó de manera presencial. Para 2020 el Plan Anual de 


Capacitación será virtual atendiendo la pandemia Covid-19 y se desarrolla con la participación de 


personas indígenas como facilitadoras. 


 


Gracias a la coordinación con las señoras Marjorie Herrera de la Defensoría de los Habitantes y Valeria 


Varas del INAMU, ambas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 


se cuenta con los listados de las personas líderes y lideresas indígenas con quienes coordinar para el 


desarrollo de las capacitaciones lo cual ha permitido a la representante de la Escuela Judicial tener 


un contacto directo con esa población para facilitar su participación en las actividades de capacitación 


atendiendo su cosmovisión. 


 


Se ha mantenido comunicación con organizaciones y personas indígenas de los territorios 


beneficiarios de la Medidas Cautelares, así como las y los integrantes de otros territorios indígenas, 


lo cual fortalecerá el proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial sumadas las 


alianzas con las instituciones estatales involucradas.  


 


 


• Abordaje de la emergencia ocasionada por el COVID-19 en territorios indígenas 
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La atención de la pandemia Covid-19 ha sido uno de los temas prioritarios del Poder Judicial y la 


situación de los pueblos indígenas no ha sido la excepción. De ahí, la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia en el ámbito de sus competencias, solicitó a Corte Plena la emisión de una circular vinculada 


con el seguimiento de los procesos vinculados con personas indígenas. Con ocasión de ello, Corte 


Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, ordenó la publicación de 


la siguiente circular: 


 


“CIRCULAR No. 103-2020 


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del 


virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la 


Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 


SE LES HACE SABER QUE: 


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso 


que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con 


la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de 


emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la 


enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: 


Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el 


Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de 


Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán 


previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités 


de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El citado Plan se 


encuentra en la dirección electrónica adjunta: https://secretariacorte.poder-


judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-


emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. De conformidad con la circular 


N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica 


que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está 


exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial. 


San José, 21 de mayo de 2020. Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, 


Corte Suprema de Justicia.” 


 


• Desarrollo de la Política Indígena en el Poder Judicial 


 


Para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial se cuenta con el apoyo del Alto 


Comisionado de las Naciones Unidas gracias a las acciones coordinadas con la Presidencia de la Corte 


Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones 


Internacionales, lo cual es particularmente importante ante la crisis financiera por la que atraviesa el 


país en la que está inmerso también el Poder Judicial por el principio de solidaridad ante la pandemia 


Covid-19. 


 


Además, ya está coordinada la capacitación de parte de MIDEPLAN y la Dirección de Planificación, 


así como las proyecciones para el diálogo intercultural y concertación de acciones con la población 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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indígena para la construcción conjunta, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas de Costa Rica de 2018.  


 


Las capacitaciones darán inicio con la Dirección de Planificación el 21 de agosto y continuarán con 


MIDEPLAN en setiembre de 2020. 


 


 


• Lineamientos institucionales para el seguimiento de los estándares 


internacionales relacionados para la tramitación y resolución de procesos 


vinculados con personas indígenas 


 


Conforme a las estadísticas institucionales los procesos vinculados con población indígena se han 


venido incrementando en las materias penal, contenciosa administrativa, agraria, pensiones 


alimentarias, entre otras. Por esa razón se han reiterado y actualizando las circulares y lineamientos 


de Corte Plena y de Consejo Superior para la atención prioritaria de los procesos indígenas, con 


absoluto respeto al principio de juez natural y de independencia judicial, tal y como lo refiere la 


Circular 188-19, la cual incorpora los más altos estándares de atención de los procesos judiciales 


vinculados con personas indígenas establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 


a saber: 


 


“… 6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que 


se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de 


los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a 


saber:  


i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender 


y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, 


facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;  


ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a 


asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la 


propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen 


en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, 


y  


iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y 


judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el 


derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y 


tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 


desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de 


cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos 


desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las 


vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud 


de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una 


protección efectiva que tome en cuenta las particularidades 


propias que los diferencian de la población en general y que 
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conforman su identidad cultural, sus características económicas y 


sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho 


consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial 


relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de 


decisión de controversias en materia indígena, los cuales se 


encuentren en armonía con los derechos humanos, según los 


estándares internacionales establecidos por la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña 


y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 


y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas de Costa Rica. 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer 


políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, 


principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, 


evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con 


el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la 


aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas 


usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y 


accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que 


sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre…” 


 


 


 


 


• Circulares sobre el uso de lenguaje claro y sencillo en la atención de personas 


indígenas 


 


En forma coherente con lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


propuso al Consejo Superior la emisión de una Circular referida al lenguaje claro y sencillo que deben 


utilizar las personas servidoras judiciales en resoluciones y audiencias propios de procesos vinculados 


con personas indígenas. El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 


de octubre de 2019, artículo LXXXIV, dispuso la publicación de la siguiente circular: 


 


 


“CIRCULAR No. 192-2019 


Asunto: Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención 


de personas indígenas. 


 


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS  


SE LES HACE SABER QUE: 


 


El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, 


artículo LXXXIV, dispuso acoger la recomendación remitida por la Unidad de Acceso a la Justicia, en 


oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, respecto a instar a las personas servidoras judiciales 
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que atiendan procesos vinculados con personas indígenas para que en las resoluciones que emitan 


en forma escrita u oral y en las audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; comprensible para 


esa población y para las personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el proceso de transmisión 


de la información. San José, 24 de octubre de 2019. Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez, 


Subsecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia.” 


 


 


• Proyecto de actualización de circulares y simplificación de trámites vinculados 


con personas indígenas 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas trabaja actualmente en forma 


coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, la Comisión de Acceso a la Justicia y la 


Unidad de Acceso a la Justicia, en el Proyecto de actualización de las circulares y simplificación de 


trámites de los procesos vinculados con población indígena. Para tal efecto realizó solicitud al Consejo 


Superior cuyos integrantes en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, Artículo XL, 


dispusieron: 


 


“Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo V, en consecuencia: 


Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión pueda coordinar con el Oficial 


de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares 


emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que 


impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites 


administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas 


indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 


321-12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-


19 de Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría de Servicios 


para lo que corresponda.” 


 


 


• Seguimiento a procesos disciplinarios y penales 


 


El 24 de agosto de 2018 se generó un encuentro entre la exvicepresidenta de la Corte Suprema de 


Justicia, señora Carmen María Escoto Fernández, quien, a su vez, fungía como magistrada 


coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia con 


las personas indígenas, en Buenos Aires de Puntarenas. La actividad fue coordinada por la Defensoría 


de los Habitantes de la República.  


 


Ese encuentro generó la emisión de varias acciones institucionales en beneficio de la población 


indígena, dentro de la que se enmarca la remisión al Tribunal de la Inspección Judicial de una serie 


de quejas que en esa audiencia celebrada en Buenos Aires de Puntarenas plantearon por escrito las 


personas indígenas. A partir de ahí, la competencia de la entonces magistrada Vicepresidenta de la 


Corte Suprema de Justicia como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia concluyó, pues trasladó la petición al órgano competente.  
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A partir de ese momento, de conformidad con las atribuciones asignadas en el artículo 184 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, la Inspección Judicial se ocupó de investigar, tramitar y resolver las 


denuncias planteadas, escapando de las competencias de la Comisión, Subcomisión y Unidad de 


Acceso cualquier interferencia en la forma en que esos asuntos deban ser resueltos, más allá de 


ofrecer capacitación sobre Derecho Indígena a las personas servidoras judiciales a cargo de esos 


asuntos disciplinarios o instar a la emisión de circulares por las autoridades superiores.  


 


Importante hay que señalar que si bien se ha pedido información a la Inspección Judicial acerca del 


avance de esas y otras denuncias que se les han trasladado posteriormente con ocasión de quejas al 


servicio de administración de justicia en procesos vinculados con personas usuarias indígenas, ha 


sido con el objetivo de instar la atención de estos en los términos de la Circulas 188-19 de Corte 


Plena, no se socializa pues contiene datos sensibles que pueden divulgarse por limitaciones legales. 


 


La imposición de sanciones a personas servidoras judiciales de cualquiera de los ámbitos del Poder 


Judicial, escapa de la competencia de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia. Siempre se informa que las denuncias pueden ser planteadas directamente al 


Tribunal de la Inspección Judicial, Oficina de Cumplimiento, Comisión de Transparencia, Fiscalía 


General o a cualquiera de las oficinas institucionales con competencia disciplinaria según la gravedad 


de lo alegado. Para tal efecto se insta a proceder de tal forma para garantizar a la población indígena 


la objetividad y transparencia de la gestión institucional, en especial, la eficacia, eficiencia y 


efectividad del servicio de administración de justicia. 


 


Escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 


seguimiento del trámite y resolución de esos procesos disciplinarios o penales. La actuación se limita 


a trasladar a las autoridades competentes las quejas de las personas indígenas en los encuentros 


realizados o en los comunicados remitidos por éstas o las organizaciones nacionales o internacionales 


defensoras de las personas indígenas. 


 


• Atención de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial a las Reglas Prácticas 


para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas 


 


Según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-08 del 14 de octubre de 2008, Artículo 


XLI, corresponde a la Contraloría de Servicios atender y dar seguimiento a las Reglas Prácticas para 


facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas, lo cual está expresamente dispuesto en 


el artículo 7.  


 


Por ello, la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y la Contraloría Regional de Servicios han estado 


atentos al seguimiento de los lineamientos institucionales, participando activamente en el 


cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, inclusive en la audiencia generada en abril de 


2019 en el territorio indígena de Salitre. 


 


Los requerimientos de datos sobre las investigaciones de homicidios y delitos contra personas 


indígenas escapan de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas. Se trata de información sensible que debe direccionarse a la Fiscalía General como 


responsable de la protección de dicha información y el aseguramiento de las investigaciones, de 


conformidad con el artículo 295 del Código Procesal Penal: 
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ARTICULO 295.- 


 


Privacidad de las actuaciones El procedimiento preparatorio no será público para 


terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por 


medio de sus representantes. Los abogados que invoquen un interés legítimo serán informados 


por el Ministerio Público sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados o detenidos 


que existan, con el fin de que decidan si aceptan participar en el caso. Las partes, los 


funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por 


cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la 


obligación de guardar secreto. El incumplimiento de esta obligación será 


considerado falta grave. (El resaltado no es del original) 


 


 


IV. FUNCION CONSULTIVA DE LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE 


PUEBLOS INDIGENAS COMO APOYO ESPECIALIZADO A LA LABOR DE LA 


COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA  


 


La competencia para atender los procesos judiciales y las investigaciones vinculadas con personas 


indígenas no corresponde a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La función 


que se desarrolla es meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector 


del acceso a la justicia de las personas usuarias en situación de vulnerabilidad, incluyendo la indígena, 


y órgano asesor de Corte Plena, Consejo Superior y demás oficinas institucionales.  


 


En ese sentido, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, regula la labor de las Comisiones 


de la siguiente manera: 


 


DE LAS COMISIONES 


Artículo 66.- (…) 


 


Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la 


Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos. (El resaltado no 


es del original) 


 


Asimismo, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el 


Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, regula su composición, clasificación y el alcance dichas 


funciones: 


 


Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un 


carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá 


fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos.  


Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a una Comisión 


competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte 


las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto 


por la Comisión. (El resaltado no es del original) 
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Inmiscuirse en procesos judiciales concretos es contrario a los principios de independencia judicial, 


objetividad y transparencia, constituyéndose en una falta gravísima, sancionada al tenor de lo 


dispuesto en el artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 


 


Artículo 191.- Se consideran faltas gravísimas: 


 


(…) 


2.- El interesarse indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, en 


asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales. (El resaltado es propio) 


 


Las acciones afirmativas que realiza la Subcomisión se ejecutan dentro del marco de las competencias 


que le corresponden. Para tener más claridad sobre el margen de acción, se remitió consulta a la 


Auditoría Judicial el 05 de agosto pasado. Al respecto, mediante el Informe N°952-AUD-48-UJ-2020 


del 13 de agosto de 2020, la Auditoría indicó lo siguiente: 


 


“A pesar de ese vacío regulatorio, en relación con la Comisión a la que pertenecen ciertas 


Subcomisiones en la realidad, existe una dependencia organizacional en cuanto a la 


coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden 


tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de 


Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la 


justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual 


se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento 


del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos 


deben ser aprobadas en última instancia por Corte Plena o el Consejo Superior, según 


corresponda. 


(…) 


 


Particularmente, el ámbito de acción de la Comisión de cita se delimita a constituirse como 


órgano asesor del jerarca en las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del 


Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente y no en tomadores de decisiones 


finales que reflejan la voluntad última de la institución.  


 


En consecuencia, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones son aún más 


limitadas, en relación con la Comisión a la que pertenecen, éstas se constituyen en un apoyo 


especializado a su labor y bajo su coordinación, siempre en aplicación de los límites expuestos 


líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se adopte 


en un tema específico y sus productos no tienen fuerza vinculante, siendo meramente 


consultivos.” 


 


Ante este panorama, se reitera que la búsqueda de soluciones efectuada por la Comisión de Acceso 


a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia ha sido constante en apoyo de las necesidades 


de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y de la población indígena en concreto. Sin 


embargo, dicho accionar debe ir aparejado al cumplimiento del bloque de legalidad y al respeto de 


las limitaciones de las competencias atribuidas a cada uno de los actores que participan en la 


tramitación las diferentes gestiones. 
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En esa misma línea, sobre los límites que deben considerarse para la toma de acuerdos en las 


diferentes Comisiones, la Auditoría Interna en Oficio Nº 633-27-UJ-2020 de 04 de junio de 2020, 


señaló: 


 


“CONCLUSIONES. 


Por lo anterior, esta Auditoría Interna concluye lo siguiente: 


 


El artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, así como sienta las 


bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, 


al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las leyes; aquí nace el fundamento 


de las incompatibilidades y, por ende, la orientación de que el funcionario público no puede 


estar en una situación donde exista colisión entre interés público e interés privado. 


 


De conformidad con el artículo 9 inciso 11) del Reglamento denominado “Regulación para la 


Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder 


Judicial”, en caso de existir algún conflicto de interés, el funcionario tiene el deber de 


abstención, el cual se impone en la medida que afecte en mayor o menor grado, su 


imparcialidad, objetividad e independencia de criterio. Por ello, en caso de presentarse un 


eventual conflicto de interés por algún integrante de la Comisión, este deberá comunicarlo y 


abstenerse de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el 


conflicto o identidad de intereses, so pena de incurrir en responsabilidad disciplinaria. 


 


Por otra parte, de una interpretación armónica de los artículos 20 y 21 del Reglamento General 


de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, con el artículo 54 de la Ley General de la 


Administración Pública, se concluye que la invitación a los representantes de diferentes 


sectores -por un tema de experticia- por parte de las Comisiones, no es contrario al bloque 


de legalidad, toda vez, que el párrafo primero del artículo 54 LGAP habilita al órgano colegiado 


– siempre por votación unánime de los miembros presentes- para otorgar a esas personas 


asistentes el derecho de participar en las deliberaciones con voz pero sin voto. (…)” 


 


Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación y la 


Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, hace remisión expresa como 


norma complementaria a la Directriz D-2-2004-CO "Directrices Generales sobre Principios y 


Enunciados Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la 


Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en General”, cuyas 


normas 1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios 


públicos de evitar toda clase de relaciones y actos inconvenientes con personas que puedan influir, 


comprometer o amenazar la capacidad real o potencial de la institución para actuar, y por ende, 


parecer y actuar con independencia. 


 


El informe de seguimiento de los ejes de acción aprobados por Corte Plena que se comunicaron a 


todo el personal judicial en la Circular 188-19 está incorporado en los reiterados informes enviados a 


la Cancillería a solicitud de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y del Despacho de la 


Presidencia con el aval de la Comisión de Acceso a la Justicia. Esos datos se enviaron para ser 


socializados con la CIDH y con las personas involucradas en las Medidas Cautelares 321-12. Escapa 
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del conocimiento de esta Subcomisión de Acceso el seguimiento de dicho informe; sin embargo, en 


éste se detallan las acciones realizadas a ese momento. 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia, en 


cumplimiento del numeral 16 de la Ley General de Control Interno, y concretamente, de la Circular 


188-19 de Corte Plena, cuenta con sistemas de información que le permiten tener una adecuada 


gestión documental institucional con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados y 


armonizar los sistemas de información con los objetivos institucionales. Esos objetivos están 


plasmados en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 que establece el Acceso a la Justicia como 


un eje transversal.  


 


 


 


V. OFICIO VPDC-410-2020 DEL VICEMINISTERIO DE ASUNTOS POLITICOS Y 


DIALOGO CIUDADANO DEL MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA DE LA 


REPUBLICA DE COSTA RICA 


 


 


En relación con el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020, mediante el cual el señor Randall 


Otárola Madrigal, Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la 
Presidencia de la República de Costa Rica, emite pronunciamiento sobre el acuerdo del Consejo 


Universitario de la UNA en estudio, se indica:  
 


“… En lo que respecta a “la suspensión injustificada de las órdenes de desalojos a finqueros 
no indígenas y la desatención de medidas cautelares”, es importante indicar que muchos 
desalojos administrativos previstos por el Ministerio de Seguridad Pública fueron detenidos 
con motivo de medidas cautelares interpuestas por el Poder Judicial…”.  


 
Al respecto, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha articulado acciones con 


la Contraloría de Servicios del Poder Judicial para dar seguimiento a dos de los procesos judiciales en 
los que se ha dispuesto la suspensión de órdenes de desalojo administrativo, emitidas por jueces y 


juezas a cargo de esos asuntos. Lo anterior, con ocasión del seguimiento de los acuerdos tomados 
con ocasión de las visitas periódicas realizadas a los territorios de Salitre y de Térraba con las 


personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y las 


y los representantes de las instituciones involucradas, entre ellas, del Viceministerio de Asuntos 
Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia. 
 
Además, se informa que parte de las labores ejecutadas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas ha consistido en la solicitud planteada a la Oficina de Protección de Víctimas y 
Testigos del Poder Judicial dé atención a la seguridad de las personas indígenas beneficiarias de las 


Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con pertinencia cultural y atendiendo la 


cosmovisión de dicha población.  
 


El seguimiento de esa gestión y la atención por parte de la referida oficina es información sensible 
cuya divulgación está sancionada con prisión, por lo que se omite cualquier referencia. 
 


 


 


 


 







28 


 


VI. CONCLUSIONES 


 


1. En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás 


Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se hace referencia a algunos eventos 


acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-


12 de la CIDH contra el Estado. Con ocasión de éstos, el Consejo Universitario acordó, en lo 


relacionado con el Poder Judicial lo siguiente:  


 


“B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA 
ESTABLECER RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS 
INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA ACONTECIDOS. 
ACUERDO FIRME.” 


 


Los eventos citados en la parte considerativa del acuerdo del Consejo Universitario han 


generado la apertura de procesos judiciales en los ámbitos penal, agrario, contencioso 


administrativo, entre otros.  


 


Incidir en esos procesos de cualquier forma, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, 


constituye una falta gravísima conforme al artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  


 


Por ese motivo, Corte Plena y el Consejo Superior, atendiendo las sugerencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el aval de la Comisión de 


Acceso a la Justicia, han dispuesto la emisión de una serie de circulares que contienen los 


más altos estándares establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para 


la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con población indígena. De 


igual forma, han reiterado circulares que establecen la priorización que debe darse a la 


atención de esos asuntos; en especial, los relacionados con las y los beneficiarios de las 


Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Se adjunta a este informe como 


evidencia a algunas de las más importantes Circulares citadas, la N° 188-19. 


 


De conformidad con el artículo 7 del Reglamento Regulación para la Prevención, 


Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, las 


personas servidoras judiciales debemos evitar colocarnos en situaciones de conflictos de 


interés que menoscaben o pongan en riesgo la imparcialidad, independencia e integridad 


para el ejercicio de las funciones o puedan generar dudas razonables acerca de la objetividad 


o independencia y la del Poder Judicial.  


 


Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación 


y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, hace remisión expresa 


como norma complementaria a la Directriz D-2-2004-CO "Directrices Generales sobre 


Principios y Enunciados Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, 


funcionarios de la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores 


Públicos en General”, cuyas normas 1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los jerarcas, titulares 


subordinados y demás funcionarios públicos de evitar toda clase de relaciones y actos 


inconvenientes con personas que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad real 


o potencial de la institución para actuar, y por ende, parecer y actuar con independencia. 
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2. Dentro de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


está la labor de brindar asesoría técnica a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, 
Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la Justicia y otras jefaturas 


institucionales. 


 


Con ocasión del ejercicio de tales funciones se ha detectado que una de las causas por las 


cuales se generan atrasos en la consecución de los procesos judiciales vinculados con 
población indígena es la coordinación con las universidades estales para que apoyen en los 


peritajes culturales. 
 


El acuerdo del Consejo Universitario de la UNA conforme al cual, se dispone: “C. REITERAR 
A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE APOYAR 
EL DESARROLLO SOCIAL, CULTURAL, EDUCATIVO Y ECONÓMICO DE LAS COMUNIDADES 
ORIGINARIAS DESDE SU ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO FIRME.”, constituye una decisión 
de especial relevancia para el Poder Judicial con el objetivo de optimizar lo dispuesto por el 


artículo de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que dispone: 


“ARTICULO 7- … El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias 


requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para 


hacerlo por su cuenta. 


Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y 


gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 


elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 


instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 


colaboración.” 


En relación con lo dispuesto por esa norma, el Consejo Superior del Poder Judicial, en la 


sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, tomó el acuerdo que 


literalmente dice:  


“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y 


debido a la importancia institucional que reviste el tema, se acuerda: 1.) Acoger la 


gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que 


cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, 


a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes 


indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos 


anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 


colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, 


donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las 


pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no 


tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las 


universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder 


Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos 


peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá 


contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado 
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a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa 


misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos 


judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los 


conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación 


valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir 


estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos 


en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la 


atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este 


acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del 


Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus 


competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a 


la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La 


Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente 


artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.” 


Resulta de particular trascendencia, instar al Consejo Universitario de la Universidad Nacional 


a: 


a) Brindar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado 


de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados.  


 


b) Verificar que en los presupuestos anuales de la UNA esté contenido un rubro expreso 


para cubrir los costos de la citada colaboración. 


 


3. Con ocasión del acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la UNA en el que se dispone: 
“D. SOLICITAR A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL QUE 
GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN SOBRE EL QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD 
NACIONAL CON RESPECTO AL ACOMPAÑAMIENTO A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. 
ACUERDO FIRME.”; se estima indispensable que la Universidad Nacional comunique al Poder 
Judicial las acciones y servicios que ofrece para la atención de la población indígena, la cual 


podrá ser de interés para optimizar la administración de justicia de los procesos judiciales 
relacionados con esa población, en cumplimiento de la coordinación interinstitucional que 


debe prevalecer y lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de 


Costa Rica. 
 


4. Disponer la reiteración de la Circular N° 188-19 de Corte Plena para la atención debida de 
las personas servidoras judiciales en relación con los procesos judiciales vinculados con 


población indígena, en especial, las y los beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de 
la CIDH contra el Estado. 


 
Se está en la mayor disposición de facilitar a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia la 


información confiable, relevante, pertinente y oportuna que pueda legalmente compartirse, necesaria 


para el abordaje adecuado de la situación de las personas indígenas, en especial del seguimiento de 


las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 


 


Solicito respetuosamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia que este informe sea 


incorporado literalmente a la respuesta que se brinde al Consejo Universitario de la Universidad 


Nacional y a las personas y organizaciones que fueron copiadas del Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 


de 24 de julio de 2020. 
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Atentamente, 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 


 


Copias: 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Unidad de Acceso a la Justicia 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 





				2020-08-20T08:49:54-0600

		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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Honorable Magistrada Damaris Vargas Váquez

Poder Judicial de Costa Rica



Le escribo en seguimiento a la consulta del Viceministerio que ha sido remitida a su Oficina.   El 23 de abril, en un mensaje en el cual expresaba mi agradecimiento por la respuesta a mi consulta previa, me complació recibir los pasos a seguir para Bribri y Broran descritos en la respuesta del Viceministro, incluyendo los 4 desalojos y la solicitud de información adicional.



La persistencia de la violencia y las amenazas ha dado lugar a la acusación por parte de los líderes de Bribri y Broran, respecto a que esos presuntos autores están actuando con impunidad. He preguntado si esto es cierto, y me remitieron a usted  para obtener información actualizada sobre las personas a las cuales el Estado ha procesado con éxito, así como para una descripcion de las sanciones que le han sido impuestas.



Será de mucha ayuda conocer la valoración del esfuerzo del Poder Judicial por medio de la Corte Plena, para el acceso a la justicia de las personas indígenas por medio de la promulgación de los 20 ejes. Podría identificar algunos impactos medibles de los ejes sobre Bribri y Broran?  Por ejemplo, el número actual de casos priorizados y concluídos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes. 



Por último, recientemente leí un informe sobre delincuentes reincidentes en los territorios que fueron puestos en libertad por jueces de los Tribunales penales, sin que se dictaran medidas preventivas.  Estos informes citan evidencia de que algunos delincuentes liberados han participado en más amenazas y actos de violencia. Por favor comparta su criterio sobre lo que el Poder Judicial puede hacer y está haciendo para abordar este desafío al estado de derecho.



Todos los que formamos parte de la comunidad internacional de derechos humanos, tenemos en muy alta estima a Costa Rica, esperamos que su gran nación mantenga su admirable liderazgo en materia de derechos humanos, democracia y rendicion de cuentas en el hemisferio. Agradecezco de antemano por su respesta y los mejores deseos para usted, su madre y todas las madres de su país en este Día de la Madre en Costa Rica



Respetuosamente, 



David Hinkley

Activista de derechos humanos y exfuncionario de Amnistía Internacional, Estados Unidos de América.
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San José, miércoles 29 de julio de 2020 
SOLICITUD DE INTERVENCION N° 267122-


2018-SI 
 


OFICIO N° 09012-2020-DHR - [PE] 


AL CONTESTAR POR FAVOR CONSIGNE  ESTE 
NÚMERO DE OFICIO AL CORREO 


correspondencia@dhr.go.cr 


 
 


Para: Dr. Fernando Cruz Castro 
Presidente  


Corte Suprema de Justicia 


presidencia@poder-judicial.go.cr    


 


 


De: 


 


 Catalina Crespo Sancho, PhD 
Defensora de los Habitantes    


 


 
 


Copias: 
 


 


Peticionarias y peticionarios de la 
Medida Cautelar 321-12 de la CIDH.  


 psibar2008@gmail.com,  


isabel.rivera17@gmail.com,  
egallo58@gmail.com,  


delgadojuancarlos116@gmail.com 
 


Sras. y Sres. Recuperadores Sá Ka 
Duwé Senaglö  


(tierra de venados). Territorio 


indígena China Kichá. 
coordinadoraluchass@gmail.com 


 
Licda. Vanessa Jiménez.  


Abogada Forest Peoples Programme.  


Representante de peticionarios de la 
MC 321-12 de la CIDH.  


vjimenez342@gmail.com, 
nathalia.ulloa.c@gmail.com 


 


Lic. Gustavo Oreamuno. Coordinadora 
de Lucha Sur Sur.  


vjimenez342@gmail.com,  
nathalia.ulloa.c@gmail.com 


 
Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión  


Acceso a la Justicia para Pueblos 
Indígenas 


Poder Judicial 
dvargas@poder-judicial.go.cr 
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Sr. Randall Otárola Madrigal 


Viceministro Asuntos Políticos y 
Diálogo Ciudadano 


Ministerio de la Presidencia de la 


República 
randall.otarola@presidencia.go.cr, 


dialogociudadano@presidencia.go.cr 
 


Asunto: SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE LAS MEDIDAS PARA GARANTIZAR EL ACCESO 


A LA JUSTICIA A LOS PUEBLOS INDÍGENAS. 


 
  


La Defensoría de los Habitantes de la República mantiene en monitoreo la implementación por parte del 
Estado costarricense de la Medida Cautelar N° 321-12 emitida por la CIDH en favor de los pueblos 


indígenas Térraba y Salitre, así como la ejecución del Plan RTI (Recuperación de Tierras Indígenas), que 
desarrolla el Instituto de Desarrollo Rural.   


 


En este marco, de manera consistente desde el año 2015, se ha mantenido comunicación con 
organizaciones y personas indígenas de los territorios beneficiarios de la Medida, así como de los 


territorios de Cabagra y China Kichá, en los cuales se han venido realizando, recientemente, procesos de 
recuperación de tierras indígenas. 


 


Durante estos años, también se ha tenido conocimiento del creciente número de asuntos relacionados 
con estos procesos reivindicativos de derechos que se han judicializado con la esperanza de 


encontrar en el sistema, justicia pronta y cumplida. No obstante, por el contrario, cada vez y con 
más frecuencia, se recibe información de los pueblos indígenas sobre las barreras e incluso la 


discriminación que enfrentan para lograr un acceso real y efectivo a la justicia. 
 


En virtud de lo anterior, la Defensoría de los Habitantes estima necesario remitir para su conocimiento y 


consideración la siguiente información, que resume las principales situaciones expuestas ante esta 
institución por personas y organizaciones indígenas: 


 
1. En una reunión realizada en Buenos Aires de Puntarenas, el 24 de agosto del 2018, la ex 


Magistrada Carmen María Escoto Fernández, recibió un sinnúmero de denuncias contra diferentes 


instancias judiciales por discriminación contra personas indígenas en el trato, atención y 
trámite de múltiples causas. Según informó posteriormente la Sra. Escoto, todas las denuncias fueron 


remitidas al Tribunal de la Inspección Judicial; sin embargo, tiempo después, informalmente se indicó que 
habían sido archivadas y tras el asesinato del líder indígena Sergio Rojas, que habían sido desarchivadas. 


Con el propósito de dar seguimiento a la atención de dichos asuntos, la Defensoría de los Habitantes 


solicitó1 al Tribunal de la Inspección Judicial información sobre el estado de dichas investigaciones pero 
la información no fue proporcionada. 


 
2. Mediante oficio N° FGR 298-2018, la Sra. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, en 


relación con los cuestionamientos que se le han realizado al Juez Jean Carlos Céspedes Mora, indicó que 
se estaban realizando investigaciones a nivel penal y administrativo, por lo que se trasladaban a la 


Inspección Judicial las irregularidades señaladas; sin embargo, sobre las investigaciones internas, la 


Inspección remitió a la Defensoría de los Habitantes un archivo en Excel denominado “Causas 
Disciplinarias de Pueblos Indígenas”2, en el que se incluyen 6 denuncias (una del año 2016, una del 2018 


y cuatro del 2019) todas desestimadas y archivadas.  


                                                           
1 Oficio DIND-0036-2020, fechado 9 de junio del 2020, dirigido a la Licda. Siria Carmona Castro, Presidenta del Tribunal de 
Inspección Judicial. 
2 Correo electrónico recibido en la Defensoría de los Habitantes el 9 de junio del 2020. 
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Pese a los reiterados cuestionamientos de los pueblos indígenas por las actuaciones en su contra, y a los 


vínculos del Sr. Céspedes con personas no-indígenas que ocupan propiedades dentro de los Territorios 
Indígenas, se ha alegado que por el principio de independencia de los jueces, no puede ser 


removido o trasladado, ni impedírsele que conozca y resuelva causas indígenas. 


 
Una situación similar ha sido denunciada recientemente en China Kicha, contra la actuación de una 


jueza, quien –según los comunicados recibidos- acogió un interdicto de posesión dentro de un territorio 
indígena para pretender desalojar a los indígenas recuperadores de una finca. Con indignación, los 


habitantes indígenas reclaman el por qué todas las causas agrarias que se mantienen pendientes de 


resolución no son tramitadas con esa misma diligencia que sí se utiliza en su contra. 
 


3. En varias ocasiones la Defensoría de los Habitantes ha tenido que coordinar con la Contraloría de 
Servicios del Poder Judicial para que se atienda a habitantes indígenas, como si se tratara de solicitar 


un favor, porque se han presentado a diferentes despachos judiciales en Buenos Aires y se les ha negado 
la atención, o los envían de un despacho a otro, sin que exista en la región una instancia judicial 


imparcial y efectiva donde puedan denunciar estos abusos discriminatorios. 


 
4. Se acusa impunidad judicial, ya que en decenas de denuncias presentadas por agresiones y 


amenazas contra la integridad y la vida de líderes y lideresas indígenas, no se han realizado detenciones 
ni se han emitido sanciones contra los autores y partícipes.  


 


Asimismo, pese al tiempo transcurrido, se acusa ausencia de información -incluso a los familiares más 
cercanos- sobre el avance de las investigaciones de los asesinatos de los líderes indígenas Sr. Sergio 


Rojas y Sr. Jerhy Rivera, alegando siempre la confidencialidad para no entorpecer las investigaciones. 
 


5. Algunas instancias judiciales carecen de procedimientos que reconozcan y respeten la identidad 
cultural de los pueblos indígenas y brinden abordajes interculturales; ejemplo de ello ha sido la 


protección ofrecida a líderes indígenas amenazados de muerte, a quienes les indican que para 


protegerlos tiene que abandonar su territorio. Pese a que se han señalado estas deficiencias, no se han 
tomado medidas para rectificarlas. 


 
6. De manera particular, la Organización Ditsö ha remitido reiteradas gestiones vía correo electrónico a 


la coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Magistrada Damaris 


Vargas, pero únicamente ha recibido su comunicación de que fueron trasladadas a las instancias 
correspondientes, no habiendo ninguna respuesta de fondo, ni seguimiento a la gestión.  


 
Téngase como ejemplo los correos de fechas 24 de marzo y 16 de abril del 2020, mediante los cuales se 


informa sobre las denuncias por amenazas de muerte contra cuatro líderes de pueblos originarios y se 


solicita la atención prioritaria a éstas, sin que se conozcan las gestiones judiciales de atención a 
los hechos denunciados. 


 
Asimismo, la Licda. Vanessa Jiménez, abogada representante de las personas peticionarias ante la 


CIDH, ha remitido varias gestiones al Poder Judicial y ha señalado que más allá de la intervención de la 
Magistrada Damaris Vargas remitiendo la información a las instancias respectivas, hay pocas respuestas 


de fondo. Por ejemplo, en un correo de fecha 19 de febrero del 2020, solicita que se informe ¿cómo los 


20 ejes aprobados por el Consejo Superior han impactado positivamente en la protección a 
la vida e integridad física de los bribri y brörán? 


 
7. Pese a la gran cantidad de disposiciones y circulares tendientes a que se les garantice el acceso a la 


justicia, las personas y organizaciones indígenas denuncian insistentemente los incumplimientos a dichas 


medidas, sin que se conozcan esfuerzos del Poder Judicial tendientes a verificar y evaluar su 
cumplimiento y eficacia.  
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En esa misma línea, el accionar de la Subcomisión de Acceso a la Justicia ha sido insuficiente en la 


emisión de observaciones o recomendaciones a las instancias judiciales correspondientes para que se 
generen las acciones o correcciones necesarias que incidan efectivamente en el mejoramiento del acceso 


a la justicia. Esto último obliga a revisar las funciones y el alcance de esta subcomisión y, de paso 


las de otras similares, para fortalecerlas y garantizar así un acceso real a la justicia a todas las personas 
discriminadas por su condición o situación. 


 
Si bien desde la Subcomisión se han generado procesos de capacitación a funcionarios/as judiciales de la 


zona de sur, en los que incluso esta Defensoría ha participado como capacitadora, no se percibe un 


cambio en las actitudes discriminatorias, en parte porque no culminan con una evaluación de los 
conocimientos adquiridos, ni un seguimiento a la aplicación práctica de los mismos, mediante procesos de 


evaluación al desempeño del personal judicial. 
 


En virtud de lo expuesto, la Defensoría de los Habitantes estima oportuno solicitar información 
sobre los procesos de revisión y valoración integral de las comunicaciones que ha emitido el 


Poder Judicial sobre los obstáculos y las limitaciones que están enfrentando las personas 


indígenas en el acceso a la justicia, con miras a rectificar los procedimientos y realizar los 
ajustes necesarios (incluso legislativos a instancias de ese Poder) para garantizar a los 


pueblos indígenas un acceso real a la justicia pronta y cumplida sin discriminación alguna. 
 


Atentamente se le solicita remitir los informes y documentos correspondientes a las direcciones de 


correo: defensoria@dhr.go.cr y sflores@dhr.go.cr 
 


La tramitación de este asunto está a cargo de la Master Marjorie Herrrera Castro (mherrera@dhr.go.cr), 
en coordinación con el Master Álvaro Paniagua Núñez, Director de Igualdad y No Discriminación 


(apaniagua@dhr.go.cr) 
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San José, 13 de agosto de 2020 
(Oficio N° 0912-2020-DHR) 


 
Señor 
Dr. Fernando Cruz Castro 
Presidente 
Corte Suprema de Justicia 
 
Señor 
Máster Roger Mata Brenes 
Director 
Despacho de la Presidencia 
 


Asunto: Respuesta a audiencia conferida por el 
Despacho de la Presidencia del Oficio N° 0912-
2020-DHR enviado por la Defensoría de los 
Habitantes de la República a la Presidencia de la 
Corte Suprema de Justicia 


 
Estimados Señores: 
 
Reciban un cordial saludo. En la condición de Coordinador de la Comisión de Acceso 
a la Justicia y Coordinadoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas y de la Unidad de Acceso a la Justicia, se emite informe solicitado por el 
Despacho de la Presidencia, dentro del plazo conferido, en relación con el Oficio N° 
0912-2020-DHR enviado por la Defensoría de los Habitantes de la República a la 
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. El Oficio en estudio tiene fecha 29 de 
julio de 2020 y se titula “Solicitud de información sobre las medidas para garantizar 
el acceso a la justicia a los pueblos indígenas”. 
 
 


Informe sobre Oficio N° 0912-2020-DHR de la Defensoría de los 
Habitantes de la República a la  


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
 
 


I. Antecedentes 
 
El Oficio 0912-2020-DHR emitido por la señora Catalina Crespo Sancho, PhD, en la 
condición de Defensora de los Habitantes de la República, firmado el 29 de julio de 
2020, se informa que su tramitación está a cargo de la máster Marjorie Herrera 
Castro en coordinación con el máster Alvaro Paniagua Núñez, Director de Igualdad 
y no Discriminación de la Defensoría.  
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En primer orden debe resaltarse la destacada participación de la señora Marjorie 
Herrera Castro como integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas del Poder Judicial en representación de la Defensoría de los Habitantes.  
De igual forma, las acciones coordinadas tanto con ella como con el señor Alvaro 
Paniagua Núñez, Director de Igualdad y no Discriminación para la realización de 
encuentros con personas indígenas, especialmente las beneficiarias de las Medidas 
Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  
 
 


II. Sobre el detalle de las acciones realizadas 
 


El 24 de agosto de 2018, tal y como se relata en el informe, se generó un encuentro 
entre la exvicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, señora Carmen María 
Escoto Fernández, quien, a su vez, fungía como magistrada coordinadora de la 
Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia con las 
personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, gracias a la intermediación de 
los señores Alvaro Paniagua y Marjorie Herrera de la Defensoría de los Habitantes. 
Ese encuentro generó la emisión de varias acciones institucionales en beneficio de 
la población indígena, dentro de la que se enmarca la remisión al Tribunal de la 
Inspección Judicial de una serie de quejas que en esa audiencia celebrada en Buenos 
Aires de Puntarenas plantearon por escrito las personas indígenas. A partir de ahí, 
la competencia de la entonces magistrada Vicepresidenta de la Corte Suprema de 
Justicia como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia concluyó, pues trasladó la petición al órgano 
competente. A partir de ese momento, de conformidad con las atribuciones 
asignadas en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Inspección 
Judicial se ocupó de investigar, tramitar y resolver las denuncias planteadas, 
escapando de las competencias de la Comisión, Subcomisión y Unidad de Acceso 
cualquier interferencia en la forma en que esos asuntos deban ser resueltos, más 
allá de ofrecer capacitación sobre Derecho Indígena a las personas servidoras 
judiciales a cargo de esos asuntos disciplinarios o instar a la emisión de circulares 
por las autoridades superiores. Importante señalar que si bien se ha pedido 
información a la Inspección Judicial acerca del avance de esas y otras denuncias que 
se les han trasladado posteriormente con ocasión de quejas al servicio de 
administración de justicia en procesos vinculados con personas usuarias indígenas, 
ha sido con el objetivo de instar la atención de los mismos en los términos de la 
Circulas 188-19 de Corte Plena, sin que se socialice esa información en este informe 
pues contiene datos sensibles que no han sido generados por quienes elaboramos 
este informe y que además, no podemos divulgarlos por limitaciones legales. 
 
En abril de 2019 se realizó nuevamente un encuentro con la población indígena 
organizado y coordinado por la señora Marjorie Herrera Castro y el señor Alvaro 
Paniagua Núñez, Director de Igualdad y no Discriminación de la Defensoría. El 
encuentro se realizó en el territorio indígena de Salitre y en él participaron personas 
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indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, así como líderes y lideresas indígenas 
beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y jerarcas 
del Viceministerio de Diálogo Ciudadano de la Presidencia de la República, 
Viceministerio de Seguridad, Presidencia Ejecutiva del Instituto de Desarrollo Rural, 
representación del Ministerio de Justicia y Paz, entre otros personeros. En 
representación del Poder Judicial asistió la Coordinadora de la Subcomisión de 
Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pues el señor Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia, el señor Director del Despacho de la Presidencia y el señor 
Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia debieron atender otros asuntos 
laborales programados para esa fecha. También participaron en representación de 
la Institución la señora Contralora de Servicios Adjunta del Poder Judicial y el 
Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a cargo de la zona 
de Pérez Zeledón y de Buenos Aires de Puntarenas. 
 
La participación de quienes asistimos a esa audiencia en abril de 2019 al territorio 
indígena Salitre permitió exponer las acciones que viene realizando el Poder Judicial 
en sus diferentes ámbitos -Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, OIJ y sector 
Administrativo- constituyéndose en una muy valiosa oportunidad para la rendición 
de cuentas; y, además, aclarar las competencias del Poder Judicial y la diferencia 
con las asignadas constitucionalmente al Poder Ejecutivo. El encuentro facilitó la 
coordinación interinstitucional que se fortaleció a partir de ese momento y se ha 
mantenido hasta la actualidad, realizándose siempre encuentros periódicos en los 
territorios indígenas de Salitre y de Térraba; y además, el diálogo intercultural con 
las personas indígenas para la concertación en el abordaje de los asuntos que son 
de su interés y a la vez, propios de las competencias de cada una de las instituciones 
involucradas, propiciándose en el caso del Poder Judicial la mejora en la eficacia, 
eficiencia y efectividad de la atención de los asuntos vinculados con la población 
indígena, la cual ha sido catalogada como población en situación de vulnerabilidad 
en las Cien Reglas de Brasilia, producto aprobado por la Cumbre Judicial 
Iberoamericana gracias a la iniciativa del Poder Judicial de Costa Rica, para el acceso 
a la justicia de las poblaciones en vulnerabilidad. 
 
Los avances son producto del compromiso de la Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia y de todos los magistrados y magistradas integrantes de Corte Plena, 
quienes aprobaron la propuesta planteada por las personas representantes de la 
Contraloría de Servicios del Poder Judicial, señora Ericka Chavarría Astorga y señor 
Carlos Romero, y la Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas, Damaris Vargas Vásquez, quienes asistimos al encuentro de abril 
de 2019, preparamos un resumen ejecutivo de lo acontecido e hicimos una 
propuesta para la atención de la población indígena, especialmente, el seguimiento 
de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 
 
Corte Plena en sesión 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, Artículo XIX, dispuso: 
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“Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris Vargas 
Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 5, 6 y 7 
de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre 
y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 
del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar los 21 ejes de acción 
para ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa 
Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, 
Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector 
Jurisdiccional. La Secretaría General de la Corte tomará nota para realizar la 
comunicación correspondiente.” 


 
En seguimiento de esa decisión, en sesión 25-19 celebrada el 24 de junio de 2019, 
Artículo II, Corte Plena dispuso: “Se acordó: Acoger la solicitud de la máster 
Damaris Vargas Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del 
acuerdo adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el 
contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los cuales se 
indican de seguido: … Se declara acuerdo firme.” 
 
Los acuerdos de Corte Plena se materializaron en la Circular 188-19 publicada por la 
Secretaría General de la Corte, en la que se emiten líneas de acción para los 
diferentes ámbitos institucionales con el objetivo de que el abordaje estratégico de 
los temas vinculados con la población indígena se realizara de manera articulada y 
sobre todo, producto de la concertación y el diálogo intercultural con la población 
indígena, dentro del marco de las funciones otorgadas por la Constitución Política al 
Poder Judicial. La Circular 188-19 dispone: 
 


“CIRCULAR No. 188-2019 
 


Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de 
acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del 
cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, 
establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra 
Costa Rica. 


 
AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES GENERAL 
DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, 
PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN 


EJECUTIVA, ESCUELA Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 
 


SE LES HACE SABER QUE: 
 


La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo 
XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso 
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a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, 
Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, 
Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el 
Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del 
Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las 
Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso 
a realizar la publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los 
ejes de acción recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el 
eje número 20 por encontrarse repetido. 


 
Los citados ejes son los siguientes: 
 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las 
Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa 
Rica, las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad 
personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 
Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los 
presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su 
repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los 
mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 
En la medida de lo posible, realizar las sesiones de trabajo en los 
territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas 
traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se 
sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales quienes 
ejecuten esta labor. 


 
2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al 


logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la 
población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 
2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, 
entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la 
probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán 
para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las 
medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo 
organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos 
operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en 
relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en 
los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los 
que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 
Salitre. 
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3. Documentar, mantener actualizados y divulgar 
internamente, las políticas, normas y procedimientos de control que 
garanticen el cumplimiento del sistema de control interno 
institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar 
los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño 
de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que 
intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que 
sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 
4. Establecer un sistema de información que permita tener 


una gestión documental institucional en el desarrollo de las 
actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos 
trazados en relación con la tramitación y resolución de los procesos 
judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo 
indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 
5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que 


visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas 
indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos 
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la 
toma de decisiones. 


 
6. Con absoluto respeto al principio de independencia 


judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras 
judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes del 
acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no 
discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que 
los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse 
comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles 
intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el 
acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal 
en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto 
de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que 
les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las 
instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos 
encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los 
pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los 
pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos 
o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos 
desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías 
de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los 
procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección 
efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los 
diferencian de la población en general y que conforman su identidad 
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cultural, sus características económicas y sociales, su posible 
situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, 
usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y 
respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en 
materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los 
derechos humanos, según los estándares internacionales 
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de 
noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la 
Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 
7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial 


y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, 
establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos 
apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, 
entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; 
todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico 
aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, 
con el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una 
justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo 
vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte 
miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 
8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí 


de Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de 
Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas 
últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus 
diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará 
con las personas indígenas la identificación de los contenidos 
mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y 
los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la 
justicia. 


 
9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo 


indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales 
con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con 
esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a 
las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, 
costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre 
otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos 
indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales 
con competencia material y territorial para conocer de procesos 
vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, 
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incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras 
judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del 
Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso 
de capacitación con personas servidoras judiciales de las 
Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas 
las instancias; y luego se continuará con las demás. 


 
10. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las 


capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 
a. Normativa internacional referida a los derechos de las 


personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección 
e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones 
tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), 
Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 
OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de 
los Pueblos Indígenas OEA 2016; 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión 
Consultiva 23-2017, 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la 
Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo 
Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 
involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción 
entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 


 
11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de 


medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las 
competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su 
concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que 
emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto 
respeto al principio de independencia judicial y los principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la 
Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto 
de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones 
de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por 
parte de la Escuela Judicial. 


 
12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial 


y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de 
las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre 
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Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia 
material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados 
con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 
13. Llevar un control de las personas que hayan sido 


capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, 
y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de 
desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para 
nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el 
conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 


 
14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos 


interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus 
instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades 
estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con 
personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas 
cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean 
consultadas a las personas indígenas. 


 
15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de 


Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las 
personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con 
competencia para conocer procesos en los que intervengan 
personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, 
sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de 
Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 


 
16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a 


las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, 
dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres. 


 
17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a 


miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias 
de las medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados. 


 
18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder 


Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya 
la Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer 
el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las 
personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer 
acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer 
insumos importantes en los peritajes culturales. 
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19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de 
MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas 
indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo con la 
metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su 
ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 
 20. Participar como parte del Estado en los encuentros que 


se realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas 
y otras instituciones del Estado.” 


 
 


San José, 17 de octubre de 2019 
 


Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia” 
 
 
A partir de ese momento el Poder Judicial participó activamente en las audiencias 
realizadas por las personas representantes de las distintas instituciones con los 
pueblos indígenas de Salitre y de Térraba en seguimiento de las Protocolos de 
Seguridad y de Saneamiento firmados por el Ministerio de Seguridad y las personas 
beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12.  
 
Dichos protocolos no fueron sometidos a conocimiento,  negociación o aprobación 
del Poder Judicial por quienes los suscribieron en representación del Ministerio de 
Justicia y de las personas indígenas líderes y lideresas; sin embargo, se permitió la 
participación de la Institución como una observadora activa en el seguimiento en el 
tanto, como parte del Estado, se tiene claro que el Poder Judicial es parte del 
seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 dentro de ámbito de competencias 
que le confiere la Constitución Política. 
 
De seguido se anexan a este informe las actas de las visitas realizadas durante 2019 
y lo que va de 2020 por las y los representantes interinstitucionales a los territorios 
indígenas de Salitre y Térraba, las cuales sirven de evidencia de lo expuesto. 
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Actas de las Sesiones realizadas con las personas indígenas beneficiarias 
de las MC 321-12 de la CIDH contra el Estado y los representantes 
estatales incluyendo al Poder Judicial en los territorios de Salitre y 


Térraba  
Protocolo de Saneamiento de Tierras y Protocolo de Seguridad 


2019/2020 
 


I. Térraba 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 


 Acta 25-4-219 


 
Acta 8-5-2019 


 


Acta 9-5-2019 


 
Acta del 20-6-2019 


 


Acta del 20-9-2019 


 
Acta del 29-7-2019 


 


Acta 25-10-2019 


 
Acta del 20-9-2019 


 


Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 25-10-2019 


 


Acta 24-01-2020 


 
Acta 21-11-2019 


 
 


Acta 4-6-2020 


 


Acta 24-01-2020  
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Acta 4-6-2020 


 


 


 
II. Salitre 


Actas Saneamiento Actas Seguridad 


Acta 11-5-2019 


 


Acta 11-5-2019 


 
Acta 22-6-2019 


 


Acta 22-6-219 


 
Acta 28-7-2019 


 


Acta 28- 7-2019 


 
Acta 8-12-2019 


 


 


Acta 6-6-2020 
 


 
 


 
 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha venido dando 
seguimiento a la temática indígena mediante sesiones ordinarias realizadas 
mensualmente y extraordinarias cuando es necesario, en cumplimiento de las 
competencias conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento de 
Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 
 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está representada por 
personas de la Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de 
Investigación Judicial y el sector Administrativo (Direcciones Ejecutiva, Planificación, 
Tecnología de la Información, Gestión Humana, Escuela Judicial, Justicia 
Restaurativa, Oficina de Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y 
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Mejoramiento de la Función Jurisdiccional) y además, por la representante de la 
Defensoría de los Habitantes de la República, Universidad de Costa Rica, Instituto 
Nacional de la Mujer, entre otros. 
 
Esa conformación permite que las acciones que realiza cada una de las jefaturas de 
los diferentes ámbitos institucionales esté debidamente coordinada y enfocada al 
cumplimiento de la normativa nacional e internacional, el Plan Estratégico del Poder 
Judicial 2019/2024 que incorpora el acceso a la justicia como uno de sus Ejes 
Transversales, y la Circular 188-19 de Corte Plena donde se establecen los 
lineamientos a seguir para la concertación con la población indígena y el diálogo 
intercultural.  
 
Estas acciones han resultado reforzadas por la aprobación en la Asamblea Legislativa 
a fines de 2018 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa 
Rica. Esta ley ha potenciado el servicio de la Defensa Pública pues ahora se otorga 
a las personas indígenas en todas las materias, la coordinación con las instituciones 
de enseñanza superior especialmente con la Universidad de Costa Rica para la 
asignación de peritajes culturales en procesos indígenas y de traductores y 
traductoras, así como la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial 
siguiendo los lineamientos de MIDEPLAN y las disposiciones de Corte Plena 
aprobadas en enero de 2020 para la construcción de Políticas Públicas con la 
participación activa de las personas indígenas.  
 
Debe destacarse la construcción del Plan Anual de Capacitación con la Escuela 
Judicial, direccionado a las personas servidoras judiciales quienes tienen a su cargo 
la mayor cantidad de procesos indígenas, para lo cual se está incorporando a 
personas indígenas líderes y lideresas indígenas como facilitadoras en temas de 
interés de dicha población y en cumplimiento de la Circular 188-19 se está 
planificando el control y seguimiento del impacto de esa capacitación en el quehacer 
de las personas capacitadas, proyectado para este segundo semestre. En 2019 el 
Plan Anual de Capacitación Indígena se enfocó a las personas servidoras judiciales 
de Buenos Aires de Puntarenas y se realizó de manera presencial. Para 2020 el Plan 
Anual de Capacitación será virtual atendiendo la pandemia Covid-19. 
 
De seguido se anexan las actas de las sesiones ordinarias realizadas por la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia durante los años 2019 y 2020 como evidencia. 
 
Actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder 
Judicial de Costa Rica 2019/2020 


 
Se adjuntan las actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas de los años 2019 y lo que va de 2020, de las cuales 
se desprende la evidencia de las acciones realizadas y los avances en el proceso. 
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2019  


ACTA 01-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA 02-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 9 DE MARZO 2019.pdf
 


ACTA 03-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 1 DE ABRIL 2019.pdf
 


ACTA 04-19 


SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 3 DE JUNIO DE 2019.pdf
 


ACTA 05-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 06-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 - copia.pdf
 


ACTA 07-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE 10 SETIEMBRE 2019 (003).pdf
 


ACTA SESION 08-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019..pdf
 


ACTA 9-19 


SUBCOMISIÓN PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


ACTA SESION 10-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 20 DICIEMBRE 2019..pdf
 


  


2020  


ACTA 01-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 07 ENERO..pdf
 


ACTA 02-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS..pdf
 


ACTA O3-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS DVV-.pdf
 


ACTA 04-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 3 DE ABRIL 2020.pdf
 


ACTA 05-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS.pdf
 


ACTA 06-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS.pdf
 


 
Gracias a la coordinación con la señora Marjorie Herrera de la Defensoría de los 
Habitantes y a la señora Valeria Varas del INAMU, ambas integrantes de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se cuenta con los listados 
de las personas líderes y lideresas indígenas con quienes coordinar para el desarrollo 
de las capacitaciones lo cual ha permitido a la representante de la Escuela Judicial 
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tener un contacto directo con esa población para facilitar su participación en las 
actividades de capacitación atendiendo su cosmovisión. 
 
Se ha mantenido comunicación con organizaciones y personas indígenas de los 
territorios beneficiarios de la Medidas Cautelares, así como las y los integrantes de 
otros territorios indígenas, lo cual fortalecerá el proceso de construcción de la Política 
Indígena del Poder Judicial sumadas las alianzas con las instituciones estatales 
involucradas.  
 
 


III. Abordaje de la emergencia ocasionada por el COVID-19 en 
territorios indígenas 


 
La atención de la pandemia Covid-19 ha sido uno de los temas prioritarios del Poder 
Judicial y la situación de los pueblos indígenas no ha sido la excepción. De ahí, la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia en el ámbito de sus competencias, solicitó a 
Corte Plena la emisión de una circular vinculada con el seguimiento de los procesos 
vinculados con personas indígenas. Con ocasión de ello, Corte Plena en sesión Nº 
21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, ordenó la publicación de la 
siguiente circular: 


 
“CIRCULAR No. 103-2020 


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la 
emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado 
por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo 
Ciudadano y el Ministerio de Salud. 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 


SE LES HACE SABER QUE: 


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo 
XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las 
directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales 
en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, 
debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad 
COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: 
Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” 
diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo 
Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los 
despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier 
eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada 
uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El citado Plan se 
encuentra en la dirección electrónica adjunta: https://secretariacorte.poder-



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-
abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. De 
conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la 
Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio 
de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de 
todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín 
Judicial. San José, 21 de mayo de 2020. Licda. Silvia Navarro 
Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia.” 


 


 
IV. Desarrollo de la Política Indígena en el Poder Judicial 


 
Para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial se cuenta con el apoyo 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas gracias a las acciones coordinadas con 
la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y la 
Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, lo cual es particularmente 
importante ante la crisis financiera por la que atraviesa el país en la que está inmerso 
también el Poder Judicial por el principio de solidaridad ante la pandemia Covid-19. 
 
Además, ya está coordinada la capacitación de parte de MIDEPLAN y la Dirección de 
Planificación, así como las proyecciones para el diálogo intercultural y concertación 
de acciones con la población indígena para la construcción conjunta, en 
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica 
de 2018. 
 
 


V. Lineamientos institucionales para el seguimiento de los 
estándares internacionales relacionados para la tramitación y 
resolución de procesos vinculados con personas indígenas 


 
Conforme a las estadísticas institucionales los procesos vinculados con población 
indígena se han venido incrementando en las materias penal, contenciosa 
administrativa, agraria, pensiones alimentarias, entre otras. Por esa razón se han 
reiterado y actualizando las circulares y lineamientos de Corte Plena y de Consejo 
Superior para la atención prioritaria de los procesos indígenas, con absoluto respeto 
al principio de juez natural y de independencia judicial, tal y como lo refiere la 
Circular 188-19, la cual incorpora los más altos estándares de atención de los 
procesos judiciales vinculados con personas indígenas establecidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, a saber: 
 


“… 6. Con absoluto respeto al principio de independencia 
judicial, emitir circulares dirigidas a todas las personas 
servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser 
garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a 
saber:  


i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan 
comprender y hacerse comprender en los 
procedimientos legales iniciados, facilitándoles 
intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;  


ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y 
tribales a asistencia técnica y legal en relación con su 
derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de 
que estos se encontrasen en una situación de 
vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y  


iii) facilitar el acceso físico a las instituciones 
administrativas y judiciales, o a los organismos 
encargados de garantizar el derecho a la propiedad 
colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como 
facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo 
de los procesos judiciales, administrativos o de 
cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer 
esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a 
las distancias o a las vías de acceso a dichas 
instituciones, o a los altos costos en virtud de los 
procedimientos. Además, el otorgamiento de una 
protección efectiva que tome en cuenta las 
particularidades propias que los diferencian de la 
población en general y que conforman su identidad 
cultural, sus características económicas y sociales, su 
posible situación de vulnerabilidad, su derecho 
consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como 
su especial relación con la tierra, y respeto de los 
mecanismos internos de decisión de controversias en 
materia indígena, los cuales se encuentren en armonía 
con los derechos humanos, según los estándares 
internacionales establecidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso 
Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 
25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley 
de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de 
Costa Rica. 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial 
y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre 
otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos 
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humanos apropiadas, principalmente en cuanto a 
contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, 
promoción  y acciones disciplinarias; todo de conformidad con 
el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado 
con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de 
ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, 
cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado 
con los procesos judiciales en los que sean parte miembros 
del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre…” 


 
VI. Circulares sobre el uso de lenguaje claro y sencillo en la atención 


de personas indígenas 
 
En forma coherente con lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas propuso al Consejo Superior la emisión de una Circular referida al lenguaje 
claro y sencillo que deben utilizar las personas servidoras judiciales en resoluciones 
y audiencias propios de procesos vinculados con personas indígenas. El Consejo 
Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, 
artículo LXXXIV, dispuso la publicación de la siguiente circular: 


 
 


“CIRCULAR No. 192-2019 
Asunto: Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y 
sencillo en la atención de personas indígenas. 


 
A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS  
SE LES HACE SABER QUE: 


 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de octubre 
de 2019, artículo LXXXIV, dispuso acoger la recomendación remitida por la Unidad 
de Acceso a la Justicia, en oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, respecto 
a instar a las personas servidoras judiciales que atiendan procesos vinculados con 
personas indígenas para que en las resoluciones que emitan en forma escrita u oral 
y en las audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; comprensible para esa 
población y para las personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el proceso 
de transmisión de la información. San José, 24 de octubre de 2019. Lic. Carlos 
Toscano Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte Suprema de 
Justicia.” 
 
 


VII. Proyecto de actualización de circulares y simplificación de 
trámites vinculados con personas indígenas 
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La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas trabaja actualmente en 
forma coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, la Comisión de 
Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, en el Proyecto de 
actualización de las circulares y simplificación de trámites de los procesos vinculados 
con población indígena. Para tal efecto realizó solicitud al Consejo Superior cuyos 
integrantes en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, Artículo XL, 
dispusieron: 
 


“Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, 
artículo V, en consecuencia: Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada 
Subcomisión pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del 
Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder 
Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que 
impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de 
requisitos y trámites administrativos a las personas usuarias indígenas y 
concertar posiciones con las personas indígenas y sus representantes, 
especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 
contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-19 de 
Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría de 
Servicios para lo que corresponda.” 
 


 
VIII. Seguimiento a procesos disciplinarios y penales 
 


La imposición de sanciones a personas servidoras judiciales de cualquiera de los 
ámbitos del Poder Judicial, a quienes se pueda achacar actitudes contrarias a esos 
altos estándares, tal y como lo refiere la Defensoría de los Habitantes en el oficio en 
estudio, escapa de la competencia de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia.  
 
Las denuncias pueden ser planteadas directamente por parte de la Defensoría de 
los Habitantes al Tribunal de la Inspección Judicial, Oficina de Cumplimiento, 
Comisión de Transparencia, Fiscalía General o a cualquiera de las oficinas 
institucionales con competencia disciplinaria según la gravedad de lo alegado. Para 
tal efecto se insta a proceder de tal forma para garantizar a la población indígena la 
objetividad y transparencia de la gestión institucional, en especial, la eficacia, 
eficiencia y efectividad del servicio de administración de justicia. 
 
Escapan de las competencias de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, las aseveraciones que se 
citan en el informe donde se señala:  
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“Con el propósito de dar seguimiento a la atención de dichos asuntos, la 
Defensoría de los Habitantes solicitó al Tribunal de la Inspección Judicial 
información sobre el estado de dichas investigaciones, pero la información no 
fue proporcionada” 


 
Y se agrega: 
 


“Mediante oficio N° FGR 298-2018, la Sra. Emilia Navas Aparicio, Fiscala 
General de la República, en relación con los cuestionamientos que se le han 
realizado al Juez Jean Carlos Céspedes Mora, indicó que se estaban realizando 
investigaciones a nivel penal y administrativo, por lo que se trasladaban a la 
Inspección Judicial las irregularidades señaladas; sin embargo, sobre las 
investigaciones internas, la Inspección remitió a la Defensoría de los 
Habitantes un archivo en Excel denominado “Causas Disciplinarias de Pueblos 
Indígenas”2, en el que se incluyen 6 denuncias (una del año 2016, una del 
2018 y cuatro del 2019) todas desestimadas y archivadas. Pese a los 
reiterados cuestionamientos de los pueblos indígenas por las actuaciones en 
su contra, y a los vínculos del Sr. Céspedes con personas no-indígenas que 
ocupan propiedades dentro de los Territorios Indígenas, se ha alegado que, 
por el principio de independencia de los jueces, no puede ser removido 
o trasladado, ni impedírsele que conozca y resuelva causas indígenas.” 


 
En relación con lo indicado acerca de que: 
 


“Una situación similar ha sido denunciada recientemente en China Kichá, 
contra la actuación de una jueza, quien –según los comunicados recibidos- 
acogió un interdicto de posesión dentro de un territorio indígena para 
pretender desalojar a los indígenas recuperadores de una finca. Con 
indignación, los habitantes indígenas reclaman el por qué todas las causas 
agrarias que se mantienen pendientes de resolución no son tramitadas con 
esa misma diligencia que sí se utiliza en su contra.” 


 
Debe señalarse que la queja se trasladó a la Inspección Judicial para su seguimiento 
conforme a sus competencias. El día de ayer se informó que está en trámite. 
 
La Circular 188-19 de Corte Plena, jerarca máximo institucional, son claras acerca 
de la atención que debe darse a los procesos vinculados con las personas indígena, 
especialmente referida a la priorización y trato conforme a su cosmovisión según lo 
refiere la normativa nacional e internacional.  
 
Lo afirmado sobre: 
 


“En varias ocasiones la Defensoría de los Habitantes ha tenido que coordinar 
con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial para que se atienda a 
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habitantes indígenas, como si se tratara de solicitar un favor, porque se han 
presentado a diferentes despachos judiciales en Buenos Aires y se les ha 
negado la atención, o los envían de un despacho a otro, sin que exista en la 
región una instancia judicial imparcial y efectiva donde puedan denunciar 
estos abusos discriminatorios.” Lo resaltado es del original. 


 
Debe señalarse que, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-08 
del 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, corresponde a la Contraloría de Servicios 
atender y dar seguimiento a las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia 
de las poblaciones indígenas, lo cual está expresamente dispuesto en el artículo 7. 
Por ello, la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y la Contraloría Regional de 
Servicios han estado atentos al seguimiento de los lineamientos institucionales, 
participando activamente en el cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena. 
 
Lo dispuesto sobre la impunidad judicial y requerimientos de datos sobre las 
investigaciones de homicidios y delitos contra personas indígenas escapa de las 
competencias de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso 
a la Justicia de Pueblos Indígenas. Se trata de información sensible que debe 
direccionarse a la Fiscalía General para la protección de la información y 
aseguramiento de las investigaciones. Lo anterior, en relación con la siguiente 
afirmación: 
 


“Se acusa impunidad judicial, ya que, en decenas de denuncias presentadas 
por agresiones y amenazas contra la integridad y la vida de líderes y lideresas 
indígenas, no se han realizado detenciones ni se han emitido sanciones contra 
los autores y partícipes. Asimismo, pese al tiempo transcurrido, se acusa 
ausencia de información -incluso a los familiares más cercanos- sobre el 
avance de las investigaciones de los asesinatos de los líderes indígenas Sr. 
Sergio Rojas y Sr. Jerhy Rivera, alegando siempre la confidencialidad para no 
entorpecer las investigaciones. 5. Algunas instancias judiciales carecen de 
procedimientos que reconozcan y respeten la identidad cultural de los pueblos 
indígenas y brinden abordajes interculturales; ejemplo de ello ha sido la 
protección ofrecida a líderes indígenas amenazados de muerte, a quienes les 
indican que para protegerlos tiene que abandonar su territorio. Pese a que se 
han señalado estas deficiencias, no se han tomado medidas para 
rectificarlas.” 
 


 
IX. Seguimiento a gestiones de personas indígenas y organizaciones 


de defensores y defensoras de las personas indígenas 
 
En relación con lo señalado en el informe sobre las gestiones realizadas por la 
Organización Ditso, al afirmarse: 
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“6. De manera particular, la Organización Ditsö ha remitido reiteradas 
gestiones vía correo electrónico a la coordinadora de la Subcomisión de 
Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Magistrada Damaris Vargas, pero 
únicamente ha recibido su comunicación de que fueron trasladadas a las 
instancias correspondientes, no habiendo ninguna respuesta de fondo, 
ni seguimiento a la gestión. Téngase como ejemplo los correos de fechas 
24 de marzo y 16 de abril del 2020, mediante los cuales se informa sobre las 
denuncias por amenazas de muerte contra cuatro líderes de pueblos 
originarios y se solicita la atención prioritaria a éstas, sin que se conozcan 
las gestiones judiciales de atención a los hechos denunciados. 
 
Asimismo, la Licda. Vanessa Jiménez, abogada representante de las 
personas peticionarias ante la CIDH, ha remitido varias gestiones al 
Poder Judicial y ha señalado que más allá de la intervención de la Magistrada 
Damaris Vargas remitiendo la información a las instancias respectivas, hay 
pocas respuestas de fondo. Por ejemplo, en un correo de fecha 19 de febrero 
del 2020, solicita que se informe ¿cómo los 20 ejes aprobados por el 
Consejo Superior han impactado positivamente en la protección a la 
vida e integridad física de los bribri y bröran?” 
 


Como bien lo refiere el informe, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
indígenas ha atendido las gestiones de la Organización Ditso e informado sobre su 
traslado a las principales jefaturas institucionales a efecto de que conforme a sus 
competencias atiendan lo ahí señalado.  
 


X. Límites legales al margen de actuación de las Comisiones y 
Subcomisiones incluyendo la Subcomisión de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas 


 
La competencia para atender los procesos judiciales y las investigaciones no es de 
la Comisión de Acceso a la Justicia ni de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, cuya 
labor es de enlace entre Corte Plena, Consejo Superior y demás oficinas 
institucionales, pero no para incidir directamente en la tramitación o resolución de 
los procesos judiciales pues ese proceder es contrario a los principios de 
independencia judicial, objetividad y transparencia, constituyéndose en una falta 
gravísima, sancionada al tenor de lo dispuesto en el artículo 191 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial: 
 


Artículo 191.- Se consideran faltas gravísimas: 
 
(…) 
2.- El interesarse indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de 
cualquier tipo, en asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales. (El 
resaltado es propio) 
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Aunado a ello, el seguimiento dado a las gestiones realizadas por Ditso se comunican 
a su representante el señor Gustavo Oreamuno, de la misma forma que las 
planteadas por otras personas u organizaciones defensoras de los derechos 
humanos de las y los indígenas como sucede con la señora Vanessa Jiménez. No se 
da traslado de la atención y seguimiento de esas gestiones a la Defensoría de los 
Habitantes de la República porque no son parte de la petición y no han sido 
solicitadas a la fecha, de manera tal que la conclusión a la que arriba la Defensoría 
de que no se les da seguimiento obedece a la ausencia de información en que se 
encuentra por no haber pedido datos específicos. Esa información, de gestionarse, 
esta a disposición de la Defensoría, a menos que se trate de datos sensibles.  
 
Dichas acciones afirmativas se realizan dentro del marco de las competencias que 
corresponden a la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia, para lo cual, con 
el fin de tener aún mayor claridad sobre el margen de ejecución de éstas, se le 
remitió consulta a la Auditoría Judicial el 05 de agosto pasado. Al respecto, mediante 
el Informe N°952-AUD-48-UJ-2020 del 13 de agosto de 2020, indicó lo siguiente: 
 


“A pesar de ese vacío regulatorio, en relación con la Comisión a la que 
pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, existe una dependencia 
organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese 
parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la 
primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, 
se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia 
-valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para 
lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales 
para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin 
embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última 
instancia por Corte Plena o el Consejo Superior, según corresponda. 
(…) 
Particularmente, el ámbito de acción de la Comisión de cita se delimita a 
constituirse como órgano asesor del jerarca en las diferentes materias, tal 
como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder 
Judicial vigente y no en tomadores de decisiones finales que reflejan la 
voluntad última de la institución.  
 
En consecuencia, los alcances de las funciones propias de las 
Subcomisiones son aún más limitadas, en relación con la Comisión a 
la que pertenecen, éstas se constituyen en un apoyo especializado a 
su labor y bajo su coordinación, siempre en aplicación de los límites 
expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la 
determinación última que se adopte en un tema específico y sus 
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productos no tienen fuerza vinculante, siendo meramente 
consultivos.” 


 
Ante este panorama, se reitera que la búsqueda de soluciones efectuada por la 
Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia ha sido 
constante en apoyo de las necesidades de todas las poblaciones en condición de 
vulnerabilidad y de la población indígena en concreto. Sin embargo, dicho accionar 
debe ir aparejado al cumplimiento del bloque de legalidad y al respeto de las 
limitaciones de las competencias atribuidas a cada uno de los actores que participan 
en la tramitación las diferentes gestiones. 
 
En esa misma línea, sobre los límites que deben considerarse para la toma de 
acuerdos en las diferentes Comisiones, la Auditoría Interna en Oficio Nº 633-27-UJ-
2020 de 04 de junio de 2020, señaló: 
 


“CONCLUSIONES. 


Por lo anterior, esta Auditoría Interna concluye lo siguiente: 


 


El artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, así 


como sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad 


de los funcionarios públicos, al señalar que estos están sometidos a la 


Constitución y a las leyes; aquí nace el fundamento de las incompatibilidades 


y, por ende, la orientación de que el funcionario público no puede estar en 


una situación donde exista colisión entre interés público e interés privado. 


 


De conformidad con el artículo 9 inciso 11) del Reglamento denominado 


“Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los 


Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, en caso de existir algún conflicto 


de interés, el funcionario tiene el deber de abstención, el cual se impone en 


la medida que afecte en mayor o menor grado, su imparcialidad, objetividad 


e independencia de criterio. Por ello, en caso de presentarse un eventual 


conflicto de interés por algún integrante de la Comisión, este deberá 


comunicarlo y abstenerse de participar en la deliberación y decisión de los 


asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses, so pena de 


incurrir en responsabilidad disciplinaria. 


 
Por otra parte, de una interpretación armónica de los artículos 20 y 21 del 
Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, con el 
artículo 54 de la Ley General de la Administración Pública, se concluye que la 
invitación a los representantes de diferentes sectores -por un tema de 
experticia- por parte de las Comisiones, no es contrario al bloque de legalidad, 
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toda vez, que el párrafo primero del artículo 54 LGAP habilita al órgano 
colegiado – siempre por votación unánime de los miembros presentes- para 
otorgar a esas personas asistentes el derecho de participar en las 
deliberaciones con voz pero sin voto. (…)” 


 
Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, 
Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el 
Poder Judicial, hace remisión expresa como norma complementaria a la Directriz 
D-2-2004-CO "Directrices Generales sobre Principios y Enunciados Éticos a 
observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de 
la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores 
Públicos en General”, cuyas normas 1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los 
jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos de evitar toda clase 
de relaciones y actos inconvenientes con personas que puedan influir, comprometer 
o amenazar la capacidad real o potencial de la institución para actuar, y por ende, 
parecer y actuar con independencia. 
 
El informe de seguimiento de los ejes de acción aprobados por Corte Plena y que se 
comunicaron a todo el personal judicial en la Circular 188-19 está incorporado en 
los reiterados informes enviados a la Cancillería a solicitud de la Presidencia de la 
Corte Suprema de Justicia y del Despacho de la Presidencia.  
 
Esos datos se enviaron para ser socializados con la CIDH y con las personas 
involucradas en las Medidas Cautelares 321-12. Escapa del conocimiento de la 
Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia si como parte del procedimiento en el 
seguimiento de esos informes oficiales, está comunicarlos a la Defensoría de los 
Habitantes de la República por parte de la Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia o de la Cancillería. Al menos, no se tiene noticia de que se haya pedido esa 
información previamente a la emisión del informe en estudio por parte de la 
Defensoría de los Habitantes. 
 
De ahí, la conclusión de la Defensoría de los Habitantes donde se señala que la 
gestión de la Subcomisión: “ha sido insuficiente en la emisión de observaciones o 
recomendaciones a las instancias judiciales correspondientes para que se generen 
las acciones o correcciones necesarias que incidan efectivamente en el mejoramiento 
del acceso a la justicia”, carece de sustento pues fue emitida sin contar con 
información confiable, relevante, pertinente y oportuna en los términos del artículo 
16 de la Ley General de Control Interno.  
 
El Poder Judicial y concretamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, en 
cumplimiento del numeral 16 de la Ley General de Control Interno, y concretamente, 
de la Circular 188-19 de Corte Plena, cuenta con sistemas de información que le 
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permiten tener una adecuada gestión documental institucional con el fin de prevenir 
cualquier desvío en los objetivos trazados y armonizar los sistemas de información 
con los objetivos institucionales. Esos objetivos están plasmados en el Plan 
Estratégico Institucional 2019/2024 que establecer el Acceso a la Justicia como un 
eje transversal.  
 
Precisamente, en virtud de la gestión eficaz, eficiente y efectiva de la Comisión de 
Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
se procedió conforme a sus competencias a proponer a Corte Plena la emisión de 
una circular con un contenido específico, la cual fue aprobada por la máxima 
jerarquía institucional por unanimidad en los acuerdos citados al inicio de este 
informe. Ese proceso generó la emisión de la Circular 188-19, en la que Corte Plena 
estableció como parte de los deberes de los titulares subordinados: 
 


“2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de 
los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población 
indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 
(ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre 
otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la 
probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán 
para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las 
medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo 
organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos 
operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en 
relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en 
los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los 
que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 
Salitre. 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 
políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el 
cumplimiento del sistema de control interno institucional y la 
prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y 
las metas trazados por la institución en el desempeño de sus 
funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que 
intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que 
sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


4. Establecer un sistema de información que permita tener una 
gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, 
con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en 
relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales 
vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena 
Teribe y Bribrí de Salitre. 
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5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que 
visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas 
indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos 
relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la 
toma de decisiones.” 


En relación con la solicitud que hace la Defensoría de los Habitantes de la República 
para que se proceda a la revisión de las funciones y el alcance de las competencias 
de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se le informa que 
Corte Plena está en proceso de revisión de las competencias de las comisiones y 
subcomisiones como parte de la mejora en la gobernanza judicial. En ese proceso 
de revisión de las funciones de las Comisiones y las Subcomisiones, deberán 
considerarse necesariamente, el Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial 
emitido en Oficio 512-44-AEE-2014 de 21 de mayo de 2014, los informes generados 
por la Auditoría con ocasión de las consultas formuladas acerca de ese tema durante 
2020, citados en este informe, uno de ellos relacionado directamente con las 
competencias de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia. 
 


XI. Conclusiones. 
 
Del régimen de comisiones del Poder Judicial establecido en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, el Reglamento de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, los 
informes de Auditoría citados y demás acuerdos relacionados de Corte Plena se 
desprenden las competencias de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia. Esas competencias no responden a las 
expectativas expuestas por la Defensoría de los Habitantes de la República en el 
Oficio N° 0912-2020-DHR, las cuales podrían rozar con la prohibición contenida en 
el artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece como una falta 
gravísima “2.- El interesarse indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de 
cualquier tipo, en asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales.” (El 
resaltado es propio). Además, de conformidad con el artículo 7 del Reglamento 
Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos 
de Interés en el Poder Judicial, las personas servidoras judiciales debemos evitar 
colocarnos en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en 
riesgo la imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones 
o puedan generar dudas razonables acerca de la objetividad o independencia y la 
del Poder Judicial.  
 
Las conclusiones del Oficio N° 0912-2020-DHR de la Defensoría de los Habitantes 
acerca del seguimiento dado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas responden a vacíos de información sobre la gestión de esta última en 
relación con datos que no han sido solicitados con anticipación por la Defensoría a 
la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia. Por lo que se está en la mayor 
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disposición de facilitar la información confiable, relevante, pertinente y oportuna que 
pueda legalmente compartirse. 
 
Se solicita respetuosamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al 
Despacho de la Presidencia que este informe sea incorporado literalmente a la 
respuesta que se brinde a la Defensoría de los Habitantes, personas y organizaciones 
nacionales e internacionales que fueron copiadas, al hacer referencia expresa a la 
gestión de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora 
de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Lo anterior, como 
derecho de respuesta al cuestionamiento hecho a la gestión, la cual ha sido realizada 
en forma eficaz, eficiente y efectiva dentro del marco de sus competencias, en forma 
coordinada con la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez 
Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia  
 
 
Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
 
 
Máster Melissa Benavides Víquez 
Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
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I. INFORMACIÓN GENERAL

		I. INFORMACIÓN GENERAL







		Número del Agenda:

		08-2020



		Asunto de reunión:

		Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad mes de agosto



		Lugar:

		Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)
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		Hora inicio:

		8:00 a.m.
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		11:00 a.m.
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		Ausente por motivos laborales
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		Presente



		Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 

		Presente



		Sra. Beiy Hiu Li Villalobos, representante de la Defensa Pública 

Suplente: Sra. Gabriela Abarca Morán

		Ausente

Ausente



		Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Dirección Ejecutiva 

Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina

		Presente



		Sr. Dixon Li Morales, representante de Dirección de Planificación

		Ausente



		Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández, representante del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 

		Ausente



		Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez, representante sociedad civil

		Ausente



		Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura de Niñez y Adolescencia

		Ausente



		Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora Gestión Humana y Coordinadora Comisión Institucional de Empleabilidad

Sr. Alex Guevara, Suplente

		Ausente

Ausente



		Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS

		Presente



		Sra. Mayela Pérez Delgado, representante del Ministerio Público/ 

Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes, representante suplente del Ministerio Público

		Presente



		Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información

		Ausente



		Sr. Franz Vega Zúñiga, representante de Medicatura Forense

Suplente: Sr. Edgar Madrigal Ramírez

		Ausente

Ausente



		Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes de la República

		Ausente



		Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial

		Presente



		Sra. Angie Calderón Chaves, Unidad de Acceso a la Justicia

		Presente



		Sra. María Lourdes Acuña Aguilar, Escuela Judicial

Sra. Ana Barboza

		Ausente



		Sra. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

		[bookmark: _Hlk20865913]Presente







		III. ASUNTOS TRATADOS







[bookmark: _Hlk44572097]ARTICULO I

[bookmark: _MON_1656316619]Aprobación de Acta 07-2020 celebrada el 7 de julio de 2020, la cual fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad oportunamente.



SE ACUERDA: Se aprueba el acta. -

[bookmark: _Hlk45704081][bookmark: _Hlk45704081]

ARTÍCULO II

El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, realizó comunicado masivo de 21 de julio que se titula: 



Vea este video y conozca en 30 segundos sobre los medios de comunicación del Poder Judicial, remite la siguiente información: 



[image: ]



[image: ]
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Al respecto la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en correo de 21 de julio de 2020, solicita al Máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia lo siguiente: 



“Estimado don Roger: Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la de Personas con Discapacidad, solicito su colaboración para que entre los servicios que la Institución está publicitando por esos videos y comunicados, se incluyan los servicios que la Institución ofrece a las personas con discapacidad y a las personas indígenas. Observo una omisión importante sobre la temática. Desde ya me pongo a su disposición desde ambas Subcomisiones para que, de contarse con su anuencia, lo antes posible se empiecen a socializar esos servicios especializados con que ya cuenta el Poder Judicial. En ambos casos solicito, además, de acogerse mi gestión, se publicite en los idiomas de las personas indígenas y en lesco para las personas con discapacidad y otros medios de comunicación que garanticen el mensaje sea comprensible y accesible.



De igual forma, en el carácter de Coordinadora de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional, les insto para que en esos videos y comunicados se socialice a la población interna y externa al Poder Judicial la Política Ambiental y el contenido y acciones del Plan de Gestión Ambiental. Estoy en la mayor disposición de facilitarles la información que estimen necesaria.”





El Máster Roger Mata Brenes, remite correo de 21 de julio de 2020, enviado al Máster Hugo Vega Castro, que literalmente indica:



“Buenos días don Hugo. En atención a lo manifestado por doña Damaris, y como pueden observar en las publicaciones adjuntas, la institución debe duplicar los esfuerzos que se realizan en torno al tema de poblaciones indígenas. En razón de ello, por favor coordine con doña Damaris y la comisión de acceso, para establecer una estrategia que permita de manera periódica posesionar el tema en nuestras redes y formatos de comunicación interna y externa. La estrategia y las acciones particulares deben coordinarse y contar con el VB de doña Damaris, quien a propuesta de don Fernando Cruz, asume una labor crucial en la estrategia del Estado Costarricense por la protección de los derechos de las personas indígenas, también se debe mantener informado a don Jorge Olaso como coordinar de la comisión de acceso a la justicia. https://www.forestpeoples.org/es/CIDH-aprueba-informe-sobre-admisibilidad-caso-pueblo-broran personas que dan seguimiento a la protección de pueblos indígenas y personas defensoras de derechos humanos, aquí les dejo este pronunciamiento importantísimo para nuestro país. https://laraenlasnubes.com/2020/07/20/impunidad-en-costa-rica-impide-proteccion-efectiva-de-personas-defensoras-indigenas-segun-experta-de-onu/”
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Con ocasión de lo anterior, se realizó sesión de trabajo entre las y los representantes del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Coordinadora de la Subcomisión a efecto de articular acciones para priorizar la atención de los servicios que se brindan a las personas con discapacidad:

 

Se adjunta minuta de la reunión sostenida con personal del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Minuta de reunión

Temas de acceso a la justicia, población con discapacidad, población indígena y tema de ambientales



Fecha de la reunión:

Martes 28 de julio 2020 de 8:00 a.m. a 10:40 a.m.



Participantes:

Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Lic. Hugo Vega Castro

Licda. Ana Lucía Vásquez Rivera

Licda. Stephannie Phillips Asch



Temas desarrollados:

El licenciado Hugo y la Licenciada Ana Lucía comentaron los antecedentes y funcionamiento de la campaña de Institucionalidad. Se comentó acerca de la inversión de los recursos destinados para la campaña. Se detalló sobre la producción de cuñas en idiomas indígenas, la complejidad para su grabación, la coordinación con el ICER y la coordinación que se ha hecho con administraciones para su revisión. Doña Damaris indica que la Dirección Ejecutiva podría analizar la posibilidad de facilitar traductores para revisar los materiales en idiomas indígenas, para lo cual Ana Lucía le remitirá un correo con los detalles al respecto para que doña Damaris pueda gestionar con la Dirección Ejecutiva lo correspondiente. Dicho correo fue remitido esta misma mañana por doña Ana Lucía. También se comentó que de producirse spots se pautarían en redes sociales, ya que no se cuenta con recursos para pautar en televisión. Además, se pautarán cuñas en radio.

Se le comentó que se le envió el spot que se realizó con el visto bueno de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas cuando la magistrada Damaris no estaba coordinándola. También que se le envió un guion de cuña para revisión. Durante la reunión doña Damaris dio respuesta y gestionó ambos correos.

La magistrada Damaris menciona sobre cambio del tema de salvaguarda relacionado con discapacidad. El licenciado Hugo indica que hoy va a enviar el informe del depto. Sobre acciones desarrolladas sobre discapacidad, ya la Sección de Comunicación le remitió a don Hugo lo correspondiente hace algunos días, solo falta una parte de prensa. 

Sobre el plan de gestión ambiental, la magistrada Damaris indica que la Auditoría les pidió más divulgación. Es necesario al menos dos campañas al año sobre este tema, ya que las personas siguen desconociendo el plan.

La licenciada Ana Lucía le comenta sobre la problemática mundial de falta de lectura y sobre la iniciativa que se tuvo sobre el boletín.

El licenciado Hugo indica que puede conversarse con la empresa contratada para pautar los temas de pueblos indígenas en las zonas donde habitan. La licenciada Ana Lucía agrega que se puede abarcar poco a poco de acuerdo con los medios de comunicación que utilicen y que paulatinamente se pueda ir cubriendo mayor población. También, agrega que la coordinación de materiales debe ser rápida y concreta por la dinámica de aprobación de materiales con las empresas de acuerdo con los carteles de contratación. Se menciona que la contratación de este año contempla la traducción de spots en varias lenguas indígenas.

La licenciada Ana Lucía comentó sobre el guion de población indígena que está en revisión para que puedan definir si es prioridad o se desea desarrollar otro tema. Sobre el tema de discapacidad indica si pudieran dar criterio sobre el spot de discapacidad en cuanto a la política de empleabilidad. Ya doña Damaris dio hoy mismo respuesta.

La magistrada Damaris se compromete a definir las personas voceras para cada uno de los tres temas tratados en la reunión (población con discapacidad, población indígena y ambientales). Adicionalmente, va a definir los temas importantes en cuanto a ambientales y revisará el guion de pueblos indígenas que se le remitió para dar el visto bueno, realizar modificaciones (tomando en cuenta que, si se agrega texto, debe eliminarse la misma cantidad para mantener la duración de 30 segundos) o priorizar otro tema a desarrollar. 

La magistrada Damaris indica que, si se puede participar en la próxima reunión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas para analizar el guion, sin embargo, le indica la licenciada Ana Lucía que el plazo para enviar el contenido a la empresa contratada expira antes de la próxima reunión de la subcomisión. Se propone que la magistra Damaris realice una revisión previa para realizar ajustes y la licenciada Ana Lucía pedirá tiempo para que el guion se entregue a la empresa el viernes 7 de agosto y ella participaría en la reunión con la subcomisión para tener el visto bueno. La magistrada Damaris va a enviar el guion a las personas integrantes de la subcomisión y la licenciada Ana Lucía participará en la reunión del viernes 7 de agosto a la 1:30 p.m. para el visto bueno. Hoy mismo doña Damaris remitió el guion a la subcomisión y Ana Lucía dio respuesta al correo con algunas especificaciones puntuales.
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La magistrada Damaris revisó y envió las observaciones del spot de personas con discapacidad. También envió las invitaciones a don Hugo y doña Ana Lucía con su equipo de trabajo para participar en las sesiones ordinarias de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Discapacidad programadas para agosto con el objetivo de analizar los temas prioridad para campañas y finiquitar los temas pendientes según la reunión realizada para los 3 temas de interés institucional: Ambiental, Indígenas y Discapacidad. 



Adicionalmente la Magistrada Vargas y la licenciada Ana Lucía Vásquez, en correos de 21 y 22 de julio de 2020, presentan su opinión acerca de la divulgación del Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación. 





La señora Ana Lucía Vásquez Rivera en comunicado electrónico del 22 de julio de 2020 9:08 a. m., indicó:



“Estimada doña Damaris: Muchas gracias por toda esta información tan valiosa, de la cual, como es de su conocimiento incluso la semana pasada se divulgó la campaña que elaboró nuestro departamento en coordinación con usted (adjunta).

Para nuestro equipo de trabajo es muy importante su opinión sobre si considera que el spot se puede divulgar tal como está (tomando en cuenta lo que les comentaba en el correo anterior de que no podemos editarlo sino solo agregar texto junto al video en caso de que lo divulguemos).  Ello tomando en cuenta, que tal como usted lo solicitó deseamos promover también el tema de esta población dentro de la campaña de institucionalidad que hemos venido divulgando. 

Por supuesto que también tomaremos en cuenta la parte técnica que nos indique doña Krissia, pero nos interesa adicionalmente su opinión, tomando en cuenta el correo que nos remitió hoy respecto a la resolución.  

Creo que no cambia el mensaje del spot porque más bien el spot promueve que esta población participe en los concursos y además divulga que el Poder Judicial tiene políticas y servicios enfocados a dicha población, pero quisiéramos su opinión al respecto: ¿considera que se puede divulgar el spot tal como está o prefiere que no lo divulguemos o desea que incluyamos un texto junto a la divulgación con alguna indicación específica? Quedamos atentas a sus instrucciones. Saludos. “ 

La señora Damaris Vargas Vásquez en comunicado electrónico del 22 de julio de 2020, 07:27, señaló:

“Estimada doña Ana Lucía: Buenos días. Gracias por copiarme el mensaje. Al margen de lo que se le señale doña Krissia, le adjunto gestiones realizadas por la suscrita a la Presidencia de la Corte y Consejo Superior que generaron el acuerdo de este último, comunicado mediante Oficio 4608-2020. Por favor considerar esa información con ocasión del impacto de la pandemia en la población con discapacidad para que los mensajes estén actualizados acorde a lo señalado por la CIDH y CONAPDIS. Cordialmente,”

La señora Ana Lucía Vásquez Rivera en correo del 21 de julio de 2020, 3:28 p. m., dirigido a la señora Krissia Rojas Quirós, Jefa de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, señaló:

“Estimada Krissia: Como es de su conocimiento, como parte de la campaña de institucionalidad (de servicios del Poder Judicial) que coordinan nuestro departamento y el Despacho de la Presidencia, durante este año hemos divulgado tanto en el ámbito interno del Poder Judicial como a lo externo (mediante el Facebook del Poder Judicial) los diferentes spots de 30 segundos sobre dichos servicios.

Uno de los spots producidos hace varios años (con el presupuesto de la campaña, con la contratación de locutores profesionales y la empresa de publicidad que realizó la animación de los íconos) es el de “Políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad” el cual había sido producido con el visto bueno de los integrantes de la comisión (se adjunta).  Sin embargo, tomando en cuenta que deseamos divulgarlo en los próximos días como parte del cronograma divulgativo que estamos desarrollando, y tomando en cuenta que en la parte final de este spot se menciona: ..”que ingresen a la página de Acceso a la Justicia, donde también encontrarán datos acerca del derecho que tienen estas personas a participar en concursos para ser nombradas en puestos del Poder Judicial “, quisiéramos consultar si en el contexto actual de la Pandemia existe alguna restricción para concursos o alguna variación al respecto.  Ello para no crear una falsa expectativa de las personas que vean o escuchen el spot.

Es importante mencionar que, debido al proceso y costo de producción de este spot, no se le pueden hacer modificaciones porque habría que producirlo nuevamente y ello implica un costo alto.  Si hubiera alguna indicación que se deba agregar al posteo del spot en redes (texto que se incluye junto con el video al ubicarlo en el Facebook) y al anuncio en el comunicado interno (cápsula informativa que divulgamos al personal judicial) si podemos agregarlo en texto junto con la divulgación.  Por supuesto en texto accesible para que también las personas con discapacidad visual puedan acceder a él.

Copio a la magistrada Damaris Vargas y al magistrado Jorge Olaso por si desean hacer alguna indicación al respecto.

Quedamos atentas a la respuesta.”

La señora Krissia Rojas Quirós en comunicado del 29 de julio de 2020, 09:22, indicó:

“Estimadas doña Ana Lucía y doña Damaris: En atención a la consulta efectuada a este Subproceso, sobre la parte final del Spot relacionado a las políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad, en el cual se menciona: ..”que ingresen a la página de Acceso a la Justicia, donde también encontrarán datos acerca del derecho que tienen estas personas a participar en concursos para ser nombradas en puestos del Poder Judicial “, agradecemos se incorpore en el texto que acompañe la publicación en las diferentes redes sociales, el siguiente párrafo:

La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad (periodo de inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas), tendremos más información de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021.

Lo anterior en aras de no crear alguna falsa expectativa en la población sobre procesos selectivos vigentes en los cuales quieran participar, asimismo porque en otras ocasiones la reproducción de comunicaciones relacionadas a temas de población con discapacidad ha generado cierta incertidumbre en las personas que están activas en el concurso CN-04-17 con un aumento en las consultas a la unidad a cargo del proceso. 

Muchas gracias por la consideración en este tema y quedamos en la mayor disposición en caso de consultas adicionales o ampliaciones sobre lo expuesto.”
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Finalmente, como respuesta al correo sobre el SPOT que se divulgará el 4 de agosto, con el visto bueno de cada uno, al respecto se remiten los correos correspondientes: 

De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 15:23
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Spot de Acceso a la Justicia se divulgará el próximo martes 4 de agosto RE: Con visto bueno de don Jorge Olaso RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad 

Buenas tardes: Como ya contamos con los vistos buenos respectivos, estamos programando el spot de Acceso a la Justicia, junto con el texto indicado y aprobado por ustedes, para ser divulgados en correo interno al personal judicial y por el Facebook del Poder Judicial para el próximo martes 4 de agosto y posteriormente se reiterará cada tres meses (debido a que tenemos que alternarlo con otros temas de servicios institucionales).  Reiteramos nuestro agradecimiento por sus valiosos aportes.

Texto que se adjuntará a las divulgaciones:

La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad, con fundamento en la Convención de los derechos de las personas con discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala y según las leyes 8862 y 7600 (periodo de inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021.

De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 15:12
Para: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Con observación de don Jorge Olaso RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación 

A mí me parece muy bien así, muchas gracias. Excelente.



De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 14:48
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Con observación de don Jorge Olaso RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación 

Estimado don Jorge Olaso: Espero que se encuentre muy bien. Y qué le parece si incluimos el texto de la siguiente forma:

La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad, con fundamento en la Convención de los derechos de las personas con discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala y según las leyes 8862 y 7600 (periodo de inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021.



De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 10:32
Para: Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación 

Les reitero que para mí está bien así, pero para mayor abundamiento el fundamento devendría de la Convención de los derechos de las personas con discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala. Les remito un compendio de legislación de CONAPDIS que se puede utilizar para fundamentar.

De: Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 20:25
Para: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación 

Buen día. De conformidad con el texto que se estaría divulgando aunado al Spot, es conveniente indicar que si bien la Ley 7600 hace mención del tema de empleabilidad de personas con discapacidad en su artículo 23, el concurso CN-04-17 responde a la aplicación de la Ley 8862 y su reglamento (Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público), por lo tanto, respetuosamente se sugiere que este dato se adicione al párrafo, tal y como se transcribe a continuación: 

La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad, según la Ley 8862 y la Ley 7600 (periodo de inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021.

De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 13:50
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación 

Estimada doña Damaris, estimado don Jorge Olaso y estimada doña Krissia:

En atención al correo de doña Damaris del martes 28 de julio (incluido aquí líneas abajo) y el remitido por doña Krissia Rojas el miércoles 29 de julio (incluido también líneas abajo), se estaría divulgando el spot (video) de 30 segundos enviado anteriormente, junto con el siguiente texto al personal judicial y mediante el Facebook del Poder Judicial, una vez que don Jorge Olaso nos dé el visto bueno final como coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia: 

La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad, según la ley 7600 (periodo de inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021.

Quedamos a la espera de las indicaciones respectivas y cualquier otra observación al respecto.”



La señora Maureen González refiere del 14 al 17 de julio se divulgó la campaña de la resolución 01-2020 de la CIDH y a las demás campañas realizadas y spot divulgado el día de hoy. Indica que la señora Ana Lucía Vásquez Rivera no pudo asistir a la sesión debido a que debió participar en otra reunión, por lo que ella estará en su lugar.

La señora Melissa Benavides Víquez se refiere al Informe DVV-S1-0102-2020 presentado a la Asamblea Legislativa por la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, con ocasión del cumplimiento de la Ley de adiciona un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600. Solicita se haga un destacado de la presentación de dicho informe por parte de Prensa y en otros espacios. 

Maureen González indica que el Informativo que es grabado está a cargo de Prensa, lo cual debe ser coordinado con doña Sandra Castro pues manejan diferentes formatos de notas cortas de datos relevantes para el Poder Judicial.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las coordinaciones desarrolladas con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, así como de la divulgación del spot y otras campañas desarrolladas, así como de la solicitud hecha por el Despacho de la Presidencia para que se considere el tema discapacidad en las campañas ante la petición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al señor Hugo Vega Castro, jefe del citado Departamento la divulgación entre otros aspectos, del Oficio DVV-S1-0102-2020 presentado a la Asamblea Legislativa con ocasión del Informe 2020 que es el anual solicitado por la Ley de adiciona un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicar el acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO III

La oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en nota del 14 de julio de 2020 remitió lo siguiente:

 

 “Reciban un cordial saludo. Con instrucciones superiores, me es grato dirigirme a ustedes en ocasión de hacer de su estimable conocimiento, la información recibida en la Oficina de parte de la Delegación Costarricense ante la Organización de Estados Americanos, correspondiente a los documentos:

 

1.“La Carta Democrática Interamericana: Guía de acción política para enfrentar la pandemia del COVID-19”.


Este documento corresponde a una guía que se basa en el concepto de que la pandemia exige seguir insistiendo en los mecanismos democráticos como la forma más adecuada para abordar la emergencia y sus consecuencias, se puede consultar en el siguiente link: http://www.oas.org/documents/spa/press/La-CDI-Guia-de-accion-politica-para-la-pandemia-5.28.pdf

 

2. “Guía para organizar elecciones en tiempos de pandemia”

Esta guía fue preparada para contribuir al fortalecimiento de los procesos políticos de los Estados Miembros. Ante las serias dificultades en la organización de los procesos comiciales, se analizan alternativas democráticas para que no se vea lesionada la legitimidad de origen de los gobernantes, las transiciones democráticas, la alternancia de sus autoridades y la duración de los períodos de gobierno. La Guía señala que, ante la pandemia del COVID-19, “varios países han adoptado medidas para resguardar la salud de sus habitantes, debiendo posponer procesos electorales programados originalmente para el primer semestre de 2020”. A efectos de que las acciones y decisiones que se adopten en materia electoral en respuesta a esta situación permitan resguardar la continuidad de los procesos democráticos, la Secretaría General de la OEA, con la colaboración de la Organización Panamericana de la Salud, recopiló en la guía una serie de medidas para la celebración de elecciones seguras, limpias y transparentes, y que a la vez contribuyan a reducir los riesgos de contagio del COVID-19 a quienes participan en la organización y desarrollo de los comicios. La guía ofrece elementos para tener en cuenta a la hora de decidir si celebrar elecciones o postergarlas, y propone medidas que pueden ser adoptadas en los siguientes ámbitos: Organización y administración electoral; Uso de la tecnología; Participación e inclusión; Campaña electoral; Comunicación y Votación y escrutinio. La OEA fue la primera organización internacional que desplegó una Misión de Observación Electoral durante la pandemia (en República Dominicana) y esa experiencia se refleja también en este documento. El documento fue preparado por el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, con el ánimo de apoyar a los Estados Miembros en un momento de especial dificultad histórica.

 

Pueden consultar la guía al darle "clic" sobre el nombre de la misma.

 

Compartimos con ustedes estos documentos en el entendido que, consideramos, pueden ser de interés para ustedes.

 

Agradecemos la atención a brindar. 


Con las muestras de mi más alta consideración y estima”





-0-



El comunicado anterior fue socializado a todas las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para su conocimiento. 

 

SE ACUERDA: Se toma nota. -



ARTICULO IV

La licenciada Maureen González Barrantes, comunicadora del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, a cargo del tema de discapacidad, remitió correo de 9 de julio de 2019, que indica: 



“Magistrada

Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

 

Estimada doña Damaris:

 

En relación a la campaña adjunta que tiene como fin dar a conocer el conocer a todo el personal judicial el contenido de la resolución N° 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos “Pandemia y derechos humanos en las Américas” en lo que respecta a la población con discapacidad, tomando en consideración que ya la campaña cuenta con el visto bueno brindado por su persona, el Magistrado Jorge Olaso Alvarez y la MSc. Melissa Benavides Víquez, con todo gusto procederé a programar las cápsulas para divulgarlas según la siguiente propuesta:  

 

Cápsula 1:  Se programa para divulgar el martes 14 de julio

Cápsula 1:  Se programa para divulgar el miércoles 15 de julio

Cápsula 3: Se programa para divulgar el jueves 16 de julio

Cápsula 4: Se programa para divulgar el viernes 17 de julio

 

En caso de que tenga alguna observación final que considere importante tomar en cuenta antes de divulgar la campaña, le agradezco indicármelo.

 

Muchas gracias y quedo atenta,

 

Se adjuntan las cápsulas de la Campaña

 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la campaña. 2° Autorizar sea replicada por parte del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, conforme lo solicitado, y otras oficinas institucionales que lo estimen pertinente, al tratarse de información vinculada con poblaciones en situación de vulnerabilidad, pues ya fue divulgada por los medios internos. 3° La Unidad de Acceso a la Justicia remitirá la información a las representantes de ambas oficinas ante la Subcomisión para la gestión y seguimiento debido. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad, el cual será comunicado con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO V

La Máster Melissa Benavides Víquez y doña Angie Calderón de la Unidad de Acceso a la Justicia exponen sobre el informe enviado a CONAPDIS sobre la CIADDIS y evaluación realizada.



Luego de la exposición del informe presentado por el Poder Judicial a CONAPDIS por parte de las señoras Melissa Benavides y Angie Calderón, la señora Andrea Sánchez de CONPADIS refiere fue un informe de muy alto nivel y recalca somos el primer país que incluye la figura de la salvaguarda, entre otros temas de relevancia para la defensa de los derechos de las personas con discapacidad; de igual forma señala la importancia de ajustar las estadísticas del Poder Judicial sobre esta temática. Se hace alusión a algunos aspectos en los que conviene hacer ajustes institucionales.



Se adjunta archivo enviado. 

[bookmark: _MON_1656412450][bookmark: _MON_1656412450]

[bookmark: _30j0zll]



Sobre este mismo tema se recibieron las siguientes gestiones de coordinación:



[bookmark: _Hlk45876378][bookmark: _Hlk45876345]La Licda. Ana Erika Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística y el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe del Proceso Ejecución de las Operaciones, remiten oficio 1068-PLA-ES-2020 del 17 de julio de 2020, que indica:



“Con el fin de dar respuesta a la gestión  realizada el pasado 14 de julio, donde solicita cualquier información disponible y datos estadísticos de SIGMA sobre procesos vinculados con personas con discapacidad, a fin de ser anexadas al informe “Informe en relación al cumplimiento de la Ley N.º 8661, “Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, realizada por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS); de acuerdo con la información disponible y competente a esta información, a continuación, se adjunta los cuadros estadísticos por materia en violencia doméstica en primera instancia:

Cuadro N° 1 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia Doméstica según Rango de edad, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019 

Cuadro N° 2 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia Doméstica según Estado Civil, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019 

Cuadro N° 3 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia Doméstica según País de origen, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019 

Cuadro N° 4 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia Doméstica según Etnia, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019.



		Detalle de la información

		Archivo Adjunto



		[bookmark: _MON_1656493137]Cuadros de personas con discapacidad en la materia de Violencia Doméstica

		





“

El licenciado Alexis Mora Cambronero, Profesional Jurídico del a Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, en correo de 14 de julio de 2020, señaló: 

 “Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la Señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me dirijo a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento la solicitud de información adicional al “Informe en relación al cumplimiento de la Ley N.º 8661, “Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, realizada por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), respecto a la aplicación de los protocolos sobre la capacidad jurídica y las restricciones a la interdicción y la curatela de las personas con discapacidad.  

 

En razón de lo anterior, se adjunta el instrumento recolector de información, suministrado por el CONAPDIS, con el atento ruego de cumplimentar la información solicitada y remitirla a más tardar el día lunes 20 de julio, a los correos electrónicos amorac@poder-judicial.go.cr, con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.

 

Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta. Con las muestras de mi más alta consideración y estima,”

 

Las señoras Angie Calderón Chaves y Melissa Benavides Víquez, Profesional y Jefa -respectivamente- de la Unidad de Acceso a la Justicia, remiten correo en que dan respuesta a lo solicitado por la OCRI, en el que señalan:

“Reciba un cordial saludo. Con instrucciones de la Máster Melissa Benavides Víquez, y en atención a la seguidilla de correos infra, me permito remitir adjunto para su estimable conocimiento y en adición a la información ya suministrada por parte de doña Melissa, el Oficio No. 1068-PLA-ES-2020, mismo que contiene alguna información estadística preparada por la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación, en cumplimiento de lo solicitado por el CONAPDIS. Agradezco su atención y la confirmación del recibido.”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe remitido por la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia al CONAPDIS. 2° Utilizar la evaluación realizada por CONAPDIS como una oportunidad de mejora para el siguiente informe que deberá presentarse oportunamente, entre ellos, los parámetros estadísticos solicitados por CONAPDIS y los ajustes que sean necesarios en la inclusión de las variables género y discapacidad para procesos de salvaguarda. 3° Coordinar estos temas con la suficiente anticipación con las oficinas respectivas, entre ellos, Estadística y Tecnología de la Información (SIGMA). 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO VI

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su calidad de Coordinadora de la Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e Integrante Comisión Institucional de Empleabilidad Poder Judicial, presenta correo electrónico de 13 de julio de 2020 enviado a la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de la Dirección de Gestión Humana, que indica:  

Reciba un atento saludo. En seguimiento de la Ley N° 8862, Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público, que señala:

“Artículo único: En las ofertas de empleo de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes.”

El artículo 5 del Reglamento de dicha ley, el cual dispone:

“Funciones de la Comisión especializada. La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo: Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas, así como el Sistema Nacional de Intermediación, Orientación e Información de Empleo (SIOIE), con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles. Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendar las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación. Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para personas con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas.”;



Y, el artículo 6 que señala:

“Política Institucional y Resolución del Jerarca. El máximo jerarca de cada institución, con base en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada, procederá a emitir una Política Institucional y dictará la respectiva resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda para cada año, la cual deberá ser publicada en el Diario Oficial La Gaceta y un extracto de esta en un medio de prensa. Dicha resolución deberá ser comunicada a la Dirección General del Servicio Civil, a la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.”,

Le solicito valorar a lo interno de la Comisión trasladar a Corte Plena la aprobación de la Política Institucional de Empleabilidad y demás datos sobre la reserva de plazas que corresponda a cada año, para su aprobación, y no al Consejo Superior, pues la normativa exige aprobación de la jerarquía máxima institucional. Aunado a ello, proceder con la publicación de la Política y la reserva de plazas en La Gaceta y, además, un extracto en un medio de prensa, además de comunicarla a los órganos que cita el Reglamento de la Ley 8862.

 

Saludos cordiales,”



Se está a la espera de la respuesta de la Comisión Institucional de Empleabilidad.

 

SE ACUERDA: Se toma nota de la consulta. Estar a la espera de la respuesta que emita la Comisión Institucional de Empleabilidad. -

ARTICULO VII

La máster Melisa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad los siguientes comunicados, en relación con los cuales señala:

 

“De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:54
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

Buenas tardes, Melissa

 

Conversando con doña Marisol Barboza, metodóloga de la Escuela Judicial me indica lo siguiente relacionado al Taller sobre la Ley de la promoción de la autonomía de las personas con discapacidad en sede judicial al realizarlo de manera virtual. 

 

· El taller se puede desarrollar mediante la herramienta teams y la plataforma de cursos de la Escuela Judicial. 

· Se requiere una persona experta en la materia de familia por la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal en Familia. 

· El taller se llevará a cabo en dos días (16 horas) 

· Se debe contar con una persona que valide el taller virtual y revisión de diseño. 

· También se requiere una persona para el diseño de la guía de la persona facilitadora, instrumentos de evaluación y la plantilla del aula virtual. 

· Para realizar todo lo necesario se requiere de al menos un mes de anticipación antes de ejecutar el taller. 

Cualquier otra consulta estoy a la disposición.

 

Saludos cordiales 

 



De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:25
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

¿todo el día?



De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:20
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

Si señora, serían 4 grupos de 16 personas cada grupo 

 

De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:19
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

¿Cada grupo?



De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:19
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

Dos días 

 



De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:18
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

¿Qué duración tiene?



De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:14
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

Buenas tardes, Melissa. Un gusto saludarla. En la última sesión que realizó la subcomisión no estuve presente, pero le comento: 

 

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los oficios EJ-DIR-072-2020 y EJ-ACAD-003-2020, de 22 de mayo de 2020 de la Escuela Judicial, planteados por la licenciada Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela Judicial y la licenciada María Lourdes Acuña Aguilar, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, respectivamente. 2° Solicitar al Consejo Nacional de Discapacidad autorización para que la señora Andrea Sánchez, asesora de CONAPDIS e integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, colabore con la Subcomisión de Acceso a la Justicia como facilitadora de la actividad de capacitación coordinada con la Escuela Judicial denominada Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial, el cual está programado para dos días 21 y 28 de agosto, 18 y 25 de setiembre, 23 y 30 de octubre, 20 y 27 de noviembre. El Taller se ejecutará por medio de la herramienta Microsoft Teams y cada grupo contará con 16 personas. Solicitar a la Defensoría de los Habitantes de la República autorización para que el señor Otto Lépiz, quienes también es integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justiciad de Personas con Discapacidad, colabore con la señora Andrea Sánchez en impartir la capacitación. De aprobarse el permiso, la señora Sánchez podrá hacer ajustes a los contenidos de la capacitación en coordinación con la señora Marisol Barboza Rodríguez, especialista en Métodos de Enseñanza de la Escuela Judicial. 

 Al día de hoy desconozco si se autorizó la participación de la Sra. Andrea Sánchez y el Sr. Otto Lépiz como personas facilitadoras del taller en mención. 

 3° Solicitar al Consejo Superior que el Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial se declare de asistencia obligatoria considerando la naturaleza de la capacitación y su trascendencia, además de que responde a los compromisos país con normativa internacional de derechos humanos relativa a población con discapacidad, de carácter supraconstitucional según jurisprudencia reiterada y vinculante de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

 Desconozco si se realizó la gestión. 

 4° Instar a la Escuela Judicial para que el Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial sea impartido de manera virtual a toda la población judicial en forma paulatina conforme a los recursos disponibles; iniciándose con las personas juzgadoras y técnicas judiciales de las Jurisdicciones de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica; además, peritos de Medicina Legal y del Departamento de Trabajo Social y Psicología y las personas auxiliares de justicia que participan en el ejercicio de las funciones que señala la normativa.

 

Es posible adaptar el taller a modalidad virtual con al menos un mes de anticipación a que inicie el taller, ya que se debe de generar un aula virtual en la plataforma de cursos de la Escuela Judicial y si las personas facilitadoras le estarán realizando mejoras. 

 Copio a la compañera Ana Barboza quién asistió a la última reunión de la subcomisión por si debe de agregar algún detalle. 

 Saludos cordiales”

De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:01
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Sobre Curso de Ley de Autonomía

 

Buenas tardes. Por favor indicarme en qué estado se encuentra este curso. Muchas gracias

  

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los oficios EJ-DIR-072-2020 y EJ-ACAD-003-2020, de 22 de mayo de 2020 de la Escuela Judicial, planteados por la licenciada Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela Judicial y la licenciada María Lourdes Acuña Aguilar, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, respectivamente. 2° Solicitar al Consejo Nacional de Discapacidad autorización para que la señora Andrea Sánchez, asesora de CONAPDIS e integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, colabore con la Subcomisión de Acceso a la Justicia como facilitadora de la actividad de capacitación coordinada con la Escuela Judicial denominada Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial, el cual está programado para dos días 21 y 28 de agosto, 18 y 25 de setiembre, 23 y 30 de octubre, 20 y 27 de noviembre. El Taller se ejecutará por medio de la herramienta Microsoft Teams y cada grupo contará con 16 personas. Solicitar a la Defensoría de los Habitantes de la República autorización para que el señor Otto Lépiz, quienes también es integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justiciad de Personas con Discapacidad, colabore con la señora Andrea Sánchez en impartir la capacitación. De aprobarse el permiso, la señora Sánchez podrá hacer ajustes a los contenidos de la capacitación en coordinación con la señora Marisol Barboza Rodríguez, especialista en Métodos de Enseñanza de la Escuela Judicial. 3° Solicitar al Consejo Superior que el Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial se declare de asistencia obligatoria considerando la naturaleza de la capacitación y su trascendencia, además de que responde a los compromisos país con normativa internacional de derechos humanos relativa a población con discapacidad, de carácter supraconstitucional según jurisprudencia reiterada y vinculante de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 4° Instar a la Escuela Judicial para que el Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial sea impartido de manera virtual a toda la población judicial en forma paulatina conforme a los recursos disponibles; iniciándose con las personas juzgadoras y técnicas judiciales de las Jurisdicciones de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica; además, peritos de Medicina Legal y del Departamento de Trabajo Social y Psicología y las personas auxiliares de justicia que participan en el ejercicio de las funciones que señala la normativa.”

 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los comunicados electrónicos vinculados con la capacitación coordinada con la Escuela Judicial. 2° Reiterar consulta al señor Otto Lépiz de la Defensoría de los Habitantes si puede colaborar con la capacitación en referencia, pues la señora Andrea Sánchez de CONAPDIS informa que no se le permitió debido a que debe priorizar otros temas institucionales. 3° Consultar a la Escuela Judicial si tienen contenido presupuestario para ejecutar este año la capacitación coordinada con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Persona con Discapacidad sobre la Ley de Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad y si eso podría incluir la contratación de una persona experta; así como valorar la posibilidad de trasladar las fechas programadas inicialmente manteniéndose siempre para este año en lo posible. 4° Remitir atento recordatorio a la Escuela Judicial para que la persona representante ante esta Subcomisión asista con mayor regularidad a efecto de que se genere una comunicación más efectiva. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo de inmediato a la Escuela Judicial por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO VIII

La Magistra Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad remite para conocimiento la invitación enviada el 16 de julio de 2020 por la señora Isabel Alfaro Sáenz, Asesora de Sostenibilidad, 





“¡Buen día estimada persona participante!

 

Esperamos se encuentre muy bien.

 

Nuestro agradecimiento por sumarse al Webinar: Inclusión y protección de las personas trabajadoras con discapacidad en Costa Rica en tiempos del COVID-19, esta actividad fue un esfuerzo conjunto entre el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Despacho de la Segunda Vicepresidencia de la República y la Alianza Empresarial para el Desarrollo, en el marco de la Red de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad.

 

El fin de tener este espacio fue promover el intercambio con representantes de organizaciones públicas y privadas, personas con discapacidad y sus organizaciones, en torno a las medidas necesarias para garantizar la inclusión y protección de los derechos laborales de las personas con discapacidad y sus familias, durante la atención y recuperación de la emergencia.

 

Desde la Red de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad nuestro más profundo agradecimiento a las personas panelistas en la actividad quienes con sus palabras enriquecieron enormemente este espacio.

 

Panelistas de la actividad:



Crystal Vargas Osornio, Coordinadora del Programa Ágora y Emprende México.

María Gabriela Valverde Fallas, Ejecutiva del Consejo de Salud Ocupacional.



Adriana Mejías Arce, Recursos Humanos Florex de Costa Rica.



Silvia Chaves Quesada, Vicepresidenta y propietaria de Grupo Florex de Costa Rica.



Damaris Solano Murillo, Activista de Derechos Humanos.

 

A continuación, compartimos:

· El Link de la grabación del webinar: https://www.youtube.com/watch?v=y_WEzIpXeho

· Link de la grabación de las palabras de las personas jerarcas de las instituciones del comité técnico de la Red de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad. https://www.facebook.com/conapdiscr1/videos/269847564105875/

· La presentación de la empresa Florex pueden encontrarla en el archivo adjunto.

 

Esperamos contar con su presencia en futuros eventos organizados por la Red de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad.

 

Saludos cordiales,” 

 

[image: Isabel Alfaro]

Se adjunta presentación de Power Point 



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO IX

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Situación de Discapacidad en la sesión virtual celebrada el pasado martes 07 de julio de 2020, artículo XVI, dispuso: “SE ACUERDA: 1°. Se toma nota. 2°. A fin de cumplir con lo dispuesto en el artículo 68 del CAPÍTULO VIII, ACCESO A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11 DE LA LEY N.º 7600, que indica: “Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa.”, se acuerda solicitar a las diferentes jerarquías institucionales involucradas un informe sobre las acciones realizadas sobre la temática a efecto de elaborar un informe unificado y trasladarlo en forma coordinada con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Comisión de Acceso a la Justicia y Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales. 3°. Solicitar apoyo en la operativización de las responsabilidades del Poder Judicial en el nuevo capítulo de Acceso a la Justicia de la Ley 7.600, y la logística de construcción del informe a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y Oficina de

Cooperación y Relaciones Internacionales. 4°. Solicitar al CONAPDIS la asistencia técnica para el cumplimiento idóneo de la nueva normativa.”



El Informe se elaboró con la participación de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad con el objetivo de enviarlo puntualmente a la Asamblea Legislativa, tomando como insumos los informes solicitados a diferentes instancias institucionales, de CONAPDIS, Universidades, Colegio de Abogados y Abogadas, entre otros.

Su contenido literal es el siguiente:

San José, 3 de agosto de 2020

Oficio N° DVV-S1-0102-2020

Señoras y Señores

Comisión de Discapacidad y Adultez Mayor

Asamblea Legislativa

Asunto: Informe de Seguimiento 2020 sobre acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”

Estimados Señores y Señoras:

Tenemos el honor de dirigirnos a ustedes en nuestra condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, con ocasión de rendir dentro del plazo legal, el Informe 2020 sobre Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.



El numeral 68 de dicha normativa señala:



“Seguimiento. Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa.”



El informe incorpora en su primera parte una contextualización de datos acerca de los antecedentes de constitución, integración, funciones desarrolladas, periodicidad de sesiones y actas mensuales de 2019 y 2020 con acuerdos incluidos de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



Con mayor detalle se exponen las acciones institucionales desarrolladas para el acceso a la justicia de la población en situación de discapacidad por parte de la Subcomisión, la coordinación de acciones ejecutadas con otras oficinas institucionales en materia de Discapacidad con ocasión de la implementación de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de esta población y la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial aprobada por Corte Plena en la sesión Nº 14-08 del 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, entre ellos, la Fiscalía General, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Judicatura, Comisiones Jurisdiccionales, Contraloría de Servicios, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, entre otras.



Además, se informa sobre la articulación de acciones desplegadas con otras instituciones sobre la temática, entre ellas, la Contraloría General de la República, Patronato Nacional de la Infancia, el Colegio de Abogados y Abogadas, universidades, entre otros. Finalmente, se incorpora la evidencia de seguimiento de todos los datos suministrados. 





Informe de Seguimiento 2020

Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”





Para el Poder Judicial la atención a las personas en situación de discapacidad conforme a los derechos que regula la normativa nacional e internacional siempre ha sido una prioridad. Corte Plena, jerarquía máxima institucional, aprobó la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial en la sesión Nº 14-08 del 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, y en la actualidad el tema de acceso a la justicia es parte de los ejes transversales y temas estratégicos del Plan Estratégico Institucional 2019-2024 del Poder Judicial.





I PARTE. Constitución y cumplimiento de funciones conforme al Plan de Trabajo Anual de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 



1. Antecedentes

En el acuerdo de Corte Plena tomado en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, se dispuso la creación de la Comisión de Accesibilidad para la atención de las personas con discapacidad y se aprobó la Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial, en cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7.600 de 1996, la Directriz 27-2001, emitida por la Presidencia de la República y el Ministerio de la Presidencia que promovió la creación de comisiones institucionales en materia de discapacidad en todas las instituciones públicas, y la normativa internacional que regula los derechos de dicha población. 

 

En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, Artículo XXVIII, se acordó que la Comisión de Accesibilidad se convirtiera en la Comisión de Acceso a la Justicia, la cual funciona con órgano rector de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia[footnoteRef:2] a cargo de las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. Con ocasión de ese cambio, los asuntos vinculados con la población con discapacidad pasaron a conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, bajo la rectoría de la Comisión de Acceso a la Justicia.   [2:  Actualmente el Poder Judicial cuenta con Subcomisiones para el acceso a la justicia de Discapacidad, Personas Adultas Mayores, Afrodescendientes, Indígenas, LGTBIQ, Niñez y Adolescencia y Penal Juvenil, Personas Privadas de Libertad. ] 


 

En la sesión de Corte Plena N° 57-2014 del 8 de diciembre de 2014, Artículo XIX, se aprobaron las acciones recomendadas para cumplir con el Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial N° 512-44-AEE-2014 de 21 de mayo de 2014, teniéndose a la Subcomisión como “activa”. 

  

En el año 2013 se aprobó la Ley de Creación de las Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD) que es la N° 9171 -vigente- la cual dispone:



“todos los ministerios y órganos desconcentrados adscritos a ellos deberán constituir una comisión institucional sobre accesibilidad y discapacidad (CIAD), cuyos miembros serán nombrados por la máxima autoridad institucional, procurando una representación amplia de la estructura institucional. Las instituciones autónomas y semiautónomas y las empresas públicas constituidas como sociedades anónimas podrán constituir una CIAD al amparo de esta ley.”  



La normativa en referencia no está dirigida a los supremos poderes. No obstante, para el momento de su entrada en vigor ya el Poder Judicial contaba con la Comisión de Accesibilidad, que luego se transformó en la Comisión de Acceso a la Justicia, y con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. Además, ya había sido aprobada por Corte Plena en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, la Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



2. Coordinación



Por disposición de Corte Plena, el Magistrado Jorge Olaso Álvarez y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez están a cargo de la Coordinación de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, respetivamente. Además, se cuenta con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia a cargo de la máster Melissa Benavides Víquez.



3. Integración



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad está integrada por personas representantes de las principales oficinas institucionales, de otras instituciones tales como el Consejo Nacional de Discapacidad, la Defensoría de los Habitantes de la República, entre otros, y en cumplimiento de las Políticas de Participación Ciudadana y de Gobierno Abierto del Poder Judicial, cuenta con representantes de la sociedad civil. 

Las y los integrantes son:



		



		Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia  



		Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  



		Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 

Suplente: Angie Calderón Chaves 



		Sra. Mayela Pérez, Ministerio Público 



		Sra. Beiy Hiu Li Villalobos, Defensa Pública 

Suplente: Gabriela Abarca 



		Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Dirección Ejecutiva  

Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina 



		Sr. Dixon Li Morales, Dirección de Planificación 



		Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional  



		Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez, representante sociedad civil 



		Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura de Niñez y Adolescencia 



		Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad 

Suplente: Sr. Alex Guevara, Suplente 



		Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS 



		Sra. Mayela Pérez Delgado, Ministerio Público 

Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes 



		Sr. Orlando Castrillo, Dirección de Tecnología de la Información 



		Sr. Franz Vega Zúñiga, Departamento Médico Legal 

Suplente: Sr. Edgar Madrigal Ramírez 



		Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes de la República 



		Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial 



		Sra. María Lourdes Acuña Aguilar, Escuela Judicial 

Suplente: Sra. Ana Barboza 



		Sra. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional





 



4. Funciones



Las funciones que desarrolla la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad están asociadas al cumplimiento de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, aprobada por Corte Plena en la sesión Nº 14-08 de la Corte Plena, celebrada el 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las personas con discapacidad, en especial, la Ley 9171 y la Ley 9714 que incorpora un Capítulo sobre Acceso a la Justicia a la Ley 7.600, entre ellas:



a. Velar para que en el Poder Judicial se incluyan en sus reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, proyectos y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad para las personas con discapacidad, en cualquier región del país. Al efecto, el Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial 2019/2024 incluye como un área estratégica el Acceso a la Justicia dentro del que está inmerso el acceso a la justicia de personas con discapacidad, de manera tal que todos los Proyectos institucionales están alineados a la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.



b. Coordinar la formulación, ejecución y evaluación de las políticas institucionales, en el marco de la Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, la Política Nacional de Discapacidad y el Plan de Acción en lo applicable, así como la normativa nacional e internacional que regula los derechos de la población en situación de discapacidad. Desde el año 2019 se están realizando acciones coordinadas con CONAPDIS como ente rector de discapacidad, MIDEPLAN y la Dirección de Planificación del Poder Judicial para la actualización de la Política Institucional con el objetivo de alinearla en lo posible a la Política Nacional de Discapacidad y su Plan de Acción, en especial, la normativa nacional e internacional y las nuevas funciones que regula la Ley 9714.



c. Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y evaluación del plan y presupuesto institucional de equiparación de oportunidades con las diferentes instancias institucionales, fundamentadas en la normativa vigente sobre discapacidad. Estas actividades se están ejecutando en Coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia y la Comisión Institucional de Empleabilidad en el marco del Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial para la equiparación de oportunidades con las diferentes instancias institucionales, fundamentadas en la normativa vigente sobre discapacidad.



d. Propiciar la participación de las personas con discapacidad y de las organizaciones que las representan en la formulación de las políticas institucionales, así como en el diseño, la ejecución y la evaluación del plan institucional de equiparación de oportunidades. El diseño de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de Empleabidad se constituyó con la Participación de personas con discapacidad y así se ha venido ejecutando, incorporando en ese proceso tanto personas con discapacidad servidoras Judiciales como usuarias. En Cumplimiento de la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad está integrada por personas con discapacidad y representantes de organizaciones de éstas.



e. Coordinar, con las instancias correspondientes, la incorporación de la perspectiva de discapacidad y equiparación de oportunidades en los contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de información institucionales. La perspectiva de discapacidad y de equiparación de oportunidades es parte del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, de manera tal que las instancias institucionales necesariamente deben ejecutar sus Proyectos estratégicos basados en este enfoque. De ahí, tanto los contenidos de Capacitación que se ejecuta en forma coordinada con la Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana y demás Unidades de Capacitación del OIJ, Defensa Pública y Ministerio Público; la divulgación que se realiza de manera articulada con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional; y los sistemas de información institucionales que se coordinan con la Dirección de Tecnología de la Información, se ejecutan conforme a la perspectiva de discapacidad y de equiparación de oportunidades. Recientemente esto último se ha ejecutado en forma coordinada y con la asesoría de CONAPDIS en relación con la página web del Poder Judicial y otras páginas institucionales, entre otros sistemas tecnológicos.



f. Organizar y promover la provisión de servicios de apoyo y ayudas técnicas que requieren las personas servidoras judiciales y usuarias en situación de discapacidad. Para tal efecto se incluye esa información en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia que a la vez incorpora la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en uno de sus apartados. En forma coordinada con la Dirección Ejecutiva se ha organizado y promovido la provision de Servicios de Apoyo y ayudas técnicas requeridas por las personas servidoras Judiciales y las usuarias que presenten alguna discapacidad. Al respecto se ha solicitado a la Comisión de Acceso a la Justicia publicar en la página web en la parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, tanto las ayudas técnicas como los Servicios de Apoyo.



g. Establecer vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD. Se han mantenido vínculos de Cooperación con las personas integrantes de otras CIAD con el objetivo de conocer e implementar en lo possible, las buenas prácticas desarrolladas por éstas y compartir las institucionales con el objetivo de mejorar el Servicio de administración de justicia de las personas en situación de discapacidad.



La evidencia de los productos desarrollados en el ejercicio de las funciones citadas se encuentra en los acuerdos de las actas de las sesiones mensuales que realiza la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y las sesiones extraordinarias que en ocasiones se ejecutan. 

Importante indicar que siempre se ha gestionado para que la Subcomisión esté integrada por una persona representante de CONAPDIS lo cual ha implicado una importante oportunidad de mejora en las diferentes propuestas que se desarrollan y ejecutan.



5. Sesiones ordinarias y extraordinarias



Las sesiones ordinarias se realizan mensualmente en cumplimiento del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. También se realizan sesiones extraordinarias cada vez que es necesario, de manera presencial o virtual. A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de Microsoft Teams. 



6. Actas de sesiones mensuales 2019 y primer semestre de 2020

 

Se adjuntan como evidencia las actas de las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 2019 y 2020:

 

 

		

		2019

		 

		 



		Acta 1-2019 



 

		

 

		Acta 2-2019 





 



		Acta 3-2019 
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		Acta 11-19 
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		Acta 3-2020 



		

		Acta 4-2020 
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		Acta 6-2020 







 

 







II PARTE. Acciones institucionales sobre Acceso a la Justicia





1. Acciones concretas del trabajo desarrollado en el Poder Judicial de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en situación de Discapacidad. 



Las acciones por seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además, las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidores judiciales en relación con sus funciones. 



Se detallan algunas líneas generales de acción, según el ámbito institucional:



		a. En el Ámbito Administrativo



· Se impulsa el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes, para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas usuarias con discapacidad, sin discriminación.



· Se mantiene vigente un plan de eliminación de barreras arquitectónicas, en cumplimiento de la Ley 7600, de manera que todos los inmuebles propiedad del Poder Judicial, o los que sean alquilados cuenten con la accesibilidad idónea para asegurar el acceso arquitectónico. Lo mismo aplica para todos los bienes muebles, para la atención del público y/o personas usuarias, y para el mismo personal de la institución, de manera que los mismos sean accesibles. Espacios que además deben contar con la señalización universal exigida por ley. 



· Debe en todo momento garantizarse la atención en espacios cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades. 



· Desde la Dirección de Gestión Humana, debe en todo momento garantizarse que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de las y los aspirantes con alguna discapacidad, y que se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos. 



· Formación de personal judicial en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público. 



· Se elaboran planes de capacitación permanentes y sostenibles que incluyen la perspectiva de discapacidad, dirigidos para todo el personal judicial. 



· En relación con el tema de la información y la comunicación, se realizan importantes esfuerzos y coordinaciones con los diferentes departamentos de prensa y comunicación organizacional, mediante la divulgación de importantes campañas de información y sensibilización dirigidos al personal judicial con una perspectiva de derechos humanos.



· Se confeccionan protocolos, guías y directrices que permiten día con día mejorar la atención de las personas usuarias con alguna situación de discapacidad.







		

b. Ámbito Jurisdiccional



· Se emiten lineamientos que instruyen a las y los jueces para que apliquen prioritariamente las normas internacionales de protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 



· Las personas juzgadoras deben de abstenerse de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o ideológico que configuren prejuicios o produzcan efectos discriminatorios en contra de las personas en situación de discapacidad.



· En las resoluciones judiciales las juezas y los jueces deben redactar las resoluciones judiciales con un uso de lenguaje claro, inclusivo y respetuoso de las personas con discapacidad. 



· Se recopila y se socializa para estudio y aplicación información jurisprudencial en donde figuren personas con alguna condición de discapacidad.







		

c. Ámbito Auxiliar de la Justicia



· Se promueve el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad en los procesos judiciales. 



· Se cuenta con personal especializado en materia de discapacidad, para la realización de peritajes, evaluaciones médicas y psicológicas. 



· Se garantiza desde la Defensa Pública los servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a las personas con discapacidad usuarios de estos. 



· Se incorpora transversalmente la perspectiva de discapacidad en los servicios que brindan todas las instancias del ámbito auxiliar de la justicia. 



·  Se brinda atención prioritaria y garantiza un trámite preferente a todas las personas con discapacidad. 











2. Logros institucionales realizados bajo la coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en situación de Discapacidad. 



A continuación, se detallarán los logros de la Subcomisión para el acceso a la justicia de Personas en situación de discapacidad:

 

i. Se gestionó ante la Comisión de Acceso a la Justicia actualizar la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial aprobada por Corte Plena en sesión N° 14-08 de 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, siguiendo la metodología de MIDEPLAN. Lo anterior, para que se adaptara a la Política Nacional de Discapacidad y a la nueva normativa y lineamientos institucionales vinculados. La propuesta fue aprobada por la Comisión de Acceso a la Justicia y ya se realizó un primer Taller coordinado con la Dirección de Planificación para tal efecto. Además, se solicitó a CONAPDIS colaboración mediante asesoría para la actualización de la Política y su alineamiento a la Política Nacional de Discapacidad. Concretamente, se solicitó a CONAPDIS: 

a. Brindar su acompañamiento y asesoría especializada para que las acciones del Poder Judicial vinculadas con la inclusión idónea de los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad para las personas con discapacidad en los reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, proyectos y servicios que se dan en cualquier región y comunidad del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial país; 

b. Poder contar con su acompañamiento y asesoría especializada en el proceso que estamos realizando a fin de que las acciones del Poder Judicial relacionadas con la formulación, ejecución y evaluación de la política institucional y su actualización, se enmarque en la Política Nacional de Discapacidad; 

c. Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y evaluación del plan y presupuesto institucional para la equiparación de oportunidades de la población con discapacidad; 

d. Colaborar con su experiencia en la asesoría sobre las acciones que realiza la Institución a fin de propiciar la participación de las personas con discapacidad en la formulación de la actualización de la política institucional, su diseño, ejecución y la evaluación, para incorporar la equiparación de oportunidades, lo anterior, incluyendo los contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de información institucionales; 

e. Remitir información que pueda ser socializada con las personas servidoras judiciales vinculada con los servicios de apoyo y ayudas técnicas que ofrece la Institución a su cargo y que pueden ser de utilidad para personas funcionarias, usuarias y beneficiarias que presentan alguna discapacidad;

f. Informar sobre los vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD a efecto de maximizar el aprovechamiento de los recursos y compartir las buenas prácticas que se han desarrollado. 

 

ii. Se realizaron comunicados a CONAPDIS a fin de coordinar acciones para implementar la Ley N° 9714 que es Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título II de la Ley N° 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, necesarias para promover que las instancias de administración de justicia cuenten con la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas requeridas para la atención de las personas con discapacidad de manera idónea. Además de comunicar la disposición institucional para integrar el equipo a cargo de brindar asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de los dispuesto en la Ley, integrado por las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), a fin de poder planificar las acciones que sean necesarias para informar los logros y avances de manera oportuna a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, tal y como lo dispone la Ley 9714. 

 

iii. Con el objetivo de dar la trazabilidad debida a los informes a los que hace referencia el artículo 3 de la Ley N° 9171 de Creación de las Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad, se le solicitó a CONAPDIS informe de seguimiento que se ha dado a los informes que ha presentado el Poder Judicial en cumplimiento de dicha norma y reenvío de estos, con el objetivo de buscar oportunidades que coadyuven en la mejora continua de la gestión.  

 

iv. Se realizaron acciones de coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información para que en la construcción del nuevo sistema informático se incorpore la perspectiva de la población en situación de discapacidad. Para tal efecto se informó sobre los nombres de algunas de las personas servidoras judiciales con discapacidad para que coadyuven directamente con sugerencias, así como las personas usuarias con discapacidad o representantes de organizaciones de éstas aprovechando para ello la actividad de celebración del Día Internacional de las Personas con Discapacidad; y los insumos con que cuente la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial. 



v. La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia participó activamente en las sesiones de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, de la cual forma parte, para la implementación de la Ley de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. Dicha Comisión informa que se obtuvieron los siguientes logros: Concursos de personas con discapacidad conforme a la Ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral: 



a. 1 persona con discapacidad nombrada en un puesto de juez/jueza civil 

b. 2 puestos para juez/jueza de Familia en proceso de nombramiento 

c. Otros puestos del ámbito administrativo: se evaluación de 209 personas que a partir del 28/10/19 iniciaron las primeras evaluaciones a 30 personas con discapacidad visual y se continúa con las demás para concluir los concursos especializados activos. 

 

vi. Se coordinaron acciones para la ejecución de actividades de capacitación que contribuyan con el cumplimiento de las metas del PAO 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia en lo relacionado con las personas en situación de discapacidad. Se logró la conclusión de un Curso Virtual con la Dirección de Gestión Humana, así como la coordinación con dicha Dirección, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, y Organismo de Investigación Judicial para incorporar los derechos de la población con discapacidad en sus capacitaciones, incluyendo la Ley de Promoción de Autonomía de las Personas con Discapacidad. 

 

vii. Se realizaron coordinaciones con la Dirección de Gestión Humana para la realización de un Diagnóstico que ejecutó la Unidad de Capacitación de dicha Dirección acerca del estado en que se encuentra la Institución vinculado con el servicio que se ofrece a las personas que requieren LESCO y las personas capacitadas que lo ofrezcan. Lo anterior, en cumplimiento de la normativa que regula tal derecho y los lineamientos institucionales, así como la jurisprudencia de la Sala Constitucional atinente a las exigencias para que la Institución esté preparada para ofrecer ese servicio de manera idónea. Con ocasión de lo anterior, se amplió la cobertura de las personas capacitadas en LESCO, se recibieron propuestas de buenas prácticas y se hicieron sugerencias a la Dirección de Tecnología de la Información para que se automatice ese servicio en la medida de lo posible. 



viii. Se remitió propuesta a la Comisión de Acceso a la Justicia para que se actualice la página de la Comisión en la parte relacionada con la Subcomisión de Acceso a la Justicia. Además, en coordinación con CONAPDIS se remitió a la Comisión de Acceso a la Justicia el modelo universal de accesibilidad para personas con discapacidad para que se incorpore en todas las páginas de la Institución, no solo en la de la Subcomisión y la Comisión. La propuesta fue aprobada por la Comisión de Acceso a la Justicia. 

 

ix. En la actualización de las Reglas de Brasilia mediante Circular 173-2019 de Corte Plena, se logró la inclusión de las personas en situación de discapacidad permanente y también las temporales, como beneficiarias de tales reglas. Lo anterior, con el objetivo de que la Institución tenga como uno de los lineamientos de la jerarquía máxima, establecer las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, incluyendo Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural. Lo anterior incluye también promover la inclusión laboral de las personas con discapacidad. 

 

x. Circulares:



xi. Se logró la aprobación de la Circular 202-2019, propuesta por la Subcomisión de Acceso a la Justicia, denominada “Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad”, mediante acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 96-19 celebrada el 05 de noviembre de 2019, artículo LIX. Se reiteró a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661 Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento. El objetivo es cumplir con el artículo 6 conforme al cual, cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema; y el 8, conforme al cual, deben adoptar medidas efectivas y pertinentes para: a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas; b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida; c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad. Las medidas a este fin incluyen: a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a: i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad; ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad; iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral; b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;  c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención; d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas (Ley 8661). Conforme a lo anterior, en la Circular se destacó que es importante el uso de términos correctos ya que estos le dan valor a las personas a las cuales nos referimos, con el lenguaje excluimos o discriminamos, ya que antes que determinada situación o característica más de las que tenemos, somos personas con la misma dignidad inherente. Esta Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial sería la razón por la que nunca se refiera a la persona en situación de discapacidad como:  



➢ Discapacitado, este término sugiere que la discapacidad es parte de su definición como ser humano y no lo es. - Los eufemismos, como “sordito”, “cieguito”, “Manuelito/a, que tiene discapacidad”, hay que evitarlo ya que esto trae un mensaje subliminal de infancia permanente y no de acceso a la responsabilidad ciudadana;  



➢ Enfermo; la discapacidad no es una enfermedad, es una situación que puede desaparecer si eliminamos las barreras del entorno. Por ejemplo: las personas ciegas, sordas, usuarias de sillas de ruedas están en su mayoría perfectamente sanas y su “discapacidad” solo surge cuando no hay lectores de pantallas, braille, sitios web accesibles, intérpretes de lengua de señas, programas de televisión o vídeos con subtítulos, que les aseguren su inclusión plena en igualdad de oportunidades. 



➢ Normal vs. Anormal: este concepto de normalidad actualmente ha sido muy cuestionado. Ante dicha reflexión sobre bajo qué criterios se define lo normal de lo que no lo es y profundizamos en los detalles, no existe nadie plenamente “normal”. Para tal efecto, se adjuntó la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS) 



➢ Personas con capacidades diferentes, personas con capacidades especiales, personas con necesidades especiales: Además de tratarse de eufemismos, desde el principio de igualdad propio a las personas humanas, no existen las capacidades diferentes o necesidades especiales. Todos y todas tenemos las mismas capacidades (potenciales, reales, en desarrollo) y necesidades (amar y ser amados, comer, vestirse, tener salud, sobrevivir). Todos y todas compartimos la misma esencia humana en igualdad. Lo que nos diferencia no tiene que ver con nuestras capacidades o necesidades esenciales y cuando no existen barreras en el entorno, se pueden manifestar y satisfacerse en igualdad. Se brindó un resumen para que sirva de guía como uso correcto de términos, tomado de la “Guía de lenguaje Inclusivo” emitido por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad.  (CONAPDIS) 



Forma incorrecta: Forma correcta: Discapacitado Enfermito Persona con problemas  Su nombre Persona en situación de discapacidad Persona con discapacidad Relegado a una silla de ruedas Paralítico Su nombre Persona en situación de discapacidad física o movilidad reducida Invidente Cieguito El cieguito Su nombre Persona ciega Persona en situación de discapacidad sensorial  Sordomudo El mudo Su nombre Persona en situación de discapacidad sensorial Retrasado mental El mongolo, mongolito Su nombre Persona con síndrome de Down Persona en situación de discapacidad intelectual Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS) 

 

xii. Se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana para que en la implementación del Reglamento de Evaluación de Desempeño aprobado por Corte Plena se incluyan indicadores vinculados con la atención de las poblaciones en situación de discapacidad. 

 

xiii. Se remitió solicitud a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Escuela Judicial de temas para desarrollar en las capacitaciones de 2020. 

 

xiv. Se solicitó al Consejo Superior disponer la asignación de parqueos a personas usuarias internas y externas del Poder Judicial, siguiendo los parámetros actualizados de la Ley 7.600 y disposiciones del CONAPDIS, para lo cual se contó con la asesoría de las personas representante de este ante la Subcomisión. 

 

xv. La Coordinadora de la Subcomisión asistió a todas las sesiones de la Subcomisión a las que fue convocada por la Comisión de Acceso a la Justicia. 

 

xvi. Se contribuyó desde la Subcomisión con propuestas a la Comisión de Acceso a la Justicia para la construcción del PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

 

xvii. La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez participó activamente en las sesiones de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, de la cual forma parte, para la implementación de la Ley de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. Como parte de los logros alcanzados por esta Comisión se pueden detallar los siguientes: 



· Concursos de personas con discapacidad conforme lo establece la Ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral:



· 1 persona con discapacidad nombrada en un puesto de juez/jueza civil.

· 2 puestos para juez/jueza de Familia en proceso de nombramiento.

· Otros puestos del ámbito administrativo: se encuentran en proceso de evaluación un total de 209 personas que a partir del 28/10/19 iniciaron las primeras evaluaciones, con un primer grupo de 30 personas con discapacidad visual y se está continuando con las demás para concluir el primer concurso especializado.

· Se insta a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión de Empleabilidad para que se divulguen con una gran amplitud los concursos especializados que se realicen en cumplimiento de la Ley de Empleabilidad No. 8662, especialmente en las poblaciones con discapacidad



xviii. En coordinación con la Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana se establecieron coordinaciones para la realización de un Diagnóstico acerca del estado en que se encuentra la institución vinculado con el servicio que se ofrece a las personas que requieren el servicio de interpretación en LESCO y las personas capacitadas que lo ofrezcan. Lo anterior, en cumplimiento de la normativa que regula tal derecho y los lineamientos institucionales, así como la jurisprudencia de la Sala Constitucional atinente a las exigencias para que la institución esté preparada para ofrecer ese servicio de manera idónea. Con ocasión de lo anterior, se amplió la cobertura de las personas capacitadas en LESCO, se recibieron propuestas de buenas prácticas y se hicieron sugerencias a la Dirección de Tecnología de la Información para que se automatice ese servicio en la medida de lo posible.





xix. En la Circular No. 19-2020 se reiteró la cual Circular No. 67-09 sobre la “Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad”, en la cual se indica que: “…debe incluirse la jurisdicción constitucional como una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad…”.





xx. Se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana para que en la implementación del Reglamento de Evaluación de Desempeño aprobado por Corte Plena se incluyan indicadores vinculados con la atención de las poblaciones en situación de discapacidad. En este mismo sentido la Unidad de Acceso a la Justicia, se encuentra estableciendo las coordinaciones necesarias con la Dirección de Tecnologías de la Información y la Dirección de Planificación para establecer indicadores que permitan conocer cuál es la población con discapacidad a nivel nacional que demanda los servicios del Poder Judicial y en qué tipo de procesos judiciales, con una serie de variables desagregadas que permitan conocer mejor la población con discapacidad y en donde existe mayor concurrencia a efectos de establecer mejores acciones para garantizarles el mejor servicio posible en estrados judiciales. 



xxi. Se han venido realizando gestiones ante el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a efectos de disponer la asignación de parqueos para personas usuarias internas y externas del Poder Judicial, siguiendo los parámetros actualizados de la Ley 7.600 y disposiciones del CONAPDIS, para lo cual se ha contado con la asesoría de las personas representante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia y del propio CONAPDIS, para cumplir con esta medida que establece la Ley. 



xxii. En coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, principalmente; pero también en coordinación con los diferentes departamento de Prensa del Ministerio Público y del Organismo de Investigación Judicial, se establecen importantes estrategias de información, comunicación y sensibilización respecto los servicios, programas y proyectos que se han construido para garantizar un acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, así como la necesidad de brindarles una atención ágil, oportuna e integral, considerando sus necesidades particulares. 



xxiii. Un compromiso y avance muy importante es la realización de visitas o audiencias in situ para todas aquellas personas en condición de discapacidad que definitivamente no tienen los medios y los recursos económicos para desplazarse a estrados judiciales para la realización de las diligencias. De manera que el personal de las distancias instancias judiciales con el compromiso que los caracteriza se desplazan hasta donde estas personas se encuentran para hacer efectivo sus derechos. 



xxiv. Con la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación de instancias como el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública se establecen anualmente importantes programas de capacitación y formación continua dirigidos para las y los operadores del sistema judicial, de manera que cuenten con los conocimientos y las herramientas necesarias para la labor que realizan día con día. En todos estos procesos de capacitación y formación se contempla el estudio de toda la normativa nacional e internacional a favor de las personas con discapacidad, y por supuesto que todo con un enfoque de derechos humanos y universalización. 



xxv. Se trabaja arduamente con la colaboración de instancias como la Dirección Ejecutiva, e Departamento de Servicios Generales, el Departamento de Salud Ocupacional, Departamento de Proveeduría, entre otros, para que la infraestructura de todos y cada uno de los edificios del Poder Judicial, cuenta con la Señalización Universalización que nos exige la normativa. De manera que se garantiza que las personas usuarias con discapacidad que se acercan a las oficinas judiciales no encuentren barreras arquitectónicas o del entorno que impida la realización de sus diligencias. Además de contar con las ayudas técnicas necesarias para que apoyen al momento de hacer sus diligencias. 



xxvi. Desde el 2006 el Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, han venido realizando esfuerzos a fin de capacitar a la población judicial en el Lenguaje de Señas Costarricense LESCO, con el objetivo de solventar la necesidad institucional de contar con recurso humano calificado, el cual permita garantizar un servicio público de calidad y acceso igualitario a la justicia para todas las personas. Atención primaria e informativa de las personas usuarias de los servicios judiciales, con discapacidad auditiva. Estas acciones son permanentes y sostenibles. 



xxvii. Instalación en todos los circuitos judiciales del país del programa informático JAWS que convierte texto en audio y facilita así el acceso a la información de las personas con discapacidad visual. Por medio de la Contraloría de Servicios y de la Dirección de Tecnologías de la Información se ejecuta una labor de vigilancia en relación con el funcionamiento del software JAWS, instalado en las oficinas judiciales. 



xxviii. Se realizó la compra de un Plotter, destacado en el Departamento de Artes Gráficas del Poder Judicial, para la impresión de documentos judiciales en braille. (En sesión No. 111-10 del 21 de diciembre del 2010, artículo VI, por mayoría y en atención de las necesidades especiales de las personas usuarias, que algunas veces requieren de una inversión alta, justificada en la garantía de acceso de la justicia y a la información oportuna, se autorizó la compra del plotter para instalar en el Departamento de Artes Gráficas, cuyo presupuesto se tomó del que se tiene establecido para la adquisición de licencias de software, cuyo monto es alto y suficiente).



xxix. Por medio de la Dirección Ejecutiva se establecen los parámetros y lineamientos para los procesos de contratación de intérpretes en el Poder Judicial, de manera que sean procesos de contratación ágiles acordes a las necesidades de las personas usuarias.



xxx. Elaboración material informativo y de documentos de trabajo como por ejemplo las "Directrices para reducir la revictimización de niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad en procesos judiciales" y las Directrices para reducir la revictimización de personas adultas en condición de discapacidad en procesos judiciales".



xxxi. Con motivo a la aprobación de la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, se encuentra en proceso de coordinación y diseño un curso bimodal (presencial y virtual).



xxxii. Se promueva con bastante frecuencia en la institución y con un alto sentido de labor social la realización de Ferias de Personas Artesanas con Discapacidad y otras organizaciones representativas de esta población.



xxxiii. Con la colaboración de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial se ha implementado una Encuesta anual en aras de conocer sobre la Satisfacción del Servicio hacia las personas usuarias, además del interés de conocer si las personas usuarias que demandan los servicios del Poder Judicial tienen conocimiento sobre la disponibilidad de recursos y ayudas técnicas existentes para la población en situación en de discapacidad. 



xxxiv. Divulgación de importantes campañas vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad y de efemérides propias de esa población.



xxxv. Tiene la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad, la disponibilidad para atender consultas de personas usuarias externas e internas, sobre situaciones propias y particulares que viven al demandar los servicios judiciales. De manera es una instancia que brinda apoyo mediante observaciones o criterios técnicos, dada la especialidad de las personas que la integran; pero que no son vinculantes para efecto de tomar una decisión final; ya que esta responsabilidad recae en los órganos competentes como lo son Consejo Superior y Corte Plena. Es a su vez un medio que canaliza la información con las instancias judiciales pertinentes, para que se dé una pronta solución a las personas usuarias. 



xxxvi. Actualmente debido a la situación de emergencia que vive el país, producto de la pandemia por CONVID-19, se ha socializado y puesto en conocimiento del Consejo Superior y de la Comisión de Emergencias del Poder Judicial la información dictada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, denominada “Pandemia y derechos humanos de las Américas”, para la atención de personas con discapacidad”, y toda la demás información relacionada al respecto, como la remitida por el CONAPDIS también “Medidas adicionales de protección para las personas con discapacidad en atención a la declaratoria de Emergencia Nacional en Costa Rica por el COVID-19”;  a efectos de tomar en consideración las medidas de higiene y seguridad en beneficio de las personas usuarias en situación de discapacidad que se acercan al aparato judicial. 



xxxvii. Se ha solicitado la colaboración a la Dirección de Gestión Humana para que se valore contar con una base de datos confidencial que nos permita conocer la población con discapacidad que labora en el Poder Judicial, el lugar específico donde labora, el puesto, su edad, sexo, tipo de discapacidad, etc. Todo loa anterior, manteniendo la confidencialidad de la información y para uso estrictamente interno de la institución para la toma de acciones y decisiones. Este es un aspecto que se recientemente se solicitó y se está valorando. 



xxxviii. Tiene esta subcomisión la responsabilidad de construir múltiples informes tanto a nivel nacional como internacional, para dar a conocer el trabajo que se despliega en el Poder Judicial de Costa Rica en favor de las personas en situación de discapacidad. 



xxxix. Coordinaciones internas con las Unidades de Capacitación para abordar el tema de “Salvaguardias” en procesos de capacitación, a la luz de Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, particularmente con el personal del Departamento de Medicina Legal y el Departamento de Trabajo Social y Psicología. Al respecto se está solicitando la colaboración al CONAPDIS, como ente rector y especializado en la materia. 



xl. Se trabaja de manera constante en la identificación de factores que obstaculizan las posibilidades de acceso a la justicia de las personas en situación de discapacidad, sean estas personas usuarias externas y personal judicial. 



xli. Construcción conjunta con las y los integrantes de la Subcomisión de Personas en Situación de Discapacidad, y con las demás personas integrantes de las distintas Subcomisiones de Acceso a la Justicia de un Plan de Acción, con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de un enfoque de género y de la discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos. 



xlii. Se establecen las coordinaciones para lograr una participación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo y personas de la sociedad civil con discapacidad, para que colaboren y nos retroalimente con sus conocimientos y experiencias de vida en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas institucionales vigentes.



xliii. Se establecen múltiples acciones de sensibilización dirigidas a la población judicial, a través de campañas de educación e información encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras actitudes que atentan contra el derecho de las personas a ser iguales, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia con las personas con discapacidad.





3. Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia de Discapacidad dentro del Poder Judicial.



Con relación al trabajo coordinado entre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia con otras instituciones, se informa que se han realizado sesiones de trabajo con el CONAPDIS, el Colegio de Abogado y Abogadas, entre otros; además de establecer contacto con Universidades estatales y públicas que ofrecen servicios de asesoría a las personas en situación de discapacidad.



Se remitió consulta sobre las acciones desarrolladas obteniéndose respuesta de las siguientes:



· Informe CSJ-681-2020 de la Contraloría General de Servicios del Poder Judicial

· Informe del Departamento de Prensa y Comunicación del Poder Judicial 

· Informe 601-DG-2020 del 30 de julio suscrito por el Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial

· Informe UCS-187-MP-2020 del 28 de julio suscrito por la Fiscala Adjunta de la Unidad de capacitación Mayra Campos Zúñiga

· Informe JEFDP-920-2020 de la Defensa Pública

· Informe 73-CJC-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Civil

· Informe PS1-56-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Agraria.

· Informe de la Comisión de la Jurisdicción Penal

· Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia de Discapacidad fuera del Poder Judicial.



Con relación al trabajo que otras instituciones realizan en materia de discapacidad, por medio de la Subcomisión para el acceso a la justicia de personas en situación de discapacidad y de la Unidad de Acceso a la Justicia, se solicitó información por medio de correo electrónico, teniendo las siguientes respuestas:



· Informe DGA-UGPH-0274 de la Contraloría General de la República



· Informe PANI-PE-of-2091- 2020 del Patronato Nacional de la Infancia



· Universidad Latina de Costa Rica



· El Colegio de Abogados y Abogadas se comprometió a constituir una Comisión de Discapacidad para atender los asuntos propios de esta población







III PARTE: Anexos





		

i. Informe DGA-UGPH-0274(11810)-2020 de la Contraloría General de Servicios del Poder Judicial



		



		ii. Informe DPCO-113-200 Departamento de Prensa y Comunicación del Poder Judicial



		



		iii. Informe 601-DG-2020 del 30 de julio suscrito por el Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial



		



		iv. Informe UCS-187-MP-2020 del 28 de julio suscrito por la Fiscala Adjunta de la Unidad de capacitación Mayra Campos Zúñiga



		



		v. Informe CSJ-681-2020 de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial



		



		

vi. Informe del Patronato Nacional de la Infancia



		



		vii. Informe 73-CJC-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Civil 

		



		viii. [bookmark: _MON_1657975471]Informe PS1-56-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Agraria.

		



		Instituciones externas

		



		

i. Informe del Patronato Nacional de la Infancia



		



		ii. [bookmark: _MON_1657975773]Universidad Latina de Costa Rica

		



		iii. Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, aprobada por Corte Plena en la sesión Nº 14-08 de la Corte Plena, celebrada el 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII.



		



		iv. Dirección Nacional de Seguridad Social 

		



		v. [bookmark: _MON_1648291931]CIRCULARES

		[bookmark: _MON_1648292391]



		vi. ENCUESTA

		



		vii. PRESENTACIÓN CONAPDIS

		











De esta manera se rinde el Informe de Seguimiento 2020 sobre las principales acciones desarrolladas por el Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”.



Se está en la mayor disposición de atender las consultas que se planteen y si es necesario, ampliar la información que se estime necesaria.



Atentamente, 

 



Magistrado Jorge Olaso Alvarez

Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia





Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad





Máster Melissa Benavides Víquez

Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia







Copias:

Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Despacho de la Presidencia

Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



El informe completo fue enviado a la Asamblea Legislativa con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y a la Comisión de Acceso a la Justicia.

La señora Damaris Vargas expone brevemente el contenido del informe. La señora Andrea Sánchez refiere al trabajo conjunto realizado con la Unidad de Acceso y a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad luego de la designación de ella y la señora Grettel Oses para atender este tema con una propuesta de matriz que podrá servir para los siguientes informes que se presenten aprovechando las experiencias obtenidas con este primer informe.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Informe 2020 de rendición de cuentas sobre el seguimiento de la Ley que adiciona un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, remitido por la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional se dé divulgación a este informe. 3° Estar a la espera del pronunciamiento que emita la Asamblea Legislativa. 4° Establecer un cronograma de trabajo coordinado con CONAPDIS para la presentación del siguiente informe a efecto de que se comuniquen las acciones desarrolladas. 5° Comunicar este acuerdo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO XI

La Magistrada Damaris Varga Vásquez remite para conocimiento la Resolución 4-20 sobre los Derechos Humanos de Personas con COVID-19. 



Se adjunta documento en PDF.





 

SE ACUERDA: Se toma nota. Trasladar a la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia a efecto de rinda un criterio sobre la posibilidad de proponer una eventual circular relacionada con las personas en situación de discapacidad asociada a la pandemia. -

ARTICULO XII

La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial en correo electrónico de martes, 28 de julio de 2020 9:45 a. m. informa sobre el Curso Internacional DDHH, edición 2020. Embajada de Argentina, que literalmente indica:



[bookmark: _Hlk12974131]República de Costa Rica

Poder Judicial

[bookmark: _Hlk12974131]Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

28 de julio de 2020

Señoras

Señores

Enlaces de Cooperación Internacional

Poder Judicial



Estimadas señoras:

Estimados señores:



Reciban un cordial saludo. Atendiendo indicaciones superiores, me permito hacerle llegar la información de La Embajada de la República Argentina sobre el Curso Internacional de Derechos Humanos, edición 2020. A continuación, se adjunta más información al respecto. 



Quedamos atentos a cualquier consulta sobre la particular y agradecemos su valiosa ayuda con la apropiada difusión de la información remitida.


Con las muestras de mi más alta consideración y estima,





[image: ]





De: Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH 
Enviado el: jueves, 23 de julio de 2020 2:55 p. m.
Para Asunto: Curso Internacional DDHH, edición 2020. Embajada de Argentina. 



CIIDDHH/LSA/088-2020



23/07/2020



Estimados, estimadas representantes ante la CIIDDHH, 
 

Reciban un cordial saludo, con intención de remitir la siguiente información de La Embajada de la República Argentina sobre el Curso Internacional de Derechos Humanos, edición 2020.


El Centro Internacional para la Promoción de los Derechos Humanos (CIPDH-UNESCO) convoca a la cuarta edición del Curso Internacional de Derechos Humanos, modalidad a distancia, a realizarse entre el 16 y 27 de noviembre de 2020.

El curso está dirigido a profesionales con experiencia en el campo de los derechos humanos, ya sea en el activismo en organizaciones de la sociedad civil, en el Estado, la academia o en organismos internacionales. Se desarrollará de manera virtual en español e inglés, con interpretación simultánea.

El tema de este año es Investigación en derechos humanos: verificación de hechos, documentación y monitoreo.

Los participantes serán seleccionados en función de su experiencia y vinculación a la temática buscando asegurar la diversidad de género, procedencia geográfica y/o pertenencia institucional.

La convocatoria se encuentra abierta desde el 15 de julio hasta el 30 de agosto.  Las bases y condiciones para la participación se encuentran disponibles en Curso Internacional de Derechos Humanos 2020:  https://www.cipdh.gob.ar/curso-internacional-de-derechos-humanos/

Cordialmente, 



Secretaría Ejecutiva


Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación 

de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos



Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto



La información remitida fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.



SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XIII

La Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder Judicial, en correo de 29 de julio de 2020, remite Invitación a FACEBOOK LIVE: Presentación de resultados Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad del Sector Municipal

República de Costa Rica

Poder Judicial

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

29 de julio de 2020

Señoras

Señores

Enlaces de cooperación Internacional

Poder Judicial



Estimadas señoras:

Estimados señores:



Reciba un cordial saludo.   Con instrucciones de la señora Karen Leiva, Jefa a.i. de esta oficina, me es grato dirigirme a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su conocimiento la invitación a la Presentación de resultados Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad del Sector Municipal.



A continuación, se remite más información al respecto.


Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



De: Di Carlo Sandoval Sibaja <dsandoval@conapdis.go.cr> En nombre de Dirección Técnica
Enviado el: miércoles, 29 de julio de 2020 09:20
Para: Di Carlo Sandoval Sibaja <dsandoval@conapdis.go.cr>
Asunto: Invitación a FACEBOOK LIVE: Presentación de resultados Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad del Sector Municipal. 

[image: Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS)
Le invita a:
Presentación de resultados
Índice de Gestión en Discapacidad y
Accesibilidad del Sector Municipal
FACEBOOK LIVE
Hora: 9:00 am
Fecha: 12 de agosto

]







[image: ]

La información socializada por la OCRI fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad oportunamente.

SE ACUERDA: Se toma nota. -

ARTICULO XIV

Se solicita a las personas representantes ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad por parte de la Escuela Judicial y las demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial informe sobre el estado presupuestario actual para atender las capacitaciones vinculadas con los derechos y servicios de las personas con discapacidad. Además, propuestas de capacitación que no requieran inversión de recursos con base en la innovación y avances tecnológicos.

[bookmark: _MailOriginal]En relación con lo anterior, la señora Mayela Pérez Delgado en comunicado electrónico remitido el 4 de agosto de 2020, 9:17 a. m. señaló:

“…Les comparto información relacionada con charlas sobre “Derechos Humanos y Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad”; estas charlas las he coordinado con la máster Ericka Álvarez Ramírez. A la fecha, se han ejecutado dos capacitaciones. Cordialmente,

De: Mayela Pérez Delgado 
Enviado el: jueves, 2 de julio de 2020 18:15
Para: Ericka Alvarez Ramirez
Asunto: RV: DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCPACIDAD

De: Área de Prensa - Ministerio Público 
Enviado el: jueves, 2 de julio de 2020 09:44
Asunto: DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCPACIDAD

[image: ]





DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCPACIDAD



02 de julio del 2020. Con la participación de 16 personas funcionarias del Ministerio Público, la mañana del martes se realizó la charla denominada “[image: ]Derechos Humanos y Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad”, a cargo de Ericka Álvarez Ramírez, conferencista nacional e [image: ]internacional especializada en esa materia. 



Durante su exposición, Álvarez explicó conceptos importantes, como el de DDHH, discapacidad y discriminación, en el contexto del derecho al acceso a la justicia para las personas en situación de discapacidad. Asimismo, abordó de manera general el marco jurídico relacionado con los derechos de esta población.



La experta manifestó que, en cuanto a la Ley 9714, se adicionó un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, cuyo objetivo es facilitar la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia a las personas que son parte en los procesos judiciales.



La actividad se desarrolló de 10:00 a 11:30 a.m., mediante la herramienta Microsoft Teams, y fue organizada por la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público.[image: ]

SE ACUERDA: 1° Solicitar a las personas representantes ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad por parte de la Escuela Judicial y las demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial informe sobre el estado presupuestario actual para atender las capacitaciones vinculadas con los derechos y servicios de las personas con discapacidad. Además, propuestas de capacitación que no requieran inversión de recursos con base en la innovación y avances tecnológicos. 2° Tomar nota de lo informado por la señora Mayela Pérez representante del Ministerio Público sobre la capacitación ejecutada. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone su comunicación por medio de la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO XV

La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas informa que sigue pendiente en agenda de Corte Plena el informe semestral de integración, sesiones realizadas y avances de la Subcomisión durante los años 2019 y 2020 con ocasión de las recomendaciones de la Auditoría Judicial y los acuerdos tomados por Corte Plena. –

SE ACUERDA: Se toma nota. -



		V. TEMAS ADICIONALES PROPUESTOS POR LAS PERSONAS INTEGRANTES 







Se informa no hay temas adicionales. -
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Honorable Magistrada Damaris Vargas Váquez

Poder Judicial de Costa Rica



Le escribo en seguimiento a la consulta del Viceministerio que ha sido remitida a su Oficina.   El 23 de abril, en un mensaje en el cual expresaba mi agradecimiento por la respuesta a mi consulta previa, me complació recibir los pasos a seguir para Bribri y Broran descritos en la respuesta del Viceministro, incluyendo los 4 desalojos y la solicitud de información adicional.



La persistencia de la violencia y las amenazas ha dado lugar a la acusación por parte de los líderes de Bribri y Broran, respecto a que esos presuntos autores están actuando con impunidad. He preguntado si esto es cierto, y me remitieron a usted  para obtener información actualizada sobre las personas a las cuales el Estado ha procesado con éxito, así como para una descripcion de las sanciones que le han sido impuestas.



Será de mucha ayuda conocer la valoración del esfuerzo del Poder Judicial por medio de la Corte Plena, para el acceso a la justicia de las personas indígenas por medio de la promulgación de los 20 ejes. Podría identificar algunos impactos medibles de los ejes sobre Bribri y Broran?  Por ejemplo, el número actual de casos priorizados y concluídos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes. 



Por último, recientemente leí un informe sobre delincuentes reincidentes en los territorios que fueron puestos en libertad por jueces de los Tribunales penales, sin que se dictaran medidas preventivas.  Estos informes citan evidencia de que algunos delincuentes liberados han participado en más amenazas y actos de violencia. Por favor comparta su criterio sobre lo que el Poder Judicial puede hacer y está haciendo para abordar este desafío al estado de derecho.



Todos los que formamos parte de la comunidad internacional de derechos humanos, tenemos en muy alta estima a Costa Rica, esperamos que su gran nación mantenga su admirable liderazgo en materia de derechos humanos, democracia y rendicion de cuentas en el hemisferio. Agradecezco de antemano por su respesta y los mejores deseos para usted, su madre y todas las madres de su país en este Día de la Madre en Costa Rica



Respetuosamente, 



David Hinkley

Activista de derechos humanos y exfuncionario de Amnistía Internacional, Estados Unidos de América.










Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


1° de setiembre de 2020 
DVV-S1-0122-2020 


(DP-449 -2020)  
 
 
Señora 
Máster Emilia Navas Aparicio 
Fiscala General 
Ministerio Público 
 
Señor 
M. Sc. Juan Carlos Pérez Murillo 
Director 
Defensa Pública 
 
 
 
Estimada Señora y estimado Señor: 
 
Reciban un cordial saludo. Tengo el honor de dirigirme a ustedes con ocasión de 
trasladarles el Oficio N° DP-449-2020 del Despacho de la Presidencia, que contiene 
nota formulada por el señor David Hinkley, en idioma inglés.  
 
La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales emitió una traducción libre 
del documento, la cual se adjunta a la presente nota: 
 


solicitud traducción 


del despacho por medio de Jorge - 24 agosto 2020.docx
 


 
 
Según informa el Despacho de la Presidencia, una vez analizados los 
requerimientos del Señor Hinkley entre los cuales destacan su deseo de conocer el 
número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas 
indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde 
que se emitieron los ejes, se considera que las instancias oportunas para brindar 
ese tipo de información son el Ministerio Público y la Defensa Pública, las cuales 
integran la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  
 
Por esta razón, se traslada esa gestión a ustedes como integrantes de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en aras de brindar una 
respuesta rápida, oportuna y unificada, de la forma en la cual se ha venido 
realizando. 
 
Anexo los documentos de interés. 
 
 
 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


Con toda consideración y estima,  


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 
 


 


 


Copias: 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 
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Honorable Magistrada Damaris Vargas Váquez

Poder Judicial de Costa Rica



Le escribo en seguimiento a la consulta del Viceministerio que ha sido remitida a su Oficina.   El 23 de abril, en un mensaje en el cual expresaba mi agradecimiento por la respuesta a mi consulta previa, me complació recibir los pasos a seguir para Bribri y Broran descritos en la respuesta del Viceministro, incluyendo los 4 desalojos y la solicitud de información adicional.



La persistencia de la violencia y las amenazas ha dado lugar a la acusación por parte de los líderes de Bribri y Broran, respecto a que esos presuntos autores están actuando con impunidad. He preguntado si esto es cierto, y me remitieron a usted  para obtener información actualizada sobre las personas a las cuales el Estado ha procesado con éxito, así como para una descripcion de las sanciones que le han sido impuestas.



Será de mucha ayuda conocer la valoración del esfuerzo del Poder Judicial por medio de la Corte Plena, para el acceso a la justicia de las personas indígenas por medio de la promulgación de los 20 ejes. Podría identificar algunos impactos medibles de los ejes sobre Bribri y Broran?  Por ejemplo, el número actual de casos priorizados y concluídos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes. 



Por último, recientemente leí un informe sobre delincuentes reincidentes en los territorios que fueron puestos en libertad por jueces de los Tribunales penales, sin que se dictaran medidas preventivas.  Estos informes citan evidencia de que algunos delincuentes liberados han participado en más amenazas y actos de violencia. Por favor comparta su criterio sobre lo que el Poder Judicial puede hacer y está haciendo para abordar este desafío al estado de derecho.



Todos los que formamos parte de la comunidad internacional de derechos humanos, tenemos en muy alta estima a Costa Rica, esperamos que su gran nación mantenga su admirable liderazgo en materia de derechos humanos, democracia y rendicion de cuentas en el hemisferio. Agradecezco de antemano por su respesta y los mejores deseos para usted, su madre y todas las madres de su país en este Día de la Madre en Costa Rica



Respetuosamente, 



David Hinkley

Activista de derechos humanos y exfuncionario de Amnistía Internacional, Estados Unidos de América.
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Oficio N.º 188-FAI-2020 


02 de setiembre de 2020 


Señora 


Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


 


Estimada señora: 


Luego de un cordial saludo, por instrucciones de la señora Emilia Navas Aparicio, 


Fiscala General de la República, procedo a dar respuesta al escrito enviado por el 


señor David Hinkley, activista de Derechos Humanos. 


 


Es importante resaltar que el Ministerio Público tiene como función la persecución 


penal de los hechos que constituyan un hecho delictivo, siendo que a su vez se 


tiene la obligación legal de recibir todas aquellas denuncias que correspondan a 


conductas punibles, lo que genera que la fiscalía en coordinación con los cuerpos 


policiales realice las diligencias de investigación que se requieran en cada caso 


según su particularidad. 


 


El artículo 2 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, señala el ámbito de las 


funciones que le competen al ente fiscal, que consisten en requerir ante los 


tribunales penales la aplicación de ley, mediante el ejercicio de la acción penal, de 


modo que las funciones constituyen medidas represivas, ante la existencia de una 


conducta delictiva. 


 


En ese mismo sentido, las funciones del Ministerio Público se encuentran 


contempladas en el artículo 62 del Código Procesal Penal indica las funciones: 
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“El Ministerio Público ejercerá la acción penal 


en la forma establecida por la ley y practicará 


las diligencias pertinentes y útiles para 


determinar la existencia del hecho delictivo. 


Tendrá a su cargo la investigación 


preparatoria, bajo control jurisdiccional en los 


actos que lo requieran...” 


Aunado a lo anterior, el Ministerio Público debe actuar bajo el principio de 


objetividad1, garantizando el respeto absoluto a derechos y garantías de cada una 


de las partes dentro de los procesos, de manera imparcial dirigiendo a la policía 


técnica judicial encargada de obtener prueba suficiente y de calidad para presentar 


a los presuntos responsables de la comisión de delitos ante las y los jueces penales. 


 


El Ministerio Público, ha sido garante de los derechos que le asisten a la población 


indígena, se han realizado acciones que permiten visualizar no solo el cumplimiento 


de la medida cautelar 321-12 de  la CIDH, sino el compromiso por brindar una tutela 


efectiva a la población indígena, desde el ámbito penal. 


 


En ese sentido se ha dado cumplimiento a la circular 188-2019 de Corte Plena, 


mediante la cual se dispuso la aprobación de 20 ejes de acción, recomendados por 


la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de la medida 


 
1 Artículo 63 del Código Procesal Penal indica: “En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará sus actos 


a un criterio objetivo y velará por el cumplimiento efectivo de las garantías que reconocen la Constitución, el 
Derecho Internacional y el Comunitario vigentes en el país y la ley. Deberá investigar no sólo las circunstancias 
que permitan comprobar la acusación, sino también las que sirvan para eximir de responsabilidad al imputado; 
asimismo, deberá formular los requerimientos e instancias conforme a ese criterio, aun en favor del imputado". 
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cautelar N.º 321-12, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos 


Humanos contra Costa Rica. 


 


El Ministerio Público por medio de las distintas oficinas a dado cumplimiento a las 


siguientes acciones: 


 


Eje de acción (1): “Concretar con las personas indígenas beneficiarias de la 


Medida Cautelar N 321-12 las acciones a seguir para garantizar la vida y 


seguridad personal de los miembros del pueblo Teribe y Salitre, e informarles 


las que se hayan adoptado para investigar los presuntos hechos que dieron 


lugar a tales medidas para evitar su repetición” 


 


La Fiscalía de Asuntos Indígenas, desde el año 2010 calendariza por año la visita a 


la mayor cantidad de territorios indígenas, a fin de brindar los servicios de la fiscalía 


a las comunidades indígenas, se procura que cada año la visita se realice en 


diferentes comunidades, de manera que año con año se pueda abarcar las distintas 


comunidades. 


 


Las visitas se realizan en conjunto con la Oficina de Atención y Protección a la 


Víctima, de manera que un profesional en el área de trabajo social, imparte un taller 


a la población, enfocado en problemáticas existentes, las cuales se identifican 


mediante la recopilación de datos in situ, análisis de estadísticas y requerimientos 


de las distintas organizaciones sociales. Así mismo, se dialoga sobre las funciones 


del Ministerio Público, así como los derechos que tienen las poblaciones indígenas, 


y se les escucha sobre consultas y recomendaciones para la correcta atención. 
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Eje de acción (4): “Establecer un sistema de información que permita tener una 


gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin 


de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la 


tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean 


parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.” 


 


La Fiscalía de Buenos Aires y la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en el año 2017 


como parte de las acciones para el cumplimiento de la medida cautelar MC-321.12, 


mediante memorándum a todo el personal de ambos despachos, se estableció el 


proceso de toma de denuncia de personas indígenas de los territorios Térraba y 


Salitre, abarcando los siguientes puntos: 


 


1. Abordaje inmediato de la denuncia y realización de acciones pertinentes. 


2. Implementación de la Boleta de Atención para población indígena 


3. Trato diferenciado a las denuncias ingresadas que se relacionan con el conflicto 


de tierras. 


 


Eje temático (5): “Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que 


visualicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas 


indígenas incorporando además información relativa a los pueblos 


relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de 


decisiones.” 


 


Mediante la circular 13-ADM-2011 de la Fiscalía General de la República, se 


establece la obligación de todas las fiscalías que atienden población indígena 


reportar trimestralmente ante la Fiscalía de Asuntos Indígenas, el circulante 


indígena, posteriormente, recopilado los informes se remiten a la Unidad de 
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Monitoreo y Apoyo a la Gestión de Fiscalías, a fin de que se tabulen los datos  se 


emiten las estadísticas nacionales con los datos suministrados por cada despacho, 


ya que hasta el día de hoy no ha sido posible extraerlos de los distinto sistemas. 


 


Aunado a lo anterior, en la visita a cada territorio indígena se realiza entrevista de 


diversos sectores de las comunidades, con el fin de obtener insumos sobre la 


problemática, acceso de recursos que tienen los territorios. Dicha información es 


analizada por el profesional en trabajo social de la Oficina de Atención a la Víctima 


que asistió a la visita, para emitir un informe de la visita. 


 


Tanto los resultados de la estadística y los informes de las visitas, son analizados 


para la toma de decisiones a nivel del Ministerio Público, en cuanto a la 


implementación de acciones necesarias para mejorar el acceso a la justicia a la 


población indígena tomando en cuenta las particularidades de cada pueblo, así 


como toma de decisiones en cuanto a política de persecución penal. 


 


Po último, la Fiscalía de Asuntos Indígenas en ocasión de la medida cautelar que 


nos ocupa, documenta por separado las causas por usurpación que se inician de 


oficio a nivel nacional, a fin de dar seguimiento a las investigaciones y brindar 


asesoría a las fiscalías que tramitan causas de esta naturaleza en respeto absoluto 


de derechos culturales. 


 


Eje temático (6): “ … emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras 


en las que se les reitere, su deber de ser garantes de acceso efectivo a la 


justicia de los pueblos indígenas...” 
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En lo que atañe al Ministerio Público, se han emitido circulares que contienen 


políticas de persecución penal, así como lineamientos y materiales emitidos por la 


FAI como fiscalía rectora a fin de propiciar que el personal de las 15 fiscalías que 


atienden población indígena, cuenten con herramientas para garantizar el acceso a 


la justicia de los pueblos indígenas. 


 


Eje temático (10): “ Verificar que en los contenidos de los diseños de 


capacitación en derecho indígena, se incluyan al menos: a. Normativa 


internacional… b) Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derecho 


Humnaos vinculada con pueblos indígenas incluyendo la opición consultiva 


23-2017...” 


 


En todas las capacitaciones desarrolladas por la Unidad de Capacitación y 


Supervisión del Ministerio Público en coordinación con la Fiscalía de Asuntos 


Indígenas, se incorpora como contenidos legislación nacional e internacional que 


tutelan derechos de los pueblos indígenas, jurisprudencia del sistema 


interamericano, políticas institucionales para la atención de población indígena, así 


como lineamiento del Ministerio Público para el abordaje de casos. 


 


Eje temático (13) “ Llevar un control de las personas que hayan sido 


capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar 


su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos 


de reclutamiento ya sea para nombramientos o ascensos en puestos 


vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas 


indígenas.” 
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Para el Ministerio Público uno de los ejes principales de acción, es establecer 


políticas tendientes al respeto de los derechos de los pueblos indígenas por lo que 


la capacitación al personal es prioritario, de manera que además del curso de 


especialización antes citado, se ha procurado que en programas de formación del 


personal tanto profesional como técnico se incluya la temática indígena. 


 


En este sentido, se puede resaltar que la normativa específica para la atención de 


la población indígena, forma parte del temario para optar por el puesto de fiscal o 


fiscala auxiliar del Ministerio Público, además el tema se desarrolla como parte del 


curso de inducción para personal de nuevo ingreso. 


 


Así mismo, en el programa de formación básica para el personal técnico judicial se 


incluye el desarrollo de la temática indígena. 


 


Aunado a lo antes indicado, el Ministerio Público ha desarrollado material con 


personal que atiende población indígena, para que se utilice de insumo para el 


correcto abordaje de las causas con intervinientes indígenas. 


 


Casos priorizados y concluídos: 


 


Es menester indicar que se cuenta con una plaza de fiscal auxiliar de la Fiscalía de 


Asuntos Indígenas destacada en la zona de Buenos Aires, que atiende casos que 


surgen de la recuperación de tierras, de los territorios indígenas de Térraba y Salitre, 


entre otros. 
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Los casos originados de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre, son todos 


prioritarios, a continuación se indica los casos que han ingresado desde el año 2019 


al 2020, así como la totalidad de causas resueltas: 


 


Año Causas ingresadas Causas resueltas 


2019 151 113 


Al 02/09/ 2020 53 86 


TOTAL 204 199 


De conformidad con el artículo 295 del Código Procesal Penal2, no es posible 


brindar mayor información por la privacidad de las actuaciones que rige en materia 


penal. 


 


Por otra parte, es relevante mencionar que el Ministerio Público en los casos que 


se han analizado y ha resultado procedente, se han solicitado de forma 


fundamentada las medidas cautelares o bien la prisión preventiva, según la 


 
2 Artículo 295 CPP: “Privacidad de las actuaciones. El procedimiento preparatorio no será público para 
terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus 
representantes. 


Los abogados que invoque un interés legítimo serán informados por el Ministerio Público sobre e hecho 
que se investiga y sobre los imputados o detenidos que existan, con el fin de que decidan si aceptan 
participar en el caso. 


Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier 
motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar secreto. El 
incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave.” 
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legislación nacional, sin embargo, los jueces han optado por no imponer las medidas 


solicitadas, o hacerlo de forma parcial. 


 


Pese a lo anterior, el Ministerio Público mantiene el compromiso institucional de 


llevar a cabo investigaciones acordes al principio de legalidad, debido proceso, y 


con pertinencia cultural, utilizando y argumentando la normativa especial que tutela 


a los pueblos indígenas, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 


Derechos Humanos en esta materia. 


 


Garantizar el acceso a la justicia penal de los pueblos indígenas ha sido la consigna 


del Ministerio Público, por medio de la fiscalía especializada en esta materia, en 


aras de tutelar los derechos de los pueblos indígenas. 


 


Se reitera el compromiso del Ministerio Público en la atención prioritaria y célere de 


las personas indígenas en la atención de los casos mediante investigaciones serias, 


exhaustivas, objetivas e imparciales, y manteniendo la constante capacitación de 


los funcionarios y funcionarias del Ministerio Público  para el correcto abordaje de 


las causas, con resguardo de los derechos especiales que asisten a los pueblos 


indígenas, y en comunicación constante con las personas indígena. 


 


Con las mayores muestras de consideración y estima  


 


      


 


Tattiana García Chaves 


Fiscal Adjunta 


Fiscalía de Asuntos Indígenas 
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Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte





Estimada señora:



En atención al oficio 11515-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 31 de octubre del 2019, artículo XXXIX, le remito el informe suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodriguez Salazar, Jefe a.i del Subproceso de Evaluación, relacionado con estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios, requeridos para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas.

 

	Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 946-PLA-EV-2020, del 25 de junio del año en curso, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, a la Comisión de Acceso a la Justicia, a la  Fiscalia Adjunta de Asuntos Indígenas, a la Fiscalia de Buenos Aires y a la Inga. Elena Gabriela Picado Gonzalez, Jefa a.i del Subproceso de Modernización Institucional. Como respuesta se recibió oficio CACC-305-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia y oficio 126-FAI-2020 de la Fiscalia Adjunta  de Asuntos Indígenas. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.















Atentamente,







Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación





Se adjunta respuesta recibidas en el anexo del informe.



Copias: 





· Fiscalia General

· Comisión de Acceso a la Justicia

· Fiscalia Adjunta de Asuntos Indígenas

· Fiscalia de Buenos Aires

· Dirección Tecnología de Información

· Inga. Elena Gabriela Picado Gonzáles, Jefa a.i

Subproceso Modernización Institucional

· Archivo
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Licenciada

Nacira Valverde Bermudez

Directora a.i Planificación







Estimada Señora:



En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en su sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, comunicado a la Dirección de Planificación mediante oficio número 11515-2019 del 04 de noviembre de 2019 por la Secretaría General de la Corte, le comunico los resultados del estudio realizado con el objeto de obtener los insumos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, el preliminar de este documento fue sometido al conocimiento de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, solicitando criterio además a la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, Fiscalía de Buenos Aires, y a la Jefatura del Subproceso Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.



La Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia, remitieron una respuesta conjunta mediante oficio número CACC-305-2020 del 30 de junio de 2020; y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas por medio de oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, todas las cuales fueron debidamente atendidas en el ítem “3.6-” de este informe, y se agregaron al “Anexo A” de este informe.











Atentamente,







Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i.

Subproceso Evaluación




		Dirección de Planificación

		Fecha:

		28/08/2020



		Oficina remitente:

		Unidad de Evaluación Operativa, Subproceso Evaluación.

		# Informe:

		1335-PLA-EV-2020



		Temática:

		Obtención los insumos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para ponderar la carga de trabajo del personal de las fiscalías penales, generada por la atención de las causas asignadas en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



		Para:

		

Secretaría General de la Corte 



		Copias: 

		

Fiscalía General de la República

Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas.

Fiscalía de Buenos Aires.

Comisión de Acceso a la Justicia.

Sub Comisión de Acceso a la Justicia 

Dirección de Tecnología de la Información 

Sub Proceso de Modernización, Proyecto Modelo Penal Ámbito Auxiliar de Justicia.





		Oficios y Referencias:

		Oficio número 11515-2019 del 04 de noviembre de 2019 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX.



Oficio número 12415-2019 del 26 de noviembre de 2019 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



Oficio número 861-2020 del 28 de enero de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual recuerda a la Dirección de Planificación la remisión del informe solicitado por el Consejo Superior, dentro del acuerdo tomado en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V. Este recordatorio fue atendido mediante oficio número 258-PLA-EV-2020 del 28 de febrero de 2020 (sic).



Oficio número 2804-2020 del 19 de marzo de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 17-2020 celebrada el 03 de marzo de 2020, artículo XLI, denegando la solicitud de prórroga de la fecha de entrega del presente informe.



Oficio número 7095-2020 del 30 de julio de 2020 emitido por la Secretaría General de la Corte, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 69-2020 celebrada el 07 de julio de 2019, artículo XXXV, respecto de la fecha de entrega de este informe.



		I. Antecedentes:

		1.1-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, del cual se transcribe el siguiente extracto dirigido a la Dirección de Planificación, el cual constituye el contexto de la temática a desarrollar en el presente informe:



“… este Consejo, recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri-Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.”(el subrayado es suplido).”.



1.2-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, del cual se transcribe el ordinal “1.)” por formar parte del alcance del presente informe:

“1.) La Dirección de Planificación, rendirá a este Consejo, a la brevedad posible, un informe detallado sobre las cargas laborales del personal técnico de la Fiscalía de Buenos Aires, con indicación de si el mismo está en la capacidad de asumir la atención de los usuarios indígenas otorgando una justicia accesible y prioritaria o bien, si se requiere una plaza adicional de Técnico Judicial, en el entendido que en caso de que el informe recomiende la asignación del recurso humano solicitado, quedará supeditado a la existencia de contenido presupuestario.”.



1.3-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 77-2008 celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, dentro del cual se acogieron las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, así como su publicación, la cual se verificó mediante Circular número 10-2009 del 02 de febrero de 2009, y del Boletín Judicial número 32 del 16 de febrero de 2009.



El contenido de las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas” fue reformado en dos ocasiones luego de entrar en vigencia:

· El punto “2.”, correspondiente al rubro para brindar ayuda económica a las personas indígenas, fue modificado mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 104-2009 celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, y comunicado a través de la Circular número 145-2009 del 16 de diciembre de 2009. 

· La adición de dos reglas adicionales denominadas “Derecho al intérprete o traductor” y “Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural”, aprobadas mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 61-2011 celebrada el 07 de julio de 2011, artículo LIII.



Las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, fueron reiteradas dentro del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 15-2013 celebrada el 15 de abril de 2013, artículo XI, a petición de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, denominada actualmente Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, lo cual fue comunicado a través de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013.



1.4-Circular administrativa 03-ADM-2010 del 28 de enero de 2010 de la Fiscalía General de la República, sobre la obligación de aplicar el “Protocolo para la toma de denuncias a Persona (sic) Indígenas” por parte del personal de las fiscalías.



1.5-Acta del Consejo Superior correspondiente a la sesión número 65-2019 celebrada el 23 de julio de 2019, artículo XLVI, cuyo contenido versa sobre la oferta de capacitación brindada por la Escuela Judicial y sus unidades de capacitación, en la temática “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”.



1.6-Acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 20-2019 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dentro del cual se aprobaron los veintiún ejes de acción a ser desarrollados por el personal judicial, “con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”



A petición de la Coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, la Corte Plena adicionó en la parte dispositiva del acuerdo antes indicado, los veintiún ejes de acción a desarrollar por el personal judicial, en la sesión número 25-2019 celebrada el 24 de junio de 2019, artículo II.



Luego, en la sesión número 42-2019 celebrada el 07 de octubre de 2019, artículo VII, dispuso publicar de nuevo la Circular N°123-2019, denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. La Secretaría General de la Corte emitió la Circular número 188-2019 del 17 de octubre de 2019, en acatamiento a lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión de referencia. 



1.7-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 43-2019 celebrada el 14 de mayo de 2019, artículo XLII, dentro del cual aprobó el “Modelo de tramitación del Ministerio Público”.



1.8-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 108-2019 celebrada el 12 de diciembre de 2019, artículo LXXI, dentro del cual se aprobaron parcialmente las recomendaciones contenidas en el informe número 2130-PLA-PP-PE-2019 del 12 de diciembre de 2019, referente a la propuesta de los permisos con goce de salario para los proyectos y labores operativas del año 2020.



El informe número 2130-PLA-PP-PE-2019 contiene la iniciativa de proyecto denominada “Modelo de abordaje de casos penales vinculados a poblaciones en condiciones de vulnerabilidad y vulnerabilizadas”, propuesta por el Ministerio Público, la cual resultó inviable luego de ajustar el Proyecto de presupuesto del Poder Judicial correspondiente al 2020, a lo establecido por la Ley número 9635 “Fortalecimiento de las finanzas públicas”.



1.9-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 09-2020 celebrada el 04 de febrero de 2020, artículo XXX, dentro del cual se aprobó el “… el diseño e implementación del Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (Implementación de Indicadores de Gestión y seguimiento de los mismos).”



1.10-Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo LXXXII, dentro del cual autorizó la modificación del cronograma del Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal, el cual incluye a las oficinas del Ministerio Público.



1.11-Titular “Arranca proyecto para llevar Telecomunicaciones a 14 territorios indígenas” publicado por la Superintendencia de Telecomunicaciones del 31 de marzo de 2020 a través de su portal (https://sutel.go.cr/noticias/comunicados-de-prensa/arranca-proyecto-para-llevar-telecomunicaciones-14-territorios), cuya cobertura sería la mencionada a continuación:

“Este 31 de marzo del 2020, con la firma del contrato entre el Fideicomiso del Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL) y el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), se da el inicio de las obras parar llevar telefonía e Internet a 14 territorios indígenas en la Zona Atlántica y Sur del país.

[…]

La inversión en la Zona Atlántica es de $27.6 millones para atender las comunidades: Cabécar Tayní, Talamanca, Bajo de Chirripó, Altos de Chirripó, y las comunidades Bribrí de Talamanca y Keköldi.



En la Zona Sur la inversión es de $20.2 millones y llevará el servicio a los territorios: Guaymí de Conteburica, Altos De San Antonio, Abrojos-Montezuma, Brunka de Curre (Rey Curre), Térraba, Cabécar de Ujarrás, Bribrí de Salitre y Cabagra.

[…]

A estos 14 territorio (sic) indígenas, se suma el territorio de Matambú en la provincia de Guanacaste, que ya cuenta con servicios de Telecomunicaciones provistos por los proyectos ejecutados por SUTEL con recursos del FONATEL. Actualmente planificamos un proyecto para incluir a 7 territorios más, aún hay 2 territorios que no han dado su anuencia para ser incluidos en los proyectos.”



		II. Justificación:

		Atención de la parte del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, relacionado con la rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación por parte de la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, de las actividades realizadas por las plazas asignadas, y el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.



Atención del acuerdo tomado por Consejo Superior en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



		III. Información Relevante:

		El alcance del presente informe comprende la atención de dos temas relacionados:

· La rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación, por parte de la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, de las actividades realizadas por las plazas asignadas, y el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso.



· Los resultados del estudio solicitado por el Consejo Superior a la Dirección de Planificación, sobre la necesidad de asignar una plaza adicional de técnica o técnico judicial adicional a la Fiscalía de Buenos Aires, para designarla a la atención y tramitación de las causas penales en las cuales intervienen personas indígenas.

 

3.1-En relación con el primer aspecto antes señalado, sobre la rendición de informes trimestrales a la Dirección de Planificación, los cuatro formularios adjuntos reúnen los datos y elementos complementarios requeridos por la Dirección de Planificación, para evaluar con mayor profundidad la necesidad de personal técnico judicial y profesional, en las fiscalías penales cuya competencia territorial interseca con territorio indígena.



Los cuatro formularios, dos para ser aplicados por el personal fiscal profesional y los otros dos por el técnico judicial, solicitan la fecha, el tipo y tiempo consumido por cada actividad realizada por el personal fiscal, tanto dentro como fuera de territorio indígena, en las causas penales cuya parte procesal involucra al menos una persona indígena, beneficiaria o no de la medida cautelar número 321-12 emitida por Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 30 de abril de 2015.



La información complementaria requerida, aunada a la obtenida actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público.”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos).”, y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; permitirá pormenorizar la carga de trabajo entrante a este tipo de oficinas, cuya competencia territorial interseca con territorio indígena, y eventualmente, proporcionará la evidencia necesaria para realizar los ajustes correspondientes en la cantidad de personal asignado a cada una de ellas.



La información solicitada en los cuatro formularios propuestos consideran las regulaciones establecidas en la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas.”; el acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 25-2019 celebrada el 24 de junio de 2019, artículo II, respecto de los veintiún ejes de acción a ser desarrollados por el personal judicial, “con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”; y la Circular administrativa 03-ADM-2010 del 28 de enero de 2010 de la Fiscalía General de la República, sobre la obligación de aplicar el “Protocolo para la toma de denuncias a Persona (sic) Indígenas.”.



3.2-El diseño, desarrollo y la implementación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, facilitaría el proceso de control y concentración de las causas penales que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público, así como la generación automática de los reportes estadísticos requeridos; siendo ésta una de las recomendaciones del presente informe.



3.3-Referente al segundo aspecto del primer tema mencionado al inicio de este apartado, de rendir informes trimestrales sobre el desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre) a la Dirección de Planificación, el cual está vinculado al eje de acción número “9.” (encuentros entre representantes indígenas y personal judiciales) de los veintiuno aprobados por la Corte Plena en la sesión número 20-2019 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas lo operativiza en su “Plan anual operativo” 2020, a través del establecimiento de las siguientes dos metas:

· “8.1 - Que al 30 de Junio del 2020, se realice en conjunto con la OAPVD y Fiscalías territoriales, reuniones en al menos 6 territorios indígenas, afín de atender la población indígena y brindar información de la FAI, y OAPVD.”

· “8.2 - Que al 30 de noviembre del 2020, se realice en conjunto con la OAPVD y Fiscalías territoriales, reuniones en al menos 12 territorios indígenas, afín de atender la población indígena y brindar información de la FAI, y OAPVD.”



Ambas metas son objeto de seguimiento a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”, por parte del personal de la Dirección de Planificación.



3.4-La realización de encuentros entre representantes indígenas y del Poder Judicial, así como la comunicación con personas localizables dentro de territorios indígenas de interés institucional por medios telemáticos, podrían convertirse en realidad con la ejecución del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a 14 territorios indígenas, anunciado recientemente por la Superintendencia de Telecomunicaciones.



3.5-Respecto del segundo tema citado al inicio de este apartado del presente informe, el Consejo Superior dentro del acuerdo tomado en la sesión número 102-2019 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, solicitó a esta Dirección lo siguiente:

“1.) La Dirección de Planificación, rendirá a este Consejo, a la brevedad posible, un informe detallado sobre las cargas laborales del personal técnico de la Fiscalía de Buenos Aires, con indicación de si el mismo está en la capacidad de asumir la atención de los usuarios indígenas otorgando una justicia accesible y prioritaria o bien, si se requiere una plaza adicional de Técnico Judicial, en el entendido que en caso de que el informe recomiende la asignación del recurso humano solicitado, quedará supeditado a la existencia de contenido presupuestario.”.



El informe solicitado ya fue rendido mediante oficio número 1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.”, y el Consejo Superior lo tuvo por rendido en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX; de tal forma que la solicitud en mención ya se encuentra debidamente atendida por la Dirección de Planificación. En el informe indicado se recomendó lo siguiente:



“Fiscalía de Buenos Aires



5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:



· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.



A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.



Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur. 



Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.



Sobre la plaza de Fiscal para el I Circuito de la Zona Sur, y la plaza de Técnico Judicial, informa la Fiscala General, mediante el informe que dados los aspectos cualitativos mencionados y a las cargas de trabajo asignados a los funcionarios y servidores se hace imposible destacar esos recursos en la zona.  Asimismo, señala que la Administración colabora con una plaza de Auxiliar Supernumerario para las labores de apoyo.



5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado.





Respecto al acuerdo citado, el Consejo Superior entre varios aspectos acordó: 



“.3) Con base en el criterio técnico se decide no aprobar la creación de las plazas solicitadas para ofrecer el servicio de administración de justicia penal en Buenos Aires (a nivel de Tribunal Penal), en virtud de las razones expuestas en el presente estudio relacionadas con cargas de trabajo, las cuales no justifican la asignación de los recursos. 4) Se recomienda a la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoran la posibilidad de que recursos internos puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona”. 



También las necesidades de personal de la Fiscalía de Buenos Aires han sido atendidas en la medida que lo permitan las restricciones presupuestarias que enfrenta la Institución. El Consejo Superior le otorgó a esta dependencia del Ministerio Público, un permiso con goce de salario y sustitución ininterrumpido, sobre el puesto número 96502 de técnica o técnico judicial 2, del 16 de agosto de 2016 al 31 de diciembre de 2017 para la atención prioritaria de los asuntos indígenas; y otro de idéntica naturaleza y por el mismo motivo al puesto número 19899 de fiscal o fiscala auxiliar, de 24 de diciembre de 2016 al 31 de diciembre de 2017.



Además, la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, le facilitó una plaza técnica supernumeraria en condición de préstamo, desde inicios de enero de 2018 hasta el 30 de octubre de 2019, para apoyar la tramitación de los asuntos indígenas de esta Fiscalía.



3.6-Atención de las observaciones planteadas al contenido del informe preliminar número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, enviado en consulta a las partes involucradas.



Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020, el preliminar de este documento fue sometido al conocimiento de la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, solicitando criterio además a la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, Fiscalía de Buenos Aires, y a la Jefatura del Subproceso Modernización Institucional de la Dirección de Planificación



El contenido de la respuesta conjunta remitida por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio número CACC-305-2020 del 30 de junio de 2020; así como la enviada por la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas por medio de oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, se presentan a continuación junto con la posición asumida por la Dirección de Planificación. Estos documentos fueron agregados de forma íntegra al “Anexo A” de este informe.

		Respuestas Recibidas

		Criterio de la Dirección

de Planificación



		Respuesta número CACC-305-2020 del 25 de junio de 2020, suscrita por el Magistrado Jorge Enrique Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.

“De las recomendaciones referidas (las incluidas dentro del informe 946-PLA-EV-2020 del 30 de junio de 2020), se estima es la Fiscalía General la que tiene la experticia acerca de si los datos y herramientas citadas constituyen información confiable, relevante, competente, pertinente y oportuna, para la toma de decisiones acerca de los requerimientos de las Fiscalías para la atención eficaz, eficiente y afectiva de los procesos vinculados con personas indígenas. 

Pese a lo anterior, debemos evidenciar que en el informe en estudio se omite profundizar en dos aspectos fundamentales:

		Tomar nota de lo manifestado en consenso por el Magistrado Olaso Álvarez, la Magistrada Vargas Vásquez y la máster Benavides Víquez.



		a)La atención de los procesos vinculados con personas indígenas beneficiarias de las Medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, de los pueblos Brörán de Térraba y Bribri de Salitre debe hacerse de manera diferenciada pues hay un compromiso del Estado costarricense de cumplir con la resolución 16/15 de la CIDH conforme a la cual se deben adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, concertar las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes e informar sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la emisión de la medida cautelar y así evitar su repetición. Conforme a ello, las funciones de las Fiscalías a cargo de la atención de los procesos indígenas, en especial, la que tiene competencia sobre el área donde se ubican los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares citadas, deben valorarse no solo en forma cuantitativa, sino especialmente, cualitativamente. La atención de esos procesos debe realizarse con pertinencia cultural, lo cual exige mayor inversión de tiempo, el uso de personas traductoras e intérpretes, el pago o reconocimiento de ayudas económicas, el traslado a los territorios indígenas, la contratación y seguimiento de los peritajes culturales, entre otras labores propias de la tramitación de ese tipo de asuntos que deben tramitarse con pertinencia cultural.

		[bookmark: _MON_1658480963]La diferenciación indicada se logró solventar a través del diseño y la elaboración de dos formularios específicos, uno para el fiscal o fiscala y otro para el técnico o técnica judicial, destinados al registro exclusivo de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Estos formularios se incluyen en el siguiente archivo:



La valoración cualitativa del trabajo realizado por las fiscalías penales del país, cuya competencia territorial interseca con el territorio indígena, se direcciona al personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que la considere dentro del trabajo de carácter multidisciplinar que está desarrollando en todas las oficinas del Ministerio Público, y formule recomendaciones, en caso de proceder, en ese sentido, lo cual se abordará según el cronograma de trabajo que se tiene para ese proyecto.



La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los formularios propuestos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		b) En el informe se hace alusión a los lineamientos emitidos por Corte Plena en la Circular 188-19; sin embargo, no se profundiza acerca del abordaje que debe hacerse en la priorización de la atención de ese tipo de asuntos y el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales, en este caso de quienes laboren en las Fiscalías, para la atención idónea y con pertinencia cultural de los procesos involucrados con personas indígenas. De ahí, debe considerarse la inversión de tiempo en procesos de capacitación, la interacción con esa población, entre otras actividades que requieren una importante inversión de tiempo.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de la Circular número 188-2019 del del 17 de octubre de 2019 emitida por la Secretaría General de la Corte, tanto afuera como adentro de territorio indígena, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los formularios propuestos en este informe.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Impartir el curso, la charla o conferencia.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		c)En relación con la opción de “telencuentros” con la población indígena se estima debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia.

		El criterio vinculante externado en consenso por el Magistrado Olaso Álvarez, la Magistrada Vargas Vásquez y la máster Benavides Víquez, sobre la opción de “telencuentos”, se agregó al final de la recomendación “5.5-“ de este informe definitivo.



		d)En tanto este vigente la Pandemia Covid-19, deben tomarse en cuenta los lineamientos dispuestos por Corte Plena en los que se establece la obligación de aplicar el Plan de Acción establecido por el Ministerio de Salud para los accesos a los territorios indígenas y las coordinaciones que deben realizarse con la población de cada territorio, a efecto de no poner en riesgo a la población indígena. Así mismo, debe considerarse en el estudio la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con la cual ya existen lineamientos del Consejo Superior que deben cumplirse y, por ende, sumarse a la medición de los tiempos invertidos para la atención eficiente de las personas indígenas ligadas a procesos judiciales atendidos por las Fiscalías.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de la Circular número 103-2019 del 21 de mayo de 2020 emitida por la Secretaría General de la Corte, se propone medir a través del siguiente ítem incluido en los formularios propuestos en este informe:

“Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas:”



Los cuatro formularios propuestos en este informe consideran lo establecido en la Circular número 80-2015 de la Secretaría General de la Corte, publicada el 18 de mayo de 2015, titulada “Reiteración de la Circular No 10-09, sobre “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones Indígenas.””, y en la Circular número 67-2019 de la Secretaría General de la Corte, publicada el 02 de mayo de 2019, titulada “Reglas mínimas para la aplicación del primer párrafo del numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de Costa Rica.”; por lo que implícitamente también están considerando lo establecido en la Resolución 01-2020 de emitida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relacionado con los pueblos indígenas, en especial el ítem número “55. Respetar de forma irrestricta el no contacto con los pueblos y segmentos de pueblos indígenas en aislamiento voluntario, dados los gravísimos impactos que el contagio del virus podría representar para su subsistencia y sobrevivencia como pueblo.”. No obstante, el personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, continuará considerando la temática transversal de los grupos en especial situación de vulnerabilidad, incluyendo el de los pueblos indígenas, dentro del proceso penal, en el trabajo multidisciplinar que está desarrollando en todas las oficinas del Ministerio Público, y de proceder, formulará recomendaciones en ese sentido.



		Así mismo, se estima oportuno que en el estudio se consideren los informes que ha presentado la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referidos a la importancia de reforzar con recursos humanos adicionales a las Fiscalías a cargo de procesos surgidos en la zona de Buenos Aires de Puntarenas, los cuales proporcionan datos de interés para las mediciones del tiempo invertido por las personas servidoras judiciales a cargo de la atención de las personas indígenas.

		Los dos nuevos formularios incluidos en este informe, así como la versión mejorada de los formularios propuestos originalmente en el oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020 enviado en consulta, incorporan todas las funciones y tareas realizadas por el personal fiscal, a cargo de la atención de las causas penales con personas indígenas en condición de parte procesal, mencionadas en el oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, suscrito por la licenciada Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas.



Cabe agregar que el alcance de las labores a cargo del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, incluye la determinación de los requerimientos de recurso humano de las fiscalías a nivel nacional y su comparación contra el modelo de tramitación de las fiscalías



		Finalizamos enfatizando que el análisis de la Dirección de Planificación debe ser cualitativo más que cuantitativo al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad amparada por normativa internacional de derechos humanos, la cual es de carácter supraconstitucional, conforme a los criterios reiterados de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, entre ellos:

1.	Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)

2.	Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007

3.	Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016

		La realización del análisis cualitativo de los pueblos indígenas en especial situación de vulnerabilidad, se remite a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que sea atendido, como corresponde, de forma multidisciplinar, con un análisis en conjunto del ámbito jurisdiccional y auxiliar de justicia.



		A ello debe sumarse los derechos de acceso a la justicia establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, vigente desde 2018, cuyo ejercicio representa una mayor inversión de tiempo pues la atención debe ajustarse a la pertinencia cultural de la población usuaria.”

		La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, tal y como ya se indicó, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los cuatro formularios incluidos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.

· Las diligencias que se efectúen en el periodo de pandemia deben respetar las directrices institucionales indicadas por la jerarquía institucional.





		Respuesta número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, suscrita por la licenciada Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas:

“Luego de un atento saludo, con instrucciones de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República por este medio procedo a dar respuesta a la información solicitada, con la finalidad de analizar el documento 946-PLA-EV-2020 y aportar observaciones de considerarse necesario, en un plazo de ocho días naturales a partir del día viernes veintiséis de junio del 2020.

Como primer aspecto, se agradece el esfuerzo con respecto a la realización de los dos formularios, que se utilizarán como una herramienta útil para visualizar los esfuerzos continuos que realiza el Ministerio Público para una atención de calidad hacia las personas indígenas.

Se analizaron las herramientas citadas, sin embargo, se estimó en conversación con funcionarios de la Fiscalía de Buenos Aires y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, que resulta necesario incluir varios aspectos en los cuales se invierte tiempo importante en la atención de dicha población que no se está considerando en la herramienta, como son:

		 Tomar nota de lo manifestado por licenciada Tattiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas.



		1.Es necesario realizar una diferenciación entre las atenciones de las personas indígenas y las personas beneficiarias de las medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH- (Territorio Indígena de Térraba y Salitre), toda vez que de la revisión del documento no se observa, con el fin de lograr determinar el tiempo que se invierte con respecto a la atención de la población indígena.

		[bookmark: _MON_1658492177]La diferenciación indicada por la licenciada García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas, se logró solventar mediante la elaboración de dos formularios nuevos, uno para el fiscal o fiscala y otro para el técnico o técnica judicial, destinados al registro exclusivo de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Los formularios diseñados se encuentran incluidos en el siguiente archivo.





		2.Se debe resaltar la importancia de valorar de forma cualitativa y no solo cuantitativa los esfuerzos del Ministerio Público, en virtud de un abordaje diferenciado que ameritan las personas indígenas, en que funcionarios y funcionarias del Ministerio Público deben asegurarse de una correcta comprensión de la población indígena, sobre el proceso penal con pertinencia cultural, lo anterior, amerita inversión de tiempo.

		La valoración cualitativa de los esfuerzos realizados por el personal fiscal, para atender con pertinencia cultural las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición de parte procesal, se remite a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, para que sea atendida, como corresponde, de forma multidisciplinar, según el cronograma de rediseño aprobado por el Consejo Superior.



La cuantificación del tiempo requerido por el personal fiscal para atender las causas penales con pertinencia cultural, tanto afuera como adentro de territorio indígena, tal y como ya se indicó, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en los cuatro formularios propuestos en este informe. 

· Recibir la denuncia por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Entrevistar a la persona testigo por medio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la declaración por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Recibir la indagatoria por intermedio de persona traductora o intérprete.

· Autorizar la solicitud de ayuda dineraria para personas testigos, imputadas y ofendidas de escasos recursos económicos.

· Tramitar el nombramiento de intérprete oficial o por inopia.

· Tramitar el peritaje cultural.

· Citar y coordinar con partes indígenas para diversos trámites (citar para denuncia, indagatorias, entrevista a testigo, reconocimiento de una persona).

· Coordinar de forma anticipada el ingreso excepcional a territorio indígena con el comité de salud correspondiente, y otras labores derivadas de la atención a la Circular número 103-2020 del 21 de mayo de 2020, emitida por la Secretaría General de la Corte; así como de la adopción de aquellas recomendaciones formuladas en la Resolución 1/2020 del Comisión Interamericana de Derechos Humanos, dirigidas a beneficiar a las poblaciones indígenas.

· Ir hasta el lugar señalado, fuera de territorio indígena, para celebrar el debate, la audiencia o diligenciada y regresar.

· Participar en el encuentro entre representantes de los pueblos indígenas y del Poder Judicial.

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH.

· Confeccionar el material y seleccionar los aspectos a tratar, en la charla de capacitación a impartir dentro de territorio indígena, en coordinación con otras oficinas.

· Estudiar la cosmovisión de pueblos los indígenas, en acatamiento a la Circular #121-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 13 de junio de 2020.

· Recibir capacitación en Derecho Indígena o temática relacionada.

· Visitar territorio indígena para impartir capacitación.

· Recibir capacitación en encuentros con personas indígenas sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, de los pueblos indígenas.



		3.En relación con la Medida Cautelar de la CIDH y el seguimiento que se realiza por parte del Estado Costarricense, se deben contestar solicitudes a la Cancillería a fin de dar respuesta a la CIDH, como son informes, datos estadísticos y reuniones, que no se visualizan en la herramienta.

		La cuantificación del tiempo invertido por el personal fiscal, en la atención de las labores mencionadas por la licenciada García Chaves, se propone medir a través de los siguientes ítems incluidos en formularios propuestos en este informe:

· Compilar, procesar, analizar e informar a la Fiscalía General de la República, Cancillería y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de las causas penales en las que intervienen personas indígenas beneficiarias de medida cautelar 321/12 de la CIDH, en los formularios destinados al fiscal o fiscala.

· Recabar información estadística a nivel nacional para elaborar informe, en los formularios destinados al personal técnico.



		4.Es importante hacer mención, en virtud de la situación de emergencia que vive en la actualidad el país por la pandemia del COVID-19, se pueden ver mermados los encuentros con poblaciones indígenas o bien visitas in situ, lo anterior, en atención al riesgo que implica contagiar a la población indígena de COVID-19, de conformidad con el Plan de Acción establecido por el Ministerio de Salud, para el acceso a los territorios indígenas, así como la resolución 01-2020 de la CIDH.

		Efectivamente, la justificación invocada es válida, el ingreso de personal judicial a territorio indígena para realizar labores propias de su cargo, debe ser excepcional y previamente coordinado con el comité de salud comunitaria correspondiente, de acuerdo con lo indicado en la Circular # 103-2020 emitida por la Secretaría General de la Corte el 21 de mayo de 2020.



		Es así, que tomando en consideración los anteriores aspectos, se procedió a incorporar a la herramienta aportada, que corresponden al Formulario para el personal fiscal y personal técnico judicial, varios aspectos que son funciones primordiales que realizan dichos funcionarios y funcionarias judiciales, los cuales se encuentran resaltados en color amarillo.

		Los dos formularios originales incluidos dentro del oficio número 946-PLA-EV-2020 del 25 de junio de 2020 enviado en consulta, se diseñaron con base en las tareas incluidas en el perfil competencial de cada puesto, además, son temporales de acuerdo con la recomendación “5.1-” de este informe, y también de lista abierta (numerus apertus); por lo que todas las labores sustantivas propuestas por la licenciada Tatiana García Chaves, Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas, en el oficio número 126-FAI-2020 del 02 de julio de 2020, se integraron por relevantes a los cuatro formularios propuestos en este informe.

 



		Por otra parte, es importante diferenciar en esta herramienta la atención a la población indígena de los Territorios de Térraba y Salitre, beneficiarios de la Medida Cautelar de la CIDH.

		Se reitera, la diferenciación señalada se logra solventar mediante la elaboración de dos nuevos formularios, uno destinado al fiscal o a la fiscala y el otro al técnico o técnica judicial, para ser utilizados exclusivamente en el registro de los datos procedentes de las causas penales, cuya parte procesal involucra a la persona indígena beneficiaria de la Medida Cautelar N°321-12 de la CIDH. Los formularios diseñados se encuentran incluidos en el siguiente archivo.





		Finalmente se reitera que esta plantilla visualiza aspectos estadísticos y no cualitativos de las funciones realizadas por los y las funcionarias del Ministerio Público que atienden población indígena.”

		La propuesta de visualizar cualitativamente las funciones realizadas por el personal fiscal, en la atención de las causas penales con persona indígena intervienen se remite, como corresponde, a la consideración del personal del “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, liderado por la Dirección de Planificación, por tratarse de una temática de carácter multidisciplinar cuando se realice el abordaje respectivo.











		IV. Elementos Conclusivos:

		El desarrollo del presente trabajo comprendió la atención de dos acuerdos relacionados tomados por el Consejo Superior, el primero en la sesión celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, y posteriormente, en la verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V.



4.1-La atención del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XXXIX, en lo que correspondió a la Dirección de Planificación, comprendió el diseño y la forma de aplicar los cuatro siguientes formularios incluidos en el archivo adjunto, con el objeto de captar los insumos necesarios para ponderar la carga de trabajo, generada principalmente por el cumplimiento de la Circular número 123-2013 del 11 de julio de 2013, titulada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de Poblaciones Indígenas”, por parte del personal de las fiscalías encargado de la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en la parte procesal.



4.2-La creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, facilitaría el proceso de control, concentración y generación automática de los reportes estadísticos requeridos, de las causas radicadas en la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público.



4.3-La atención del acuerdo antes mencionado, también abarcó el seguimiento al desarrollo del proyecto de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires (experiencia Bribri-Salitre), a cargo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, el cual lo realiza el personal de la Dirección de Planificación a través del “Sistema de formulación y seguimiento del plan anual operativo (PAO)”.



4.4-El proyecto de dotación de telecomunicaciones a catorce territorios indígenas anunciado por la Superintendencia de Telecomunicaciones, representa una expectativa en este momento para dar curso a una iniciativa dirigida a continuar realizando los encuentros por ese medio (vía Internet), entre representantes de pueblos indígenas y personal judicial, y de una forma más general, a telecomunicarse con personas de interés institucional ubicables dentro de los territorios indígenas.



4.5-La rendición del informe solicitado por el Consejo Superior en la sesión número 102-2019 verificada el 21 de noviembre de 2019, artículo V, ya fue cumplida por la Dirección de Planificación con el envío del oficio número  1625-PLA-OI-PE-2019 del 02 de octubre de 2019, denominado “Estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires.”, el cual lo tuvo por rendido en la sesión número 95-2019 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo LXIX, en donde se recomendó:   



“Fiscalía de Buenos Aires



5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber:



· Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I Circuito Judicial de la Zona Sur.



· La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario.



A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el servicio público de administración de justicia.



Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur. 



Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía General destacó en Buenos Aires un Fiscal para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la Administración.



Sobre la plaza de Fiscal para el I Circuito de la Zona Sur, y la plaza de Técnico Judicial, informa la Fiscala General, mediante el informe que dados los aspectos cualitativos mencionados y a las cargas de trabajo asignados a los funcionarios y servidores se hace imposible destacar esos recursos en la zona.  Asimismo, señala que la Administración colabora con una plaza de Auxiliar Supernumerario para las labores de apoyo.



5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto.”.

















		V.Recomendaciones:

		Al Consejo Superior:

5.1-Aprobar los cuatro formularios adjuntos, denominados “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas, beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal fiscal)”, “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas. (Formulario para el personal técnico judicial)”, e “Informe mensual complementario de labores realizadas exclusivamente en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas beneficiarias de la medida cautelar N°321-12 dictada por la CIDH el 30 de abril de 2015. (Formulario para el personal técnico judicial)”; así como su aplicación por parte del personal de las fiscalías, a cargo de la atención de las causas penales, en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal.



Los datos complementarios solicitados en ambos formularios, aunados a los obtenidos actualmente de la aplicación del: a) “Modelo de tramitación del Ministerio Público.”, b) “Modelo de Sostenibilidad en cada uno de los abordajes que realiza la Dirección de Planificación en las oficinas del Ministerio Público (implementación de indicadores de gestión y seguimiento de los mismos).”, y c) “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo  integral del proceso penal.” que incluye a las oficinas del Ministerio Público; generará la suficiente evidencia para ponderar la carga de trabajo atendida por el personal de las fiscalías, encargados de la atención de las causas penales en las que intervienen personas indígenas en condición o posición de parte procesal; y además, realizar los ajustes en la cantidad de personal asignado a cada una de estas oficinas cuando corresponda.



El tiempo de aplicación de ambos formularios es temporal por el personal de las fiscalías indicado en el párrafo anterior, desde la comunicación de su aprobación por el Consejo Superior y hasta la llegada del personal del Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación con ocasión “Proyecto para el desarrollo e implementación del modelo estándar integral del proceso penal.”, de forma tal que sirva como insumo para el análisis que se llevará a cabo.



También, el personal de las fiscalías penales en mención deberá completar y rendir el “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.” y enviarlo a la UMGEF para que sean revisados por el personal de dicha Unidad y sirvan después para el  Subproceso de Modernización de la Dirección de Planificación cuando se realice el rediseño respectivo, el reporte se deberá enviar dentro de los primeros cinco días hábiles del mes siguientes, con copia a la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en ambos casos por medio del correo electrónico oficial, de tal manera que se resguarde para su posterior análisis una vez que se inicie el proceso de rediseño de las oficinas. 



A la Fiscalía de Asuntos Indígenas:

5.2-Coordinar la aplicación del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”



5.3-Custodiar cada copia recibida en soporte digital del “Informe mensual complementario de labores realizadas en las causas penales asignadas cuya parte procesal involucra personas indígenas.”, completado y enviado por el personal de las fiscalías penales, asignado a la atención de las causas penales con personas indígenas intervinientes en condición o posición de parte procesal.



5.4-Gestionar ante la Dirección de Tecnología de la Información la creación de una solución informática, o bien, el ajuste de alguna en funcionamiento, para controlar, concentrar y generar automáticamente los reportes estadísticos requeridos, de las causas de la etapa preparatoria penal que involucran personas indígenas en condición o posición de parte procesal a nivel nacional, por parte de la Fiscalía de Asuntos Indígenas del Ministerio Público.



5.5-Gestionar soporte informático ante la Dirección de Tecnología de la Información, para continuar realizando encuentros con representantes de pueblos indígenas por medio telemático (telencuentros), cuando la Superintendencia de Telecomunicaciones publique la finalización exitosa del proyecto dirigido a dotar de telecomunicaciones a los territorios indígenas. En este proyecto “… debe considerarse las costumbres y cosmovisión de la población indígena, así como la brecha cultural y digital desarrollados por la Sala Constitucional, con el objetivo de evitar procesos de discriminación de esa población o el establecimiento de barreras al acceso a la justicia.”([footnoteRef:2]). [2: 	 Extracto tomado del oficio número CACC-305-2020 del 25 de junio de 2020, suscrito por el Magistrado Jorge Enrique Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.] 




		Anexo A:

		Copia del oficio número CACC-305-2020 fechado 30 junio de 2020, remitido de forma conjunta por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Unidad de Acceso a la Justicia.





Copia del oficio número 126-FAI-2020 fechado 02 de julio de 2020, remitido por la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas.





		Realizado por:

		Licenciado Rodolfo González Fernández, Profesional 2, Unidad de Evaluación Operativa.



		Revisado por:

		Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. Subproceso Evaluación.



		Aprobado por:

		Licenciada. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i Planificación 
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I. INFORMACIÓN GENERAL 


I. INFORMACIÓN GENERAL 


 


Número del Agenda: 08-2020 


Asunto de reunión: 
Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con 
Discapacidad mes de agosto 


Lugar: Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams) 


Fecha 04-8-2020 


Hora inicio: 8:00 a.m. Hora final: 11:00 a.m. 


 


 


II. PARTICIPANTES  


 


INTEGRANTES ASISTENTES 


Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisión de Acceso 
a la Justicia  


Ausente por motivos laborales 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión 
Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  


Presente 


Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso 
a la Justicia  


Presente 


Sra. Beiy Hiu Li Villalobos, representante de la Defensa Pública  


Suplente: Sra. Gabriela Abarca Morán 


Ausente 


Ausente 


Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Dirección Ejecutiva  


Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina 


Presente 


Sr. Dixon Li Morales, representante de Dirección de Planificación Ausente 


AGENDA SESIÓN VIRTUAL 08-2020 (TEAMS) 


SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 


04 DE AGOSTO 2020  
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Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández, representante del 
Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función 
Jurisdiccional  


Ausente 


Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez, representante sociedad 
civil 


Ausente 


Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura 
de Niñez y Adolescencia 


Ausente 


Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora Gestión Humana y 
Coordinadora Comisión Institucional de Empleabilidad 


Sr. Alex Guevara, Suplente 


Ausente 


Ausente 


Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS Presente 


Sra. Mayela Pérez Delgado, representante del Ministerio Público/  


Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes, representante suplente 
del Ministerio Público 


Presente 


Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información Ausente 


Sr. Franz Vega Zúñiga, representante de Medicatura Forense 


Suplente: Sr. Edgar Madrigal Ramírez 


Ausente 


Ausente 


Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de 
Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes de 
la República 


Ausente 


Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial Presente 


Sra. Angie Calderón Chaves, Unidad de Acceso a la Justicia Presente 


Sra. María Lourdes Acuña Aguilar, Escuela Judicial 


Sra. Ana Barboza 


Ausente 


Sra. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y 
Comunicación Organizacional 


Presente 


 


III. ASUNTOS TRATADOS 


 


ARTICULO I 


Aprobación de Acta 07-2020 celebrada el 7 de julio de 2020, la cual fue puesta en conocimiento 
de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
oportunamente. 
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ACTA 07-2020 
SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.docx 


SE ACUERDA: Se aprueba el acta. - 


 


ARTÍCULO II 
El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, realizó comunicado masivo de 21 de 
julio que se titula:  
 
Vea este video y conozca en 30 segundos sobre los medios de comunicación del Poder Judicial, 
remite la siguiente información:  
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Al respecto la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas, en correo de 21 de julio de 2020, solicita al Máster Roger Mata 
Brenes, Director del Despacho de la Presidencia lo siguiente:  
 
“Estimado don Roger: Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de las 
Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la de Personas con Discapacidad, 
solicito su colaboración para que entre los servicios que la Institución está publicitando por esos 
videos y comunicados, se incluyan los servicios que la Institución ofrece a las personas con 
discapacidad y a las personas indígenas. Observo una omisión importante sobre la temática. Desde 
ya me pongo a su disposición desde ambas Subcomisiones para que, de contarse con su anuencia, 
lo antes posible se empiecen a socializar esos servicios especializados con que ya cuenta el Poder 
Judicial. En ambos casos solicito, además, de acogerse mi gestión, se publicite en los idiomas de 
las personas indígenas y en lesco para las personas con discapacidad y otros medios de 
comunicación que garanticen el mensaje sea comprensible y accesible. 
 
De igual forma, en el carácter de Coordinadora de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional, 
les insto para que en esos videos y comunicados se socialice a la población interna y externa al 
Poder Judicial la Política Ambiental y el contenido y acciones del Plan de Gestión Ambiental. Estoy 
en la mayor disposición de facilitarles la información que estimen necesaria.” 


 
 


El Máster Roger Mata Brenes, remite correo de 21 de julio de 2020, enviado al Máster Hugo Vega 
Castro, que literalmente indica: 
 
“Buenos días don Hugo. En atención a lo manifestado por doña Damaris, y como pueden 
observar en las publicaciones adjuntas, la institución debe duplicar los esfuerzos que se 
realizan en torno al tema de poblaciones indígenas. En razón de ello, por favor coordine con 
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doña Damaris y la comisión de acceso, para establecer una estrategia que permita de manera 
periódica posesionar el tema en nuestras redes y formatos de comunicación interna y 
externa. La estrategia y las acciones particulares deben coordinarse y contar con el VB de 
doña Damaris, quien a propuesta de don Fernando Cruz, asume una labor crucial en la 
estrategia del Estado Costarricense por la protección de los derechos de las personas 
indígenas, también se debe mantener informado a don Jorge Olaso como coordinar de la 
comisión de acceso a la justicia. https://www.forestpeoples.org/es/CIDH-aprueba-informe-
sobre-admisibilidad-caso-pueblo-broran personas que dan seguimiento a la protección de 
pueblos indígenas y personas defensoras de derechos humanos, aquí les dejo este 
pronunciamiento importantísimo para nuestro país. 
https://laraenlasnubes.com/2020/07/20/impunidad-en-costa-rica-impide-proteccion-
efectiva-de-personas-defensoras-indigenas-segun-experta-de-onu/” 
 
 


-0- 
 
Con ocasión de lo anterior, se realizó sesión de trabajo entre las y los representantes del 
Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Coordinadora de la Subcomisión a 
efecto de articular acciones para priorizar la atención de los servicios que se brindan a las personas 
con discapacidad: 
  
Se adjunta minuta de la reunión sostenida con personal del Departamento de Prensa y 
Comunicación Organizacional 
 


Minuta de reunión 
Temas de acceso a la justicia, población con discapacidad, población indígena y tema 


de ambientales 
 
Fecha de la reunión: 
Martes 28 de julio 2020 de 8:00 a.m. a 10:40 a.m. 
 
Participantes: 
Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Lic. Hugo Vega Castro 
Licda. Ana Lucía Vásquez Rivera 
Licda. Stephannie Phillips Asch 
 
Temas desarrollados: 
El licenciado Hugo y la Licenciada Ana Lucía comentaron los antecedentes y funcionamiento de la 
campaña de Institucionalidad. Se comentó acerca de la inversión de los recursos destinados para 
la campaña. Se detalló sobre la producción de cuñas en idiomas indígenas, la complejidad para su 
grabación, la coordinación con el ICER y la coordinación que se ha hecho con administraciones 
para su revisión. Doña Damaris indica que la Dirección Ejecutiva podría analizar la posibilidad de 
facilitar traductores para revisar los materiales en idiomas indígenas, para lo cual Ana Lucía le 
remitirá un correo con los detalles al respecto para que doña Damaris pueda gestionar con la 
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Dirección Ejecutiva lo correspondiente. Dicho correo fue remitido esta misma mañana por doña 
Ana Lucía. También se comentó que de producirse spots se pautarían en redes sociales, ya que no 
se cuenta con recursos para pautar en televisión. Además, se pautarán cuñas en radio. 
Se le comentó que se le envió el spot que se realizó con el visto bueno de la Subcomisión de Acceso 
a la Justicia para Pueblos Indígenas cuando la magistrada Damaris no estaba coordinándola. 
También que se le envió un guion de cuña para revisión. Durante la reunión doña Damaris dio 
respuesta y gestionó ambos correos. 
La magistrada Damaris menciona sobre cambio del tema de salvaguarda relacionado con 
discapacidad. El licenciado Hugo indica que hoy va a enviar el informe del depto. Sobre acciones 
desarrolladas sobre discapacidad, ya la Sección de Comunicación le remitió a don Hugo lo 
correspondiente hace algunos días, solo falta una parte de prensa.  
Sobre el plan de gestión ambiental, la magistrada Damaris indica que la Auditoría les pidió más 
divulgación. Es necesario al menos dos campañas al año sobre este tema, ya que las personas 
siguen desconociendo el plan. 
La licenciada Ana Lucía le comenta sobre la problemática mundial de falta de lectura y sobre la 
iniciativa que se tuvo sobre el boletín. 
El licenciado Hugo indica que puede conversarse con la empresa contratada para pautar los temas 
de pueblos indígenas en las zonas donde habitan. La licenciada Ana Lucía agrega que se puede 
abarcar poco a poco de acuerdo con los medios de comunicación que utilicen y que paulatinamente 
se pueda ir cubriendo mayor población. También, agrega que la coordinación de materiales debe 
ser rápida y concreta por la dinámica de aprobación de materiales con las empresas de acuerdo 
con los carteles de contratación. Se menciona que la contratación de este año contempla la 
traducción de spots en varias lenguas indígenas. 
La licenciada Ana Lucía comentó sobre el guion de población indígena que está en revisión para 
que puedan definir si es prioridad o se desea desarrollar otro tema. Sobre el tema de discapacidad 
indica si pudieran dar criterio sobre el spot de discapacidad en cuanto a la política de empleabilidad. 
Ya doña Damaris dio hoy mismo respuesta. 
La magistrada Damaris se compromete a definir las personas voceras para cada uno de los tres 
temas tratados en la reunión (población con discapacidad, población indígena y ambientales). 
Adicionalmente, va a definir los temas importantes en cuanto a ambientales y revisará el guion de 
pueblos indígenas que se le remitió para dar el visto bueno, realizar modificaciones (tomando en 
cuenta que, si se agrega texto, debe eliminarse la misma cantidad para mantener la duración de 
30 segundos) o priorizar otro tema a desarrollar.  
La magistrada Damaris indica que, si se puede participar en la próxima reunión de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas para analizar el guion, sin embargo, le indica la 
licenciada Ana Lucía que el plazo para enviar el contenido a la empresa contratada expira antes de 
la próxima reunión de la subcomisión. Se propone que la magistra Damaris realice una revisión 
previa para realizar ajustes y la licenciada Ana Lucía pedirá tiempo para que el guion se entregue 
a la empresa el viernes 7 de agosto y ella participaría en la reunión con la subcomisión para tener 
el visto bueno. La magistrada Damaris va a enviar el guion a las personas integrantes de la 
subcomisión y la licenciada Ana Lucía participará en la reunión del viernes 7 de agosto a la 1:30 
p.m. para el visto bueno. Hoy mismo doña Damaris remitió el guion a la subcomisión y Ana Lucía 
dio respuesta al correo con algunas especificaciones puntuales. 
 


-0- 
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La magistrada Damaris revisó y envió las observaciones del spot de personas con discapacidad. 
También envió las invitaciones a don Hugo y doña Ana Lucía con su equipo de trabajo para 
participar en las sesiones ordinarias de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y las 
Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Discapacidad programadas para 
agosto con el objetivo de analizar los temas prioridad para campañas y finiquitar los temas 
pendientes según la reunión realizada para los 3 temas de interés institucional: Ambiental, 
Indígenas y Discapacidad.  
 
Adicionalmente la Magistrada Vargas y la licenciada Ana Lucía Vásquez, en correos de 21 y 22 de 
julio de 2020, presentan su opinión acerca de la divulgación del Spot sobre políticas y servicios 
enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a 
su divulgación.  


Campaña 
resolución No. 01-2020 CIDH Pandemia y Derechos Humanos en las Américas 3-6-20.pdf 
 
La señora Ana Lucía Vásquez Rivera en comunicado electrónico del 22 de julio de 2020 9:08 a. m., 
indicó: 
 


“Estimada doña Damaris: Muchas gracias por toda esta información tan valiosa, de la cual, como 
es de su conocimiento incluso la semana pasada se divulgó la campaña que elaboró nuestro 
departamento en coordinación con usted (adjunta). 


Para nuestro equipo de trabajo es muy importante su opinión sobre si considera que el spot se 
puede divulgar tal como está (tomando en cuenta lo que les comentaba en el correo anterior de 
que no podemos editarlo sino solo agregar texto junto al video en caso de que lo divulguemos).  Ello 
tomando en cuenta, que tal como usted lo solicitó deseamos promover también el tema de esta 
población dentro de la campaña de institucionalidad que hemos venido divulgando.  


Por supuesto que también tomaremos en cuenta la parte técnica que nos indique doña Krissia, 
pero nos interesa adicionalmente su opinión, tomando en cuenta el correo que nos remitió hoy 
respecto a la resolución.   


Creo que no cambia el mensaje del spot porque más bien el spot promueve que esta población 
participe en los concursos y además divulga que el Poder Judicial tiene políticas y servicios 
enfocados a dicha población, pero quisiéramos su opinión al respecto: ¿considera que se puede 
divulgar el spot tal como está o prefiere que no lo divulguemos o desea que incluyamos 
un texto junto a la divulgación con alguna indicación específica? Quedamos atentas a sus 
instrucciones. Saludos. “  


La señora Damaris Vargas Vásquez en comunicado electrónico del 22 de julio de 2020, 07:27, 
señaló: 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 
“Estimada doña Ana Lucía: Buenos días. Gracias por copiarme el mensaje. Al margen de lo que se 
le señale doña Krissia, le adjunto gestiones realizadas por la suscrita a la Presidencia de la Corte y 
Consejo Superior que generaron el acuerdo de este último, comunicado mediante Oficio 4608-
2020. Por favor considerar esa información con ocasión del impacto de la pandemia en la población 
con discapacidad para que los mensajes estén actualizados acorde a lo señalado por la CIDH y 
CONAPDIS. Cordialmente,” 


La señora Ana Lucía Vásquez Rivera en correo del 21 de julio de 2020, 3:28 p. m., dirigido a la 
señora Krissia Rojas Quirós, Jefa de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, señaló: 


“Estimada Krissia: Como es de su conocimiento, como parte de la campaña de institucionalidad (de 
servicios del Poder Judicial) que coordinan nuestro departamento y el Despacho de la Presidencia, 
durante este año hemos divulgado tanto en el ámbito interno del Poder Judicial como a lo externo 
(mediante el Facebook del Poder Judicial) los diferentes spots de 30 segundos sobre dichos 
servicios. 


Uno de los spots producidos hace varios años (con el presupuesto de la campaña, con la 
contratación de locutores profesionales y la empresa de publicidad que realizó la animación de los 
íconos) es el de “Políticas y servicios enfocados a la población en condición de 
discapacidad” el cual había sido producido con el visto bueno de los integrantes de la comisión 
(se adjunta).  Sin embargo, tomando en cuenta que deseamos divulgarlo en los próximos días 
como parte del cronograma divulgativo que estamos desarrollando, y tomando en cuenta que en 
la parte final de este spot se menciona: ..”que ingresen a la página de Acceso a la Justicia, 
donde también encontrarán datos acerca del derecho que tienen estas personas a 
participar en concursos para ser nombradas en puestos del Poder Judicial “, quisiéramos 
consultar si en el contexto actual de la Pandemia existe alguna restricción para concursos o alguna 
variación al respecto.  Ello para no crear una falsa expectativa de las personas que vean o escuchen 
el spot. 


Es importante mencionar que, debido al proceso y costo de producción de este spot, no se le 
pueden hacer modificaciones porque habría que producirlo nuevamente y ello implica un costo 
alto.  Si hubiera alguna indicación que se deba agregar al posteo del spot en redes (texto que se 
incluye junto con el video al ubicarlo en el Facebook) y al anuncio en el comunicado interno (cápsula 
informativa que divulgamos al personal judicial) si podemos agregarlo en texto junto con la 
divulgación.  Por supuesto en texto accesible para que también las personas con discapacidad 
visual puedan acceder a él. 


Copio a la magistrada Damaris Vargas y al magistrado Jorge Olaso por si desean hacer alguna 
indicación al respecto. 


Quedamos atentas a la respuesta.” 


La señora Krissia Rojas Quirós en comunicado del 29 de julio de 2020, 09:22, indicó: 


“Estimadas doña Ana Lucía y doña Damaris: En atención a la consulta efectuada a este Subproceso, 
sobre la parte final del Spot relacionado a las políticas y servicios enfocados a la población en 
condición de discapacidad, en el cual se menciona: ..”que ingresen a la página de Acceso a la 
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Justicia, donde también encontrarán datos acerca del derecho que tienen estas 
personas a participar en concursos para ser nombradas en puestos del Poder Judicial 
“, agradecemos se incorpore en el texto que acompañe la publicación en las diferentes redes 
sociales, el siguiente párrafo: 


La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-
04-17 exclusivo para Personas con Discapacidad (periodo de inscripción 
finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas), tendremos más 
información de un próximo concurso en la página web 
https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021. 


Lo anterior en aras de no crear alguna falsa expectativa en la población sobre procesos selectivos 
vigentes en los cuales quieran participar, asimismo porque en otras ocasiones la reproducción de 
comunicaciones relacionadas a temas de población con discapacidad ha generado cierta 
incertidumbre en las personas que están activas en el concurso CN-04-17 con un aumento en las 
consultas a la unidad a cargo del proceso.  


Muchas gracias por la consideración en este tema y quedamos en la mayor disposición en caso de 
consultas adicionales o ampliaciones sobre lo expuesto.” 


 


-0- 


Finalmente, como respuesta al correo sobre el SPOT que se divulgará el 4 de agosto, con el visto 
bueno de cada uno, al respecto se remiten los correos correspondientes:  


De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 15:23 
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris 
Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: Spot de Acceso a la Justicia se divulgará el próximo martes 4 de agosto RE: Con visto bueno de don Jorge Olaso 
RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en 
condición de discapacidad  


Buenas tardes: Como ya contamos con los vistos buenos respectivos, estamos programando el spot de Acceso a la 
Justicia, junto con el texto indicado y aprobado por ustedes, para ser divulgados en correo interno al personal judicial y por 
el Facebook del Poder Judicial para el próximo martes 4 de agosto y posteriormente se reiterará cada tres meses 
(debido a que tenemos que alternarlo con otros temas de servicios institucionales).  Reiteramos nuestro agradecimiento 
por sus valiosos aportes. 


Texto que se adjuntará a las divulgaciones: 


La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para 
Personas con Discapacidad, con fundamento en la Convención de los derechos de las personas con 
discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala y según las leyes 8862 y 7600 (periodo de 
inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información 
de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ 
a partir del 2021. 
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De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 15:12 
Para: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-
Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-
Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Con observación de don Jorge Olaso RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre 
políticas y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su 
divulgación  


A mí me parece muy bien así, muchas gracias. Excelente. 


 


De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 14:48 
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris 
Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: Con observación de don Jorge Olaso RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas 
y servicios enfocados a la población en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su 
divulgación  


Estimado don Jorge Olaso: Espero que se encuentre muy bien. Y qué le parece si incluimos el texto de la siguiente 
forma: 


La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para 
Personas con Discapacidad, con fundamento en la Convención de los derechos de las personas con 
discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala y según las leyes 8862 y 7600 (periodo de 
inscripción finalizado, actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información 
de un próximo concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ 
a partir del 2021. 


 


De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: viernes, 31 de julio de 2020 10:32 
Para: Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-
Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-
Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población 
en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación  


Les reitero que para mí está bien así, pero para mayor abundamiento el fundamento devendría de la Convención de los 
derechos de las personas con discapacidad y de la Convención de Antigua Guatemala. Les remito un compendio de 
legislación de CONAPDIS que se puede utilizar para fundamentar. 
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De: Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 20:25 
Para: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-
Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-
Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población 
en condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación  


Buen día. De conformidad con el texto que se estaría divulgando aunado al Spot, es conveniente indicar que si bien la Ley 
7600 hace mención del tema de empleabilidad de personas con discapacidad en su artículo 23, el concurso CN-04-17 
responde a la aplicación de la Ley 8862 y su reglamento (Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con 
discapacidad en el Sector Público), por lo tanto, respetuosamente se sugiere que este dato se adicione al párrafo, tal y 
como se transcribe a continuación:  


La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para 
Personas con Discapacidad, según la Ley 8862 y la Ley 7600 (periodo de inscripción finalizado, 
actualmente en etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo 
concurso en la página web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 
2021. 


De: Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 13:50 
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Krissia Rojas Quirós <krojasq@Poder-Judicial.go.cr>; 
Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr> 
CC: Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata 
Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena 
Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maureen 
González Barrantes <mgonzalezb@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucía Vásquez Rivera <avasquezr@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: solo falta visto bueno del Magistrado Jorge Olaso / Spot sobre políticas y servicios enfocados a la población en 
condición de discapacidad /consulta urgente sobre concursos previa a su divulgación  


Estimada doña Damaris, estimado don Jorge Olaso y estimada doña Krissia: 


En atención al correo de doña Damaris del martes 28 de julio (incluido aquí líneas abajo) y el remitido por doña 
Krissia Rojas el miércoles 29 de julio (incluido también líneas abajo), se estaría divulgando el spot (video) de 30 
segundos enviado anteriormente, junto con el siguiente texto al personal judicial y mediante el Facebook del 
Poder Judicial, una vez que don Jorge Olaso nos dé el visto bueno final como coordinador de la Comisión de 
Acceso a la Justicia:  


La Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en el concurso CN-04-17 exclusivo para 
Personas con Discapacidad, según la ley 7600 (periodo de inscripción finalizado, actualmente en 
etapa de aplicación de pruebas). Tendremos más información de un próximo concurso en la página 
web https://ghreclutamientoyseleccion.poder-judicial.go.cr/ a partir del 2021. 


Quedamos a la espera de las indicaciones respectivas y cualquier otra observación al respecto.” 


 


La señora Maureen González refiere del 14 al 17 de julio se divulgó la campaña de la resolución 
01-2020 de la CIDH y a las demás campañas realizadas y spot divulgado el día de hoy. Indica que 
la señora Ana Lucía Vásquez Rivera no pudo asistir a la sesión debido a que debió participar en 
otra reunión, por lo que ella estará en su lugar. 
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La señora Melissa Benavides Víquez se refiere al Informe DVV-S1-0102-2020 presentado a la 
Asamblea Legislativa por la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, con ocasión del cumplimiento 
de la Ley de adiciona un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600. Solicita se haga un destacado 
de la presentación de dicho informe por parte de Prensa y en otros espacios.  


Maureen González indica que el Informativo que es grabado está a cargo de Prensa, lo cual debe 
ser coordinado con doña Sandra Castro pues manejan diferentes formatos de notas cortas de datos 
relevantes para el Poder Judicial. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las coordinaciones desarrolladas con el Departamento de 
Prensa y Comunicación Organizacional, así como de la divulgación del spot y otras campañas 
desarrolladas, así como de la solicitud hecha por el Despacho de la Presidencia para que se 
considere el tema discapacidad en las campañas ante la petición de la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al señor Hugo Vega Castro, jefe del citado 
Departamento la divulgación entre otros aspectos, del Oficio DVV-S1-0102-2020 presentado a la 
Asamblea Legislativa con ocasión del Informe 2020 que es el anual solicitado por la Ley de adiciona 
un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad 
y se dispone a comunicar el acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 
 


ARTICULO III 


La oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en nota del 14 de julio de 2020 remitió lo 
siguiente: 
  


 “Reciban un cordial saludo. Con instrucciones superiores, me es grato dirigirme a 
ustedes en ocasión de hacer de su estimable conocimiento, la información recibida en 
la Oficina de parte de la Delegación Costarricense ante la Organización de Estados 
Americanos, correspondiente a los documentos: 
  
1.“La Carta Democrática Interamericana: Guía de acción política para 
enfrentar la pandemia del COVID-19”. 
 
Este documento corresponde a una guía que se basa en el concepto de que la 
pandemia exige seguir insistiendo en los mecanismos democráticos como la forma más 
adecuada para abordar la emergencia y sus consecuencias, se puede consultar en el 
siguiente link: http://www.oas.org/documents/spa/press/La-CDI-Guia-de-accion-
politica-para-la-pandemia-5.28.pdf 
  
2. “Guía para organizar elecciones en tiempos de pandemia” 
Esta guía fue preparada para contribuir al fortalecimiento de los procesos políticos de 
los Estados Miembros. Ante las serias dificultades en la organización de los procesos 
comiciales, se analizan alternativas democráticas para que no se vea lesionada la 
legitimidad de origen de los gobernantes, las transiciones democráticas, la alternancia 
de sus autoridades y la duración de los períodos de gobierno. La Guía señala que, ante 
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la pandemia del COVID-19, “varios países han adoptado medidas para resguardar la 
salud de sus habitantes, debiendo posponer procesos electorales programados 
originalmente para el primer semestre de 2020”. A efectos de que las acciones y 
decisiones que se adopten en materia electoral en respuesta a esta situación permitan 
resguardar la continuidad de los procesos democráticos, la Secretaría General de la 
OEA, con la colaboración de la Organización Panamericana de la Salud, recopiló en la 
guía una serie de medidas para la celebración de elecciones seguras, limpias y 
transparentes, y que a la vez contribuyan a reducir los riesgos de contagio del COVID-
19 a quienes participan en la organización y desarrollo de los comicios. La guía ofrece 
elementos para tener en cuenta a la hora de decidir si celebrar elecciones o 
postergarlas, y propone medidas que pueden ser adoptadas en los siguientes ámbitos: 
Organización y administración electoral; Uso de la tecnología; Participación e inclusión; 
Campaña electoral; Comunicación y Votación y escrutinio. La OEA fue la primera 
organización internacional que desplegó una Misión de Observación Electoral durante 
la pandemia (en República Dominicana) y esa experiencia se refleja también en este 
documento. El documento fue preparado por el Departamento para la Cooperación y 
Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, con 
el ánimo de apoyar a los Estados Miembros en un momento de especial dificultad 
histórica. 
  
Pueden consultar la guía al darle "clic" sobre el nombre de la misma. 
  
Compartimos con ustedes estos documentos en el entendido que, consideramos, 
pueden ser de interés para ustedes. 
  
Agradecemos la atención a brindar.  
 
Con las muestras de mi más alta consideración y estima” 
 


 
-0- 


 
El comunicado anterior fue socializado a todas las personas integrantes de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para su conocimiento.  
  


SE ACUERDA: Se toma nota. - 


 


ARTICULO IV 


La licenciada Maureen González Barrantes, comunicadora del Departamento de Prensa y 
Comunicación Organizacional, a cargo del tema de discapacidad, remitió correo de 9 de julio de 
2019, que indica:  
 
“Magistrada 
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Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
  
Estimada doña Damaris: 
  
En relación a la campaña adjunta que tiene como fin dar a conocer el conocer a todo el personal 
judicial el contenido de la resolución N° 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos “Pandemia y derechos humanos en las Américas” en lo que respecta a la población con 
discapacidad, tomando en consideración que ya la campaña cuenta con el visto bueno brindado 
por su persona, el Magistrado Jorge Olaso Alvarez y la MSc. Melissa Benavides Víquez, con todo 
gusto procederé a programar las cápsulas para divulgarlas según la siguiente propuesta:   
  
Cápsula 1:  Se programa para divulgar el martes 14 de julio 
Cápsula 1:  Se programa para divulgar el miércoles 15 de julio 
Cápsula 3: Se programa para divulgar el jueves 16 de julio 
Cápsula 4: Se programa para divulgar el viernes 17 de julio 
  
En caso de que tenga alguna observación final que considere importante tomar en cuenta antes 
de divulgar la campaña, le agradezco indicármelo. 
  
Muchas gracias y quedo atenta, 
  
Se adjuntan las cápsulas de la Campaña 
  


Campaña 
resolución No. 01-2020 CIDH Pandemia y Derechos Humanos en las Américas 3-6-20.pdf 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la campaña. 2° Autorizar sea replicada por parte del Ministerio 
Público y el Organismo de Investigación Judicial, conforme lo solicitado, y otras oficinas 
institucionales que lo estimen pertinente, al tratarse de información vinculada con poblaciones en 
situación de vulnerabilidad, pues ya fue divulgada por los medios internos. 3° La Unidad de Acceso 
a la Justicia remitirá la información a las representantes de ambas oficinas ante la Subcomisión 
para la gestión y seguimiento debido. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad, el cual 
será comunicado con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


ARTICULO V 


La Máster Melissa Benavides Víquez y doña Angie Calderón de la Unidad de Acceso a la Justicia 
exponen sobre el informe enviado a CONAPDIS sobre la CIADDIS y evaluación realizada. 
 
Luego de la exposición del informe presentado por el Poder Judicial a CONAPDIS por parte de las 
señoras Melissa Benavides y Angie Calderón, la señora Andrea Sánchez de CONPADIS refiere fue 
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un informe de muy alto nivel y recalca somos el primer país que incluye la figura de la salvaguarda, 
entre otros temas de relevancia para la defensa de los derechos de las personas con discapacidad; 
de igual forma señala la importancia de ajustar las estadísticas del Poder Judicial sobre esta 
temática. Se hace alusión a algunos aspectos en los que conviene hacer ajustes institucionales. 
 
Se adjunta archivo enviado.  
 


Poder Judicial 
Adicional.docx  


 
Sobre este mismo tema se recibieron las siguientes gestiones de coordinación: 
 
La Licda. Ana Erika Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística y el Ingeniero Dixon Li 
Morales, Jefe del Proceso Ejecución de las Operaciones, remiten oficio 1068-PLA-ES-2020 del 17 
de julio de 2020, que indica: 
 
“Con el fin de dar respuesta a la gestión  realizada el pasado 14 de julio, donde solicita cualquier 
información disponible y datos estadísticos de SIGMA sobre procesos vinculados con personas con 
discapacidad, a fin de ser anexadas al informe “Informe en relación al cumplimiento de la Ley N.º 
8661, “Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, 
realizada por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS); de acuerdo con la 
información disponible y competente a esta información, a continuación, se adjunta los cuadros 
estadísticos por materia en violencia doméstica en primera instancia: 


Cuadro N° 1 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia 
Doméstica según Rango de edad, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019  


Cuadro N° 2 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia 
Doméstica según Estado Civil, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019  


Cuadro N° 3 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia 
Doméstica según País de origen, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019  


Cuadro N° 4 Volumen de Personas con Discapacidad intervinientes en materia de Violencia 
Doméstica según Etnia, por tipo de interviniente y sexo biológico para el 2019. 


 


Detalle de la información Archivo Adjunto 
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Cuadros de personas con discapacidad en la 
materia de Violencia Doméstica 


Datos VD de 
discapacidad.xlsx  


“ 
El licenciado Alexis Mora Cambronero, Profesional Jurídico del a Oficina de Cooperación y 
Relaciones Internacionales, en correo de 14 de julio de 2020, señaló:  


 “Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la Señora Karen Leiva Chavarría, Jefa 
de esta oficina, me dirijo a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su 
estimable conocimiento la solicitud de información adicional al “Informe en relación al 
cumplimiento de la Ley N.º 8661, “Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad”, realizada por el Consejo Nacional de Personas con 
Discapacidad (CONAPDIS), respecto a la aplicación de los protocolos sobre la capacidad 
jurídica y las restricciones a la interdicción y la curatela de las personas con discapacidad.   
  
En razón de lo anterior, se adjunta el instrumento recolector de información, suministrado 
por el CONAPDIS, con el atento ruego de cumplimentar la información solicitada y remitirla 
a más tardar el día lunes 20 de julio, a los correos electrónicos amorac@poder-
judicial.go.cr, con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr. 
  
Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente 
comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta. Con las muestras de 
mi más alta consideración y estima,” 


  


Las señoras Angie Calderón Chaves y Melissa Benavides Víquez, Profesional y Jefa -
respectivamente- de la Unidad de Acceso a la Justicia, remiten correo en que dan respuesta a lo 
solicitado por la OCRI, en el que señalan: 


“Reciba un cordial saludo. Con instrucciones de la Máster Melissa Benavides Víquez, 
y en atención a la seguidilla de correos infra, me permito remitir adjunto para su 
estimable conocimiento y en adición a la información ya suministrada por parte de 
doña Melissa, el Oficio No. 1068-PLA-ES-2020, mismo que contiene alguna 
información estadística preparada por la Sección de Estadística de la Dirección de 
Planificación, en cumplimiento de lo solicitado por el CONAPDIS. Agradezco su 
atención y la confirmación del recibido.” 


 
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe remitido por la Comisión de Acceso a la Justicia y la 
Unidad de Acceso a la Justicia al CONAPDIS. 2° Utilizar la evaluación realizada por CONAPDIS como 
una oportunidad de mejora para el siguiente informe que deberá presentarse oportunamente, entre 
ellos, los parámetros estadísticos solicitados por CONAPDIS y los ajustes que sean necesarios en 
la inclusión de las variables género y discapacidad para procesos de salvaguarda. 3° Coordinar 
estos temas con la suficiente anticipación con las oficinas respectivas, entre ellos, Estadística y 
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Tecnología de la Información (SIGMA). 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se 
dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


ARTICULO VI 


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su calidad de Coordinadora de la Subcomisión Acceso 
a la Justicia de Personas con Discapacidad e Integrante Comisión Institucional de Empleabilidad 
Poder Judicial, presenta correo electrónico de 13 de julio de 2020 enviado a la Máster Roxana 
Arrieta Meléndez, Directora de la Dirección de Gestión Humana, que indica:   


Reciba un atento saludo. En seguimiento de la Ley N° 8862, Inclusión y 
protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público, que 
señala: 
“Artículo único: En las ofertas de empleo de los Poderes del Estado se 
reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las 
vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas 
con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las 
pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal 
de cada uno de esos Poderes.” 
El artículo 5 del Reglamento de dicha ley, el cual dispone: 
“Funciones de la Comisión especializada. La Comisión Especializada tendrá las 
siguientes funciones a su cargo: Hacer anualmente un estudio para identificar 
los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las 
plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, 
consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas, así 
como el Sistema Nacional de Intermediación, Orientación e Información de 
Empleo (SIOIE), con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan 
oferentes disponibles. Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en 
el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las 
personas con discapacidad y recomendar las adecuaciones y adaptaciones 
pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación. 
Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar seguimiento 
a la contratación de las plazas vacantes para personas con discapacidad y su 
inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas.”; 
 
Y, el artículo 6 que señala: 
“Política Institucional y Resolución del Jerarca. El máximo jerarca de cada 
institución, con base en el estudio técnico y recomendación elaborada por la 
Comisión Especializada, procederá a emitir una Política Institucional y dictará 
la respectiva resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda 
para cada año, la cual deberá ser publicada en el Diario Oficial La Gaceta y un 
extracto de esta en un medio de prensa. Dicha resolución deberá ser 
comunicada a la Dirección General del Servicio Civil, a la Secretaría Técnica de 
la Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso a la 
Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.”, 
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Le solicito valorar a lo interno de la Comisión trasladar a Corte Plena la 
aprobación de la Política Institucional de Empleabilidad y demás datos sobre 
la reserva de plazas que corresponda a cada año, para su aprobación, y no al 
Consejo Superior, pues la normativa exige aprobación de la jerarquía máxima 
institucional. Aunado a ello, proceder con la publicación de la Política y la 
reserva de plazas en La Gaceta y, además, un extracto en un medio de prensa, 
además de comunicarla a los órganos que cita el Reglamento de la Ley 8862. 
  
Saludos cordiales,” 


 
Se está a la espera de la respuesta de la Comisión Institucional de Empleabilidad. 


  
SE ACUERDA: Se toma nota de la consulta. Estar a la espera de la respuesta que emita la Comisión 
Institucional de Empleabilidad. - 


ARTICULO VII 


La máster Melisa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, trasladó a 
la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad los siguientes comunicados, 
en relación con los cuales señala: 
  


“De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:54 
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-
Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
Buenas tardes, Melissa 
  
Conversando con doña Marisol Barboza, metodóloga de la Escuela 
Judicial me indica lo siguiente relacionado al Taller sobre la Ley de la 
promoción de la autonomía de las personas con discapacidad en sede 
judicial al realizarlo de manera virtual.  
  
 El taller se puede desarrollar mediante la herramienta teams y la 


plataforma de cursos de la Escuela Judicial.  
 Se requiere una persona experta en la materia de familia por la 


entrada en vigor del Nuevo Código Procesal en Familia.  
 El taller se llevará a cabo en dos días (16 horas)  
 Se debe contar con una persona que valide el taller virtual y 


revisión de diseño.  
 También se requiere una persona para el diseño de la guía de la 


persona facilitadora, instrumentos de evaluación y la plantilla del 
aula virtual.  


 Para realizar todo lo necesario se requiere de al menos un mes de 
anticipación antes de ejecutar el taller.  
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Cualquier otra consulta estoy a la disposición. 
  
Saludos cordiales  
  
 
De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:25 
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
¿todo el día? 
 
De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:20 
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-
Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
Si señora, serían 4 grupos de 16 personas cada grupo  
  
De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:19 
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
¿Cada grupo? 
 
De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:19 
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-
Judicial.go.cr> 
CC: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
Dos días  
  
 
De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:18 
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Cc: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
¿Qué duración tiene? 
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De: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 15 de julio de 2020 14:14 
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-
Judicial.go.cr> 
CC: Ana Barboza Monge <abarboza@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: RE: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
Buenas tardes, Melissa. Un gusto saludarla. En la última sesión que 
realizó la subcomisión no estuve presente, pero le comento:  
  


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los oficios EJ-DIR-072-2020 y EJ-
ACAD-003-2020, de 22 de mayo de 2020 de la Escuela Judicial, 
planteados por la licenciada Rebeca Guardia Morales, Directora de la 
Escuela Judicial y la licenciada María Lourdes Acuña Aguilar, Gestora 
de Capacitación de la Escuela Judicial, respectivamente. 2° Solicitar al 
Consejo Nacional de Discapacidad autorización para que la señora 
Andrea Sánchez, asesora de CONAPDIS e integrante de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, colabore con la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia como facilitadora de la actividad 
de capacitación coordinada con la Escuela Judicial denominada Taller 
de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad 
en sede judicial, el cual está programado para dos días 21 y 28 de 
agosto, 18 y 25 de setiembre, 23 y 30 de octubre, 20 y 27 de 
noviembre. El Taller se ejecutará por medio de la herramienta 
Microsoft Teams y cada grupo contará con 16 personas. Solicitar a la 
Defensoría de los Habitantes de la República autorización para que el 
señor Otto Lépiz, quienes también es integrante de la Subcomisión de 
Acceso a la Justiciad de Personas con Discapacidad, colabore con la 
señora Andrea Sánchez en impartir la capacitación. De aprobarse el 
permiso, la señora Sánchez podrá hacer ajustes a los contenidos de la 
capacitación en coordinación con la señora Marisol Barboza Rodríguez, 
especialista en Métodos de Enseñanza de la Escuela Judicial.  


 Al día de hoy desconozco si se autorizó la participación de la Sra. 
Andrea Sánchez y el Sr. Otto Lépiz como personas facilitadoras del 
taller en mención.  


 3° Solicitar al Consejo Superior que el Taller de Ley de Promoción de 
la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial se declare 
de asistencia obligatoria considerando la naturaleza de la capacitación 
y su trascendencia, además de que responde a los compromisos país 
con normativa internacional de derechos humanos relativa a población 
con discapacidad, de carácter supraconstitucional según 
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jurisprudencia reiterada y vinculante de la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia.  


 Desconozco si se realizó la gestión.  


 4° Instar a la Escuela Judicial para que el Taller de Ley de Promoción 
de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede judicial sea 
impartido de manera virtual a toda la población judicial en forma 
paulatina conforme a los recursos disponibles; iniciándose con las 
personas juzgadoras y técnicas judiciales de las Jurisdicciones de 
Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica; además, 
peritos de Medicina Legal y del Departamento de Trabajo Social y 
Psicología y las personas auxiliares de justicia que participan en el 
ejercicio de las funciones que señala la normativa. 


  


Es posible adaptar el taller a modalidad virtual con al menos un mes 
de anticipación a que inicie el taller, ya que se debe de generar un 
aula virtual en la plataforma de cursos de la Escuela Judicial y si las 
personas facilitadoras le estarán realizando mejoras.  


 Copio a la compañera Ana Barboza quién asistió a la última reunión 
de la subcomisión por si debe de agregar algún detalle.  


 Saludos cordiales” 


De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado: miércoles, 15 de julio de 2020 14:01 
Para: María Lourdes Acuña Aguilar <macunaa@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: Sobre Curso de Ley de Autonomía 
  
Buenas tardes. Por favor indicarme en qué estado se encuentra este 
curso. Muchas gracias 
   
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los oficios EJ-DIR-072-2020 y EJ-
ACAD-003-2020, de 22 de mayo de 2020 de la Escuela Judicial, 
planteados por la licenciada Rebeca Guardia Morales, Directora de la 
Escuela Judicial y la licenciada María Lourdes Acuña Aguilar, Gestora 
de Capacitación de la Escuela Judicial, respectivamente. 2° Solicitar al 
Consejo Nacional de Discapacidad autorización para que la señora 
Andrea Sánchez, asesora de CONAPDIS e integrante de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, colabore con la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia como facilitadora de la actividad 
de capacitación coordinada con la Escuela Judicial denominada Taller 
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de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad 
en sede judicial, el cual está programado para dos días 21 y 28 de 
agosto, 18 y 25 de setiembre, 23 y 30 de octubre, 20 y 27 de 
noviembre. El Taller se ejecutará por medio de la herramienta 
Microsoft Teams y cada grupo contará con 16 personas. Solicitar a la 
Defensoría de los Habitantes de la República autorización para que el 
señor Otto Lépiz, quienes también es integrante de la Subcomisión de 
Acceso a la Justiciad de Personas con Discapacidad, colabore con la 
señora Andrea Sánchez en impartir la capacitación. De aprobarse el 
permiso, la señora Sánchez podrá hacer ajustes a los contenidos de la 
capacitación en coordinación con la señora Marisol Barboza Rodríguez, 
especialista en Métodos de Enseñanza de la Escuela 
Judicial. 3° Solicitar al Consejo Superior que el Taller de Ley de 
Promoción de la Autonomía de Personas con Discapacidad en sede 
judicial se declare de asistencia obligatoria considerando la naturaleza 
de la capacitación y su trascendencia, además de que responde a los 
compromisos país con normativa internacional de derechos humanos 
relativa a población con discapacidad, de carácter supraconstitucional 
según jurisprudencia reiterada y vinculante de la Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. 4° Instar a la Escuela Judicial para 
que el Taller de Ley de Promoción de la Autonomía de Personas con 
Discapacidad en sede judicial sea impartido de manera virtual a toda 
la población judicial en forma paulatina conforme a los recursos 
disponibles; iniciándose con las personas juzgadoras y técnicas 
judiciales de las Jurisdicciones de Familia, Pensiones Alimentarias y 
Violencia Doméstica; además, peritos de Medicina Legal y del 
Departamento de Trabajo Social y Psicología y las personas auxiliares 
de justicia que participan en el ejercicio de las funciones que señala la 
normativa.” 
  


 
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los comunicados electrónicos vinculados con la capacitación 
coordinada con la Escuela Judicial. 2° Reiterar consulta al señor Otto Lépiz de la Defensoría de los 
Habitantes si puede colaborar con la capacitación en referencia, pues la señora Andrea Sánchez de 
CONAPDIS informa que no se le permitió debido a que debe priorizar otros temas institucionales. 
3° Consultar a la Escuela Judicial si tienen contenido presupuestario para ejecutar este año la 
capacitación coordinada con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Persona con Discapacidad 
sobre la Ley de Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad y si eso podría incluir la 
contratación de una persona experta; así como valorar la posibilidad de trasladar las fechas 
programadas inicialmente manteniéndose siempre para este año en lo posible. 4° Remitir atento 
recordatorio a la Escuela Judicial para que la persona representante ante esta Subcomisión asista 
con mayor regularidad a efecto de que se genere una comunicación más efectiva. 5° Se declara 
firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo de inmediato a la Escuela Judicial 
por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 
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ARTICULO VIII 


La Magistra Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Personas con Discapacidad remite para conocimiento la invitación enviada el 16 de julio de 2020 
por la señora Isabel Alfaro Sáenz, Asesora de Sostenibilidad,  
 
 


“¡Buen día estimada persona participante! 
  
Esperamos se encuentre muy bien. 
  
Nuestro agradecimiento por sumarse al Webinar: Inclusión y protección 
de las personas trabajadoras con discapacidad en Costa Rica en 
tiempos del COVID-19, esta actividad fue un esfuerzo conjunto entre el 
Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, el Despacho de la Segunda Vicepresidencia de la República 
y la Alianza Empresarial para el Desarrollo, en el marco de la Red de Empresas 
e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad. 
  
El fin de tener este espacio fue promover el intercambio con representantes 
de organizaciones públicas y privadas, personas con discapacidad y sus 
organizaciones, en torno a las medidas necesarias para garantizar la inclusión 
y protección de los derechos laborales de las personas con discapacidad y sus 
familias, durante la atención y recuperación de la emergencia. 
  
Desde la Red de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con 
Discapacidad nuestro más profundo agradecimiento a las personas panelistas 
en la actividad quienes con sus palabras enriquecieron enormemente este 
espacio. 
  
Panelistas de la actividad: 
 
Crystal Vargas Osornio, Coordinadora del Programa Ágora y Emprende México. 
María Gabriela Valverde Fallas, Ejecutiva del Consejo de Salud Ocupacional. 
 
Adriana Mejías Arce, Recursos Humanos Florex de Costa Rica. 
 
Silvia Chaves Quesada, Vicepresidenta y propietaria de Grupo Florex de Costa 
Rica. 
 
Damaris Solano Murillo, Activista de Derechos Humanos. 
  
A continuación, compartimos: 
 El Link de la grabación del 


webinar: https://www.youtube.com/watch?v=y_WEzIpXeho 
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 Link de la grabación de las palabras de las personas jerarcas de las 


instituciones del comité técnico de la Red de Empresas e Instituciones por 
la Inclusión de Personas con 
Discapacidad. https://www.facebook.com/conapdiscr1/videos/26984756
4105875/ 


 La presentación de la empresa Florex pueden encontrarla en el archivo 
adjunto. 


  
Esperamos contar con su presencia en futuros eventos organizados por la Red 
de Empresas e Instituciones por la Inclusión de Personas con Discapacidad. 
  
Saludos cordiales,”  


  


 


Se adjunta presentación de Power Point  


PPT Gabriela 
Valverde CSO.pptx  


SE ACUERDA: Se toma nota. - 


ARTICULO IX 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Situación de Discapacidad en la sesión 
virtual celebrada el pasado martes 07 de julio de 2020, artículo XVI, dispuso: “SE ACUERDA: 1°. 
Se toma nota. 2°. A fin de cumplir con lo dispuesto en el artículo 68 del CAPÍTULO VIII, ACCESO 
A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11 DE LA LEY N.º 7600, que indica: “Para dar seguimiento del derecho 
al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, las comisiones institucionales de 
accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo 
Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde 
asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en 
este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado de la aplicación de la 
presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea 
Legislativa.”, se acuerda solicitar a las diferentes jerarquías institucionales involucradas un informe 
sobre las acciones realizadas sobre la temática a efecto de elaborar un informe unificado y 
trasladarlo en forma coordinada con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de 
la Presidencia, Comisión de Acceso a la Justicia y Oficina de Cooperación y Relaciones 
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Internacionales. 3°. Solicitar apoyo en la operativización de las responsabilidades del Poder Judicial 
en el nuevo capítulo de Acceso a la Justicia de la Ley 7.600, y la logística de construcción del 
informe a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y Oficina de 
Cooperación y Relaciones Internacionales. 4°. Solicitar al CONAPDIS la asistencia técnica para el 
cumplimiento idóneo de la nueva normativa.” 
 
El Informe se elaboró con la participación de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de 
Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad con el 
objetivo de enviarlo puntualmente a la Asamblea Legislativa, tomando como insumos los informes 
solicitados a diferentes instancias institucionales, de CONAPDIS, Universidades, Colegio de 
Abogados y Abogadas, entre otros. 


Su contenido literal es el siguiente: 


San José, 3 de agosto de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0102-2020 


Señoras y Señores 


Comisión de Discapacidad y Adultez Mayor 


Asamblea Legislativa 


Asunto: Informe de Seguimiento 2020 sobre acciones del Poder Judicial 
asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, 
al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad” 


Estimados Señores y Señoras: 


Tenemos el honor de dirigirnos a ustedes en nuestra condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, con ocasión de rendir dentro del 
plazo legal, el Informe 2020 sobre Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a 
la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”. 


 


El numeral 68 de dicha normativa señala: 


 


“Seguimiento. Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, las 
comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial 
y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde asesoramiento 
y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. Cada doce meses 
se deberá rendir un informe detallado de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad 
y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa.” 


 


El informe incorpora en su primera parte una contextualización de datos acerca de los antecedentes de constitución, 
integración, funciones desarrolladas, periodicidad de sesiones y actas mensuales de 2019 y 2020 con acuerdos incluidos de 
la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial. 
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Con mayor detalle se exponen las acciones institucionales desarrolladas para el acceso a la justicia de la población en 
situación de discapacidad por parte de la Subcomisión, la coordinación de acciones ejecutadas con otras oficinas 
institucionales en materia de Discapacidad con ocasión de la implementación de la normativa nacional e internacional que 
regula los derechos de esta población y la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial 
aprobada por Corte Plena en la sesión Nº 14-08 del 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, entre ellos, la Fiscalía General, 
Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Judicatura, Comisiones Jurisdiccionales, Contraloría de Servicios, 
Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, entre otras. 


 


Además, se informa sobre la articulación de acciones desplegadas con otras instituciones sobre la temática, entre ellas, la 
Contraloría General de la República, Patronato Nacional de la Infancia, el Colegio de Abogados y Abogadas, universidades, 
entre otros. Finalmente, se incorpora la evidencia de seguimiento de todos los datos suministrados.  


 


 


Informe de Seguimiento 2020 


Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 
11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” 


 


 


Para el Poder Judicial la atención a las personas en situación de discapacidad conforme a los derechos que regula la 
normativa nacional e internacional siempre ha sido una prioridad. Corte Plena, jerarquía máxima institucional, aprobó la 
Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial en la sesión Nº 14-08 del 5 de mayo de 2008, 
Artículo XXIII, y en la actualidad el tema de acceso a la justicia es parte de los ejes transversales y temas estratégicos del 
Plan Estratégico Institucional 2019-2024 del Poder Judicial. 


 


 


I PARTE. Constitución y cumplimiento de funciones conforme al Plan de Trabajo Anual de la Subcomisión de 
Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  


 


1. Antecedentes 


En el acuerdo de Corte Plena tomado en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, se dispuso la creación de 
la Comisión de Accesibilidad para la atención de las personas con discapacidad y se aprobó la Política de Igualdad de las 
Personas con Discapacidad del Poder Judicial, en cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad N° 7.600 de 1996, la Directriz 27-2001, emitida por la Presidencia de la República y el Ministerio de la 
Presidencia que promovió la creación de comisiones institucionales en materia de discapacidad en todas las instituciones 
públicas, y la normativa internacional que regula los derechos de dicha población.  


  


En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, Artículo XXVIII, se acordó que la Comisión de Accesibilidad se 
convirtiera en la Comisión de Acceso a la Justicia, la cual funciona con órgano rector de las Subcomisiones de Acceso a la 
Justicia1 a cargo de las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. Con ocasión de ese cambio, los asuntos 


 
1 Actualmente el Poder Judicial cuenta con Subcomisiones para el acceso a la justicia de Discapacidad, Personas Adultas Mayores, 
Afrodescendientes, Indígenas, LGTBIQ, Niñez y Adolescencia y Penal Juvenil, Personas Privadas de Libertad.  
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vinculados con la población con discapacidad pasaron a conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas 
con Discapacidad, bajo la rectoría de la Comisión de Acceso a la Justicia.   


  


En la sesión de Corte Plena N° 57-2014 del 8 de diciembre de 2014, Artículo XIX, se aprobaron las acciones recomendadas 
para cumplir con el Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial N° 512-44-AEE-2014 de 21 de mayo de 2014, teniéndose 
a la Subcomisión como “activa”.  


   


En el año 2013 se aprobó la Ley de Creación de las Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD) 
que es la N° 9171 -vigente- la cual dispone: 


 


“todos los ministerios y órganos desconcentrados adscritos a ellos deberán constituir una comisión institucional 
sobre accesibilidad y discapacidad (CIAD), cuyos miembros serán nombrados por la máxima autoridad 
institucional, procurando una representación amplia de la estructura institucional. Las instituciones autónomas y 
semiautónomas y las empresas públicas constituidas como sociedades anónimas podrán constituir una CIAD al 
amparo de esta ley.”   


 


La normativa en referencia no está dirigida a los supremos poderes. No obstante, para el momento de su entrada en vigor 
ya el Poder Judicial contaba con la Comisión de Accesibilidad, que luego se transformó en la Comisión de Acceso a la 
Justicia, y con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. Además, ya había sido aprobada por 
Corte Plena en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, la Política de Igualdad de las Personas con 
Discapacidad del Poder Judicial. 


 


2. Coordinación 


 


Por disposición de Corte Plena, el Magistrado Jorge Olaso Álvarez y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez están a cargo 
de la Coordinación de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 
Discapacidad, respetivamente. Además, se cuenta con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia a cargo de la 
máster Melissa Benavides Víquez. 


 


3. Integración 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad está integrada por personas representantes de las 
principales oficinas institucionales, de otras instituciones tales como el Consejo Nacional de Discapacidad, la Defensoría de 
los Habitantes de la República, entre otros, y en cumplimiento de las Políticas de Participación Ciudadana y de Gobierno 
Abierto del Poder Judicial, cuenta con representantes de la sociedad civil.  


Las y los integrantes son: 


 


 


Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia   
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Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad   


Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia  


Suplente: Angie Calderón Chaves  


Sra. Mayela Pérez, Ministerio Público  


Sra. Beiy Hiu Li Villalobos, Defensa Pública  


Suplente: Gabriela Abarca  


Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Dirección Ejecutiva   


Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina  


Sr. Dixon Li Morales, Dirección de Planificación  


Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional   


Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez, representante sociedad civil  


Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura de Niñez y Adolescencia  


Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad  


Suplente: Sr. Alex Guevara, Suplente  


Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS  


Sra. Mayela Pérez Delgado, Ministerio Público  


Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes  


Sr. Orlando Castrillo, Dirección de Tecnología de la Información  


Sr. Franz Vega Zúñiga, Departamento Médico Legal  


Suplente: Sr. Edgar Madrigal Ramírez  


Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes de la República  


Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial  


Sra. María Lourdes Acuña Aguilar, Escuela Judicial  


Suplente: Sra. Ana Barboza  


Sra. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional 
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4. Funciones 


 


Las funciones que desarrolla la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad están asociadas al 
cumplimiento de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, aprobada por Corte Plena 
en la sesión Nº 14-08 de la Corte Plena, celebrada el 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, la normativa nacional e internacional 
que regula los derechos de las personas con discapacidad, en especial, la Ley 9171 y la Ley 9714 que incorpora un Capítulo 
sobre Acceso a la Justicia a la Ley 7.600, entre ellas: 
 


a. Velar para que en el Poder Judicial se incluyan en sus reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, 
proyectos y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad para las personas con 
discapacidad, en cualquier región del país. Al efecto, el Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial 2019/2024 
incluye como un área estratégica el Acceso a la Justicia dentro del que está inmerso el acceso a la justicia de 
personas con discapacidad, de manera tal que todos los Proyectos institucionales están alineados a la Política de 
Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 


 
b. Coordinar la formulación, ejecución y evaluación de las políticas institucionales, en el marco de la Política de 


Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, 
Artículo XLVII, la Política Nacional de Discapacidad y el Plan de Acción en lo applicable, así como la normativa 
nacional e internacional que regula los derechos de la población en situación de discapacidad. Desde el año 2019 
se están realizando acciones coordinadas con CONAPDIS como ente rector de discapacidad, MIDEPLAN y la 
Dirección de Planificación del Poder Judicial para la actualización de la Política Institucional con el objetivo de 
alinearla en lo posible a la Política Nacional de Discapacidad y su Plan de Acción, en especial, la normativa 
nacional e internacional y las nuevas funciones que regula la Ley 9714. 
 


c. Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y evaluación del plan y presupuesto institucional de 
equiparación de oportunidades con las diferentes instancias institucionales, fundamentadas en la normativa 
vigente sobre discapacidad. Estas actividades se están ejecutando en Coordinación con la Comisión de Acceso a 
la Justicia y la Comisión Institucional de Empleabilidad en el marco del Plan Estratégico Institucional del Poder 
Judicial para la equiparación de oportunidades con las diferentes instancias institucionales, fundamentadas en la 
normativa vigente sobre discapacidad. 
 


d. Propiciar la participación de las personas con discapacidad y de las organizaciones que las representan en la 
formulación de las políticas institucionales, así como en el diseño, la ejecución y la evaluación del plan institucional 
de equiparación de oportunidades. El diseño de la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas con 
Discapacidad y de Empleabidad se constituyó con la Participación de personas con discapacidad y así se ha 
venido ejecutando, incorporando en ese proceso tanto personas con discapacidad servidoras Judiciales como 
usuarias. En Cumplimiento de la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial la Subcomisión de Acceso 
a la Justicia de Personas con Discapacidad está integrada por personas con discapacidad y representantes de 
organizaciones de éstas. 
 


e. Coordinar, con las instancias correspondientes, la incorporación de la perspectiva de discapacidad y equiparación 
de oportunidades en los contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de información 
institucionales. La perspectiva de discapacidad y de equiparación de oportunidades es parte del Plan Estratégico 
Institucional 2019/2024, de manera tal que las instancias institucionales necesariamente deben ejecutar sus 
Proyectos estratégicos basados en este enfoque. De ahí, tanto los contenidos de Capacitación que se ejecuta en 
forma coordinada con la Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana y demás Unidades de Capacitación del 
OIJ, Defensa Pública y Ministerio Público; la divulgación que se realiza de manera articulada con el Departamento 
de Prensa y Comunicación Organizacional; y los sistemas de información institucionales que se coordinan con la 
Dirección de Tecnología de la Información, se ejecutan conforme a la perspectiva de discapacidad y de 
equiparación de oportunidades. Recientemente esto último se ha ejecutado en forma coordinada y con la asesoría 
de CONAPDIS en relación con la página web del Poder Judicial y otras páginas institucionales, entre otros 
sistemas tecnológicos. 
 


f. Organizar y promover la provisión de servicios de apoyo y ayudas técnicas que requieren las personas servidoras 
judiciales y usuarias en situación de discapacidad. Para tal efecto se incluye esa información en la página web 
de la Comisión de Acceso a la Justicia que a la vez incorpora la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas 
con Discapacidad en uno de sus apartados. En forma coordinada con la Dirección Ejecutiva se ha organizado y 
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promovido la provision de Servicios de Apoyo y ayudas técnicas requeridas por las personas servidoras Judiciales 
y las usuarias que presenten alguna discapacidad. Al respecto se ha solicitado a la Comisión de Acceso a la 
Justicia publicar en la página web en la parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 
Discapacidad, tanto las ayudas técnicas como los Servicios de Apoyo. 
 


g. Establecer vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD. Se han mantenido vínculos de Cooperación 
con las personas integrantes de otras CIAD con el objetivo de conocer e implementar en lo possible, las buenas 
prácticas desarrolladas por éstas y compartir las institucionales con el objetivo de mejorar el Servicio de 
administración de justicia de las personas en situación de discapacidad. 


 


La evidencia de los productos desarrollados en el ejercicio de las funciones citadas se encuentra en los acuerdos de las 
actas de las sesiones mensuales que realiza la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y las 
sesiones extraordinarias que en ocasiones se ejecutan.  


Importante indicar que siempre se ha gestionado para que la Subcomisión esté integrada por una persona representante 
de CONAPDIS lo cual ha implicado una importante oportunidad de mejora en las diferentes propuestas que se desarrollan 
y ejecutan. 


 


5. Sesiones ordinarias y extraordinarias 


 


Las sesiones ordinarias se realizan mensualmente en cumplimiento del Reglamento General de Comisiones de la Corte 
Suprema de Justicia. También se realizan sesiones extraordinarias cada vez que es necesario, de manera presencial o 
virtual. A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de Microsoft Teams.  


 


6. Actas de sesiones mensuales 2019 y primer semestre de 2020 


  


Se adjuntan como evidencia las actas de las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 
Discapacidad 2019 y 2020: 


  


  


 2019     


Acta 1-2019  


 
   


  


Acta 2-2019  


 
 


  


Acta 3-2019  


 
 


  


 


  


Acta 4-2019  
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Acta 5-2019  


 
 


 


  


Acta 6-2019  


 
  


Acta 7-2019  


 
 
  


Acta 8-2019  


  
  


Acta 9-19  


 
 


 


  


Acta 10-19  


 
  


Acta 11-19  


 
  


  


     


 2020     


Acta 1-2020  


 


  


Acta 2-2020  


 
 


Acta 3-2020  


 


 Acta 4-2020  


 


Acta 5-2020 


 
 


  


 


  


Acta 6-2020  
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II PARTE. Acciones institucionales sobre Acceso a la Justicia 


 


 


1. Acciones concretas del trabajo desarrollado en el Poder Judicial de la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia para Personas en situación de Discapacidad.  


 


Las acciones por seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial deben orientarse a la identificación y erradicación de las 
desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las 
decisiones judiciales. Además, las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni 
interferir en el desempeño de las personas servidores judiciales en relación con sus funciones.  


 


Se detallan algunas líneas generales de acción, según el ámbito institucional: 


 


a. En el Ámbito Administrativo 
 


 Se impulsa el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes, para lograr 
la accesibilidad a la justicia a las personas usuarias con discapacidad, sin discriminación. 
 


 Se mantiene vigente un plan de eliminación de barreras arquitectónicas, en cumplimiento de la Ley 7600, de manera que 
todos los inmuebles propiedad del Poder Judicial, o los que sean alquilados cuenten con la accesibilidad idónea para 
asegurar el acceso arquitectónico. Lo mismo aplica para todos los bienes muebles, para la atención del público y/o personas 
usuarias, y para el mismo personal de la institución, de manera que los mismos sean accesibles. Espacios que además 
deben contar con la señalización universal exigida por ley.  


 


 Debe en todo momento garantizarse la atención en espacios cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la 
igualdad de oportunidades.  
 


 Desde la Dirección de Gestión Humana, debe en todo momento garantizarse que los procesos de selección de personal 
estén adaptados a las condiciones de las y los aspirantes con alguna discapacidad, y que se asegure la igualdad de 
oportunidades en dichos procesos.  


 


 Formación de personal judicial en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al 
público.  


 


 Se elaboran planes de capacitación permanentes y sostenibles que incluyen la perspectiva de discapacidad, dirigidos para 
todo el personal judicial.  
 


 En relación con el tema de la información y la comunicación, se realizan importantes esfuerzos y coordinaciones con los 
diferentes departamentos de prensa y comunicación organizacional, mediante la divulgación de importantes campañas de 
información y sensibilización dirigidos al personal judicial con una perspectiva de derechos humanos. 
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 Se confeccionan protocolos, guías y directrices que permiten día con día mejorar la atención de las personas usuarias con 
alguna situación de discapacidad. 


 


 
b. Ámbito Jurisdiccional 


 


 Se emiten lineamientos que instruyen a las y los jueces para que apliquen prioritariamente las normas internacionales de 
protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad.  
 


 Las personas juzgadoras deben de abstenerse de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o 
ideológico que configuren prejuicios o produzcan efectos discriminatorios en contra de las personas en situación de 
discapacidad. 
 


 En las resoluciones judiciales las juezas y los jueces deben redactar las resoluciones judiciales con un uso de lenguaje claro, 
inclusivo y respetuoso de las personas con discapacidad.  
 


 Se recopila y se socializa para estudio y aplicación información jurisprudencial en donde figuren personas con alguna 
condición de discapacidad. 


 


 
c. Ámbito Auxiliar de la Justicia 


 


 Se promueve el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad 
en los procesos judiciales.  
 


 Se cuenta con personal especializado en materia de discapacidad, para la realización de peritajes, evaluaciones médicas y 
psicológicas.  


 


 Se garantiza desde la Defensa Pública los servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y 
cercanos a las personas con discapacidad usuarios de estos.  


 


 Se incorpora transversalmente la perspectiva de discapacidad en los servicios que brindan todas las instancias del ámbito 
auxiliar de la justicia.  
 


  Se brinda atención prioritaria y garantiza un trámite preferente a todas las personas con discapacidad.  
 


 


 


2. Logros institucionales realizados bajo la coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para 
Personas en situación de Discapacidad.  


 


A continuación, se detallarán los logros de la Subcomisión para el acceso a la justicia de Personas en situación de 
discapacidad: 
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i. Se gestionó ante la Comisión de Acceso a la Justicia actualizar la Política de Igualdad para las Personas con 


Discapacidad en el Poder Judicial aprobada por Corte Plena en sesión N° 14-08 de 5 de mayo de 2008, Artículo 


XXIII, siguiendo la metodología de MIDEPLAN. Lo anterior, para que se adaptara a la Política Nacional de 


Discapacidad y a la nueva normativa y lineamientos institucionales vinculados. La propuesta fue aprobada por 


la Comisión de Acceso a la Justicia y ya se realizó un primer Taller coordinado con la Dirección de Planificación 


para tal efecto. Además, se solicitó a CONAPDIS colaboración mediante asesoría para la actualización de la 


Política y su alineamiento a la Política Nacional de Discapacidad. Concretamente, se solicitó a CONAPDIS:  


a. Brindar su acompañamiento y asesoría especializada para que las acciones del Poder Judicial vinculadas 


con la inclusión idónea de los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad para las personas con 


discapacidad en los reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, proyectos y servicios que se 


dan en cualquier región y comunidad del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial país;  


b. Poder contar con su acompañamiento y asesoría especializada en el proceso que estamos realizando a fin 


de que las acciones del Poder Judicial relacionadas con la formulación, ejecución y evaluación de la política 


institucional y su actualización, se enmarque en la Política Nacional de Discapacidad;  


c. Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y evaluación del plan y presupuesto institucional 


para la equiparación de oportunidades de la población con discapacidad;  


d. Colaborar con su experiencia en la asesoría sobre las acciones que realiza la Institución a fin de propiciar 


la participación de las personas con discapacidad en la formulación de la actualización de la política 


institucional, su diseño, ejecución y la evaluación, para incorporar la equiparación de oportunidades, lo 


anterior, incluyendo los contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de información 


institucionales;  


e. Remitir información que pueda ser socializada con las personas servidoras judiciales vinculada con los 


servicios de apoyo y ayudas técnicas que ofrece la Institución a su cargo y que pueden ser de utilidad para 


personas funcionarias, usuarias y beneficiarias que presentan alguna discapacidad; 


f. Informar sobre los vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD a efecto de maximizar el 


aprovechamiento de los recursos y compartir las buenas prácticas que se han desarrollado.  


  


ii. Se realizaron comunicados a CONAPDIS a fin de coordinar acciones para implementar la Ley N° 9714 que es 


Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título II de la Ley N° 7600, Igualdad de Oportunidades para las 


Personas con Discapacidad, necesarias para promover que las instancias de administración de justicia cuenten 


con la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas requeridas para la 


atención de las personas con discapacidad de manera idónea. Además de comunicar la disposición institucional 


para integrar el equipo a cargo de brindar asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el 


cumplimiento de los dispuesto en la Ley, integrado por las comisiones institucionales de accesibilidad y 


discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con 


Discapacidad (Conapdis), a fin de poder planificar las acciones que sean necesarias para informar los logros y 


avances de manera oportuna a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea 


Legislativa, tal y como lo dispone la Ley 9714.  


  


iii. Con el objetivo de dar la trazabilidad debida a los informes a los que hace referencia el artículo 3 de la Ley N° 


9171 de Creación de las Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad, se le solicitó a CONAPDIS 


informe de seguimiento que se ha dado a los informes que ha presentado el Poder Judicial en cumplimiento de 
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dicha norma y reenvío de estos, con el objetivo de buscar oportunidades que coadyuven en la mejora continua 


de la gestión.   


  


iv. Se realizaron acciones de coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información para que en la 


construcción del nuevo sistema informático se incorpore la perspectiva de la población en situación de 


discapacidad. Para tal efecto se informó sobre los nombres de algunas de las personas servidoras judiciales con 


discapacidad para que coadyuven directamente con sugerencias, así como las personas usuarias con 


discapacidad o representantes de organizaciones de éstas aprovechando para ello la actividad de celebración 


del Día Internacional de las Personas con Discapacidad; y los insumos con que cuente la Comisión de 


Empleabilidad del Poder Judicial.  


 


v. La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia participó activamente en las sesiones de la Comisión 


de Empleabilidad del Poder Judicial, de la cual forma parte, para la implementación de la Ley de Empleabilidad 


de las Personas con Discapacidad. Dicha Comisión informa que se obtuvieron los siguientes logros: Concursos 


de personas con discapacidad conforme a la Ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral:  


 
a. 1 persona con discapacidad nombrada en un puesto de juez/jueza civil  


b. 2 puestos para juez/jueza de Familia en proceso de nombramiento  


c. Otros puestos del ámbito administrativo: se evaluación de 209 personas que a partir del 28/10/19 iniciaron 


las primeras evaluaciones a 30 personas con discapacidad visual y se continúa con las demás para concluir 


los concursos especializados activos.  


  


vi. Se coordinaron acciones para la ejecución de actividades de capacitación que contribuyan con el cumplimiento 


de las metas del PAO 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia en lo relacionado con las personas en situación 


de discapacidad. Se logró la conclusión de un Curso Virtual con la Dirección de Gestión Humana, así como la 


coordinación con dicha Dirección, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, 


Defensa Pública, y Organismo de Investigación Judicial para incorporar los derechos de la población con 


discapacidad en sus capacitaciones, incluyendo la Ley de Promoción de Autonomía de las Personas con 


Discapacidad.  


  


vii. Se realizaron coordinaciones con la Dirección de Gestión Humana para la realización de un Diagnóstico que 


ejecutó la Unidad de Capacitación de dicha Dirección acerca del estado en que se encuentra la Institución 


vinculado con el servicio que se ofrece a las personas que requieren LESCO y las personas capacitadas que lo 


ofrezcan. Lo anterior, en cumplimiento de la normativa que regula tal derecho y los lineamientos institucionales, 


así como la jurisprudencia de la Sala Constitucional atinente a las exigencias para que la Institución esté 


preparada para ofrecer ese servicio de manera idónea. Con ocasión de lo anterior, se amplió la cobertura de las 


personas capacitadas en LESCO, se recibieron propuestas de buenas prácticas y se hicieron sugerencias a la 


Dirección de Tecnología de la Información para que se automatice ese servicio en la medida de lo posible.  


 
viii. Se remitió propuesta a la Comisión de Acceso a la Justicia para que se actualice la página de la Comisión en la 


parte relacionada con la Subcomisión de Acceso a la Justicia. Además, en coordinación con CONAPDIS se remitió 


a la Comisión de Acceso a la Justicia el modelo universal de accesibilidad para personas con discapacidad para 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 
que se incorpore en todas las páginas de la Institución, no solo en la de la Subcomisión y la Comisión. La 


propuesta fue aprobada por la Comisión de Acceso a la Justicia.  


  


ix. En la actualización de las Reglas de Brasilia mediante Circular 173-2019 de Corte Plena, se logró la inclusión de 


las personas en situación de discapacidad permanente y también las temporales, como beneficiarias de tales 


reglas. Lo anterior, con el objetivo de que la Institución tenga como uno de los lineamientos de la jerarquía 


máxima, establecer las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las 


personas con discapacidad, incluyendo Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios 


judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como 


persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, 


comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, 


atendiendo la brecha digital y cultural. Lo anterior incluye también promover la inclusión laboral de las personas 


con discapacidad.  


  


x. Circulares: 


 
xi. Se logró la aprobación de la Circular 202-2019, propuesta por la Subcomisión de Acceso a la Justicia, denominada 


“Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de 


referirse a las personas en situación de discapacidad”, mediante acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial 


en sesión No. 96-19 celebrada el 05 de noviembre de 2019, artículo LIX. Se reiteró a las diferentes Oficinas 


Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución 


del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad 


de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en 


situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661 Convención de los Derechos de las Personas 


con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento. 


El objetivo es cumplir con el artículo 6 conforme al cual, cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o 


utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres 


humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación 


con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema; 


y el 8, conforme al cual, deben adoptar medidas efectivas y pertinentes para: a)  Sensibilizar a la sociedad, 


incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar 


el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas; b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y 


las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la 


edad, en todos los ámbitos de la vida; c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y 


aportaciones de las personas con discapacidad. Las medidas a este fin incluyen: a)  Poner en marcha y mantener 


campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a: i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los 


derechos de las personas con discapacidad; ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social 


respecto de las personas con discapacidad; iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las 


habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el 


mercado laboral; b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las 


niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;  c)  


Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con 


discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención; d)  Promover programas de 
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formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas 


personas (Ley 8661). Conforme a lo anterior, en la Circular se destacó que es importante el uso de términos 


correctos ya que estos le dan valor a las personas a las cuales nos referimos, con el lenguaje excluimos o 


discriminamos, ya que antes que determinada situación o característica más de las que tenemos, somos personas 


con la misma dignidad inherente. Esta Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial sería la razón por la que nunca se refiera a la persona en situación 


de discapacidad como:   


 


➢ Discapacitado, este término sugiere que la discapacidad es parte de su definición como ser humano y no lo 
es. - Los eufemismos, como “sordito”, “cieguito”, “Manuelito/a, que tiene discapacidad”, hay que evitarlo ya que 
esto trae un mensaje subliminal de infancia permanente y no de acceso a la responsabilidad ciudadana;   


 


➢ Enfermo; la discapacidad no es una enfermedad, es una situación que puede desaparecer si eliminamos las 
barreras del entorno. Por ejemplo: las personas ciegas, sordas, usuarias de sillas de ruedas están en su mayoría 
perfectamente sanas y su “discapacidad” solo surge cuando no hay lectores de pantallas, braille, sitios web 
accesibles, intérpretes de lengua de señas, programas de televisión o vídeos con subtítulos, que les aseguren su 
inclusión plena en igualdad de oportunidades.  


 


➢ Normal vs. Anormal: este concepto de normalidad actualmente ha sido muy cuestionado. Ante dicha reflexión 
sobre bajo qué criterios se define lo normal de lo que no lo es y profundizamos en los detalles, no existe nadie 
plenamente “normal”. Para tal efecto, se adjuntó la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo 
Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)  


 


➢ Personas con capacidades diferentes, personas con capacidades especiales, personas con necesidades 
especiales: Además de tratarse de eufemismos, desde el principio de igualdad propio a las personas humanas, 
no existen las capacidades diferentes o necesidades especiales. Todos y todas tenemos las mismas capacidades 
(potenciales, reales, en desarrollo) y necesidades (amar y ser amados, comer, vestirse, tener salud, sobrevivir). 
Todos y todas compartimos la misma esencia humana en igualdad. Lo que nos diferencia no tiene que ver con 
nuestras capacidades o necesidades esenciales y cuando no existen barreras en el entorno, se pueden manifestar 
y satisfacerse en igualdad. Se brindó un resumen para que sirva de guía como uso correcto de términos, tomado 
de la “Guía de lenguaje Inclusivo” emitido por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad.  (CONAPDIS)  


 


Forma incorrecta: Forma correcta: Discapacitado Enfermito Persona con problemas  Su nombre Persona en 
situación de discapacidad Persona con discapacidad Relegado a una silla de ruedas Paralítico Su nombre Persona 
en situación de discapacidad física o movilidad reducida Invidente Cieguito El cieguito Su nombre Persona ciega 
Persona en situación de discapacidad sensorial  Sordomudo El mudo Su nombre Persona en situación de 
discapacidad sensorial Retrasado mental El mongolo, mongolito Su nombre Persona con síndrome de Down 
Persona en situación de discapacidad intelectual Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en 
situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como 
persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial 
que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional 
de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)  
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xii. Se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana para que en la implementación del Reglamento de Evaluación 


de Desempeño aprobado por Corte Plena se incluyan indicadores vinculados con la atención de las poblaciones 


en situación de discapacidad.  


  


xiii. Se remitió solicitud a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Escuela Judicial de temas para desarrollar en las 


capacitaciones de 2020.  


  


xiv. Se solicitó al Consejo Superior disponer la asignación de parqueos a personas usuarias internas y externas del 


Poder Judicial, siguiendo los parámetros actualizados de la Ley 7.600 y disposiciones del CONAPDIS, para lo cual 


se contó con la asesoría de las personas representante de este ante la Subcomisión.  


  


xv. La Coordinadora de la Subcomisión asistió a todas las sesiones de la Subcomisión a las que fue convocada por 


la Comisión de Acceso a la Justicia.  


  


xvi. Se contribuyó desde la Subcomisión con propuestas a la Comisión de Acceso a la Justicia para la construcción 


del PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia.  


  


xvii. La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez participó 


activamente en las sesiones de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, de la cual forma parte, para la 


implementación de la Ley de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. Como parte de los logros 


alcanzados por esta Comisión se pueden detallar los siguientes:  


 
 Concursos de personas con discapacidad conforme lo establece la Ley 8862 de Inclusión y Protección 


Laboral: 
 


 1 persona con discapacidad nombrada en un puesto de juez/jueza civil. 
 2 puestos para juez/jueza de Familia en proceso de nombramiento. 
 Otros puestos del ámbito administrativo: se encuentran en proceso de evaluación un total de 209 


personas que a partir del 28/10/19 iniciaron las primeras evaluaciones, con un primer grupo de 30 
personas con discapacidad visual y se está continuando con las demás para concluir el primer concurso 
especializado. 


 Se insta a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión de Empleabilidad para que se divulguen con 
una gran amplitud los concursos especializados que se realicen en cumplimiento de la Ley de 
Empleabilidad No. 8662, especialmente en las poblaciones con discapacidad 


 
xviii. En coordinación con la Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana se establecieron 


coordinaciones para la realización de un Diagnóstico acerca del estado en que se encuentra la institución 
vinculado con el servicio que se ofrece a las personas que requieren el servicio de interpretación en LESCO y 
las personas capacitadas que lo ofrezcan. Lo anterior, en cumplimiento de la normativa que regula tal derecho 
y los lineamientos institucionales, así como la jurisprudencia de la Sala Constitucional atinente a las exigencias 
para que la institución esté preparada para ofrecer ese servicio de manera idónea. Con ocasión de lo anterior, 
se amplió la cobertura de las personas capacitadas en LESCO, se recibieron propuestas de buenas prácticas y 
se hicieron sugerencias a la Dirección de Tecnología de la Información para que se automatice ese servicio en 
la medida de lo posible. 


 
 


xix. En la Circular No. 19-2020 se reiteró la cual Circular No. 67-09 sobre la “Política de Accesibilidad para las 
Personas con Discapacidad”, en la cual se indica que: “…debe incluirse la jurisdicción constitucional como 
una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad…”. 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 
 


 
xx. Se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana para que en la implementación del Reglamento de Evaluación 


de Desempeño aprobado por Corte Plena se incluyan indicadores vinculados con la atención de las poblaciones 
en situación de discapacidad. En este mismo sentido la Unidad de Acceso a la Justicia, se encuentra 
estableciendo las coordinaciones necesarias con la Dirección de Tecnologías de la Información y la Dirección 
de Planificación para establecer indicadores que permitan conocer cuál es la población con discapacidad a nivel 
nacional que demanda los servicios del Poder Judicial y en qué tipo de procesos judiciales, con una serie de 
variables desagregadas que permitan conocer mejor la población con discapacidad y en donde existe mayor 
concurrencia a efectos de establecer mejores acciones para garantizarles el mejor servicio posible en estrados 
judiciales.  


 
xxi. Se han venido realizando gestiones ante el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a efectos de disponer la 


asignación de parqueos para personas usuarias internas y externas del Poder Judicial, siguiendo los parámetros 
actualizados de la Ley 7.600 y disposiciones del CONAPDIS, para lo cual se ha contado con la asesoría de las 
personas representante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia y del propio CONAPDIS, para cumplir con 
esta medida que establece la Ley.  


 
xxii. En coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, principalmente; pero también 


en coordinación con los diferentes departamento de Prensa del Ministerio Público y del Organismo de 
Investigación Judicial, se establecen importantes estrategias de información, comunicación y sensibilización 
respecto los servicios, programas y proyectos que se han construido para garantizar un acceso efectivo a la 
justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, así como la necesidad de brindarles una atención ágil, 
oportuna e integral, considerando sus necesidades particulares.  


 
xxiii. Un compromiso y avance muy importante es la realización de visitas o audiencias in situ para todas aquellas 


personas en condición de discapacidad que definitivamente no tienen los medios y los recursos económicos 
para desplazarse a estrados judiciales para la realización de las diligencias. De manera que el personal de las 
distancias instancias judiciales con el compromiso que los caracteriza se desplazan hasta donde estas personas 
se encuentran para hacer efectivo sus derechos.  


 
xxiv. Con la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación de instancias como el Ministerio Público, el 


Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública se establecen anualmente importantes programas de 
capacitación y formación continua dirigidos para las y los operadores del sistema judicial, de manera que 
cuenten con los conocimientos y las herramientas necesarias para la labor que realizan día con día. En todos 
estos procesos de capacitación y formación se contempla el estudio de toda la normativa nacional e 
internacional a favor de las personas con discapacidad, y por supuesto que todo con un enfoque de derechos 
humanos y universalización.  


 
xxv. Se trabaja arduamente con la colaboración de instancias como la Dirección Ejecutiva, e Departamento de 


Servicios Generales, el Departamento de Salud Ocupacional, Departamento de Proveeduría, entre otros, para 
que la infraestructura de todos y cada uno de los edificios del Poder Judicial, cuenta con la Señalización 
Universalización que nos exige la normativa. De manera que se garantiza que las personas usuarias con 
discapacidad que se acercan a las oficinas judiciales no encuentren barreras arquitectónicas o del entorno que 
impida la realización de sus diligencias. Además de contar con las ayudas técnicas necesarias para que apoyen 
al momento de hacer sus diligencias.  


 
xxvi. Desde el 2006 el Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana en coordinación 


con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, han venido realizando esfuerzos a fin de capacitar a 
la población judicial en el Lenguaje de Señas Costarricense LESCO, con el objetivo de solventar la necesidad 
institucional de contar con recurso humano calificado, el cual permita garantizar un servicio público de calidad 
y acceso igualitario a la justicia para todas las personas. Atención primaria e informativa de las personas 
usuarias de los servicios judiciales, con discapacidad auditiva. Estas acciones son permanentes y sostenibles.  


 
xxvii. Instalación en todos los circuitos judiciales del país del programa informático JAWS que convierte texto en 


audio y facilita así el acceso a la información de las personas con discapacidad visual. Por medio de la 
Contraloría de Servicios y de la Dirección de Tecnologías de la Información se ejecuta una labor de vigilancia 
en relación con el funcionamiento del software JAWS, instalado en las oficinas judiciales.  


 
xxviii. Se realizó la compra de un Plotter, destacado en el Departamento de Artes Gráficas del Poder Judicial, para la 


impresión de documentos judiciales en braille. (En sesión No. 111-10 del 21 de diciembre del 2010, artículo 
VI, por mayoría y en atención de las necesidades especiales de las personas usuarias, que algunas veces 
requieren de una inversión alta, justificada en la garantía de acceso de la justicia y a la información oportuna, 
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se autorizó la compra del plotter para instalar en el Departamento de Artes Gráficas, cuyo presupuesto se 
tomó del que se tiene establecido para la adquisición de licencias de software, cuyo monto es alto y suficiente). 


 
xxix. Por medio de la Dirección Ejecutiva se establecen los parámetros y lineamientos para los procesos de 


contratación de intérpretes en el Poder Judicial, de manera que sean procesos de contratación ágiles acordes 
a las necesidades de las personas usuarias. 


 
xxx. Elaboración material informativo y de documentos de trabajo como por ejemplo las "Directrices para reducir 


la revictimización de niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad en procesos judiciales" y las 
Directrices para reducir la revictimización de personas adultas en condición de discapacidad en procesos 
judiciales". 


 
xxxi. Con motivo a la aprobación de la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con 


Discapacidad, se encuentra en proceso de coordinación y diseño un curso bimodal (presencial y virtual). 
 


xxxii. Se promueva con bastante frecuencia en la institución y con un alto sentido de labor social la realización de 
Ferias de Personas Artesanas con Discapacidad y otras organizaciones representativas de esta población. 
 


xxxiii. Con la colaboración de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial se ha implementado una Encuesta anual 
en aras de conocer sobre la Satisfacción del Servicio hacia las personas usuarias, además del interés de conocer 
si las personas usuarias que demandan los servicios del Poder Judicial tienen conocimiento sobre la 
disponibilidad de recursos y ayudas técnicas existentes para la población en situación en de discapacidad.  
 


xxxiv. Divulgación de importantes campañas vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad y de 
efemérides propias de esa población. 
 


xxxv. Tiene la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad, la disponibilidad para 
atender consultas de personas usuarias externas e internas, sobre situaciones propias y particulares que viven 
al demandar los servicios judiciales. De manera es una instancia que brinda apoyo mediante observaciones o 
criterios técnicos, dada la especialidad de las personas que la integran; pero que no son vinculantes para 
efecto de tomar una decisión final; ya que esta responsabilidad recae en los órganos competentes como lo 
son Consejo Superior y Corte Plena. Es a su vez un medio que canaliza la información con las instancias 
judiciales pertinentes, para que se dé una pronta solución a las personas usuarias.  
 


xxxvi. Actualmente debido a la situación de emergencia que vive el país, producto de la pandemia por CONVID-19, 
se ha socializado y puesto en conocimiento del Consejo Superior y de la Comisión de Emergencias del Poder 
Judicial la información dictada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, denominada 
“Pandemia y derechos humanos de las Américas”, para la atención de personas con 
discapacidad”, y toda la demás información relacionada al respecto, como la remitida por el CONAPDIS 
también “Medidas adicionales de protección para las personas con discapacidad en atención a la 
declaratoria de Emergencia Nacional en Costa Rica por el COVID-19”;  a efectos de tomar en 
consideración las medidas de higiene y seguridad en beneficio de las personas usuarias en situación de 
discapacidad que se acercan al aparato judicial.  
 


xxxvii. Se ha solicitado la colaboración a la Dirección de Gestión Humana para que se valore contar con una base de 
datos confidencial que nos permita conocer la población con discapacidad que labora en el Poder Judicial, el 
lugar específico donde labora, el puesto, su edad, sexo, tipo de discapacidad, etc. Todo loa anterior, 
manteniendo la confidencialidad de la información y para uso estrictamente interno de la institución para la 
toma de acciones y decisiones. Este es un aspecto que se recientemente se solicitó y se está valorando.  
 


xxxviii. Tiene esta subcomisión la responsabilidad de construir múltiples informes tanto a nivel nacional como 
internacional, para dar a conocer el trabajo que se despliega en el Poder Judicial de Costa Rica en favor de las 
personas en situación de discapacidad.  
 


xxxix. Coordinaciones internas con las Unidades de Capacitación para abordar el tema de “Salvaguardias” en procesos 
de capacitación, a la luz de Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, 
particularmente con el personal del Departamento de Medicina Legal y el Departamento de Trabajo Social y 
Psicología. Al respecto se está solicitando la colaboración al CONAPDIS, como ente rector y especializado en 
la materia.  
 


xl. Se trabaja de manera constante en la identificación de factores que obstaculizan las posibilidades de acceso a 
la justicia de las personas en situación de discapacidad, sean estas personas usuarias externas y personal 
judicial.  
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xli. Construcción conjunta con las y los integrantes de la Subcomisión de Personas en Situación de Discapacidad, 


y con las demás personas integrantes de las distintas Subcomisiones de Acceso a la Justicia de un Plan de 
Acción, con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de un enfoque de género y de la 
discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos.  
 


xlii. Se establecen las coordinaciones para lograr una participación de representantes de organizaciones de 
personas con discapacidad, organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo y personas de la 
sociedad civil con discapacidad, para que colaboren y nos retroalimente con sus conocimientos y experiencias 
de vida en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas institucionales vigentes. 
 


xliii. Se establecen múltiples acciones de sensibilización dirigidas a la población judicial, a través de campañas de 
educación e información encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras actitudes que atentan contra 
el derecho de las personas a ser iguales, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia con las personas 
con discapacidad. 


 


 


3. Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia de Discapacidad dentro del 
Poder Judicial. 


 


Con relación al trabajo coordinado entre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, la Comisión 
de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia con otras instituciones, se informa que se han realizado sesiones 
de trabajo con el CONAPDIS, el Colegio de Abogado y Abogadas, entre otros; además de establecer contacto con 
Universidades estatales y públicas que ofrecen servicios de asesoría a las personas en situación de discapacidad. 


 


Se remitió consulta sobre las acciones desarrolladas obteniéndose respuesta de las siguientes: 


 


 Informe CSJ-681-2020 de la Contraloría General de Servicios del Poder Judicial 


 Informe del Departamento de Prensa y Comunicación del Poder Judicial  


 Informe 601-DG-2020 del 30 de julio suscrito por el Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial 


 Informe UCS-187-MP-2020 del 28 de julio suscrito por la Fiscala Adjunta de la Unidad de capacitación Mayra Campos 


Zúñiga 


 Informe JEFDP-920-2020 de la Defensa Pública 


 Informe 73-CJC-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Civil 


 Informe PS1-56-2020 de la Comisión de la Jurisdicción Agraria. 


 Informe de la Comisión de la Jurisdicción Penal 


 Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia de Discapacidad fuera del Poder Judicial. 


 


Con relación al trabajo que otras instituciones realizan en materia de discapacidad, por medio de la Subcomisión para el 


acceso a la justicia de personas en situación de discapacidad y de la Unidad de Acceso a la Justicia, se solicitó información 


por medio de correo electrónico, teniendo las siguientes respuestas: 


 


 Informe DGA-UGPH-0274 de la Contraloría General de la República 
 


 Informe PANI-PE-of-2091- 2020 del Patronato Nacional de la Infancia 
 


 Universidad Latina de Costa Rica 
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 El Colegio de Abogados y Abogadas se comprometió a constituir una Comisión de Discapacidad para atender los 


asuntos propios de esta población 
 


 


 


III PARTE: Anexos 


 


 


 


i. Informe DGA-UGPH-


0274(11810)-2020 de la 


Contraloría General de Servicios 


del Poder Judicial 


 


DGA-UGPH-0274(11
810)-2020.pdf


 


ii. Informe DPCO-113-200 


Departamento de Prensa y 


Comunicación del Poder Judicial 


 


RE OFICIO N 
DVV-S1-0085-2020 LEY 9714.msg


DPCO-113-20.docx


 


iii. Informe 601-DG-2020 del 30 de 


julio suscrito por el Subdirector 


General del Organismo de 


Investigación Judicial 


 


601-2020OfiRef899-
2020(CAPLey7600).pdf


 


iv. Informe UCS-187-MP-2020 del 
28 de julio suscrito por la 
Fiscala Adjunta de la Unidad de 
capacitación Mayra Campos 
Zúñiga 
 


ucs-187-mpISCAPAC
IDAD.doc


 


v. Informe CSJ-681-2020 de la 
Contraloría de Servicios del 
Poder Judicial 
 CSJ-681-2020 


Atención de oficio DVV-SI-0086-2020.pdf
 


 
vi. Informe del Patronato Nacional 


de la Infancia 
 image2020-07-31-0


92055.pdf
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vii. Informe 73-CJC-2020 de la 


Comisión de la Jurisdicción Civil  


Oficio 
073-CJC-2020.docx


 


viii. Informe PS1-56-2020 de la 
Comisión de la Jurisdicción 
Agraria. 


PS1-56-2020 
Respuesta CACC-333-2020.docx


 


Instituciones externas  


 
i. Informe del Patronato Nacional 


de la Infancia 
 image2020-07-31-0


92055.pdf
 


ii. Universidad Latina de Costa Rica 


UNIVERSIDA LATINA 
DE COSTA RICA.docx


 


iii. Política de Igualdad para las 
Personas con Discapacidad en el 
Poder Judicial, aprobada por 
Corte Plena en la sesión Nº 14-
08 de la Corte Plena, celebrada 
el 5 de mayo de 2008, Artículo 
XXIII. 


 


Politicas_institucion
ales.pdf


 


iv. Dirección Nacional de Seguridad 
Social  


Envío de Información sobre acceso a la Justicia.msg
 


v. CIRCULARES 


202-19 Circular 
Discapacidad.docx


19-2020 Reiteración 
servicio Gratuidad.doc


 


vi. ENCUESTA 


Infografía 


Encuesta.pdf  


vii. PRESENTACIÓN CONAPDIS 


PP Andrea 
CONAPDIS Capitulo 8..pptx
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De esta manera se rinde el Informe de Seguimiento 2020 sobre las principales acciones desarrolladas por el Poder Judicial 
asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con Discapacidad”. 


 


Se está en la mayor disposición de atender las consultas que se planteen y si es necesario, ampliar la información que 
se estime necesaria. 


 


Atentamente,  


  


 


Magistrado Jorge Olaso Alvarez 


Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


 


 


Máster Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 


 


 


 


Copias: 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


Despacho de la Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


 


El informe completo fue enviado a la Asamblea Legislativa con copia a la Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y a la Comisión de Acceso a la Justicia. 


La señora Damaris Vargas expone brevemente el contenido del informe. La señora Andrea Sánchez 
refiere al trabajo conjunto realizado con la Unidad de Acceso y a la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Personas con Discapacidad luego de la designación de ella y la señora Grettel Oses para 
atender este tema con una propuesta de matriz que podrá servir para los siguientes informes que 
se presenten aprovechando las experiencias obtenidas con este primer informe. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Informe 2020 de rendición de cuentas sobre el seguimiento 
de la Ley que adiciona un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, remitido por la Comisión 
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de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia 
de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación 
Organizacional se dé divulgación a este informe. 3° Estar a la espera del pronunciamiento que 
emita la Asamblea Legislativa. 4° Establecer un cronograma de trabajo coordinado con CONAPDIS 
para la presentación del siguiente informe a efecto de que se comuniquen las acciones 
desarrolladas. 5° Comunicar este acuerdo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el 
Despacho de la Presidencia, la Comisión de Acceso a la Justicia, el Departamento de Prensa y 
Comunicación Organizacional, por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


ARTICULO XI 


La Magistrada Damaris Varga Vásquez remite para conocimiento la Resolución 4-20 sobre los 
Derechos Humanos de Personas con COVID-19.  


 
Se adjunta documento en PDF. 
 


Resolucion-4-20-es.
pdf  


  
SE ACUERDA: Se toma nota. Trasladar a la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la 
Unidad de Acceso a la Justicia a efecto de rinda un criterio sobre la posibilidad de proponer una 
eventual circular relacionada con las personas en situación de discapacidad asociada a la pandemia. 
- 


ARTICULO XII 


La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial en correo electrónico de 
martes, 28 de julio de 2020 9:45 a. m. informa sobre el Curso Internacional DDHH, edición 2020. 
Embajada de Argentina, que literalmente indica: 
 
República de Costa Rica 
Poder Judicial 
Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales 
28 de julio de 2020 
Señoras 
Señores 
Enlaces de Cooperación Internacional 
Poder Judicial 
 
Estimadas señoras: 
Estimados señores: 
 
Reciban un cordial saludo. Atendiendo indicaciones superiores, me permito hacerle llegar la 
información de La Embajada de la República Argentina sobre el Curso Internacional de Derechos 
Humanos, edición 2020. A continuación, se adjunta más información al respecto.  
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Quedamos atentos a cualquier consulta sobre la particular y agradecemos su valiosa ayuda con la 
apropiada difusión de la información remitida. 
 
Con las muestras de mi más alta consideración y estima, 
 
 


 
 
 
De: Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH  
Enviado el: jueves, 23 de julio de 2020 2:55 p. m. 
Para Asunto: Curso Internacional DDHH, edición 2020. Embajada de Argentina.  
 
CIIDDHH/LSA/088-2020 
 
23/07/2020 
 
Estimados, estimadas representantes ante la CIIDDHH,  
  
Reciban un cordial saludo, con intención de remitir la siguiente información de La Embajada de la 
República Argentina sobre el Curso Internacional de Derechos Humanos, edición 2020. 
 
El Centro Internacional para la Promoción de los Derechos Humanos (CIPDH-UNESCO) convoca a 
la cuarta edición del Curso Internacional de Derechos Humanos, modalidad a distancia, a realizarse 
entre el 16 y 27 de noviembre de 2020. 
 
El curso está dirigido a profesionales con experiencia en el campo de los derechos humanos, ya 
sea en el activismo en organizaciones de la sociedad civil, en el Estado, la academia o en 
organismos internacionales. Se desarrollará de manera virtual en español e inglés, con 
interpretación simultánea. 
 
El tema de este año es Investigación en derechos humanos: verificación de hechos, documentación 
y monitoreo. 
 
Los participantes serán seleccionados en función de su experiencia y vinculación a la temática 
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buscando asegurar la diversidad de género, procedencia geográfica y/o pertenencia institucional. 
 
La convocatoria se encuentra abierta desde el 15 de julio hasta el 30 de agosto.  Las bases y 
condiciones para la participación se encuentran disponibles en Curso Internacional de Derechos 
Humanos 2020:  https://www.cipdh.gob.ar/curso-internacional-de-derechos-humanos/ 
 
Cordialmente,  
 


Secretaría Ejecutiva 


 
Comisión Interinstitucional para el Seguimiento e Implementación  


de las Obligaciones Internacionales de Derechos Humanos 


 


Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 


 


La información remitida fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de 
Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 


 
SE ACUERDA: Se toma nota. - 


ARTICULO XIII 


La Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder Judicial, en correo de 29 de julio 
de 2020, remite Invitación a FACEBOOK LIVE: Presentación de resultados Índice de Gestión en 
Discapacidad y Accesibilidad del Sector Municipal 


República de Costa Rica 
Poder Judicial 


Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales 
29 de julio de 2020 


Señoras 


Señores 


Enlaces de cooperación Internacional 


Poder Judicial 
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Estimadas señoras: 


Estimados señores: 


 


Reciba un cordial saludo.   Con instrucciones de la señora Karen Leiva, Jefa a.i. de esta oficina, me 
es grato dirigirme a ustedes muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su conocimiento la 
invitación a la Presentación de resultados Índice de Gestión en Discapacidad y 
Accesibilidad del Sector Municipal. 


 


A continuación, se remite más información al respecto. 


 
Con las muestras de mi más alta consideración y estima, 


 


De: Di Carlo Sandoval Sibaja <dsandoval@conapdis.go.cr> En nombre de Dirección Técnica 
Enviado el: miércoles, 29 de julio de 2020 09:20 
Para: Di Carlo Sandoval Sibaja <dsandoval@conapdis.go.cr> 
Asunto: Invitación a FACEBOOK LIVE: Presentación de resultados Índice de Gestión en 
Discapacidad y Accesibilidad del Sector Municipal.  


 


 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 
 


 


 


La información socializada por la OCRI fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad oportunamente. 


SE ACUERDA: Se toma nota. - 


ARTICULO XIV 


Se solicita a las personas representantes ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas 
con Discapacidad por parte de la Escuela Judicial y las demás Unidades de Capacitación del Poder 
Judicial informe sobre el estado presupuestario actual para atender las capacitaciones vinculadas 
con los derechos y servicios de las personas con discapacidad. Además, propuestas de capacitación 
que no requieran inversión de recursos con base en la innovación y avances tecnológicos. 


En relación con lo anterior, la señora Mayela Pérez Delgado en comunicado electrónico remitido 


el 4 de agosto de 2020, 9:17 a. m. señaló: 


“…Les comparto información relacionada con charlas sobre “Derechos Humanos y 
Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad”; estas charlas las he 
coordinado con la máster Ericka Álvarez Ramírez. A la fecha, se han ejecutado dos 
capacitaciones. Cordialmente, 


De: Mayela Pérez Delgado  


Enviado el: jueves, 2 de julio de 2020 18:15 


Para: Ericka Alvarez Ramirez 


Asunto: RV: DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE 


DISCPACIDAD 


De: Área de Prensa - Ministerio Público  


Enviado el: jueves, 2 de julio de 2020 09:44 


Asunto: DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE 


DISCPACIDAD 


 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 
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DERECHOS HUMANOS Y ACCESO A LA JUSTICIA 
PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE 


DISCPACIDAD 


 


02 de julio del 2020. Con la participación de 16 personas funcionarias del Ministerio 
Público, la mañana del martes se realizó la charla denominada “Derechos Humanos y 
Acceso a la Justicia para Personas en Situación de Discapacidad”, a cargo de Ericka 
Álvarez Ramírez, conferencista nacional e internacional especializada en esa materia.  


 


Durante su exposición, Álvarez explicó conceptos importantes, como el de DDHH, 
discapacidad y discriminación, en el contexto del derecho al acceso a la justicia para las 
personas en situación de discapacidad. Asimismo, abordó de manera general el marco 
jurídico relacionado con los derechos de esta población. 


 


La experta manifestó que, 
en cuanto a la Ley 9714, se adicionó un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, 
cuyo objetivo es facilitar la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia a 
las personas que son parte en los procesos judiciales. 


 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 


Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 


La actividad se desarrolló de 10:00 a 11:30 a.m., mediante la herramienta Microsoft 
Teams, y fue organizada por la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio 


Público.  


SE ACUERDA: 1° Solicitar a las personas representantes ante la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Personas con Discapacidad por parte de la Escuela Judicial y las demás Unidades de 
Capacitación del Poder Judicial informe sobre el estado presupuestario actual para atender las 
capacitaciones vinculadas con los derechos y servicios de las personas con discapacidad. Además, 
propuestas de capacitación que no requieran inversión de recursos con base en la innovación y 
avances tecnológicos. 2° Tomar nota de lo informado por la señora Mayela Pérez representante 
del Ministerio Público sobre la capacitación ejecutada. 3° Se declara firme este acuerdo por 
unanimidad y se dispone su comunicación por medio de la colaboración de la Unidad de Acceso a 
la Justicia. - 


ARTICULO XV 


La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas informa que sigue 
pendiente en agenda de Corte Plena el informe semestral de integración, sesiones realizadas y 
avances de la Subcomisión durante los años 2019 y 2020 con ocasión de las recomendaciones de 
la Auditoría Judicial y los acuerdos tomados por Corte Plena. – 


SE ACUERDA: Se toma nota. - 


 


V. TEMAS ADICIONALES PROPUESTOS POR LAS PERSONAS INTEGRANTES  


 


Se informa no hay temas adicionales. - 
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ACTA SESIÓN N° 08-2020

SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 

ACTA SESIÓN N° 08-2020

SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 













		I. INFORMACIÓN GENERAL







		Número de Agenda:

		08-2020



		Asunto de reunión:

		Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



		Lugar:

		Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)



		Fecha

		21-8-2020



		Hora inicio:

		   13:30

		Hora final:

		 17:00











		II. PARTICIPANTES 





 



		INTEGRANTES

		ASISTENTES



		Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia

		Presente



		Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

		Presente



		Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia

Suplente: Sra. Angie Calderón

		Presente



		Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior

		Presente



		Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva

		Presente



		Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación

		Presente



		Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR

		Ausente



		Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial

Sra. Flor Arroyo Morera

Sra. Andrea Campos Espinoza

		Ausente

Presente

Presente



		Sr. Jean Carlo Monge, Juez Penal II Circuito Judicial de San José

		Presente



		Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca

		Ausente



		Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial

		Ausente



		Sra. Valeria Varas, INAMU

		Presente



		Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR

		Presente



		Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología

		Presente



		Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena

Suplentes: 

Sra. Tattiana García Chaves

Sr. Daniel Villalobos

		Ausente



Presente



		Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública

Suplente: Mauricio Pereira Quirós

		Ausente con licencia

Presente



		Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial

Suplente Sr. Carlos Romero Rivera

		Ausente

Presente



		Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información

		Presente



		Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República

		Ausente por motivos laborales



		Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial

		Presente



		Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno

Suplente: Señora Indira Alfaro

		Ausente

Ausente



		Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

		Ausente



		Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

		Presente



		Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial

		Presente



		Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana

Suplentes: 

Sra. Cheryl Bolaños

Sra. Jeannette Durán Alemán

		Ausente



Presente

Ausente



		Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa

		Presente



		Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC

Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella

		Ausente



		Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial

		Presente



		Invitada: Licda. Jenny Cheung, letrada Sala Primera

		Presente









II. ASUNTOS 

		III. ASUNTOS TRATADOS
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ARTÍCULO I



La coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas informa que remitió solicitud de asesoría a la Auditoría Judicial, entre otros datos, acerca de si es preciso que las Subcomisiones de Acceso a la Justicia deban desarrollar su propio sistema de valoración de riesgos institucional (SEVRI), pues aunque no tienen PAO propio dada su naturaleza, sí participan activamente en la formación y ejecución del PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia, lo que garantizar el alineamiento de la gestión al PEI 2019/2024 del Poder Judicial. La Auditoría Judicial en Oficio Nº952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, informó: “… I. Sobre el Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional. El marco legal del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional se encuentra regulado en los artículos 18 y 19 de la Ley de Control Interno, que en lo que interesa señala: Artículo 18.-Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo. 
La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley. Artículo 19.-Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos en un nivel de riesgo institucional aceptable. En la misma línea, la Contraloría General de la República emitió las “Directrices Generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) D-3-2005-CO-DFOE”, aprobadas mediante resolución R-CO-64-2005 de las once horas del primero de julio del dos mil cinco, las cuales establecen su ámbito de aplicación: Ámbito de aplicación. Toda institución pública deberá establecer y mantener en funcionamiento un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por áreas, sectores, actividades o tareas, de acuerdo, como mínimo, con lo establecido en estas directrices generales que serán de acatamiento obligatorio. Se exceptúa de su aplicación a las instituciones de menor tamaño, entendidas como aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, quienes deberán observar lo que al efecto establecen las “Normas de control interno para el sector público”. (Así modificado según resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, mediante la cual se emitieron las “Normas de control interno para el Sector Público”, publicada en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero del mismo año). Además, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) aprobadas mediante resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, las cuales, sobre este tema regulan: 3.2 Sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI). El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer y poner en funcionamiento un sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI). El SEVRI debe presentar las características e incluir los componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable. Asimismo, debe someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su efectividad continua y promover su perfeccionamiento. De conformidad con lo anteriormente expuesto, todo centro de responsabilidad institucional debe contar con un SEVRI para cumplir con la finalidad establecida en la normativa técnica, por lo dicha obligación cubre también centros de responsabilidad como las Comisiones y Subcomisiones Institucionales… En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena. Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales… Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen: 2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…). Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones. Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas…”.



En ejecución y cumplimiento de lo recomendado con la Auditoría, se procedió a remitir a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, cuestionario que sirvió de insumo para elaborar una propuesta de SEVRI de la Subcomisión para aprovechar su criterio experto, a fin de determinar si los riesgos tienen o no probabilidad de materializarse, y si son altos, elaborar un plan de mitigación. La idea fue contar con el criterio de todas, o al menos, la mayoría, de las y los integrantes de la Subcomisión. 



Se exponen los resultados del estudio y la propuesta por parte de la señora Jenny Cheung, letrada de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, y por ésta en su condición de Coordinadora de la Subcomisión. Así mismo, se adjuntaron los siguientes archivos:



Propuesta SEVRI 2020

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



A continuación, se detallan cada uno de los riesgos para el Sistema Específico de Valoración de Riesgo:



Riesgo Nº 1 Posibilidad de que no se contemple a la Subcomisión en el PAO de la Comisión: Posibilidad que la elaboración del PAO de la Comisión no contemple aspectos relevantes para la Subcomisión.



[bookmark: _MON_1659792883] 



Riesgo Nº 2 Posibilidad de desactualización de la Subcomisión: Variación de la normativa legal y técnica para el cumplimiento de las responsabilidades de la Subcomisión. 



Riesgo Nº 3 Probabilidad que no cumplan las necesidades de capacitación: Posibilidad de que la Comisión no pueda cubrir las necesidades de capacitación establecidas previamente.



Riesgo Nº 4 Posibilidad de que existan atrasos por falta de criterios de validación por parte de todos los miembros de la Subcomisión: Retraso en la entrega de los informes de la Subcomisión que garantice la confiabilidad en la información contenida en los productos finales.



Riesgo Nº 5 Probabilidad de errores en la gestión por ausencia de metodología: A falta de una metodología establecida se pueden generar errores y omisiones voluntarias e involuntarias en la ejecución de las labores de la Subcomisión.



Riesgo Nº 6 Posibilidad de desmejora en la calidad de información documentada en: Pérdida y calidad de la Información contenida en los archivos computacionales. No existe sistema documental. Límite en la capacidad de almacenamiento del correo.



Riesgo Nº 7 Probabilidad de falta de recursos presupuestarios para ejecutar las labores de la Subcomisión: Retraso en el desarrollo de los proyectos, imposibilidad de realizar giras y visitas de campo.



Riesgo Nº 8 Posibilidad de daños a las personas o a los bienes durante las giras o visitas de campo, robo o divulgación de la información: Nivel de peligrosidad en determinadas zonas.



Riesgo N° 9 Posibilidad de que la Subcomisión no posea planes de contingencia: Posibilidad de que la Comisión no posea planes de contingencia que permitan enfrentar los eventos suscitados ante una eventual emergencia nacional, que permitan cumplir las metas propuestas con las limitaciones establecidas.



Riesgo N° 10 Posibilidad de que no culminar la Política de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial: Posibilidad de que la Comisión no pueda presentar la Política este año debido a las complicaciones producidas por la emergencia nacional del Covid-19.





Fuente de Valoración del riesgo: criterio experto, miembros de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas:
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El objetivo es que el SEVRI sirva de insumo para la propuesta de acciones y metas del PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia conforme al traslado conferido.



Luego de deliberar, se dispone:



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la consulta formulada a la Auditoría Judicial y de la respuesta remitida mediante Oficio Nº 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020. 2° Se aprueba la propuesta de Sistema Específico de Valoración de Riegos (SEVRI) de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas y se dispone su implementación inmediata, previo a lo cual se dispone a comunicar este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia, Oficina de Control Interno y Auditoría Judicial, para lo de su cargo conforme a sus competencias. 3° Comuníquese este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia, Oficina de Control Interno y Auditoría Judicial con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO II



Aprobación del Acta:

Se somete a aprobación el Acta N° 07-2020 celebrada el 3 de julio de 2020, la cual fue socializada el 5 de julio de 2020 con las personas integrantes mediante comunicado electrónico de las 10:29 horas.
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Se recibieron las siguientes observaciones o comentarios 



1 La licenciada Ligia Jeannette Jiménez Zamora, en correo de 3 de julio de 2020, presenta la siguiente propuesta de modificación de circular N° 103-2020:
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2 La licenciada Ilse Valeria Varas Rojas en correo del viernes, 3 de julio de 2020 en adición a la propuesta de modificación de circular manifiesta lo siguiente: “Tengo entendido que ese Plan de Trabajo trata el tema de cómo abordar el cuido de la salud de la población indígena y si se dan casos, pero no establece cómo será el actuar de instituciones que no tienen que ver directamente con la salud. Yo creo que debe decir que: hay que coordinar o consultar con la comisión que trabajó dicho “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”, para establecer la forma de actuar para entrar y salir de los territorios el Poder Judicial. Ahí dejar en claro que hay que tomar en cuenta especialmente el problema de transporte de las mujeres indígenas”



3 La Fiscala Indígena Tattiana Garcia Chaves, manifestó lo siguiente: “Reciba un atento saludo y a la vez le informo que revisada el acta 07-2020, me encuentro conforme y de acuerdo. En relación con la propuesta presentada por la Licda. Ligia Jiménez, discrepo de la misma, por las siguientes razones: 

· Debe valorarse cada caso en concreto y no es factible generalizar.

· Una diligencia judicial como es un juicio por realizarse en las instalaciones de los Tribunales de Justicia no debe depender del comité de salud, para lo anterior, un juez debe valorar las circunstancias del caso concreto, así como los lineamientos establecidos por el Ministerio de Salud, resolución 01-2020 y circular 103-2020.

· Es importante considerar no solo la situación jurídica del imputado debe resolverse de forma oportuna, sino que debe valorarse la situación de víctimas indígenas, a quienes se les debe dar un trato prioritario y atender su situación.

· La suspensión generalizada de estas diligencias puede generar la prescripción de las causas a favor del imputado, vencimiento de medidas cautelares o prisiones preventivas, además que en las personas interesadas en la pronta resolución del proceso se genere la sensación que el Poder Judicial no les está brindando la atención oportuna, e incluso generar el descontento de víctimas o testigos por suspensiones de audiencias y provocar su no asistencia ante un eventual juicio o audiencia.

· Debemos recordar que, sobre Costa Rica recae una medida cautelar de la CIDH, y que se requiere dar una pronta resolución a los conflictos presentados por conflictos en los Territorios Indígenas de Salitre y Térraba.

· Por último, es relevante señalar que los juicios y audiencias se realizan tomando en consideración los protocolos existentes por parte del Ministerio de Salud y su vinculación con población indígena. Saludos cordiales, …” 



4 La licenciada Jeannette Durán Alemán, indicó: “En relación con el Acta 07-2020, me permito adjuntar esta con algunas observaciones en los puntos que compete al Subproceso Gestión de la Capacitación, referentes a la redacción de los acuerdos para mayor claridad conforme lo discutido; artículos II (página 7) y VII (página 27). 



5 El licenciado Jean Carlo Monge Madrigal indicó: “En relación con los acuerdos de la última sesión tengo las siguientes observaciones: En cuanto al artículo 1 que se refiere al peritaje de Salitre considero que:

· Como ya lo he manifestado en ocasiones anteriores, creo que la Universidad de Costa Rica lleva razón en cuanto a que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, únicamente les obliga a aportar una lista de personas que podrían rendir los peritajes. La ley es ambigua en cuanto a que sean las Universidades Públicas las que deban financiar su pago. Si tal punto fuese llevado ante la Sala, existiría la posibilidad de que la Sala les dé la razón y ello conlleve importantes retrasos para los procesos que ya están en trámite. Además, implicaría que de igual forma el Poder Judicial tuviese que resolver.

· Bajo la coyuntura actual, creo que es necesario avanzar lo más rápido posible con una carta de entendimiento o convenio, que más que un enfrentamiento entre el Poder Judicial y las Universidades Públicas lleve a una negociación donde se pueda tener al menos algún tipo de logro.

· No sé qué posibilidad existe de consultar a organismos internacionales u Organizaciones No Gubernamentales, el aporte de recursos para efectuar el Peritaje específico, partiendo de que cada día que pasa, implica que haya un problema de acceso a la justicia. Entiendo que esta posibilidad puede ser muy limitada y que incluso desde el punto de vista legal podría generar problemas que deban abordarse. Sin embargo, lo planteo a ver si vamos pensando en diferentes opciones.   A pesar de ello, aprovechando la exposición y atención que tiene el caso de Salitre, quizás se podría tener algún apoyo externo.

· Pensado a largo plazo, creo que la Subcomisión debería promover ante la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Planificación, la contratación de una o dos personas antropólogas de planta, con experiencia en el abordaje de temas indígenas, pues de otra forma seguiremos teniendo una un serio problema en cuanto a la realización de peritajes antropológicos.

· Respecto al artículo II y concretamente en lo que se refiere a la ampliación de la Circular, apoyo las observaciones de la Licda. Ligia Zamora, en cuanto a que se debe hacer una modificación para que se entienda que el aislamiento de las comunidades indígenas, requiere que no solo se dejen de hacer audiencia in situ, sino que a su vez, no se le solicite a las personas indígenas acudir a las dependencias judiciales porque ello implica que entonces no se disminuye el riesgo. A ello se suma los problemas de movilidad y prestación del servicio de transporte de los que habló la Licda. Marjorie, por lo que la circular también debería enfatizar en que las dependencias judiciales tomen en cuenta tales aspectos, en caso de que sea estrictamente necesario realizar alguna diligencia. 

· Finalmente, en cuanto al artículo XI y el avance de la base de datos que se elaborará con los peritajes periciales, en efecto concuerdo con doña Ligia en cuanto a que, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas permite hacer uso de la documentación generada, en cualquier proceso judicial, lo que implica que cualquier parte pida la información. Incluso, si esos datos van a ser usados para fines académicos, tampoco se podría prohibir el acceso. 
Partiendo de lo que en su momento se conversó con la Licda. Patricia y de lo que ha manifestado la Licda. Ligia, en tales casos se podría establecer que la autoridad jurisdiccional que está a cargo o estuvo a cargo de la resolución del expediente, analice la solicitud de uso de peritajes que haga alguna persona gestionante y a partir de la justificación que dicha persona haga, se apruebe o no, el uso de la documentación. Por lo demás, no tengo ninguna observación adicional.”



SE ACUERDA: 1° Se aprueba el acta con las propuestas planteadas por la representante de Gestión Humana. Por mayoría, con el voto salvado del integrante Jean Carlos Monge, se dispone a reservar la propuesta de la integrante Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, para conocerla en una sesión posterior en que esté integrada. 2° Se declara este acuerdo firme y se dispone a comunicarlo a la señora Ligia Jiménez por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



SE RETIRA LA INTEGRANTE JOVANNA CALDERON





ARTICULO III



Consulta del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas

(La magistrada Damaris Vargas Vásquez se abstuvo de conocer de esta gestión)



Se conoce sobre gestión realizada por Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas en un proceso agrario en el que participan personas indígenas, en la que remite consulta vinculada con una resolución emitida por el Tribunal Agrario en un proceso judicial agrario que está en trámite. 



La señora Damaris Vargas Vásquez en sesiones anteriores expuso sobre su inhibitoria de conocer de esta consulta ante el deber de abstención dispuesto por el inciso 7 del artículo 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 9 del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, en el que se indica, todas las personas que laboran en el Poder Judicial deberán abstenerse de asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma, participar en la discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como miembro de un órgano colegiado; lo anterior, pues comprometer su imparcialidad u objetividad al ser integrante de la Sala Primera que conoce de procesos agrarios.



La señora Melissa Benavides señala existe una prohibición legal para emitir criterio sobre casos específicos y agrega, hay un rol de nombramientos de personas traductoras en la institución que debe respetarse.



El señor Wilbert Kidd afirma que debe respetarse el Sistema de Peritos, el cual genera un rol aprobado por Corte Plena y no proceder con designaciones específicas para casos concretos, salvo los casos justificados en los cuales se puede nombrar por inopia.



El señor Jean Carlos Monge señala que en materia procesal penal es la persona quien escoge a una persona de su confianza como intérprete. Refiere que la lista de la Dirección Ejecutiva no se aplica siempre pues por motivos de género tratándose de mujeres deben nombrarse mujeres; o bien, cuando la persona lo solicite se le hace la designación.



El Magistrado Jorge Olaso indica que, conforme a la normativa citada, se abstiene de conocer de la gestión del Juzgado Mixto. 



El señor Alí García señala que, tratándose de población indígena, considerando su cosmovisión, siempre debe tenerse presente cuando indican que desean que la designación de la persona traductora o intérprete recaiga en una persona determinada.



SE ACUERDA:  1° Se toma nota de la consulta formulada por el Coordinador Judicial del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas asociada a una resolución emitida por el Tribunal Agrario en un proceso de naturaleza agraria, y se dispone remitir al gestionante a lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica en el sentido de que la persona indígena puede designar a una persona de su confianza; y en su defecto, el despacho debe designar conforme al rol institucional. Además, si es una mujer la indígena y desea le colabore una mujer debe proceder con la designación de una mujer. Se toma nota de las abstenciones para conocer de la consulta formulada por el Juzgado Mixto de Buenos Aires del magistrado Jorge Olaso Álvarez, la magistrada Damaris Vargas Vásquez y la señora Melissa Benavides Víquez. 2° Se declara forme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Juzgado Mixto de Buenos Aires para su conocimiento por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



SE INTEGRA A LA SESIÓN EL SEÑOR MAURICIO PEREIRA QUIROS EN SUSTITUCION DE LA SEÑORA LIGIA JIMENEZ, EN REPRESENTACIÓN DE LA DEFENSA PÚBLICA



ARTÍCULO IV



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Acta N° 05-2020 de mayo pasado, dispuso: 



"Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y Contraloría de Servicios colaboración para hacer una encuesta en los despachos judiciales que realizan audiencias en territorios indígenas a fin de que informen las barreras o limitaciones que se les presentan, así como las oportunidades de mejora, con el objetivo de construir un protocolo en coordinación con las oficinas involucradas para la programación de audiencias en territorios indígenas que incluya aspectos de seguridad y de logística".



El licenciado Carlos Romero Rivera, Contralor Regional de Pérez Zeledón, en correo de 30 de junio de 2020 presenta Propuesta de “Formulario-seguimiento Ley 9593 "Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas". 



Se analiza la propuesta y se le hacen ajustes, obteniéndose el siguiente producto:



[bookmark: _MON_1659536112]



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la propuesta “Formulario-seguimiento Ley 9593 "Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas" planteada por el licenciado Carlos Romero Rivera, Contralor Regional de Pérez Zeledón, en correo de 30 de junio de 2020. Se aprueba la propuesta con los ajustes que consta en el documento adjunto y se dispone a trasladarla a la Dirección de Gestión Humana y a la Contraloría de Servicios el “Formulario-seguimiento Ley 9593 "Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas". Gestión de la Capacitación se encargará de incorporar el formulario a la plataforma y se generará el enlace para que la Contraloría aplique el instrumento, una vez finalizada la aplicación, que se nos indique para generar el reporte y la Contraloría realice el informe. 2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo al señor Carlos Romero Rivera, Contraloría de Servicios y Dirección de Gestión Humana por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO V

El Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia en oficio 6478-2020 de 9 de julio de 2020, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 67-2020 celebrada el 2 de julio del 2020, artículo XXXII, que literalmente dice:
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“DOCUMENTO N° 7396-2020



El licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, remite carta suscrita por los señores Francisco Morales Fernández, Presidente del Territorio Indígena Cabécar de Talamanca y Sediel Morales Ruíz, Presidente del Territorio Cabécar de Tayní, que literalmente dice:



“…en nuestra condición de presidentes, con la representación judicial y extrajudicial de las siguientes asociaciones, respectivamente: ASOCIACIÓN DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA CABECAR DE TALAMANCA, y ASOCIACION DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA CABÉCAR DE TAYNÍ, cédula jurídica 3-002-61490, con respeto manifestamos:



Nuestros pueblos están sufriendo una verdadera desgracia con la proliferación de ventas ilegales de chicha y otros licores: agresiones sexuales, físicas y sicológicas a menores; agresiones domésticas, riñas, lesiones, muertos. Desde hace casi 20 años hemos estado denunciando la situación y como no hemos sido escuchados, ni siquiera por las autoridades del Poder Judicial, en uso de nuestras facultades como gobierno local, en defensa de la salud de nuestro pueblo y respetando nuestras tradiciones, desde entonces estamos allanando las casas donde se venden las bebidas con contenido alcohólico, decomisando y destruyendo esos productos.



Hemos pedido al Licenciado Danilo Chaverri Barrantes, abogado con carné 3173, especialista en Derecho Indígena, quien ha laborado en la defensa de nuestros derechos desde 1999, que hiciera un estudio y nos diera su opinión jurídica sobre la posibilidad que tenemos de allanar casas sin orden judicial. Sus conclusiones son que el ordenamiento jurídico si nos lo permite. Además, nos recomienda consultar a ustedes cuál debe ser el procedimiento judicial para atacar ese mal, porque la legislación no le define con certeza.

En virtud de ello hacemos una afirmación y pedimos su criterio sobre las cuestiones que planteamos de seguido:



La afirmación es: ponemos en su conocimiento que seguiremos allanando las casas, aunque no tengamos orden judicial, como nos faculta el ordenamiento jurídico, hasta que el Estado costarricense brinde una solución adecuada e integral a esa problemática.



En relación con la Ley de Regulación y Comercialización de bebidas con contenido alcohólico N° 9047 de 2012 las consultas son:

a) ¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?

b) ¿cuál es el juez competente en cada caso?

e) ¿están legitimadas para denunciar las autoridades indígenas o cualquier particular? ¿En cuales casos sí y en cuáles no?

d) Cuando el competente para imponer la sanción es la Municipalidad o la Policía de Control Fiscal:

i. ¿quién puede pedir allanamiento al Juez competente?

u. ¿cuál sería el juez competente en esos casos?

iii. ¿El gobierno indígena puede pedir allanamientos en esos casos?

iv. ¿Cuál es el procedimiento para pedir esos allanamientos tomando en cuenta que no hay proceso judicial pendiente?

Quedamos muy agradecidos por su atención.
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Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Tiene que ver con asuntos, él hace las consultas sobre competencias jurisdiccionales, pareciera más bien que son consultas que nosotros no somos Órgano de consulta.

En cuanto a la denuncia de presuntos delitos, habría que mandarle copia al Organismo de Investigación Judicial.”

Señala la integrante Pizarro: “Estoy en la Comisión de Asuntos Indígenas, conversé con ellos y me dijeron que se lo enviáramos a ellos, para que nos den una posible solución.”

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Perfecto.”

Analizada por este Consejo la presente gestión, se acordó: 1.) Remitir lo gestionado por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial para su análisis e informe a este Consejo lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los señores Francisco Morales Fernández y Sediel Morales Ruíz. Se declara acuerdo firme.”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 6478-2020 de 9 de julio de 2020 en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 67-2020 celebrada el 2 de julio del 2020, artículo XXXII, que literalmente dice: “Analizada por este Consejo la presente gestión, se acordó: 1.) Remitir lo gestionado por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial para su análisis e informe a este Consejo lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los señores Francisco Morales Fernández y Sediel Morales Ruíz. Se declara acuerdo firme.”. 2° En relación con las consultas formuladas por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes quien gestiona en la condición de representante legal de las Asociaciones de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, se dispone comunicar a las y los integrantes del Consejo Superior que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene una función meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia, ente rector del acceso a la justicia de personas en situación de vulnerabilidad, sin que esa competencia le faculte para dar recomendaciones a personas usuarias sobre actuaciones que podrían tener incidencia judicial. El órgano técnico para informar sobre “¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?” y “¿cuál es el juez competente en cada caso?” es la Dirección de Planificación en lo relacionado con la competencia territorial conforme al Sistema Georeferencial, al cual pueden acceder las personas usuarias; y en relación con lo demás, se insta hacerlo de conocimiento de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y de la Fiscalía Indígena. Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





ARTICULO VI



Este tema se ha postergado en espera de que el juez Jean Carlo Monge Madrigal estuviera presente en la sesión a fin de justificar la propuesta enviada en correo electrónico del 23 de abril de 2020: 



“… En este caso, creo que la Subcomisión podría dividirse en tres comisiones o comités que se encarguen de abarcar los temas que con más frecuencia se discuten. Desde mi perspectiva, a las comisiones se les asignarían tareas específicas con el objeto de que elaboren borradores de propuestas o proyectos, que luego sean validados por la totalidad de la Subcomisión. Sería algo así como lo que se hace en la Asamblea Legislativa. Revisando las actas de las sesiones anteriores, podrían existir tres comisiones:

1 La de Capacitación.

2 La de gestiones presentadas por personas funcionarias judiciales, como por ejemplo las preguntas que se remiten desde los distintos despachos.

3 La de seguimiento de las medidas cautelares de la CIDH.

4 La encargada de la Política Institucional Indígena. 

Como se lo manifesté días atrás, creo que designar un pequeño grupo que avance con un determinado proyecto o producto, permite que la coordinación sea un poco más sencilla. Al ser tantas las personas que integran la Subcomisión, hay ocasiones en que un solo tema consume un importante espacio de la sesión. La división en grupos, además, facilitaría la coordinación de las tareas, celebración de reuniones virtuales y el intercambio de ideas. Claro está que hay temas que no califican en ninguna de las tres comisiones, pero esos podrían dejarse para ser analizados en pleno. De igual forma, la subdivisión que menciono es solo una propuesta. Podría existir un mejor planteamiento por parte del resto de las personas que actualmente integran la Subcomisión. El otro modelo, en el cual se delegan determinadas tareas a diferentes personas, también lo considero adecuado, sin embargo, creo que las comisiones generarían algo así como una especialización en las personas que las componen, sobre todo por la variedad de temas que se atienden y que en ocasiones es difícil seguir el hilo conductor. Al asignarse responsabilidades específicas es más sencillo estar pendiente de los temas en que cada grupo debe avanzar…”



El señor Jean Carlo Monge reformula su planteamiento e indica, deben designarse responsables por tema con el objetivo de delegar parte de las funciones de la Subcomisión y las propuestas respectivas, pues son muchos los temas que se conocen. Sugiere que la delegación de funciones podría generar una oportunidad de mejora al plantear a la Subcomisión productos elaborados para aprobación.



La señora Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión, remite al Informe Nº 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 emitido por la Auditoría Judicial y señala es preciso enfocarse por la determinación de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas; así mismo, se refiere a los grupos de trabajo conformados por las personas integrantes de la Subcomisión para conocer de los siguientes temas:



a Actualización del Convenio Interinstitucional entre el Poder Judicial y la UCR (Despacho de la Presidencia, Dirección Ejecutiva)

b Seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado (Despacho de la Presidencia, DHR, Comisión de Acceso a la Justicia, Fiscalía Indígena, Contraloría de Servicios, Defensa Pública, OIJ)

c Construcción de la Política Indígena del Poder Judicial (Despacho de la Presidencia, OCRI, Alto Comisionado de las Naciones Unidas, Dirección de Planificación, Comisión de Acceso a la Justicia)

d Construcción y ejecución del Plan Anual de Capacitación Indígena con la Escuela Judicial (Escuela Judicial, Gestión Humana, Defensa Pública, Fiscalía Indígena, Contraloría de Servicios, Judicatura, OIJ, entre otros)

e Proyecto de actualización de circulares y simplificación de trámites (Contraloría de Servicios, Unidad de Acceso a la Justicia, Dirección Ejecutiva)

f Proyecto de administración de información vinculada con Peritajes (Centro de Información Jurisprudencial, Judicatura, Defensa Pública)

g Construcción de propuesta de Circular de Controles Mínimos para la atención de los procesos indígenas (Oficina de Control Interno)

h Campañas de divulgación (Prensa y Comunicación Organizacional)



Agrega, cada una de las personas integrantes tiene abiertas las puertas para colaborar con los proyectos citados o los demás que está desarrollando la Subcomisión.



La señora Melissa Benavides refiere, retomando el tema de la administración de riesgos, el dividir la Subcomisión por temas podría incidir en los riesgos de gestión generando una mayor inversión de tiempo en una multiplicidad de reuniones. Señala, conforme a su experiencia, la creación conjunta o el involucramiento no es fácil y hay una desproporción en los insumos.



El señor Jean Carlo Monge indica que desde que planteó su propuesta ha transcurrido mucho tiempo, por lo que prefiere reformularla.



SE ACUERDA: Se toma nota de la propuesta planteada por el integrante Jean Carlos Monge para la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas dividida en comisiones o comités que se encarguen de abarcar los temas más frecuentes y de la reformulación que indica planteará posteriormente, de ser posible con la colaboración de la integrante Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública.



[bookmark: _Hlk43815403]ARTICULO VII



Se conoce del informe presentado por el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional sobre los aportes dados a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a efecto de divulgar temas de interés institucional relacionados con población indígena durante los años 2019 y 2020:
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“Informe de ejecución acciones de comunicación

Sección de Comunicación Organizacional

Población Indígenas



En junio 2019, se inició la coordinación para elaborar una campaña de comunicación sobre la circular 188-2019 de los 20 ejes de acción para el cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Esta campaña fue aprobada en junio 2020. 

En junio 2019, se inició la coordinación para elaborar una campaña de comunicación sobre la Ley 9593 de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas de Costa Rica. Esta campaña fue aprobada en mayo 2020.



En mayo 2020, se inició la coordinación para elaborar una campaña de comunicación sobre el Plan de trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas. Esta campaña fue aprobada en mayo 2020.



A continuación, el detalle:



		Acciones de comunicación





		Producto

		Medio de divulgación

		Público meta

		Cantidad de cápsulas

		Fechas de divulgación



		Campaña sobre circular 188-2020 cumplimiento de medidas cautelares 321-12



		Correo electrónico

		Personal judicial

		5

		Junio 2020



		Campaña sobre el Plan de trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas



		Correo electrónico

		Personal judicial

		1

		Mayo 2020



		Campaña sobre la Ley 9593 de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas de Costa Rica

		Correo electrónico

		Personal judicial

		18

		Mayo, junio y julio 2020



		Campaña sobre circular 188-2020 cumplimiento de medidas cautelares 321-12

		Facebook del Poder Judicial (réplica de la campaña divulgada a lo interno)

		Público externo

		5

		Junio 2020









Se adjuntan las cápsulas informativas:

[bookmark: _Hlk48809108]Campaña sobre circular 188-2020 cumplimiento de medidas cautelares 321-12
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[bookmark: _Hlk48809165]Campaña sobre el Plan de trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas
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Campaña sobre la Ley 9593 de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas de Costa Rica
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Datos logrados en Facebook

		Cápsula

		Fecha de posteo

		Alcance

		Interacciones



		1

		10 junio 2020

		5.003 personas

		58



		2

		12 junio 2020

		5.618 personas

		74



		3

		15 junio 2020

		5.395 personas

		105



		4

		17 junio 2020

		4.227 personas

		52



		5

		19 junio 2020

		3,900 personas

		36









Se adjuntan los posteos en Facebook:

[bookmark: _MON_1659422476][bookmark: _Hlk48809639]



SE ACUERDA: Se toma nota del “Informe de ejecución de acciones de comunicación de la Sección de Comunicación Organizacional sobre Población Indígenas” durante los años 2019 y 2020; y se insta al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para que continúe apoyando a la Institución en la divulgación de información relevante asociada a la población indígena.





ARTICULO VIII



El Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, en oficio 6640-2020 del 15 de julio de 2020, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII, que literalmente dice:



Documento N° 6811-2011, 7430-2020.



En sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Mediante la reiteración de la circular N° 10-09, del 18 de marzo de 2013, el Consejo Superior en sesión N° 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”.



El máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-214-2020 del 25 de mayo de 2020, remitió lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, en donde se acordó:



“ARTICULO III



La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-11-2020 a las personas que integran la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, las sugerencias realizadas por la Licenciada Ligia Jiménez a la Circular No. 10-09, cuyo contenido es el siguiente:



CIRCULAR No. 10-09



Asunto: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.



A los despachos judiciales Se les hace saber que:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas:



1. Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)



1 Las personas juzgadoras, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



2 Las personas juzgadoras deberán fijar los señalamientos de las audiencias y de los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona. 



3 Las personas juzgadoras, así como las autoridades que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos, establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto y a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Acceso a la Justicia los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



4 Se deberán aplicar las directrices de no revictimización, en aquellos casos donde una de las partes del proceso es una persona indígena, especialmente mujeres, niños, niñas y adolescentes.) 



5 La Contraloría de Servicios será la encargada de velar por el cumplimiento de las recomendaciones propuestas)



6 Colocar distintivos en los expedientes en caso de que una de las partes del proceso sea una persona indígena, se deberá colocar el distintivo correspondiente en el expediente.)



7 Las personas servidoras judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



8  Derecho a una persona intérprete o traductora: La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en la lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hable y comprenda el idioma español. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por inopia. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



9 Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural: Cuando se juzgue a una persona indígena, la persona juzgadora que conoce del caso dispondrá, cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por el Estado, el peritaje antropológico y/o cultural, con el fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



La administración de justicia procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido. 



Se analiza la propuesta, la cual fue trasladada con anticipación a las personas integrantes de la Subcomisión, sin que se recibieran observaciones.



SE ACUERDA: Se toma nota de las propuestas planteadas por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Se aprueba la propuesta y se dispone a comunicar al Consejo Superior para su valoración y eventual aprobación. Por la importancia que reviste la propuesta se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia al Consejo Superior.”



- 0 -



[bookmark: _Hlk42088675]Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, artículo III. 2.) Acoger las propuestas planteadas a la circular N° 10-09 “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas” por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública. 3.) La Secretaría General de la Corte, tomará nota para la publicación de la circular correspondiente.



La Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomaran nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”



- 0 –



Mediante correo electrónico de 8 de junio de 2020, la máster Melissa Benavides Víquez, coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicitó: 



“Espero se encuentre bien. De conformidad con nuestra conversación telefónica, le solicito no realizar la circular que se indica en el acuerdo del oficio 5254-2020 adjunto, toda vez que requerimos conocer sobre un aspecto pendiente en la Subcomisión de Indígenas. 



Le estaremos comunicando lo resuelto una vez que se encuentre en firme el acta. 



Gracias por su colaboración.”



-0-



Indica la integrante Pizarro Gutiérrez: “Viene en el artículo XXXV de la presente sesión, pero por un error material de ellos consignaron en esta unas reglas prácticas pero que eran las viejas, no las nuevas y por eso dicen que no se publique, en la que hace de conocimiento en el artículo XXXV, ya viene corregido el error material y vienen las nuevas reglas prácticas.”



-0-



Considerada la gestión de la máster Melissa Benavides Víquez, coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 8 de junio de 2020, se acordó: 1) Acoger la solicitud presentada por la máster Benavides Víquez, en consecuencia, tener por modificado lo dispuesto en sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, respecto a la publicación de la Circular. 2) Debido a lo anterior, indicarle a la Secretaría General de la Corte no proceder con la publicación respectiva, hasta tanto se cuente con la información completa.”
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El Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General Corte, remite oficio 6636-2020 de 15 de julio de 2020, en que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXV, que literalmente dice:

Documento N° 13836-2018, 7218-2020.



En sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018 artículo XCIX, se devolvió el presente acuerdo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas lo anterior para que aclare a este Consejo Superior lo solicitado, no obstante, es menester comunicar que los diferentes Consejo de Ampliados convocan a la población indígenas a que asistan a estos consejos. Debido a lo anterior deberá la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas informar a este Consejo cuales despachos están incumpliendo las circulares emitidas para disponer lo correspondiente.”



[bookmark: _Toc4437194]Además, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, artículo L, se tomó nota de la comunicación de la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con respecto al incumplimiento de las circulares emitidas vinculadas con la tramitación de los procesos relacionados con poblaciones indígenas. Asimismo, se reiteró a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la necesidad de contar con el proyecto circular solicitado en la sesión N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo C.



[bookmark: _Toc41573312]Seguidamente, en sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, se tomó Tomar nota del acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, artículo III. Asimismo, se acogió las propuestas planteadas a la circular N° 10-09 “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas” por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública

            La máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-264-2020 de 17 de junio de 2020, remitió lo siguiente:



“Reciban un cordial saludo. Por este medio y en atención a los acuerdos No. 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, artículo L; sesión No. 103-18 celebrada el 27 de noviembre del 2018, artículo XCIX, sesión No. 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII y de conformidad con el Oficio 1677-2020 de 19 de febrero de 2020, suscrito por el Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General a.i. de la Corte Suprema de Justicia, me permito poner en conocimiento la propuesta de circular que nos permitiría dar cumplimiento con los compromisos pendientes por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



Aunado a lo anterior, se solicita tomar esta versión de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas que se relaciona con el oficio 5254-2020 del 4 de junio, en donde se acordó: 



Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, artículo III. 2.) Acoger las propuestas planteadas a la circular N° 10-09 “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas” por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública. 3.) La Secretaría General de la Corte, tomará nota para la publicación de la circular correspondiente



CIRCULAR No. XXXX





DE: Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



PARA: Todo el Personal del Poder Judicial: Ámbito Auxiliar de la Justicia, Ámbito Jurisdiccional, Ámbito Administrativo.



ASUNTO: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. 



FECHA: XX del mes junio de 2020.





A los despachos judiciales de todo el país se les hace saber que:



El Consejo Superior en No. 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII aprobó variar algunas de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, por lo que se procede a comunicar los cambios aprobados de la siguiente forma:



1. Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas. 



1 Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las personas funcionarias judiciales que participen en las diligencias “in situ”. Las personas juzgadoras, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las personas usuarias indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión N.º 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII).



2 Las personas juzgadoras, así como las personas funcionarias judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



3 Las personas juzgadoras deberán fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



4  Las personas juzgadoras, así como las autoridades judiciales que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos, establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto y a la brevedad posible. Se comunicará a la Unidad de Acceso a la Justicia y al Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones. 



5 Se deberán aplicar las directrices de no revictimización, en aquellos casos donde una de las partes del proceso es una persona indígena, especialmente mujeres, niños, niñas y adolescentes.



6 La Contraloría de Servicios será la encargada de velar por el cumplimiento de las recomendaciones propuestas.



7 En caso de que una de las partes del proceso sea una persona indígena, se deberá colocar el distintivo o destacado rojo en el expediente.



8 Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



9 Derecho a una persona intérprete o-y traductora: La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena, una persona intérprete o-y traductora en su idioma materno, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hable y comprenda el idioma español. La persona intérprete y-o traductora será nombrada dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por inopia. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre una persona intérprete de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal y el artículo 6 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



10 Respeto a la diversidad cultural. Obligación del peritaje antropológico/cultural: Cuando se juzgue a una persona indígena, la persona juzgadora que conoce del caso dispondrá, cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por el Estado, el peritaje antropológico y/o cultural, con el fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, la vida del imputado o persona indígena con proceso judicial, entre otras condiciones del contexto vinculadas con los hechos. Lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal y el artículo 8 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. La administración de justicia procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido. 



(Los incisos 10 y 11, fueron adicionados por el Consejo Superior en sesión Nº 61-11 del 7 de julio de 2011, artículo LIII) (Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV). “
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Indica la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "No me quedó claro fue el punto 9 que dice: "Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva".



            Indica la integrante Pizarro Gutiérrez: “Efectivamente hay una cooperación interinstitucional en cuanto a eso y existen compromisos, sin embargo, ellos nos dicen que si así lo consideramos se les regrese a consultar a la Comisión cómo se va a operativizar ese artículo 9."

            

Agrega la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "Me genera dudas sobre todo porque trasciende a una responsabilidad. Quizás delimitarlo a quienes son ellos, porque a mí lo que me preocupa es que estas circulares luego nos atañen a todos, ellos con lógica razón piden el cumplimiento y a veces son situaciones que prácticamente se hacen imposibles de cumplir, entonces me parece que ese punto debe aclararse."



            Manifiesta la Vicepresidenta, magistrada Solano Castro: “Ella pone el 8 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, si señala la norma, señala el 339 del Código Procesal Penal y el 8 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas."
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Devolver el oficio N° CACC-264-2020 de 17 de junio de 2020, a la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, con la finalidad que aclare el punto 9 del proyecto de circular denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígena”, en cuanto a la forma en que se gestionaría.”



-0- 



El Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, en oficio 6413-2020 de 8 de julio de 2020, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV, que dispone:



“Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Tener por rendido el oficio número CACC-264-2020, del 17 de junio de 2020, suscrito por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante el cual remite el proyecto de circular denominado “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.” 3.) La Secretaría General de la Corte tomará nota para los fines correspondientes.”









SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los Oficios N° 6413-2020 de 8 de julio de 2020 en el que se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV y el N° 6640-2020 de 15 de julio de 2020 donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII. 2° Trasladar a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas los acuerdos del Consejo Superior por el plazo de diez días a efecto de que remitan sus sugerencias y observaciones en relación con las observaciones planteadas por las y los integrantes del Consejo y la Dirección Ejecutiva. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo a las y los integrantes de la Subcomisión mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





ARTÍCULO IX



La magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hizo de conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la Dirección de Gestión Humana y de la Escuela Judicial, el documento denominado Guía para la Atención Institucional de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, e informa sobre el proceso de elaboración de dicho producto con el objetivo de fortalecer los procesos de capacitación en temática indígena en todas las instituciones involucradas.







La Licenciada Guardia Morales remitió correo electrónico en el que indicó: 



“Buenas tardes doña Damaris:

Espero se encuentre bien.  Procederemos a su incorporación a la página de la Escuela y a su divulgación. Este tema me parece que se puede incorporar en la propuesta que se elabora y en la que participa doña Flor. Saludos cordiales,”



La Máster Arrieta Meléndez, señaló: 



“Buenas tardes

Estimada Magistrada Damaris Vargas. Tomo nota y se coordinara lo correspondiente con las áreas involucrada”



La señora Cheryl Bolaños Madrigal en comunicado electrónico del 23 de julio de 2020, 8:32 a.m., señaló: 



“Buenos días doña Damaris. En relación con su solicitud, pensamos en agregar como un recurso más al curso que está vigente sobre pueblos indígenas, este documento como un recurso de lectura. ¿Quería consultarle si esa era la idea o se trata de una capacitación totalmente nueva sobre el tema que desarrolla el documento? Quedo atenta. Saludos. Cheryl”



Se informó a la señora Bolaños el 25 de agosto: “La idea es integrar este documento a los procesos de capacitación, pero igual podríamos valorar otras opciones que ustedes con su experticia nos propongan.” Con ocasión de ello, el 28 de agosto giró instrucciones al señor Pablo Álvarez Arias, indicando “Pablo, te ruego valorar con Yamileth la metodóloga la mejor alternativa. Si puede complementar el curso que tenemos vigente sería una alternativa.” Además, señaló, se puede hacer un tutorial virtual del mismo, pero requieren se les asigne una persona experta que revise los productos que vayan desarrollando. Además, agregó en comunicado electrónico del 23 de julio de 2020 en el que señaló: “Buenos días doña Damaris. En relación con su solicitud, pensamos en agregar como un recurso más al curso que está vigente sobre pueblos indígenas, este documento como un recurso de lectura. ¿Quería consultarle si esa era la idea o se trata de una capacitación totalmente nueva sobre el tema que desarrolla el documento? Quedo atenta. Saludos. Cheryl”



Refiere la señora Flor Arroyo, representante de la Escuela Judicial, que el señor Geyner Blanco le informó que explicará el proceso de construcción del documento cuando le corresponda impartir la capacitación a su cargo en el Módulo Indígena.



SE ACUERDA: Se toma nota del documento Guía para la Atención Institucional de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, construido con la colaboración de representantes de las diferentes instituciones involucradas con la temática indígena, incluyendo al Poder Judicial, con el objetivo de fortalecer los procesos de capacitación; así como su traslado a la Dirección de la Escuela Judicial y a la de Gestión Humana y de la respuesta dada por éstas.





ARTÍCULO X



El señor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, en oficio 6957-2020 de 28 de julio del 2020 transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, artículo XL, que literalmente dice:



Documento N° 8585-13, 7585-2020



La licenciada Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-272-2020 del 23 de junio de 2020, remitió el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, modalidad virtual, artículo V, que dice:



“La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Damaris Vargas Vásquez, informa sobre la importancia de coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial para la coordinación de revisión de Circulares vinculadas con la población indígena a efecto de cumplir con los lineamientos del Consejo Superior emitido en seguimiento de la Ley 8220 de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos y su Reglamento; así como con personas indígenas involucradas. Cita los casos de las circulares vinculadas con ayudas económicas que exigen mucho “papeleo” y el reconocimiento de almuerzo hasta las 12 lo cual no corresponde a sus costumbres.



Doña Tattiana García refiere a la importancia y urgencia de esa actualización y simplificación de las circulares conforme a los requerimientos de la población indígena.



SE ACUERDA: Se toma nota de la propuesta y se dispone solicitar al señor Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial, en su condición de Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, colaboración para proceder a revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial, vinculadas con la temática indígena, a fin de dar cumplimiento a la Ley 8220 de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos y su Reglamento y los acuerdos del Consejo Superior, entre otros, los tomados en las sesiones 36-17 de 20 de abril de 2017, Artículo XXIII, 65-18 de 19 de julio de 2018, Artículo LXII, 73-18 de 16 de agosto de 2018, Artículo XLVII, entre otras. Instar al Consejo Superior para que autorice ampliación del plazo a tres meses para que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial a efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emitir propuestas de modificación que impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, en cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena. Por la relevancia de este acuerdo se dispone a declararlo firme por unanimidad y comunicarlo al señor Erick Alfaro, Contralor de Servicios del Poder Judicial, en su condición de Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial; y al Consejo Superior del Poder Judicial, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



(…)



PD: Mucho le agradeceré copiar su respuesta a las siguientes personas:



·        Sra. Damaris Vargas Vásquez, Magistrada, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas.

·        Sra. Alejandra Mena Cárdenas, secretaria. 

·        Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia

·        Sra. Katherine Salazar Duarte, asistente.

·        Correo oficial de la Unidad de Acceso a la Justicia, accesojusticia@poder-judicial.go.cr ”
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En sesión N° 36-17 del 20 de abril del 2017, artículo XXIII, en lo que interesa, se indicó que deberían las Comisiones institucionales realizar una revisión de los trámites que puedan ser mejorados con el fin de unificarlos y evitar tratamientos desiguales, para lo cual podrán tomar en cuenta los rediseños de procesos realizados por la Dirección de Planificación en los distintos despachos judiciales; para lo cual se haría de conocimiento este acuerdo de todas las Comisiones Jurisdiccionales. Asimismo, se indicó que la Secretaría General de la Corte realizaría una depuración de las circulares en los términos indicados y rendiría un informe a este Consejo de los avances obtenidos en el plazo de tres meses, el cual se haría de conocimiento de las Comisiones Jurisdiccionales respectivas.



Posteriormente, en sesión Nº 65-18 del 19 de julio del 2018, artículo LXII, en lo que interesa, se tuvo por rendido el informe Nº 663-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con la designación de un oficial de simplificación de trámites, establecido en el artículo 11 de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos.  Asimismo, se indicó que la Secretaría General de la Corte, debía de reiterar por medio de una Circular a todas las jefaturas de despacho, que están en la obligación de aplicar la Ley 8220 sobre “Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos”, promoviendo mejoras en la gestión, por lo que debían revisar la viabilidad de simplificar sus trámites administrativos y, una vez, establecido el procedimiento respectivo, debían informarlo a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, quien remitirá la propuesta a la Comisión y al Programa de Buenas Prácticas, para que se valorare la posibilidad de la implementación del procedimiento de simplificación, la que una vez aprobada sería conocida por el Consejo Superior para su correspondiente divulgación y aplicación por parte de otros despachos judiciales



Mediante circular N° 188-2019 del 17 de octubre de 2019, hizo de conocimiento que la Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. Asimismo, que en sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso a realizar la publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido.



            Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo V, en consecuencia: Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-19 de Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría de Servicios para lo que corresponda.”





La magistrada Damaris Vargas Vásquez remitió Oficio N° 7145-2020 al licenciado Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios 



“Reciba un atento saludo. Traslado para su conocimiento el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, Artículo XL, que literalmente dice: “Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo V, en consecuencia: Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-19 de Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría de Servicios para lo que corresponda.”



De acuerdo con su experticia le solicito una propuesta de plan de acción para dar inicio lo antes posible con lo indicado por el Consejo Superior a efecto de poder cumplir con el cometido. Lo anterior, con el objetivo de someter a conocimiento y aprobación de las personas integrantes de la Subcomisión en la sesión ordinaria programada para el 7 de agosto próximo.



Para ir avanzando, aprovecho para adjuntar algunas de las principales Circulares que se han emitido vinculadas con población indígena.”





Con oficio CSJ-734-2020 el licenciado Erick Alfaro Romero, da respuesta a lo solicitado 





Asunto: Estudio de simplificación para el trámite de ayudas económicas a personas indígenas  



Estimada señora: 



Atendiendo su solicitud y con el propósito de que sea analizado en el seno de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Indígenas, me permito presentarle el plan de trabajo que se encuentra en desarrollo por parte de la Contraloría de Servicios para dar cumplimiento al acuerdo que requiere el análisis de las circulares asociadas con el trámite de ayudas económicas a personas indígenas, esto con el propósito de identificar oportunidades de mejora a través de la simplificación de trámites.   



Cabe mencionar que para lograr este cometido se ha conformado un equipo de trabajo que, según el plan que se detalla a continuación, analizará los elementos que conforman integralmente este servicio, de manera que las eventuales recomendaciones generen valor e impacto en la estructura institucional. 



1. Objetivo general:



Identificar oportunidades para la simplificación de trámites en el servicio de ayudas económicas que brinda el Poder Judicial, de manera colaborativa con la población indígena usuaria y el funcionariado de la institución.  

 

1 Objetivos específicos 

· Determinar los principales obstáculos que se presentan en la prestación del servicio según la perspectiva de la población indígena. 

· Describir el proceso para la realización de los trámites del servicio. 

· Comparar los procesos para la realización de los trámites entre las diferentes instancias judiciales según territorio. 

· Identificar si existen trámites innecesarios, duplicados o sin fundamento legal. 

 

2 Metodología 



Para analizar el servicio se aplicará análisis documental de circulares, leyes, protocolos, u otros que haya generado la institución en relación con el servicio de ayudas económicas y la atención que debe brindarse a la población indígena para el cumplimiento de ese propósito. 

 

Asimismo, se integra la perspectiva de esta población interesada y de las personas funcionarias, esto mediante la aplicación de instrumentos tipo cuestionario con preguntas semiabiertas que permitan generar insumos para la construcción de dos herramientas de carácter cualitativo: 



· Customer Journey Map (Mapa de experiencia del cliente): Esta herramienta busca identificar “el viaje del usuario” para obtener el servicio, es decir, cada uno de los pasos que debe seguir para finalmente acceder a la ayuda económica, así como la forma en que se siente la persona durante cada uno de esos pasos y las recomendaciones que brinda a la institución para mejorarlos.  Esta herramienta permite identificar las principales “dificultades” que enfrentan las personas usuarias y los puntos críticos del servicio desde su perspectiva. 



·  Blueprint (Ciclo del servicio):  Busca analizar el proceso en su totalidad, describe cada una de las etapas del servicio y sus detalles, tanto aquello que es visible a la persona usuaria como lo que no lo es, analiza cada una de las acciones que debe realizar la institución para cumplir con la entrega del servicio y busca identificar cuellos de botella, así como puntos de mejora. 



Es importante señalar que se opta por realizar cuestionarios debido a las complicaciones que generaría realizar un taller presencia o grupo focal con personas usuarias y funcionarias en el contexto de la pandemia por COVID-19. 

 

3 Cronograma de trabajo



El proceso de divide en cuatro fases, las cuales se detallan a continuación: 



Fase1: En esta fase se realiza un análisis documental de circulares, leyes, estudios u otros. Asimismo, se realiza un mapeo de las instancias del Poder Judicial involucradas en la prestación de este servicio, de forma que se obtengan los datos de contacto del funcionariado responsable de este. 



Fase2: Se realiza un mapeo del proceso mediante aplicación de instrumentos a personas funcionarias de la institución encargadas de llevar a cabo los trámites necesarios para brindar las ayudas económicas en las diferentes zonas del país, se sistematiza la información obtenida que se utilizará como insumo para la construcción del Blueprint. 



Fase 3:  En esta fase se busca conocer la perspectiva de las personas indígenas acerca del servicio de ayudas económicas, mediante la aplicación de herramientas que faciliten la construcción de un Customer Journey Map a la vez que se generan insumos para la construcción del Blueprint.

  

Fase 4: Se sistematizan los resultados de la fase 1 y fase 2 de forma que se integre la perspectiva de la persona usuaria y lo señalado por las personas funcionarias en las diferentes zonas, de esta manera se busca identificar las oportunidades de mejora el proceso y graficar el proceso. 
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4 Alcances del proyecto 



Se abarcarán los circuitos judiciales que atienden población indígena ubicados en las provincias de San José, Alajuela, Cartago, Guanacaste, Puntarenas y Limón. El estudio se limita al servicio de ayudas económicas, aunque no se descarta realizar futuros estudios para realizar simplificación de trámites en otros servicios. 



Finalmente, deseo ponerme a su disposición y la de la Subcomisión en caso de que se estime necesaria alguna aclaración o información adicional.”



La señora Damaris Vargas Vásquez y el señor Carlos Romero informan sobre los avances del proyecto de actualización de circulares y simplificación de trámites coordinado con la Contraloría de Servicios.





SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 6957-2020 de 28 de julio del 2020 donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio del 2020, artículo XL, en el que se dispone: “Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo V, en consecuencia: Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial para, de ser oportuno, emita propuestas de modificación que impliquen una simplificación de los trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites administrativos a las personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas indígenas y sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular N°188-19 de Corte Plena…”. 2° Se toma nota del Oficio N° CSJ-734-2020 mediante el cual el licenciado Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios y Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial en el que comunica el “Estudio de simplificación para el trámite de ayudas económicas a personas indígenas” que contiene el plan de trabajo que se encuentra en desarrollo por parte de la Contraloría de Servicios para dar cumplimiento al acuerdo que requiere el análisis de las circulares asociadas con el trámite de ayudas económicas a personas indígenas, esto con el propósito de identificar oportunidades de mejora a través de la simplificación de trámites. Además, de la propuesta de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión, para que el proyecto incluya otras circulares relevantes y no solo las vinculadas con las ayudas económicas, entre ellas, las referidas a la prueba pericial, considerando el impacto que tienen en la tramitación de los procesos judiciales vinculados con población indígena, su celeridad y el acceso a la justicia. 3° Solicitar a la Contraloría de Servicios rendir informes periódicos de avances de las acciones vinculadas con el proceso de actualización de las circulares vinculadas con población indígena y la simplificación de trámites para esta población, coordinados con las oficinas respectivas, entre ellas, la Dirección Ejecutiva. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO XI



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomó el acuerdo en sesión celebrada el 8 de mayo de 2020, Artículo XVIII, que literalmente indica:



“SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe remitido por parte de la Dirección Ejecutiva, respecto la situación del espacio físico que se requieren para el personal del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 2° Se solicita la colaboración a la Dirección Ejecutiva para que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas este actualizada en relación con los avances de la gestión. 3° El seguimento estará a cargo de la Unidad de Acceso a la Justicia. 4° Comuníquese este acuerdo a la Dirección Ejecutiva con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”



La Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el Oficio 2216-DE-2020 de 18 de junio de 2020, relacionado con la situación del espacio físico del equipo psicosocial que actualmente se ubica en I Circuito Judicial de la Zona Atlántica y debe visitar la localidad de Bribri. 



El Oficio 2216-DE-2020 señala:



“2216-DE-2020 

18 de junio de 2020 

 

Magistrada  

Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  

Su Despacho 

 

Estimada señora Magistrada: 

 

 Mediante oficio N° CACC-210-2020 del 25 de mayo del año en curso, se remite lo acordado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XVIII, sobre lo expuesto por la Máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante oficio N° DTSP-035-2020 del 15 de abril de 2020, respecto a la situación del espacio físico del equipo psicosocial que actualmente se ubica en I Circuito Judicial de la Zona Atlántica y debe visitar la localidad de Bribri, en el cual se dispuso: 

 

“(…) Se toma nota del oficio. Trasladar la situación expuesta a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Comisión de Construcciones y la Dirección Ejecutiva solicitándoles solución ante la afectación que se está presentando a la población indígena usuaria, y a las personas servidoras judiciales involucradas en la atención de los procesos judiciales. Por la importancia que reviste este acuerdo se declara firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo por la Unidad de Acceso a la Justicia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva y Departamento de Trabajo Social y Psicología, para lo de su cargo.” 

 

 Al respecto, se transcribe oficio N° 074-ARLIM-2020 del 2 de junio de 2020, mediante el cual la Licda. Maribel López Bermúdez, Administradora del I Circuito 

Judicial de la Zona Atlántica, informa sobra las labores realizadas y la problemática imperante en la localidad para el arrendamiento de un inmueble que permite subsanar la necesidad de un espacio físico adecuado, a saber: 

 

“En atención al oficio N° CACC-210-2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia, y siendo que el edificio de los Tribunales de Bribri, ya se encuentra sin capacidad para albergar más oficinas, me permito informarle sobre acciones realizadas con el fin de búsqueda de un local donde se pudiera albergar algunas oficinas, incluso se han asignado recursos sin que se disponga del espacio y eso ha venido a causar hacinamiento en las oficinas. 

 

Dentro del proceso de búsqueda de un espacio para alojar más oficinas le informo que se solicitaron estudios técnicos para ampliar dicho edificio, pero según esos estudios que se han realizado por parte del Departamento de Servicios Generales no hay posibilidad de ampliación de dicho edificio, ni vertical ni horizontal, ya que ampliar dicho edificio fue una de las opciones valoradas. 

 

Asimismo, debido a esta situación desde hace tiempo atrás se han venido realizando búsquedas en la zona de Bribri, con el fin de localizar un posible local que albergue las necesidades de la Fiscalía, Trabajo y Social y salas de juicios debido a los proyectos de Penal, Justicia Restaurativa y la Reforma Laboral, que se han autorizado, los cuales abarcan la zona de Talamanca, la búsqueda ha comprendido recorridos varias veces por la zona, conversaciones  e incluso negociaciones con varios proveedores, pero a pesar de todos los esfuerzos no ha sido posible concretar una propuesta por diferentes razones. 

 

Dentro de las razones que se han presentado con proveedores de manera concreta tenemos lo siguiente: 

 

· Señor Kinling Yan, este proveedor nos presenta una propuesta acorde a las necesidades para albergar a las oficinas incluso de esta coordinaciones se hizo participe a las compañeras de la Oficina de Trabajo Social y Psicología para determinar las necesidades de espacio de dicha oficina, sin embargo, después de muchas reuniones, propuestas diseños a la hora de solicitarle que presentara la propuesta formal el dueño presentó problemas en el terreno ofrecido al no ser el dueño registral del mismo (indica en su momento que se encuentra en un proceso de trámite legal). 

 

· Al no poder continuar con el proveedor anterior nos contactamos con el señor 

Abner Alfaro Carmona, quien manifestó interés en el proyecto, no obstante 

hemos insistido en la presentación de documentos, al momento no ha presentado una oferta o propuesta para el proyecto a pesar de las constantes consultas, y de un tiempo dejó de responder las consultas. 

 

· De igual forma se abordó el tema de un posible alquiler con el señor Walter Selles Páez, quien muestra interés de construir un local acorde a las necesidades del despacho, se realizaron las reuniones de coordinación previas y se plantean los requerimientos, no obstante, posteriormente indica que no desea continuar con la propuesta y desistió de una posible contratación con el Poder Judicial. 

 

· El señor Orlando Villalobos ofrece un local comercial donde anteriormente se encontraba el PANI, se procede a la visita del local, mismo que debe ser sometido a reparaciones en toda su estructura, además de una remodelación eléctrica, sin embargo, este local no es apto y debe descartarse, porque se encuentra ubicado a la orilla del río con los inconvenientes que conlleva esta situación en esa zona. 

 

· Comité Local de la Cruz Roja de Bribri, quienes cuentan con un local comercial, se realizan las consultas del caso y no es posible arrendamiento, porque tienen una limitación legal al ser un local construido con recursos del IMAS y que debe ser utilizado para fines comunales y otra parte será usada por el IMAS. 

 

Luego de todas estas gestiones, se puede observar que no ha sido falta de búsqueda para poder contar con un local o una posible construcción acorde a las necesidades de dicha oficina, incluso para el Ministerio Público en la zona, se procedió a realizar la búsqueda de locales comerciales o posibles oferentes que reunieran las condiciones para albergar a la Fiscalía de la zona en zonas aledañas a los Tribunales de Justicia de Bribri, obteniendo como opción un local comercial que en la zona de Hone Creek (entrada a Bribri) a 10 km de los Tribunales de Justicia, cuya ubicación permitirá el acceso a usuarios de las zonas de turísticas y demás centros de población, local que se encuentra en trámite en el Departamento de Proveeduría. 

 

Adicionalmente, también se han realizado consultas a las Instituciones Públicas que tienen sede en Bribri, si contaban con la disponibilidad de espacio físico para ubicar oficinas del Poder Judicial, sin obtener resultados positivos. 

 

Hace algún tiempo por parte de varias instancias se había gestionado un espacio en el OIJ quien compartía con el Médico Legal que iba a realizar valoraciones a la zona  el cual le permitía a las profesionales ir a Bribri y contar con un espacio dentro del edificio para realizar las valoraciones, a inicios de año llegó un nuevo jefe al OIJ de Bribri, el cual sin consultar ni informar a ninguna de las oficinas involucradas de repente no les autorizó más el ingreso e incluso les devolvió los activos al médico que tenía en esa oficina. 

 

Debido a la situación anterior la suscrita a finales del mes de febrero en vista de que aún no se había resuelto el tema, fui a Bribri y converse con el jefe del OIJ de la zona quien es el titular y ya para esa fecha había regresado, le expuse la situación, la necesidad institucional y solicite nuevamente su ayuda con este tema, a lo cual me indicó que iba a realizar las valoraciones de algunas propuestas que se hicieron, debido que seguidamente tuvimos el asunto de la pandemia del COVID-19, el tema se quedó pendiente, pero fue retomado en el mes de abril donde se le consulto al jefe del OIJ de Bribri, si se tenía alguna noticia del tema, pero el mismo debió coordinar con su superior, siendo que hasta la semana pasada se obtuvo respuesta definitiva  de que se iba a volver a colaborar con un espacio,  solo que no es el mismo que se tenía antes sino uno aledaño debido a esto requiere ciertos acomodos para que se puedan ubicar la profesional y la persona usuaria, labor que nos encontramos realizando en coordinación con el OIJ, para que la dicha oficina pueda desplazarse a Bribri y realizar las valoraciones en el espacio cedido por el OIJ. 

 

Asimismo, en el local que se está tramitando para albergar la Fiscalía de Bribri, contará con un espacio para realizar atenciones de las oficinas que visiten la zona, el cual podrá ser usado previa coordinación. 

 

Cabe indicar que en vista de que la semana pasada se obtuvo la autorización del OIJ, le solicite un espacio a la coordinadora Licda. Ines Rivera Poveda, para informarle de las acciones realizadas, la reunión tuvo lugar el viernes 29 de mayo le comenté las acciones realizadas y que esperamos en 15 días pueda estar habilitado el nuevo espacio.” 

 

 Como se observa en el anterior informe, la Administración del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, ha realizado esfuerzos para procurar el arrendamiento de un local para subsanar la necesidad de espacio físico que se presenta en los Tribunales de Bribri, no obstante, las opciones son sumamente limitadas o bien las personas propietarias de los inmuebles o con los medios para su construcción, no han mostrado interés. Pese a lo anterior, la Licda. López Bermúdez ha logrado recuperar el espacio que otrora el OIJ había denegado al Equipo Psicosocial y nuevamente podrá hacer uso de un espacio para llevar a cabo sus labores en la localidad de Bribri, adicionalmente, en el local que se estará arrendado para la Fiscalía de Bribri, se consideró un espacio para llevar a cabo estas labores, para lo cual se deberá coordinar con la debida antelación.  

 

 Por parte de esta Dirección Ejecutiva con copia de este oficio, se gira la instrucción a la Administración del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para que  mantenga la búsqueda de opciones para mejorar las condiciones de los Tribunales de Bribri por medio de opciones para el arrendamiento de un inmueble o donación de un terreno que reúna las condiciones adecuadas, de manera que no se afecte a las personas usuarias del servicio, sobre todo a las que tienen alguna condición de vulnerabilidad.”

 

La Dirección Ejecutiva remitió el oficio 2646-DE-2020, de 20 de julio de 2020, en que da respuesta a lo solicitado: 
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 2216-DE-2020 de 18 de junio de 2020 y del Oficio 2646-DE-2020 de 20 de julio de 2020, vinculados con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada el 8 de mayo de 2020, Artículo XVIII. 2° Estar a la espera de los informes de avances y delegar al representante de la Dirección Ejecutiva ante esta Subcomisión a efecto de que rinda los comunicados de rigor. 3° Se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlos al Departamento de Trabajo Social y Psicología y a la Dirección Ejecutiva para lo de su cargo, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 







ARTÍCULO XII



En atención al tema de Ayudas Económicas, se adjunta la cadena de correos para valoración de esta Subcomisión e informe de representantes de la Dirección Ejecutiva y la Defensa Pública:



La señora Laura Marcela Arias Guillen remitió comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 11:14 a los señores Wilbert Kidd Alvarado y Marcos Vinicio González Marín, en el que señaló:

 

“Señor Wilbert Kidd Alvarado

Dirección Ejecutiva

Poder Judicial

 

Estimado compañero: 

 

Por este medio traslado para su conocimiento una situación que sistemáticamente se presenta en la Defensa Pública, que no podemos resolver con personas usuarias sentenciadas o sometidas a medidas cautelares.

 

El Reglamento para ayudas económicas (21-2016) permite por la vía de caja chica generar ayudas a personas usuarias cuando acuden a una diligencia judicial y no cuentan con los medios económicos para sufragar su transporte y alimentación, sin embargo,  contamos con otro perfil de persona usuaria, sea las personas que por un cambio de medida cautelar o por sentencia, encontrándose privados(as) de libertad en un centro penitenciario, requieren ser trasladados a otros espacios que por encontrarse fuera de su lugar de residencia ameritan apoyo económico pues no cuentan con medios para sufragar su traslado de regreso a su lugar de origen.   Estos casos corresponden, por ejemplo, a una persona que encontrándose privada de libertad se avala la colocación de un dispositivo electrónico de seguimiento (sea como medida cautelar o sanción sustitutiva).

 

En estos supuestos,  la autoridad judicial (OIJ) una vez celebrada la audiencia oral en estrados judiciales, traslada la persona usuaria al Centro Penal, allí se ordena la libertad y la persona es trasladada por el Ministerio de Justicia y Paz ( Policía Penitenciaria)  a la Unidad Especializada de Monitoreo Electrónico (en San José) en donde por la naturaleza de la diligencia, puede permanecer un período no menor a 3 horas, posterior a las cuales, debe retornar a su domicilio (muchas veces fuera de la GAM) sin contar con dinero para alimentación, transporte, hospedaje, pudiendo incluso sortear que por lo avanzado de la hora ni siquiera cuente con servicio de autobuses para retornar a su lugar de residencia, a pesar de existir una obligación judicial de hacerlo inmediatamente.

 

 

Hemos procurado en casos similares solicitar el auxilio del OIJ, quien nos indica no poder trasladar a la persona porque ya no figura como persona detenida y al Ministerio de Justicia y Paz y la Dirección General de Adaptación Social, quienes afirman que no les corresponde por no ser una persona a su orden, sino en libertad y con una medida cautelar o pena sustitutiva en la que debe movilizarse por su propio medio.

 

En el medio, queda la persona usuaria, vulnerable, sin posibilidades económicas para cubrir su retorno a domicilio y con serios riesgos de incumplir la medida o sentencia ordenada, reincidir en conductas delictivas e incluso, permanecer en San José sin contar con apoyo familiar o económico. Como una medida paliativa, las personas defensoras públicas hacemos colecta para costear estos gastos, sin embargo, no siempre resulta posible y subyace la imperiosa necesidad de contar con una respuesta institucional.

 

De frente a estas circunstancias, quisiera someter a su conocimiento la problemática que enfrentamos y consultarle sobre alternativas para modificar el reglamento, de modo que pudiéramos brindar una respuesta efectiva. 

 

 

Agradeciendo su amable atención,

 

M.Sc. Laura Arias Guillén

Coordinadora

Unidad de Ejecución de la Pena

Defensa Pública



El señor Marcos Vinicio González Marín informó en comunicado del 5 de junio de 2020 10:37 a la Defensa Publica Puerto Jimenez y Manuel Soto Aguilar con copia a Laura Marcela Arias Guillen, que el reglamento de ayudas económicas para estas situaciones no está permitido ya que, no va a una diligencia propia del Poder Judicial.



El señor Manuel Soto Aguilar mediante comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 8:07 dirigido a Melania Soto Delgado con copia a Josué González Granados, indicó:

“Reciban los saludos de mi más grata estima y admiración; por este medio mucho agradezco que me puedan colaborar a efectos de que un usuario de esta oficina de nombre ALVARO MOLINA LEITON CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN: 6-0370-0549, se le pueda autorizar por medio de la Administración de la Defensa Pública de San José, ayuda económico por motivo de traslado de San José a Puerto Jiménez, lo anterior por ser usuario dentro de la causa 20-000012-1137-PE, donde se investiga como presunto autor del delito de Robo Simple con Violencia Sobre las Personas, mi representado se encontraba cumpliendo medida cautelar de prisión preventiva, sin embargo por gestiones de esta Defensa, logramos que el Juzgado Penal de Golfito en Audiencia celebrada el día de ayer 04 de junio de los corrientes, autorizará cambio de medidas imponiéndose la medida cautelar de arresto domiciliario con monitoreo electrónico en la casa de su señora Madre Elizabeth Leitón Soto, en Puerto Jiménez, la Palma, detrás del cementerio, debido a que el protocolo de la Unidad de Monitoreo Electrónico del Ministerio de Justicia y Paz es la colocación del Dispositivo Electrónico, y darle la inmediata libertad, otorgándole un plazo de 24 horas para que se presente en el domicilio indicado, y por ser nuestro usuario una persona desempleada y de limitados recursos económicos, solicitamos autorizar ayuda económica por concepto de transporte de regreso de San José a Puerto Jiménez, por el monto: 8195 COLONES, y los rubros de desayuno, almuerzo y cena correspondientes en razón de que es un viaje de regreso de aproximadamente 9 horas. Dejo así indicado, esperando se autorice la ayuda, y agradeciendo los siempre buenos oficios.”



SE ACUERDA: Se reservan los comunicados vinculados con las ayudas económicas a personas usuarias indígenas para conocerlo en una siguiente sesión a efecto de ser expuesto por el señor Wilbert Kidd, representante de la Dirección Ejecutiva. Comunicar este acuerdo al señor Wilberth Kidd mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTÍCULO XIII



La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el Oficio CACC-351-2020 de 21 de agosto de 2020, en el que se dispone:



San José, 21 de agosto de 2020

Oficio CACC-351-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora Magistrada

Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial

S.D. 





Estimada señora Magistrada: 



Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada virtualmente y realizada el martes 11 de agosto de 2020, en donde se acordó: 



ARTÍCULO XII:



[bookmark: _Hlk475397381]Tema: Oficio Nº CJP163-2020-2020 de la Comisión de Jurisdicción Penal” Riesgos de audiencias orales realizadas en zonas Indígenas”



La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó a través del Oficio CACC-222-2020 a la Comisión de Jurisdicción Penal, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, el cual se transcribe literalmente.



SE ACUERDA: Se toma nota del comunicado enviado el 6 de mayo pasado por el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el que traslada para conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el oficio que le remitiera el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Coordinador de la Comisión de Enlace Corte-OIJ sobre el acuerdo tomado por dicha Comisión en sesión N° 02-2020 de 19 de febrero pasado, Artículo IX, vinculada con el Oficio N° 825-DG-2019 formulado por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. Se dispone trasladar a las Comisiones Jurisdiccionales de Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, Laboral, Civil y de Familia el Oficio N° 825-DG-2019 formulado por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, para lo de su cargo en relación con lo planteado y lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N°56-19 celebrada el 19 de junio del 2019, artículo XLIX, comunicado mediante oficio No. 6805-2019, a efecto de que tomen en consideración la situación planteada por el OIJ para la administración de los riesgos expuestos en las materias a su cargo. Instar a las oficinas judiciales para que cuando realicen audiencias en territorios indígenas, coordinen previamente con los Comités de Salud de los diferentes territorios en seguimiento del Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas, conforme a lo dispuesto por Corte Plena, en sesión N° 21-2020 celebrada el 20 de abril del 2020, Artículo XVIII, a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020, en la parte que vincula a la población indígena. Instar para que en la programación de audiencias se consideren las previsiones para la seguridad de las mujeres que participan en las audiencias judiciales que se realizan en los territorios indígenas. Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y Contraloría de Servicios colaboración para hacer una encuesta en los despachos judiciales que realizan audiencias en territorios indígenas a fin de que informen las barreras o limitaciones que se les presentan, así como las oportunidades de mejora, con el objetivo de construir un protocolo en coordinación con las oficinas involucradas para la programación de audiencias en territorios indígenas que incluya aspectos de seguridad y de logística, además de los lineamientos expuestos relacionados con la pandemia Covid-19, la seguridad de las mujeres indígenas, logística para maximizar el aprovechamiento de los recursos institucionales, seguridad de las personas servidoras judiciales, usuarios y demás participantes en las audiencias que se realizan en el sitio. Por su trascendencia, se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese este acuerdo a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Comisión de Enlace Corte/OIJ, Comisión de Acceso a la Justicia y Comisiones Jurisdiccionales de Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, Laboral, Civil y de Familia. -







 En razón del presente Oficio, el señor Fabian Freyean Mora remitió el viernes 24 de julio el Oficio Nº CJP163-2020-2020 en el que la Comisión de Jurisdicción Penal comunica lo siguiente:





[bookmark: _Hlk475415061][bookmark: _Hlk475415061]

SE ACUERDA: 1. Se toma nota. 2. Se traslada para conocimiento de la Comisión Especializada, en este caso la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.”



El contenido del Oficio es el siguiente:



[image: ] [image: ]
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Se adjunta archivo de PDF.

[image: ]



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de lo comunicado remitido por la Comisión de la Jurisdicción Penal mediante Oficio N° CJP-163-2020 de 24 de julio de 2020, vinculado con la realización de audiencias en territorios indígenas en los procesos en los que participan personas indígenas en seguimiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior que traslada la decisión a las personas juzgadoras con competencia para conocer de los diferentes procesos. 2° Comunicar este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Comisión de la Jurisdicción Penal para su conocimiento. 3° Remitir recordatorio a las demás Comisiones Jurisdiccionales que no se han pronunciado aún. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





 

ARTÍCULO XIV



La Magistrada Damaris Varga Vásquez remite para conocimiento la Resolución 4-20 sobre los Derechos Humanos de Personas con COVID-19.  Se adjunta documento en PDF.





SE ACUERDA: Se toma nota de la Resolución 04-2020 sobre los Derechos Humanos de las Personas con COVID-19, socializada a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. -





ARTÍCULO XV

El señor Roy Gutiérrez Navarro, de la Oficina de Peritos de la Dirección Ejecutiva, remite informe 2698-DE-2020, de 23 de julio de 2020, en que da respuesta al oficio CACC-330-2020,
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Posteriormente la Magistrada Vargas Vásquez, remite correo electrónico al señor Roy Gutiérrez Navarro, en que le consulta sobre el porqué se direccionó únicamente a las Administraciones Regionales de Corredores, Golfito, Pérez Zeledón, Limón, San Carlos y Turrialba. 



En respuesta a la consulta el señor Roy Gutiérrez envía correo electrónico en que indica: 



“se tomó en cuenta las Administraciones a las que se vienen comunicando las circulares de la Dirección Ejecutiva sobre pueblos indígenas y su inscripción en la lista de intérpretes y traductores y donde hay más afluencia de inscripciones.”



En correo de 28 de julio de 2020 la Magistrada Vargas, manifiesta: 

“Muchas gracias por la aclaración. Es importante tomar en consideración las Administraciones Regionales donde se conocen más asuntos de indígenas, sin embargo, hay casos de esta población reportados en todos los Circuitos del país, ya sea porque conocen en segunda instancia, o bien, al atender población migrante.”



El señor Roy Gutierrez contesta: 



“Lo tomare en cuenta para recomendar dirigir las circulares y comunicados próximos a todas las regionales, gracias.”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota Oficio N° 2698-DE-2020 de 23 de julio de 2020, remitido por el señor Roy Gutiérrez Navarro, de la Oficina de Peritos de la Dirección Ejecutiva vinculado con la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que se amplíe la participación de mujeres indígenas en las listas de traductoras e intérpretes; así como de la solicitud para que amplíe el comunicado a todas las Administraciones Regionales y no solo a las que se socializó. 2° Comunicar este acuerdo a la señora Valeria Varas, representante del INAMU por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





ARTÍCULO XVI



El señor Rafael Rodríguez Jiménez, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, en oficio 6848-2020 de 23 de julio de 2020, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 67-2020 celebrada el 02 de julio del 2020, artículo XLIX, que literalmente dice:



“… Analizado por este Consejo Superior lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora de Desarrollo Humano, la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, y la máster Ivannia Aguilar Arrieta, Jefa de Subproceso de Gestión del Desempeño, mediante oficio N° PJ-DGH-310-2020 del 19 de junio de 2020, se acordó:  Tener por rendidas las consideraciones hechas sobre los informes N° 507-PLA-RH-MI-2020, 659-PLA-RH-MI-2020 y 660-PLA-RH-MI-2020, relativos con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas y hacer de conocimiento de la Dirección de Planificación y de la Escuela Judicial.”



SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 6848-2020 de 23 de julio de 2020 en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 67-2020 celebrada el 02 de julio del 2020, artículo XLIX relacionado con el impacto organizacional y presupuestario del Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. -









ARTÍCULO XVII



La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial en correo electrónico de martes, 28 de julio de 2020 9:45 a. m. comunicó sobre el Curso Internacional DDHH, edición 2020. Embajada de Argentina., que literalmente indica: 



“Reciban un cordial saludo, con intención de remitir la siguiente información de La Embajada de la República Argentina sobre el Curso Internacional de Derechos Humanos, edición 2020. 
El Centro Internacional para la Promoción de los Derechos Humanos (CIPDH-UNESCO) convoca a la cuarta edición del Curso Internacional de Derechos Humanos, modalidad a distancia, a realizarse entre el 16 y 27 de noviembre de 2020.

El curso está dirigido a profesionales con experiencia en el campo de los derechos humanos, ya sea en el activismo en organizaciones de la sociedad civil, en el Estado, la academia o en organismos internacionales. Se desarrollará de manera virtual en español e inglés, con interpretación simultánea.

El tema de este año es Investigación en derechos humanos: verificación de hechos, documentación y monitoreo.

Los participantes serán seleccionados en función de su experiencia y vinculación a la temática buscando asegurar la diversidad de género, procedencia geográfica y/o pertenencia institucional.

La convocatoria se encuentra abierta desde el 15 de julio hasta el 30 de agosto.  Las bases y condiciones para la participación se encuentran disponibles en Curso Internacional de Derechos Humanos 2020:  https://www.cipdh.gob.ar/curso-internacional-de-derechos-humanos/”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial vinculado con el Curso Internacional de DDHH 2020, convocado por el Centro Internacional para la Promoción de los Derechos Humanos (CIPDH-UNESCO). 2° Comunicar a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la referida capacitación por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





ARTÍCULO XVIII



El señor Carlos Alonso von Marschall Murillo, Jefe de Análisis Prospectivo y Política Pública, presenta Oficio MIDEPLAN-AAD-OF-0049-2020, en que da respuesta a lo solicitado en el oficio CACC-299-2020. 



La Magistrada Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas comunica a la Dirección de Planificación lo siguiente:  



“Les comunico que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está especialmente interesada en seguir avanzando en el proceso de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-19.



Tomando en consideración lo señalado por MIDEPLAN, consulto si la Dirección de Planificación puede apoyarnos en el inicio al proceso, en tanto se logra que ese Ministerio tenga la lista la capacitación virtual suspendida con ocasión de la pandemia.”



En comunicado electrónico recibido el 20 de agosto el representante de MIDEPLAN fijó para la capacitación virtual los días 29 y 30 de setiembre y 1 de octubre de las 2 a las 4 pm.



Por su parte, la capacitación de Planificación sobre la construcción de Políticas Institucionales conforme a la metodología de Corte Plena se programó para el 21 de agosto durante la primera audiencia.



La Unidad de Acceso a la Justicia está preparando la invitación y dará énfasis en la participación de la Subcomisión de Indígenas y Planificación, en la temática Indígena.



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio MIDEPLAN-AAD-OF-0049-2020 enviado por el señor Carlos Alonso von Marschall Murillo, Jefe de Análisis Prospectivo y Política Pública de MIDEPLAN y de la programación de capacitaciones para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial los días 29 y 30 de setiembre y 1 de octubre de las 2 a las 4 p.m.; así como de la capacitación a cargo de la Dirección de Planificación sobre el Modelo aprobado por Corte Plena, programado para el 21 de agosto durante la primera audiencia.  2° Solicitar a la Dirección de Planificación informe sobre la siguiente etapa para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial conforme al Modelo aprobado por Corte Plena.
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                           Secretaría General

San José, 31 de agosto de 2020

N° 8114-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio









[bookmark: _Hlk49762689]Señora Magistrada

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial

	

[bookmark: _Hlk49762689]Estimada señora:



Muy respetuosamente, para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 82-2020 celebrada el 20 de agosto del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc48660610]“ARTÍCULO LX



Documento N° 7774-20 / 9364-20



	Mediante circular N° 103-20 de 21 de mayo de 2020, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de los despachos judiciales el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, referente a los “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.”.
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	Los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerda Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, indicaron lo siguiente:



“Reciba un cordial saludo por parte del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba.



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en la Sesión Extraordinaria N° 02-2020 celebrada el 10 de agosto del 2020, que literalmente dice.



Artículo I Único.



Situación de ingreso por parte de personal Judicial Tribunales de Turrialba a la Zona Indígena pro el tema del COVID-19. Y la salida de indígenas a diligencias judiciales. 



1. Se realiza la reunión convocada por el Consejo de Administración con la participación de las jefaturas que conforman los despachos Tribunales de Turrialba, se les expone la situación del ingreso a la zona indígena para atender asuntos judiciales indicados en la circular N°103-2020 emitida por la secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. 



1.) En la zona indígena de Chirripó, no se tiene conformado un Comité de Salud, lo que se tiene es la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirrió. 



2.) Mediante el oficio N°13-CAT-2020, de fecha 13 de julio de los corrientes se le dirige a la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirrió, el acuerdo tomado por el Consejo de Administración Tribunales de Turrialba sobre el ingreso a las zonas indígenas por el tema de emergencia que vive el país por el COVID-19, fecha de recibido por la Asociación el 20 de julio 2020.



3.) Mediante el oficio 01-24-07-20 ADIRICH, ofrecen respuesta al oficio N°13-CAT-2020, indicando la audiencia por parte de la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirripó, para que personal judicial de los Tribunales de Turrialba ingrese a la zona indígena para atender los asuntos judiciales. 



4.) Mediante adendum al oficio 01-24-07-20 ADIRICH, conforme al acuerdo N°01 del Consejo Directivo de Sesión N°92 de fecha 26 de julio, acuerdan que los únicos procesos judiciales que se permite el ingreso a la zona indígena son: Violencia Domestica, Homicidios, Pensiones Alimentarias y expedientes en trámite pronto a caducar. 



5.) Al tener conocimiento el Consejo de Administración de los casos judiciales que se pueden atender en la zona indígena y hacer del conocimiento a la jefaturas de los despachos Tribunales de Turrialba, por unanimidad de los participantes en la reunión celebrada el lunes diez de agosto de los corrientes, se acuerda que el Consejo de Administración le consulte al Consejo Superior cómo proceder para atender los casos en la zona indígena toda vez que la circular N°103-2020 emitida por la Secretaría de la Corte indica coordinar el ingreso con el Comité de Salud de cada territorio, al no tener la zona indígena de Chirripó Comité de Salud, la Asociación indígena cabécar Alto Chirripó detalla que casos se permite el ingreso al personal judicial. A criterio unánime de las jefaturas consideramos la atención: Pensiones, Violencia Domestica, Familia, Personas detenidas, Penal Juvenil y Penal causas que estén pronto prescribir. 



6.) [bookmark: _Hlk45630820]Se acuerda consultar al Consejo Superior en razón al oficio remitido por la Asociación de Desarrollo Indígena y el criterio unánime de las jefaturas, cómo atender los casos en la zona indígena de Alto Chirripó, toda vez que los procesos judiciales son importancia y se establecen plazos. Se declara acuerdo en firme.



7.) Al ser las horas dieciséis horas con quince minutos del diez de agosto del año 2020, se levanta la sesión.”
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	Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerda Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 









Lic. Carlos T.  Mora Rodríguez

Subsecretario General Interino

Corte Suprema de Justicia









 

Cc:

Consejo de administración de Turrialba.

Administración Regional de Turrialba

Sra Annie Caroline Ramírez Solano, Encargada Pendientes Secretaria General de la Corte

Diligencias / Refs: (7774-2020 / 9364-2020) 

PT

naguilars



Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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30 agosto 2020 
 
 


FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a 
toda forma de impunidad 


 
Carta abierta a las autoridades de Costa Rica  
 
Señoras y Señores 
Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada 
Fiscal General de la República, Emilia Navas Aparicio 
Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia 
Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos 
 
En el contexto de la permanente violencia en contra de las comunidades indígenas, Forest 
Peoples Programme una vez más condena los recientes hechos de violencia y amenazas, en 
esta ocasión contra dos mujeres Bribrí del Territorio Indígena de Salitre.  


El pasado 21 de agosto de 2020 las indígenas Bribri Claudina Figueroa Rojas y Ana Patricia 
Calderón Figueroa, madre e hija del clan Uniwak, defensoras de los derechos de su territorio 
fueron amenazadas dentro de su territorio indígena titulado. El perpetrador fue el conocido 
y reincidente agresor Eliodoro Figueroa Uva (a veces conocido como Heliodoro). 


El atacante ingresó armado a la finca, recuperada por las mujeres indígenas, a tomar 
fotografías de sus plantaciones y cosechas. En ese momento, Ana Patricia y Claudina lo 
interceptaron y le pidieron que saliera de su propiedad que está ubicada dentro del territorio 
indígena Bribri titulado por el Gobierno, a lo que el usurpador respondió con insultos y 
amenazas con un arma blanca mientras les decía “yo soy un hombre muy peligroso”, 
asegurándoles que regresaría. Cuando el agresor notó que las mujeres indígenas no 
abandonarían sus cosechas, este empezó a grabarlas con su celular amenazándolas y fue allí 
cuando ellas notaron que además del arma blanca también portaba un arma de fuego.  


Estos no son casos aislados. El usurpador posee numerosas causas penales en su contra por 
delitos contra la integridad física y vida de las personas indígenas del área, existiendo incluso 
medidas especiales de restricción en su contra, con respecto a otro Bribri víctima de su 
agresión. A pesar de lo cual sigue en libertad, robando los cultivos, portando armas y 
amenazando a las ya víctimas y propietarios indígenas legítimos del territorio (acorde a la 
normativa interna). Lo que demuestra la absoluta impunidad con la que actúa, se beneficia y 
perpetra nuevos delitos, incluso en contra de mujeres indígenas y beneficiarias de las 
Medidas Cautelares emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2015 
(MC 321/12) para proteger los Bribri de estas agresiones y amenazas.  


Adicionalmente, este caso evidencia la atención deficiente de las autoridades del Estado, 
especialmente la policía, en los casos de violencia contra indígenas (incluso mujeres), 
evidenciando un grave incumplimiento de su obligación de otorgar protección a personas que 
integran grupos vulnerables y especialmente beneficiarias de medidas cautelares.  
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En efecto, cuando Claudina y Ana Patricia solicitaron el auxilio a la Fuerza Pública (policía del 
Poder Ejecutivo) los agentes policiales les insistieron y lograron convencerlas de que para ese 
tipo de amenazas no podían ni correspondía la interposición de una denuncia penal, por lo 
que ellos procedieron a retirarse sin levantar un informe de los hechos. Los agentes policiales, 
no cumplieron con su deber a sabiendas del peligro que representa el agresor, ya que conocen 
de las acciones judiciales que existen en contra del mismo Sr. Eliodoro, pues ellos mismos han 
tenido que detenerlo en al menos otras dos ocasiones recientes. Finalmente, tuvo que 
interceder la representación legal y solicitar apoyo de la Fiscalía de Asuntos Indígenas en San 
José para que se lograra interponer la correspondiente denuncia; una denuncia que debe ser 
investigada con la debida diligencia y ser analizada dentro de una estrategia de persecución 
penal diseñada por la Fiscalía en la que acumule todas las acciones que involucran a este 
perpetrador y su familia por hechos similares y reiterados. 


Este sujeto de apellidos Figueroa Uva, junto a su hermano Rodrigo y su padre Heleodoro, 
usurpan ilegal y violentamente varias fincas en el Territorio de Salitre para mantener sus 
actividades económicas. En diversas ocasiones han intentado con total impunidad asesinar a 
personas indígenas, tales como José Enrique Ortiz y Minor Ortiz; este último actualmente vive 
con una bala en cada pierna y una marca de hierro caliente en su pecho producidas por los 
hermanos Figueroa Uva, sin que haya obtenido justicia ni reparación. 


Sin legitimidad para poseer de buena fe en el territorio, esta familia goza de absoluta 
impunidad en su accionar criminal. En al menos tres ocasiones los Tribunales han rechazado 
la solicitud de prisión preventiva de Eliodoro Figueroa dentro del proceso donde figura como 
víctima Minor Ortiz, a pesar de que se cumplen los requisitos exigidos por la legislación 
interna, arts. 10 y 239 del Código Procesal Penal costarricense.  En este sentido, existen 
elementos de convicción suficientes para sostener razonablemente que el imputado es autor 
del hecho punible, el delito que se le atribuye está reprimido con pena privativa de libertad, 
el agresor además continúa con la actividad delictiva pues constantemente se denuncian sus 
agresiones y amenazas. Por último y la más relevante dado el contexto de vulnerabilidad de 
la víctima: existe grave riesgo y peligro para la víctima y sus familiares.  Por su parte, la Fiscalía 
en al menos tres ocasiones no logró presentar argumentos suficientes para mantener a este 
hombre peligroso y a los miembros de su familia alejados de los Bribri y sus tierras.   


El Estado de Costa Rica, incluido el Poder Judicial, les sigue garantizando su impunidad. La 
familia Figueroa Uva seguirá, gracias a la aquiescencia estatal, destruyendo cosechas, 
viviendas y atentando contra la vida y la integridad física de las personas indígenas en Salitre.  


Es por todo esto que Forest Peoples Programme una vez más condena todos los hechos de 
violencia contra las mujeres indígenas y demás personas que integran comunidades 
indígenas, y hace un llamado para que: 


• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 
• Las autoridades estatales, con prioridad, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin 


dilación, una investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá 
informados, en especial que realicen una acumulación de los graves y reiterados 
hechos denunciados, estableciendo medias cautelares efectivas que aseguren la no 
repetición de estos graves hechos. 
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• Las autoridades correspondientes prioritariamente resuelvan los casos judiciales 
relacionados a la disposición de las tierras reclamadas tanto por los Bribri como los 
usurpadores de la familia de Eliodoro Figueroa Uva (y Díaz). 


• Se adopte un Mecanismo Eficaz para que las personas indígenas interpongan las 
denuncias correspondientes sin dilación alguna; instruyendo tanto a la policía como a 
la Fiscalía en Buenos Aires para facilitar la interposición de denuncias, su proceso, y 
las comunicaciones periódicas con los víctimas para actualizarlos sobre el estado de 
sus casos. 


• Se adopten medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones 
internacionalmente adquiridas en materia de derechos humanos con especial énfasis 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la 
Mujer (Convención De Belem Do Para). 


• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que 
incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas 
usurpaciones y estrategias rápidas y eficaces de desalojo que implique asegurar la 
integridad de las personas beneficiarias, así como su propiedad ancestral. 


• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad 
y derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas 
derivadas de las MC 321/12. 


Atentamente, 


 


Louise Henson 
Managing Director 
 Forest Peoples Programme 
CC: 


• Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer, sus Causas 


y Consecuencias 
• Grupo de trabajo sobre la discriminación contra las mujeres y niñas del Alto 


Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los Defensores de 


Derechos Humanos 
• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre el Racismo 
• Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de la ONU 
• Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la ONU (ONU-


CEDAW) 
• ONU Mujeres Ginebra 
• Coordinadora del Programa de Naciones Unidas en Costa Rica  
• Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
• Defensoría de los Habitantes, Costa Rica 
• Concejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa 
• Concejo de Mayores Brörán 
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San José, 3 de agosto de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0101-2020 


 


Señoras y Señores 


Asociación Pro Derechos Humanos de España 


 


Estimados Señores y Señoras: 


Tengo el honor de dirigirme a ustedes en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de la Acceso a la Justicia del 


Poder Judicial, con el objetivo de acusar recibido del comunicado electrónico de 3 de agosto 


de 2020 a las 6:13 a.m., cuyo contenido literal es el siguiente: 


“Sr. Carlos Alvarado Quesada, Presidente de la República de Costa Rica.  


Sr. Randall Otárola, Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano.  


Sr. Eduardo Solano, Viceministro de Seguridad Pública.  


Sra. Fiorella Salazar Rojas, Ministro de Justicia y Paz de Costa Rica  


Sr. Julio Jurado Fernández, Procuradoría General de la República.  


Sr. Rodolfo Solano Quirós, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.  


Sra. Emilia Navas Aparicio, Fiscal General de la República.  


Sra. Damaris Vargas, Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de 


Acceso a la Justicia.  


Sra. Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República de Costa 


Rica.  


Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes, Dirección de Igualdad y No 


Discriminación.  


S.E Sra. Sara Duncan, Representante Permanente Alterna, Misión Permanente de 


Costa Rica ante la Oficina de Naciones Unidas en Ginebra.  


S.E Sra. Montserrat Solano Carboni, Embajadora, Misión Permanente de Costa Rica 


ante la Organización de los Estados Americanos.  


S.E Sr. Sergio Alfaro Salas, Embajador, Embajada de Costa Rica ante el Reino de 


Bélgica, el Gran Ducado de Luxemburgo y Misión ante la Unión Europea.  


La Asociación Pro Derechos Humanos de España ha sido informada a través del 


Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos sobre las 


agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, que están sufriendo los Sres. 


José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, defensores de los derechos indígenas y miembros 


de las comunidades Bribri y Bröran de los territorios indígenas de Salitre y de Térraba 


respectivamente, ambos situados en la provincia de Puntarenas.  
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Según la información recibida, el 21 de julio de 2020, mientras el Sr. José Enrique 


Ortiz, defensor indígena Bribri, se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado 


y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, quien profirió insultos contra 


él y su familia e hizo referencia a la denuncia presentada contra su hermano, el Sr. 


Eliodoro Figueroa Uva.  


Los hermanos Figueroa Uva son miembros de una familia no indígena que habría 


llevado a cabo múltiples agresiones y amenazas contra la comunidad Bribri de Salitre 


y la comunidad Brörán en los últimos años, incluidos intentos de asesinato, 


destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos. En este sentido, el 9 


de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal 


contra el Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia interpuesta por el Sr. Enrique 


Ortiz y su cuñado y líder indígena Bribri, el Sr. Minor Ortiz, quienes habrían sido 


atacados con arma de fuego por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva el mismo 9 de febrero. 


Asimismo, el juez impuso medidas cautelares al Sr. Eliodoro Figueroa Uva mientras 


se desarrollan las investigaciones, consistentes en no perturbar ni intimidar a la 


comunidad indígena Bribri de Salitre. Por otra parte, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, 


padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiplos procesos abiertos en su contra 


en sede agraria relacionados con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre.  


De acuerdo con la misma información, el 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín, 


ubicada en el territorio indígena de Térraba y recuperada por el pueblo indígena 


Brörán, fue invadida por un grupo de personas desconocidas junto con la Sra. Hilda 


Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en dicho territorio indígena. 


Los agresores introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañando el suelo y 


deforestando media hectárea del terreno. Un grupo de personas indígenas Brörán 


fue amenazado, tras apersonarse al lugar para proteger pacíficamente su territorio. 


Asimismo, el Sr. Pablo Sibar, líder indígena Brörán, fue amenazado de muerte por 


un individuo desconocido, quien le dijo que tenía garantizada una recompensa por 


su asesinato.  


Tras ser alertada por las víctimas de las agresiones, la policía local acudió al lugar 


de los hechos para negociar con el grupo de agresores su salida del territorio 


indígena. Sin embargo, y a pesar de la gravedad de las agresiones, no se llevó a 


cabo ninguna detención y tampoco se ha permitido a las personas agredidas tener 


acceso al contenido del informe policial.  


Según informa el Observatorio dichas amenazas y agresiones contra las personas 


defensoras de los derechos Bribri y Brörán se enmarcan en un patrón de ataques 


contra los pueblos indígenas de Salitre y Térraba cuyo origen radica en la falta de 


identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus territorios.  


En este sentido, de acuerdo con lo establecido en Ley Indígena de Costa Rica, los 


territorios indígenas son inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivos 


para las comunidades indígenas que las habitan. Asimismo, el Estado tiene la 


obligación de reubicar a las personas no indígenas que se encuentren en territorios 
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indígenas y, en caso de que se produzca una invasión de dichos territorios, la 


obligación de proceder al desalojo de los ocupantes ilegales. Sin embargo, la falta 


de implementación adecuada de dicha ley ha generado un conflicto por la tenencia 


de la tierra entre pueblos indígenas y personas no indígenas con graves 


consecuencias para la comunidad Bribri de Salitre y la comunidad de Brörán y sus 


liderazgos, quienes han sido sometidos a amenazas, ataques contra su vida e 


integridad física y a ocupaciones ilegales de sus territorios desde 2012.  


En 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a través de la 


Resolución 16/15 otorgó medidas cautelares a favor de los pueblos indígenas Bribri 


y Brörán. Sin embargo, las medidas de protección adoptadas por Costa Rica se han 


mostrado ineficaces y los ataques contra ambas comunidades, así como la ocupación 


ilegal de sus tierras, han continuado con total impunidad, incluidos los asesinatos el 


18 de marzo de 2019 del líder indígena Bribri Sergio Rojas Ortiz, y del líder indígena 


Brörán Jehry Rivera Rivera el 24 de febrero de 2020.  


Desde la APDHE, condenamos las amenazas y agresiones contra las personas 


defensoras de los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán. Por ello, 


instamos a las autoridades de Costa Rica a:  


 


• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la 


seguridad y la integridad física y psicológica de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo 


Sibar, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;  


 


• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, 


en torno a todas las circunstancias de los hechos arriba denunciados, con el fin de 


identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, 


justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por 


la ley;  


 


• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los 


territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 


del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 


Indígenas y Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica;  


 


• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible 


desposesión de sus tierras, territorios o recursos, conforme a lo establecido en el 


artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 


Indígenas;  


 


• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de 


derechos humanos que incluya componentes de protección, prevención y lucha 


contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular que 
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cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de 


las personas defensoras de los derechos indígenas.  


 


• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de 


los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 9 de 


diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2;  


 


• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades 


fundamentales en todo el país, de conformidad con las normas internacionales de 


derechos humanos ratificadas por Costa Rica.  


 


Madrid (España), 3 de agosto de 2020 


 


El comunicado será puesto en conocimiento de las jefaturas institucionales involucradas 


para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los 


lineamientos institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con 


población indígenas en aplicación de la normativa nacional e internacional que regula sus 


derechos. Se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal pues 


no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas.  


Atentamente, 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 


Tel: (506) 2295 4995 
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Excmos./as. Srs./as.: 








Reciban un cordial saludo. 

Encontrarán por este medio la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, dirigida a ustedes, sobre las agresiones contra los Bribri y Brörán y emitida por el Sr. James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme.  








Esta Carta Abierta también se encuentra publicada en los idiomas inglés y español la página de la organización. 








Reiteramos nuestro llamado a tomar las acciones que en la Carta se detallan, pues es de nuestra alta preocupación el riesgo grave que continuamente está corriendo la integridad física y la vida de las personas Beneficiarios de las Medidas Cautelares 321/12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  








Cordialmente, 








Nathalia Ulloa Castillo 



Asesora Legal, Forest Peoples Programme 
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Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica 



Señoras y Señores 



Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada 



Fiscal General de República, Emilia Navas Aparicio  



Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia 



Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos 



En el contexto del aumento de la violencia en contra de las comunidades indígenas, que los 



pueblos Bribri de Salitre y Brörán de Térraba continuamente denuncian en instancias nacionales 



e internacionales, siendo ambos pueblos beneficiarios desde el 2015 de una incumplida medida 



cautelar. Forest Peoples Programme una vez más condena los recientes hechos de violencia y 



amenazas contra las personas que integran comunidades indígenas. 



En la última semana, incluso en contexto de pandemia, se han denunciado nuevas agresiones y 



amenazas en contra de personas indígenas. El 21 de julio de 2020 el indígena Bribri José Enrique 



Ortiz, fue amenazado por Rodrigo Figueroa Uva, un conocido agresor de su familia, quien lo ha 



amenazado y atentando contra su vida en ocasiones anteriores.  Al respecto José Enrique 



manifestó que “tanto Rodrigo como su hermano Eliodoro Figueroa Uva son dos conocidos 



usurpadores y agresores de indígenas en Salitre, fueron quienes en tres ocasiones nos han 



intentado asesinar a mi cuñado y líder indigena Minor Ortiz y a mí, producto de esto Minor ahora 



vive con una bala incrustada en cada pierna. En ese ataque, los agresores fracasaron el impacto 



de bala en mi contra”. Los mismos agresores, previamente marcaron a Minor en su pecho con un 



hierro caliente para ganado.  Estos hermanos, quienes gozan de absoluta impunidad, junto a su 



padre Heleodoro Figueroa Díaz, en varias ocasiones han prendido fuego a las parcelas indígenas, 



robado sus cultivos y destruido sus viviendas.  Por años esta familia se ha mantenido agrediendo 



violentamente a los Bribri, razón por la cual actualmente Heleodoro padre como Eliodoro hijo 



tienen procesos judiciales abiertos en sede agraria y en sede penal, esta última a pesar de los 



graves hechos denunciados permanece aún en estado inicial de investigación. Al respecto, ningún 



juez ha dictado prisión preventiva, ni siquiera después de que el agresor violara las medidas 



cautelares alternativas que le fueron impuestas, consistentes en no perturbar ni intimidar a las 



víctimas. Bajo esta continuada impunidad y garantizada repetición, no hay sorpresa de que los 



agresores continúen atacando a las personas beneficiarias Bribri.  La incapacidad o falta de 



voluntad política del Estado para lograr una sanción efectiva y pronta a los miembros de esta 



familia Figueroa Díaz/Uva, lo hace cómplice en la violación de la vida e integridad física de los 



Bribri en Salitre. 











 



Adicionalmente, menos de una semana después, el 27 de julio, se tuvo noticia de una violenta 



usurpación por parte de Hilda Granados, su pareja e hija, quienes introdujeron maquinaria 



pesada en un terreno recuperado en Crun Shurín (Tierra de Venados), territorio de Térraba. Los 



invasores ingresaron un tractor, destruyeron la vegetación y removieron el suelo, además 



cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba, deforestando 



aproximadamente media hectárea. Hechos que pueden ser catalogados como un desastre 



ambiental. El terreno directamente afectado es el del Brörán Vinicio Navas Nájera, la invasión y 



destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente 



sobre el Río Escuadra.  



Las y los recuperadores Brörán de Crun Shurín (Beneficiarios de las medidas cautelares de la 



CIDH, y algunos Peticionarios del Caso 14.026 contra Costa Rica) se hicieron presentes en el 



terreno ancestral usurpado, arriesgando su salud y vida en contexto de pandemia reclamando 



sus derechos y protegiendo el territorio. Al llegar al lugar, nuevamente fueron agredidos y 



amenazados por los usurpadores, una vez más el defensor de los derechos de su pueblo Pablo 



Sibar fue violentamente amenazado de muerte, por uno de los usurpadores quien entre insultos 



y actos de violencia le dijo que lo iba matar, y que por hacerlo tenía garantizado una recompensa.  



En esta ocasión, al igual que en todas las violentas usurpaciones sufridas por los indígenas, ellos 



debieron correr los riesgos de concurrir al lugar, contactar a los agentes de seguridad y a las 



autoridades gubernamentales, solicitando el retiro de las personas invasoras. Finalmente, y sin 



realizar detención alguna a pesar de los numerosos delitos flagrantes cometidos (incluidos delitos 



ambientales), la policía local sólo negoció la salida de los usurpadores, y hasta ahora han negado 



a los defensores indígenas el contenido del Informe Policial, lo que les impide individualizar al 



agresor. Destacamos, la existencia de amenazas, daños a la propiedad y al medioambiente, todos 



delitos que no fueron reconocidos en su gravedad por la autoridad policial al momento de 



facilitar la impune salida de las personas agresoras. 



Adicionalmente, en este violento contexto se han recibido también constantes denuncias sobre 



agresiones contra el pueblo Maleku de Guatuso y el pueblo Cabécar de China Kichá. Donde los 



usurpadores, la semana pasada, incluso formularon amenazas afirmando que “en 10 días va a 



haber una desgracia”. 



Los pueblos, beneficiarios desde el 2015 de una incumplida medida cautelar MC 321/12, han 



enfrentado el incremento de la violencia en su contra, el asesinato impune de dos de sus líderes, 



Sergio Rojas y Jehry Rivera, muchos de sus integrantes -incluidas mujeres, niños y niñas- han 



sufrido amenazas, ataques, lesiones, han sobrevivido intentos de asesinatos, han sufrido el terror 



de que sus tierras sean incendiadas. Razón por la cual, el pasado 8 de julio los pueblos Bribri de 



Salitre y Brörán de Térraba acompañados de sus representantes legales reiteraron en una 



reunión de trabajo con la CIDH y el Estado, la necesidad de que la CIDH se pronuncie sobre la 



solicitud formulada desde el 2018 para que las personas beneficiadas y en una situación de 











 



profundo riesgo cuenten con la protección de Medidas Provisionales otorgada por la Corte 



Interamericana de DDHH. 



El Forest Peoples Programme condena todos los hechos de violencia contra las personas que 



integran comunidades indígenas, hace un llamado para que: 



• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 



• Las autoridades estatales, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una 



investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados. 



• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que 



incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas 



usurpaciones (como la mencionada invasión de Crun Shurín), y estrategias rápidas y 



eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiadas, así 



como su propiedad ancestral. 



• Que el Estado proceda y ejecute el saneamiento territorial de todos los territorios 



recuperados por las personas indígenas, según el compromiso adquirido por este después 



del asesinato del líder y beneficiario Jehry Rivera.  



• Que el Estado garantice el suministro de agua y electricidad a los recuperadores en tales 



fincas, de conformidad con lo solicitado anteriormente por ellos. 



• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y 



derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas 



derivadas de las MC 321/12. 



Cordialmente, 



 



James Whitehead 



Director 



Forest Peoples Programme 



 



CC 



• Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 



• Relatora Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos 



• Relatora especial de las Naciones Unidas sobre el racismo 



• Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación racial de la ONU (ONU-CERD) 



• Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
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Señores y Señoras

Jefaturas Institucionales

 

Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hago de su conocimiento la gestión enviada por la Señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias.

 

El contenido esta inserto en los documentos adjuntos.

 

Se remite en copia a la señora Ulloa Castillo para el debido seguimiento.

 

Atentamente,

 

Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial

República de Costa Rica

Tel: (506) 2295 4995
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San José, 30 de julio 2020

Oficio N° DVV-S1-0096-2020

Señora

Nathalia Ulloa Castillo 

Asesora Legal, Forest Peoples Programme 

 

Estimada Señora:

Tengo el honor de saludarle y comunicarle que el comunicado denominado &#8220;Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica&#8221; dirigido por el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las Magistradas y a la Fiscalía General de la Corte Suprema de Justicia, entre otras personas, será puesto en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que de acuerdo a sus competencias, procedan conforme a derecho.

Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente copiados para la trazabilidad debida.

Cordialmente,

Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial

República de Costa Rica

Tel: (506) 2295 4995
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CC: defenders@ohchr.org; sandra@frontlinedefenders.org; alice.harding.shackelford@one.un.org; Toni.POZAR@eeas.europa.eu; Fergus MacKay &lt;fergus@forestpeoples.org&gt;; defensoria@dhr.go.cr; Fiscalía de Asuntos Indígenas &lt;fai-mp@Poder-Judicial.go.cr&gt;; randall.otarola@presidencia.go.cr; edsolanos@seguridadpublica.go.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; fpaniagua@mj.go.cr
Asunto: Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra los Bribri y Brörán

 

Excmos./as. Srs./as.: 

 

Reciban un cordial saludo. 

Encontrarán por este medio la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, dirigida a ustedes, sobre las agresiones contra los Bribri y Brörán y emitida por el Sr. James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme.  

 

Esta Carta Abierta también se encuentra publicada en los idiomas inglés y español la página de la organización. 

 

Reiteramos nuestro llamado a tomar las acciones que en la Carta se detallan, pues es de nuestra alta preocupación el riesgo grave que continuamente está corriendo la integridad física y la vida de las personas Beneficiarios de las Medidas Cautelares 321/12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

 

Cordialmente, 

 

Nathalia Ulloa Castillo 

Asesora Legal, Forest Peoples Programme 
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Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica 



Señoras y Señores 



Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada 



Fiscal General de República, Emilia Navas Aparicio  



Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia 



Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos 



En el contexto del aumento de la violencia en contra de las comunidades indígenas, que los 



pueblos Bribri de Salitre y Brörán de Térraba continuamente denuncian en instancias nacionales 



e internacionales, siendo ambos pueblos beneficiarios desde el 2015 de una incumplida medida 



cautelar. Forest Peoples Programme una vez más condena los recientes hechos de violencia y 



amenazas contra las personas que integran comunidades indígenas. 



En la última semana, incluso en contexto de pandemia, se han denunciado nuevas agresiones y 



amenazas en contra de personas indígenas. El 21 de julio de 2020 el indígena Bribri José Enrique 



Ortiz, fue amenazado por Rodrigo Figueroa Uva, un conocido agresor de su familia, quien lo ha 



amenazado y atentando contra su vida en ocasiones anteriores.  Al respecto José Enrique 



manifestó que “tanto Rodrigo como su hermano Eliodoro Figueroa Uva son dos conocidos 



usurpadores y agresores de indígenas en Salitre, fueron quienes en tres ocasiones nos han 



intentado asesinar a mi cuñado y líder indigena Minor Ortiz y a mí, producto de esto Minor ahora 



vive con una bala incrustada en cada pierna. En ese ataque, los agresores fracasaron el impacto 



de bala en mi contra”. Los mismos agresores, previamente marcaron a Minor en su pecho con un 



hierro caliente para ganado.  Estos hermanos, quienes gozan de absoluta impunidad, junto a su 



padre Heleodoro Figueroa Díaz, en varias ocasiones han prendido fuego a las parcelas indígenas, 



robado sus cultivos y destruido sus viviendas.  Por años esta familia se ha mantenido agrediendo 



violentamente a los Bribri, razón por la cual actualmente Heleodoro padre como Eliodoro hijo 



tienen procesos judiciales abiertos en sede agraria y en sede penal, esta última a pesar de los 



graves hechos denunciados permanece aún en estado inicial de investigación. Al respecto, ningún 



juez ha dictado prisión preventiva, ni siquiera después de que el agresor violara las medidas 



cautelares alternativas que le fueron impuestas, consistentes en no perturbar ni intimidar a las 



víctimas. Bajo esta continuada impunidad y garantizada repetición, no hay sorpresa de que los 



agresores continúen atacando a las personas beneficiarias Bribri.  La incapacidad o falta de 



voluntad política del Estado para lograr una sanción efectiva y pronta a los miembros de esta 



familia Figueroa Díaz/Uva, lo hace cómplice en la violación de la vida e integridad física de los 



Bribri en Salitre. 











 



Adicionalmente, menos de una semana después, el 27 de julio, se tuvo noticia de una violenta 



usurpación por parte de Hilda Granados, su pareja e hija, quienes introdujeron maquinaria 



pesada en un terreno recuperado en Crun Shurín (Tierra de Venados), territorio de Térraba. Los 



invasores ingresaron un tractor, destruyeron la vegetación y removieron el suelo, además 



cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba, deforestando 



aproximadamente media hectárea. Hechos que pueden ser catalogados como un desastre 



ambiental. El terreno directamente afectado es el del Brörán Vinicio Navas Nájera, la invasión y 



destrucción se dio en la parte colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente 



sobre el Río Escuadra.  



Las y los recuperadores Brörán de Crun Shurín (Beneficiarios de las medidas cautelares de la 



CIDH, y algunos Peticionarios del Caso 14.026 contra Costa Rica) se hicieron presentes en el 



terreno ancestral usurpado, arriesgando su salud y vida en contexto de pandemia reclamando 



sus derechos y protegiendo el territorio. Al llegar al lugar, nuevamente fueron agredidos y 



amenazados por los usurpadores, una vez más el defensor de los derechos de su pueblo Pablo 



Sibar fue violentamente amenazado de muerte, por uno de los usurpadores quien entre insultos 



y actos de violencia le dijo que lo iba matar, y que por hacerlo tenía garantizado una recompensa.  



En esta ocasión, al igual que en todas las violentas usurpaciones sufridas por los indígenas, ellos 



debieron correr los riesgos de concurrir al lugar, contactar a los agentes de seguridad y a las 



autoridades gubernamentales, solicitando el retiro de las personas invasoras. Finalmente, y sin 



realizar detención alguna a pesar de los numerosos delitos flagrantes cometidos (incluidos delitos 



ambientales), la policía local sólo negoció la salida de los usurpadores, y hasta ahora han negado 



a los defensores indígenas el contenido del Informe Policial, lo que les impide individualizar al 



agresor. Destacamos, la existencia de amenazas, daños a la propiedad y al medioambiente, todos 



delitos que no fueron reconocidos en su gravedad por la autoridad policial al momento de 



facilitar la impune salida de las personas agresoras. 



Adicionalmente, en este violento contexto se han recibido también constantes denuncias sobre 



agresiones contra el pueblo Maleku de Guatuso y el pueblo Cabécar de China Kichá. Donde los 



usurpadores, la semana pasada, incluso formularon amenazas afirmando que “en 10 días va a 



haber una desgracia”. 



Los pueblos, beneficiarios desde el 2015 de una incumplida medida cautelar MC 321/12, han 



enfrentado el incremento de la violencia en su contra, el asesinato impune de dos de sus líderes, 



Sergio Rojas y Jehry Rivera, muchos de sus integrantes -incluidas mujeres, niños y niñas- han 



sufrido amenazas, ataques, lesiones, han sobrevivido intentos de asesinatos, han sufrido el terror 



de que sus tierras sean incendiadas. Razón por la cual, el pasado 8 de julio los pueblos Bribri de 



Salitre y Brörán de Térraba acompañados de sus representantes legales reiteraron en una 



reunión de trabajo con la CIDH y el Estado, la necesidad de que la CIDH se pronuncie sobre la 



solicitud formulada desde el 2018 para que las personas beneficiadas y en una situación de 











 



profundo riesgo cuenten con la protección de Medidas Provisionales otorgada por la Corte 



Interamericana de DDHH. 



El Forest Peoples Programme condena todos los hechos de violencia contra las personas que 



integran comunidades indígenas, hace un llamado para que: 



• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos. 



• Las autoridades estatales, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una 



investigación seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados. 



• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que 



incluyan: la adopción por parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas 



usurpaciones (como la mencionada invasión de Crun Shurín), y estrategias rápidas y 



eficaces de desalojo que implique asegurar la integridad de las personas beneficiadas, así 



como su propiedad ancestral. 



• Que el Estado proceda y ejecute el saneamiento territorial de todos los territorios 



recuperados por las personas indígenas, según el compromiso adquirido por este después 



del asesinato del líder y beneficiario Jehry Rivera.  



• Que el Estado garantice el suministro de agua y electricidad a los recuperadores en tales 



fincas, de conformidad con lo solicitado anteriormente por ellos. 



• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y 



derechos de los Pueblos Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas 



derivadas de las MC 321/12. 



Cordialmente, 



 



James Whitehead 



Director 



Forest Peoples Programme 



 



CC 



• Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 



• Relatora Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos 



• Relatora especial de las Naciones Unidas sobre el racismo 



• Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación racial de la ONU (ONU-CERD) 



• Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
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San José, 30 de julio 2020 



Oficio N° DVV-S1-0096-2020 



Señora 



Nathalia Ulloa Castillo  



Asesora Legal, Forest Peoples Programme  



 



Estimada Señora: 



Tengo el honor de saludarle y comunicarle que el comunicado denominado “Carta 



Abierta a las Autoridades de Costa Rica” dirigido por el señor James Whitehead, 



Director de Forest Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las 



Magistradas y a la Fiscalía General de la Corte Suprema de Justicia, entre otras 



personas, será puesto en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial 



con el objetivo de que de acuerdo a sus competencias, procedan conforme a 



derecho. 



Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con 



las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor 



manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la 



organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los 



lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la 



temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados 



pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
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Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente 



copiados para la trazabilidad debida. 



Cordialmente, 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Poder Judicial 



República de Costa Rica 



Tel: (506) 2295 4995 



 



 



 



 



Copias: 



Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 



Despacho de la Presidencia 



Fiscalía General 



Comisión de Acceso a la Justicia 



Unidad de Acceso a la Justicia 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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			DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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San José, 30 de julio 2020 


Oficio N° DVV-S1-0096-2020 


Señora 


Nathalia Ulloa Castillo  


Asesora Legal, Forest Peoples Programme  


 


Estimada Señora: 


Tengo el honor de saludarle y comunicarle que el comunicado denominado “Carta 


Abierta a las Autoridades de Costa Rica” dirigido por el señor James Whitehead, 


Director de Forest Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las 


Magistradas y a la Fiscalía General de la Corte Suprema de Justicia, entre otras 


personas, será puesto en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial 


con el objetivo de que de acuerdo a sus competencias, procedan conforme a 


derecho. 


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con 


las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor 


manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la 


organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los 


lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la 


temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados 


pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente 


copiados para la trazabilidad debida. 


Cordialmente, 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 


República de Costa Rica 


Tel: (506) 2295 4995 
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